
El Legislativo ante

derecho

Este libro ofrece un material de consulta que permite 
profundizar en el análisis metropolitano, ya que reúne 
las reflexiones de algunos de los más destacados 
estudiosos en México, de la gestión metropolitana, 
quienes desde diversos enfoques discuten y aportan 
su visión para el análisis de los problemas medulares 
y sus posibles vías de solución, haciendo énfasis en 
la incidencia que pueden tener en el trabajo Legis-
lativo.

Los materiales fueron desarrollados por expertos 
en la materia, con una amplia experiencia tanto en el 
campo académico como en el institucional, se trata 
de profesionistas que han estado directamente invo-
lucrados en la gestión metropolitana pero que ade-
más se han adentrado en su análisis sistemático, en 
su discusión y reflexión.

Se trata por tanto, de aportaciones originales que 
analizan de manera puntual diversas problemáticas 
y oportunidades, pero que en su conjunto responden 
a la intención de presentar un panorama de la com-
plejidad del fenómeno metropolitano, tanto desde el 
punto de vista epistemológico y metodológico como 
desde la perspectiva de su planeación y gestión.

Los textos se presentan ordenados en cuatro blo-
ques temáticos derivados de la propia estructura del 
diplomado, donde se abordaron contenidos que van 
desde aspectos conceptuales hasta procesos y pro-
blemáticas puntuales de las metrópolis, revisando di-
versas experiencias nacionales e internacionales.

CONOCER
PARA DECIDIR

EN APOYO A LA 
INVESTIGACIÓN 
A C A D É M I C A

CONOCER
PARA DECIDIR
EN APOYO A LA 
INVESTIGACIÓN 
A C A D É M I C A

CONOCER
PARA DECIDIR
EN APOYO A LA 
INVESTIGACIÓN 
A C A D É M I C A

LegislativoEl
ante la gestión
metropolitana

Roberto Eibenschutz Hartman
Ligia González García de Alba

Coordinadores



 

    

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

 







MÉXICO • 2009



La H. Cámara de Diputados, LX Legislatura,
participa en la coedición de esta obra al
incorporarla a su serie Conocer para Decidir

Coeditores de la presente edición
	 H. Cámara de Diputados, LX Legislatura

	U niversidad Autónoma Metropolitana

   Unidad Xochimilco

	M iguel Ángel Porrúa, librero-editor 

Primera edición, junio del año 2009

© 2009 

Los autores de los textos y coordinadores de la obra,

conservan para sí y en todo momento los derechos

de autor que les son inherentes.

© 2009 

Por características tipográficas y de diseño editorial 
Miguel Ángel Porrúa, librero-editor

Derechos reservados conforme a la ley

ISBN 978-607-401-113-5

Queda prohibida la reproducción parcial o total, directa o indirecta del 

contenido de la presente obra, sin contar previamente con la autorización 

expresa y por escrito de los editores, en términos de lo así previsto por la Ley 

Federal del Derecho de Autor y, en su caso, por los tratados internacionales 

aplicables.

IMPRESO EN MÉXICO                                           PRINTED IN MEXICO

www.maporrua.com.mx

Amargura 4, San Ángel, Álvaro Obregón, 01000 México, D.F.

Esta investigación, arbitrada por pares académicos,
se privilegia con el aval de la institución coeditora.



�

El proceso de metropolización característico del mundo globalizado de 
finales del siglo xx y principios del xxi, va más allá de la concentración 
de población en ciertos puntos estratégicos de la superficie del planeta, 
se trata de un proceso cualitativamente distinto al de la urbanización 
tradicional que tiene que ver con la concentración de decisiones del po-
der económico y político que se ubican en complejas redes de relacio-
nes que cubren la superficie del planeta a partir del territorio de grandes 
aglomeraciones humanas, que se disputan la hegemonía mundial.

La gestión metropolitana cobra entonces una mayor complejidad 
ante la necesidad de concertar la convivencia de poblaciones millo-
narias en extensos territorios que generalmente comprenden la pre-
sencia de distintos ámbitos de gobierno, cuyas autoridades provienen 
de diversas corrientes políticas e ideológicas y donde se materializan 
intereses económicos y culturales que rebasan las fronteras nacionales. 
México no escapa a este proceso y su viabilidad depende en gran me-
dida de la capacidad para ordenar el crecimiento y desarrollo de sus 
grandes zonas metropolitanas donde se produce el conocimiento, se 
desarrolla la ciencia y la cultura, se concentra el patrimonio histórico, 
la infraestructura productiva y la actividad económica y donde también 
se generan las mayores amenazas para la sustentabilidad de la sociedad, 
entendida como la continuidad en las condiciones de habitabilidad en 
equilibrio con el medio ambiente, de gobernanza en una sociedad de-
mocrática y diversa y de desarrollo económico en un mundo altamente 
competitivo.

Introducción
Roberto Eibenschutz Hartman 

Ligia González García de Alba
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Las lagunas e imperfecciones del marco jurídico nacional que no 
prevé la existencia del fenómeno metropolitano, así como la magnitud 
y complejidad de las grandes aglomeraciones tienden a rebasar la ca-
pacidad de los gobiernos locales, responsables en primera instancia de 
coordinar su gestión y afectan gravemente su potencial de desarrollo. 
En sólo nueve metrópolis millonarias de México se concentra más del 
40 por ciento de la población nacional y una proporción mucho mayor 
de la riqueza producida, en un país que cuenta con 200,000 localidades.

Dentro de este panorama en el ámbito legislativo se ha reconocido 
la necesidad de modificar y actualizar la legislación vigente, por lo 
que actualmente se discuten desde diversos enfoques y perspectivas, 
los elementos y alcances que dichas modificaciones deben consi-
derar, aspecto de vital importancia en el proyecto de nación que se 
pretenda construir.

Conscientes de esta situación, la Comisión de Desarrollo Metropo-
litano de la H. Cámara de Diputados y el Programa Universitario de 
Estudios Metropolitanos (puem) de la Universidad Autónoma Metro-
politana, convinieron en unir sus esfuerzos para el diseño y desarrollo 
de un diplomado en gestión metropolitana que abriera un espacio para 
fomentar la discusión del fenómeno metropolitano y ampliar el cono-
cimiento del tema desde el ámbito del trabajo legislativo.

En este sentido el diplomado, realizado del 5 de junio al 24 de julio 
del 2007 en la sede del Congreso, se constituyó como una actividad de 
capacitación e intercambio especializado donde se pudo profundizar en 
el análisis metropolitano, que además significó un espacio de interacción 
entre legisladores y asesores de diferentes comisiones de la H. Cámara 
de Diputados, que demostró la complejidad y diversidad de matices que 
pretenden explicar y normar el fenómeno metropolitano. Cabe señalar 
que se trata del primer diplomado en su tipo y que constituye una expe-
riencia valiosa de vinculación académica con el Poder Legislativo.

El objetivo general del diplomado fue propiciar el desarrollo de 
habilidades para fomentar el trabajo legislativo en materia de asuntos 
metropolitanos en México. De manera particular se buscó generar un 
espacio de reflexión teórico-práctico para identificar áreas de oportu-
nidad orientadas a renovar la forma de atender el fenómeno metropo-
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litano desde el trabajo legislativo, superar los enfoques sectoriales para 
visualizar el efecto de las políticas territoriales y construir herramien-
tas necesarias para realizar actividades de planeación, programación y 
gestión en el ámbito señalado.

Este libro presenta el fruto de dicha iniciativa, y ofrece un material 
de consulta que permite profundizar en el análisis metropolitano, ya 
que reúne las reflexiones de algunos de los más destacados estudiosos 
en México, de la gestión metropolitana, quienes desde diversos enfo-
ques discuten y aportan su visión para el análisis de los problemas 
medulares y sus posibles vías de solución, haciendo énfasis en la inci-
dencia que pueden tener en el trabajo legislativo.

Los materiales fueron desarrollados por expertos en la materia, 
con una amplia experiencia tanto en el campo académico como en el 
institucional, se trata de profesionistas que han estado directamente 
involucrados en la gestión metropolitana pero que además se han 
adentrado en su análisis sistemático, en su discusión y reflexión.

Se trata por tanto, de aportaciones originales cuya responsabilidad 
corresponde exclusivamente a los autores, que analizan de manera 
puntual diversas problemáticas y oportunidades, pero que en su con-
junto responden a la intención de presentar un panorama de la comple-
jidad del fenómeno metropolitano, tanto desde el punto de vista episte-
mológico y metodológico como desde la perspectiva de su planeación 
y gestión.

Los textos se presentan ordenados en cuatro bloques temáticos 
derivados de la propia estructura del diplomado, donde se abordaron 
contenidos que van desde aspectos conceptuales hasta procesos y pro-
blemáticas puntuales de las metrópolis, revisando diversas experien-
cias nacionales e internacionales.

El primer bloque se centra en la definición de conceptos básicos, en 
la comprensión del fenómeno metropolitano en México y en el mundo 
y en el análisis de las implicaciones y retos que éste implica.

A partir de la definición de lo metropolitano como una continuidad 
urbana que generalmente ocupa porciones de distintos territorios polí-
tico-administrativos, que concentra un gran número de pobladores, y 
ejerce su hegemonía sobre una extensa región conformando áreas con 
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características económicas y sociales complejas; Roberto Eibenschutz 
introduce los conceptos básicos para la discusión de este fenómeno, 
señalando la necesidad de acciones concertadas y eficaces que con-
sideren la dimensión territorial y su relación con los procesos que se 
suscitan en las metrópolis, que constituyen un rico entramado de retos 
y posibilidades. 

Por su parte Carlos Anzaldo desarrolla el panorama nacional respec-
to al comportamiento de la población actual y futura y a los criterios 
empleados para la delimitación de las zonas metropolitanas de México, 
considerando que lo anterior es un paso esencial para constituir un mar-
co de referencia común para trazar programas y proyectos específicos, 
dirigidos a construir ciudades más sustentables y equitativas a futuro.

A partir de la descripción y análisis de diversas experiencias inter-
nacionales, Daniel Pérez pone sobre la mesa elementos que permiten 
ampliar la perspectiva sobre las opciones administrativas y políticas 
para enfrentar los fenómenos de las regiones y zonas metropolitanas, 
dando especial atención a la construcción de acuerdos y mecanismos 
eficaces de coordinación intergubernamental e intersectorial que per-
mitan incidir positivamente en el patrón de organización territorial.

Al final de este bloque se encuentra la presentación del marco jurí-
dico vigente, del cual se derivan las opciones para diseñar y construir 
las herramientas jurídicas necesarias para afrontar los retos de la gestión 
metropolitana, aspectos desarrollados en el trabajo de Víctor Ramírez.

Durante los últimos años se han puesto en marcha diversas moda-
lidades para la gestión, el financiamiento y la instrumentación de polí-
ticas dirigidas a superar las limitantes expuestas por las demarcaciones 
político-administrativas y a trazar líneas estratégicas que permitan 
afrontar las problemáticas comunes en el ámbito metropolitano. 

En este sentido el segundo bloque de presentaciones se da a la 
tarea de exponer los instrumentos y experiencias de coordinación me-
tropolitana en México, donde se revisan las fortalezas, los aciertos, las 
debilidades y las limitantes en ejercicios de esta índole en las zonas 
metropolitanas de Puebla-Tlaxcala (José Sesín y Miguel Ramírez), de 
Guadalajara (Esteban Wario), de Veracruz (José Luis Aspiri) y del valle 
de México (Marcos González).
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Un aspecto neurálgico es la definición de un esquema fiscal en 
la planeación metropolitana, ya que no solamente se trata de generar 
instrumentos tributarios eficientes que proporcionen recursos para 
atender las diversas necesidades, sino que la política tributaria implica 
una visión estratégica en la ordenación y regulación metropolitana, 
tema que es desmenuzado y explicado por Carlos Goya.

A partir de la pregunta: ¿cuál es la mejor instancia político-admi-
nistrativa para gobernar las metrópolis?, tres autores exponen diversos 
elementos que dirigen la discusión sobre las distintas posibilidades 
jurídicas y prácticas para conformar y consolidar instituciones que 
puedan dar cauce a los retos que el fenómeno metropolitano impone: 
José Antonio Rosique expresa el reto de una gestión metropolitana que 
sea transversal a todas las instituciones de la sociedad, haciendo énfa-
sis en los distintos matices que tiene la gobernabilidad en las grandes 
metrópolis. Desde otra perspectiva Emilio Pradilla reflexiona en torno 
a la convergencia en las metrópolis de todos los sectores y campos 
involucrados con el desarrollo, destacando al factor político como eje 
de articulación (o desarticulación) del entramado metropolitano. En la 
última parte de este conjunto de textos Joaquín Álvarez argumenta una 
intrépida propuesta de organización político-administrativa para la 
gestión de las metrópolis que merece ser revisada con suma atención.

Un tercer paquete de presentaciones aborda de manera clara y pro-
positiva tres temas transversales en el funcionamiento metropolitano: 
transporte, agua y prestación de servicios urbanos. En su texto María 
Eugenia Negrete analiza los problemas de articulación y gestión entre 
distintos gobiernos respecto al transporte de personas y mercancías, par-
ticularmente conflictivos por las condiciones de enorme concentración 
demográfica y gran expansión urbana existentes en las metrópolis.

Como el transporte, el agua es un denominador común para todos 
los asentamientos humanos y para sus actividades económicas, por lo 
que las decisiones en cuanto al abastecimiento, distribución y calidad 
del vital líquido son de alta prioridad en las distintas zonas conurba-
das. En esta tesitura Marisa Mazari aborda la situación del agua en 
la Zona Metropolitana del Valle de México, clarificando los diversos 
factores que se entrelazan en su compleja problemática.
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Por último en este bloque, Alfonso Iracheta realiza un ejercicio 
reflexivo sobre el delicado y complicado asunto de la prestación de 
servicios en zonas urbanas donde interactúan dos o más gobiernos mu-
nicipales, señalando que la atomización de las decisiones no facilita la 
administración eficiente, por lo que es necesario explorar alternativas 
de gestión pública y privada, modalidades de operación y los alcances 
y limitaciones de las empresas que ofrecen servicios metropolitanos.

Dos últimas aportaciones ofrecen un importante complemento a los 
fenómenos y problemáticas discutidas en los textos anteriores a partir 
de dos ejemplos que tienen su sustento teórico y práctico en las metró-
polis: la asociación municipal en México y el concepto de megalópolis.

Tomando como punto de partida las unidades básicas de adminis-
tración pública y gobierno, María Eugenia González ofrece un recorrido 
sobre lo que ha significado la asociación municipal en el país, identifi-
cando las experiencias exitosas y las limitantes existentes, debidas prin-
cipalmente a la diversidad de tamaño, recursos, condiciones naturales 
y capacidad de gestión de los distintos municipios.

Para cerrar Ligia González pone sobre la mesa un fenómeno que 
rebasa a las metrópolis y que ya encuentra diversas manifestaciones en 
el mundo: estructuras urbanas complejas de carácter sistémico deno-
minadas megalópolis. México cuenta con una de las más grandes for-
maciones megalopolitanas del planeta, la conformada por cinco zonas 
metropolitanas en la región centro del país, misma que se constituye 
como un nuevo y complejo reto de análisis y gestión, esencial para el 
desarrollo nacional.
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Como antecedente a la gestión del desarrollo del complejo conglomera-
do que se asocia con las palabras Ciudad de México, vale la pena recor-
dar que en 1917, fecha de promulgación de la Constitución General de 
la República, que a la fecha sigue vigente, la Ciudad de México contaba 
con una población del orden de 500,000 habitantes, similar a la pobla-
ción actual de la ciudad de Celaya en el estado de Guanajuato.

A pesar de que la Constitución de 1917 se reconoce como un do-
cumento de avanzada que se adelanta a otros estados nacionales en 
la configuración de una estructura moderna y democrática de gobier-
no, no era posible prever en ese momento la evolución que tendría 
el fenómeno demográfico que ocurrió en la segunda mitad del siglo 
pasado, y que afectó no sólo al tamaño de la Ciudad de México y de 
algunas otras ciudades del país, sino que implicó la generación de una 
dimensión distinta de la realidad nacional donde aparecen cuestiones 
que afectan a la representación política y a la coordinación interinsti-
tucional e intergubernamental, que escapan al marco constitucional y a 
la posterior pretensión de “ordenar” el crecimiento metropolitano con 
una visión sectorial restringida a la cuestión territorial, ignorando que 
esta dimensión física del desarrollo no puede existir como una realidad 
independiente, al margen de las condiciones sociales, económicas y 
políticas que rigen la convivencia de una sociedad.

Ciudad de México. Metrópolis y región centro
Roberto Eibenschutz Hartman*

*Profesor-investigador, Universidad Autónoma Metropolitana, Unidad Xochimilco.
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Esta situación no es trivial, ya que afecta a la tercera parte de la 
población nacional, que se concentra en nueve grandes metrópolis, 
donde se produce más del 60 por ciento del producto interno bruto del 
país, más aún cuando la tendencia de crecimiento nos señala que la 
concentración metropolitana se agudizará en el futuro próximo.

Vale la pena analizar la evolución de este enfoque limitado y las 
consecuencias que ha tenido:

Hace poco más de 25 años, en torno a las inquietudes generadas por 
la Conferencia Internacional “Habitat” promovida por la Organización 
de las Naciones Unidas en Vancouver, Canadá, se asumió en el ámbito 
mundial la importancia del enfoque territorial del desarrollo, al acuñar 
el concepto de “asentamientos humanos” para referirse al fenómeno 
que implica el establecimiento de un grupo social en un territorio 
determinado, independientemente de su tamaño y sus características 
particulares; se pretendía con este concepto superar la visión dico-
tómica entre lo urbano y lo rural como dos mundos separados, cuya 
definición es cada vez más problemática debido a que han aparecido 
nuevos fenómenos como los de rurubanización y suburbanización que 
escapan a las definiciones tradicionales de lo urbano y lo rural; para 
reconocer la íntima relación entre localidades diferentes, agrupadas en 
sistemas con un alto grado de interdependencia.

También se inicia en esta época la toma de conciencia en relación 
con la vulnerabilidad del medio ambiente y la urgente necesidad de 
preservar el equilibrio ecológico, restaurar el deterioro y lograr el de-
sarrollo social y económico sin poner en peligro la supervivencia de las 
generaciones futuras. 

Nuestro país, por aquel entonces atravesaba por un intenso y ace-
lerado proceso de urbanización y concentración metropolitana, incre-
mentado por el fenómeno conocido como “explosión demográfica”, 
producto de la persistencia de altas tasas de reproducción junto a una 
abrupta disminución de los índices de mortalidad. En unas cuantas 
décadas esto nos llevó a invertir los parámetros de nuestro desarrollo, 
para convertirnos en un país predominantemente urbano, atendiendo 
al tamaño de las localidades, aunque muchas de éstas clasificadas como 
urbanas por el tamaño de su población, aún presentan condiciones 
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rurales si se atiende a su base económica y a las características físicas 
de su desarrollo.

Es importante destacar que el hecho de tener un alto índice de ur-
banización no implica que el país presente un alto índice de desarrollo, 
sino por el contrario, representa la agudización de las condiciones 
problemáticas de las ciudades que sufren un crecimiento demográ-
fico acelerado, ya que no cuentan con los recursos y la organización 
necesarios para enfrentar este enorme reto; así aparece una nueva di-
mensión de la pobreza, la pobreza urbana, que en ocasiones adquiere 
condiciones extremas, al sumar a las carencias económicas y a las limi-
taciones en satisfactores básicos como alimentación, salud y vivienda, 
otras características propias del medio urbano, como la desintegración 
social y familiar, drogadicción y criminalidad entre otras.

Inspirado en esta toma de conciencia, México da pasos firmes en 
el terreno legislativo para enfrentar situaciones hasta entonces no 
previstas en nuestra legislación. Se aprueban así modificaciones a la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en sus artículos 
27, 73 y 115 para dar pie a la planeación del desarrollo urbano y el 
ordenamiento territorial, al establecer que

la nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad 
privada las modalidades que dicte el interés público, así como el de regu-
lar, en beneficio social, el aprovechamiento de los elementos naturales 
susceptibles de apropiación, con objeto de hacer una distribución equita-
tiva de la riqueza pública, cuidar de su conservación, lograr el desarrollo 
equilibrado del país y el mejoramiento de las condiciones de vida de la 
población rural y urbana, ...otorga facultades al Congreso para expedir las 
leyes que establezcan la concurrencia del gobierno federal, de los estados 
y de los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en 
materia de asentamientos humanos, y a los municipios para en los térmi-
nos de las leyes federales y estatales relativas formular, aprobar y admi-
nistrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal; participar 
en la creación y administración de sus reservas territoriales; controlar y 
vigilar la utilización del suelo en sus jurisdicciones territoriales; interve-
nir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana; otorgar licencias 
y permisos para construcciones, y participar en la creación y administra-
ción de zonas de reservas ecológicas.
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También reconoce el nuevo fenómeno de conurbación al señalar 
que:

Cuando dos o más centros urbanos situados en territorios municipales de 
dos o más entidades federativas formen o tiendan a formar una continui-
dad demográfica, la Federación, las Entidades Federativas y los Munici-
pios respectivos, en el ámbito de sus respectivas competencias, planearán 
y regularán de manera conjunta y coordinada el desarrollo de dichos cen-
tros con apego a la ley federal en la materia.

Unos meses después se expide la Ley General de Asentamientos 
Humanos que precisa y desarrolla los conceptos constitucionales, 
establece la estructura de la planeación urbana identificando los pla-
nes que operarán en los distintos ámbitos territoriales y su contenido 
general y establece un plazo para que todas las entidades federativas 
emitan su propia ley en la materia. 

Se inicia la construcción del “Sistema Nacional de Planeación Urba-
na” que en unos cuantos años adquiere una presencia vigorosa inundan-
do al país con planes de desarrollo urbano que cubren todas las gamas 
del fenómeno, desde el Plan Nacional de Desarrollo Urbano aprobado 
en su momento por la entonces recién creada Comisión Nacional de 
Desarrollo Urbano, presidida por el Presidente de la República, hasta 
los “Esquemas de Desarrollo Urbano” para una gran cantidad de peque-
ñas localidades, pasando por los correspondientes planes de desarrollo 
urbano estatales, municipales y de centros de población, así todas las 
capitales estatales, ciudades medias y gran parte de la pequeñas cuen-
tan con el instrumento básico para ordenar su crecimiento y aprovechar 
de manera eficiente los escasos recursos destinados a su desarrollo.

Se integran los programas nacionales de vivienda, de desconcentra-
ción de la administración pública federal, de prevención de desastres 
y de ecología urbana; se emiten normas, procedimientos manuales y 
metodologías para la planeación urbana, el equipamiento y la tierra 
urbana; se establece el sistema cartográfico urbano y se desarrolla el 
sistema de información para el diagnóstico del desarrollo urbano que 
abarca a la totalidad de localidades mayores de 2,500 habitantes. Se 
crean por acuerdo presidencial cinco comisiones de conurbación: la 
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del centro del país que abarca territorios de los estados de México, 
Morelos, Tlaxcala, Puebla, Hidalgo y el Distrito Federal; la correspon-
diente a la desembocadura del río Balsas, en territorios de Michoacán 
y Guerrero; la del río Pánuco que abarca porciones de Veracruz y Ta-
maulipas; la del río Ameca en territorios de Jalisco y Colima y la de 
La Laguna compartida por Coahuila y Durango; cada una de ellas con 
su correspondiente secretariado técnico encargado de la formulación 
y operación de los planes de ordenación urbana.

Se expropian importantes superficies para la creación de reservas 
territoriales para el desarrollo urbano y para la regularización de la 
tenencia de la tierra en vastas extensiones ocupadas por asentamientos 
irregulares, creados por la incapacidad de la población para incorpo-
rarse al mercado formal de la tierra urbana, situación que es aprove-
chada por los partidos políticos, líderes deshonestos y autoridades 
corruptas para lucrar con programas clientelares que multiplican la 
irregularidad.

En el ámbito administrativo para desarrollar este gran esfuerzo de 
planeación y poner en práctica los programas y acciones en el territo-
rio, se integran en una sola secretaría las atribuciones y los recursos no 
sólo para formular planes, normas y proyectos, sino para llevarlos a cabo 
hasta sus últimas consecuencias, de esta manera nace la Secretaría de 
Asentamientos Humanos y Obras Públicas formada por tres subsecre-
tarías; la primera de ellas se hace cargo de los aspectos normativos 
de la planeación urbana y el ordenamiento territorial, incluyendo la 
vivienda, el equipamiento, la tierra, el ordenamiento ecológico, la pre-
vención de desastres y la administración urbana; en el área de las obras 
públicas se responsabiliza de la construcción de carreteras y puentes 
tanto federales como rurales así como de aeropuertos, incluyendo la 
administración y conservación de unas y otros.

En su área destinada a la administración del patrimonio incluye 
a los monumentos, a la zona federal marítimo-terrestre, la gestión del 
agua y la construcción de edificios públicos. La sahop convertida en 
cabeza de sector, tiene también a su cargo fideicomisos turísticos y de 
desarrollo urbano, la Comisión para la Regularización de la Tenencia 
de la Tierra, la Comisión Nacional de Avalúos, el Instituto Nacional para el 
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Desarrollo de la Comunidad Rural y la Vivienda Popular (Indeco), así 
como el fomento y administración de parques y ciudades industriales. 
México adquiere un reconocimiento internacional en el campo de los 
asentamientos humanos y ocupa puestos importantes en los organis-
mos internacionales dedicados a este tema; en el ámbito académico 
se multiplican los posgrados en torno a los temas de la planeación 
urbana y regional y aparece la primera licenciatura en diseño de los 
asentamientos humanos (ahora de planeación territorial), en la Uni-
versidad Autónoma Metropolitana de Xochimilco. La sahop asume 
también la responsabilidad de fortalecer la capacidad administrativa 
de los gobiernos locales, a través de múltiples cursos de actualización 
y por medio de la descentralización de su propio personal que pasa a 
ser parte de los gobiernos estatales y municipales.

La visión detrás de esta forma de agrupar las atribuciones de la se-
cretaría obedecía a la convicción de que todo lo relativo al territorio de-
bería responder a una misma idea de gobierno y que la única forma de 
que las obras no se separaran de la visión integral de la planeación era 
supeditándolas a un mismo mando. Prevalecía todavía en esos tiempos 
la concepción de la planeación como instrumento normativo del gobier-
no para prever y construir la infraestructura del desarrollo y para dar un 
marco transparente a la acción de los particulares en el territorio.

En 1982 al cambio de la administración federal se inicia un proceso 
de desarticulación y debilitamiento sistemático de la planeación territo-
rial, que corre paralelo al surgimiento de las corrientes globalizadoras y 
privatizadoras, que coinciden también con las crisis económicas recurren-
tes a las que ha estado sujeto el país en los últimos 20 años. En el ámbito 
legislativo la situación se complica al expedirse la Ley de Planeación y el 
establecimiento del Sistema Nacional de Planeación Democrática, que 
determina como único al Plan Nacional de Desarrollo y cataloga como 
programas a todos los instrumentos de planeación que surgen de los 
llamados sectores de la administración pública, se crean los comités de 
planeación del desarrollo (Coplade) en todos los estados y en muchos 
municipios, sin resolver la interfase entre la planeación territorial y la 
del desarrollo enfocada principalmente a los aspectos económicos y so-
ciales, que mantiene la visión independiente de carácter sectorial.
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La sahop se convierte en Secretaría de Desarrollo Urbano y Eco-
logía (Sedue), perdiendo el área correspondiente a obras públicas y 
por consiguiente la posibilidad de influir en la determinación de la 
inversión federal en el territorio, para posteriormente sufrir una nueva 
mutilación que la convierte en Secretaría de Desarrollo Social (Sede-
sol), a raíz de la expedición de la Ley General del Equilibrio Ecológico y 
Protección Ambiental, de la que surge la Secretaría del Medio Ambien-
te Recursos Naturales y Pesca (Semarnap), ahora Semarnat, a cargo del 
ordenamiento ecológico que se concibe como una nueva dimensión 
del territorio sin resolver las complejas interacciones y traslapes que 
se dan con la planeación del desarrollo urbano. 

En 18 años, entre 1982 y el 2000, la responsabilidad del sector pasa 
por las manos de nueve secretarios, que no alcanzan a comprender la 
diversidad y particularidad de los temas relacionados con el desarrollo 
urbano y la vivienda, se pierde la continuidad en los programas, se 
desactualizan los planes y las metodologías y se pierde el incipiente 
proyecto de ordenamiento territorial al quedar los programas de de-
sarrollo urbano totalmente al margen de las decisiones de inversión 
pública y sin capacidad de coordinación de otras instancias federales 
con incidencia territorial; las atribuciones en materia de desarrollo 
urbano quedan prácticamente en su totalidad ubicadas en el ámbito 
municipal y el gobierno federal pierde su capacidad de conducción al 
interpretarse la apertura a la inversión privada como negación de la 
visión de conjunto, olvidando el señalamiento constitucional de... “re-
gular, en beneficio social, el aprovechamiento de los elementos natu-
rales susceptibles de apropiación, con objeto de hacer una distribución 
equitativa de la riqueza pública”.

Más recientemente a partir de que la nueva administración federal 
que toma posesión en diciembre del año 2000, en 16 meses hasta abril 
del 2002, la responsabilidad de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano 
y Vivienda cambia cinco veces, y si bien en medio de este proceso se 
aprueba el Programa Nacional de Desarrollo Urbano y Ordenamien-
to Territorial, éste no cuenta con los instrumentos operativos ni con 
la voluntad política para llevarlo a la práctica ya que persiste en el 
ámbito federal la visión sectorial que considera al desarrollo urbano 
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como una dimensión independiente, cuestión que lo hace inoperante 
en la práctica.

Hacia 1993 el marco legislativo se modifica al expedirse una nue-
va Ley General de los Asentamientos Humanos que precisa y amplía 
los conceptos e introduce temas no previstos en la anterior ley, tales 
como los relativos a las reservas territoriales, la participación social 
en los procesos de planeación urbana, el fomento y el control del 
desarrollo urbano.

Entre los temas más controvertidos en el campo del desarrollo ur-
bano y regional en los últimos tiempos, destaca el relativo a la cuestión 
metropolitana, que no encaja claramente dentro de la legislación vigen-
te, ni todas las conurbaciones tienen carácter metropolitano, ni todas 
las zonas metropolitanas corresponden a esquemas de conurbación. En 
este sentido la nueva ley señala en el artículo 7, fracción XIV, como atri-
bución de la Federación... “Participar en la ordenación y regulación de 
zonas conurbadas de centros de población ubicados en el territorio de dos 
o más entidades federativas.” Y en los artículos 8 fracción V, y 9 fracción 
VI, como atribución de las entidades federativas y de los municipios, la 
de... “participar en la planeación y regulación de las conurbaciones”, y 
en el artículo 21 establece categóricamente que “La Federación, las en-
tidades federativas y los municipios, deberán convenir la delimitación 
de una zona conurbada”; pero en el artículo 12, la propia ley introduce 
una nueva modalidad de colaboración al señalar que: “La Federación y 
las entidades federativas podrán convenir mecanismos de planeación 
regional para coordinar acciones e inversiones que propicien el ordena-
miento territorial de los asentamientos humanos ubicados en dos o más 
entidades, ya sea que se trate de zonas metropolitanas o de sistemas de 
centros de población cuya relación lo requiera”. Con la misma inten-
ción se aprueba la inclusión de una fracción IX al artículo 122 de la 
Constitución que dice... “La coordinación metropolitana se sustentará 
en el acuerdo de voluntades entre las distintas jurisdicciones locales y 
municipales entre sí, y de éstas con la Federación y el Distrito Federal... 
en términos de los convenios que se suscriban”.

La experiencia más avanzada en este tema se da en la Zona Metro-
politana del Valle de México (zmvm), cuya población en los últimos 30 
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años prácticamente se duplica al pasar de poco más de nueve millones 
de habitantes en 1970 a más de 18 millones en el año 2000, dato que 
sirve como indicador de la acelerada evolución del fenómeno y de sus 
implicaciones en todos los órdenes del desarrollo, desde la ausencia 
de suelo adecuado para la expansión de la ciudad, sobre todo para el 
asentamiento de la población de más escasos recursos, cuya capaci-
dad económica se ha venido restringiendo de forma acelerada en los 
últimos años; hasta el rezago en la dotación de los servicios básicos 
de infraestructura y equipamiento; los altos índices de contaminación 
prevalecientes; el congestionamiento vial y el incremento de la delin-
cuencia, que obligan a un esfuerzo responsable para orientar el futuro 
del mayor conglomerado poblacional del país, construido por la tradi-
ción centralista del poder político y económico.

Después de diversos intentos de planeación y coordinación experi-
mentados en la zona, sin resultados formales, el 23 de junio de 1995, 
con base en las disposiciones jurídicas señaladas anteriormente, el 
Ejecutivo federal a través de la Secretaría de Desarrollo Social y los 
gobiernos del Estado de México y del Distrito Federal, suscriben el 
Convenio de Coordinación, para la planeación y ejecución de acciones 
relacionadas con los asentamientos humanos en el área metropolitana, 
que da origen a la Comisión Metropolitana de Asentamientos Huma-
nos (Cometah). Como producto del trabajo conjunto en el seno de la 
Cometah, el 23 de marzo de 1998.

La Comisión Metropolitana de Asentamientos Humanos aprueba el Progra-
ma de Ordenación de la Zona Metropolitana del Valle de México, manifes-
tando “La Secretaría”, “El Estado” y “El Distrito Federal”, su conformidad 
sobre las políticas y estrategias de dicho Programa, cuyo contenido adopta-
rán como corresponda, en las acciones de planeación, ordenación y regu-
lación urbana, relativas a la Zona Metropolitana del Valle de México.

Como lo manifiesta el Marco de Referencia de este acuerdo...

Con la aprobación del Programa de Ordenación de la Zona Metropolitana 
del Valle de México, se marca un hito en la historia urbana del México 
contemporáneo. Se establecen las reglas básicas para la ordenación terri-
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torial de este enorme conglomerado humano y, particularmente, se fija el 
rumbo que habrá de seguir el crecimiento urbano. Dicho Programa permi-
tirá, asimismo, canalizar los esfuerzos de las instancias gubernamentales 
involucradas y orientará necesariamente la toma de decisiones en los 
respectivos ámbitos municipales y delegacionales correspondientes, bus-
cando en la suma de ellos, la conformación de un conglomerado urbano 
con una sólida organización y estructura, de cara al nuevo milenio.

EI pozmvm fue publicado en la Gaceta del Gobierno del Estado de 
México el 23 de marzo de 1998, en la Gaceta Oficial del Distrito Federal 
el 4 de mayo de 1998 y en el Diario Oficial de la Federación el primero 
de marzo de 1999. Sin embargo, la complejidad del fenómeno metro-
politano rebasa con mucho el estrecho marco sectorial señalado por la 
legislación urbana y la diversidad de problemas generan la necesidad 
de encontrar mecanismos de coordinación que se multiplican bajo la 
óptica sectorial y que ante el desconocimiento y la falta de compromiso 
de las autoridades en turno llevan en la práctica una vez más a la no 
aplicación de este instrumento vital para el futuro de la metrópolis.

En el momento actual las cuestiones metropolitanas cuentan con 
las siguientes instancias formales de coordinación:

•	 Comisión Metropolitana de Transporte y Vialidad (Cometravi), 
instalada el 27 de junio de 1994.

•	 Comisión de Agua y Drenaje del Área Metropolitana (cadam), 
establecida en la misma fecha, 27 de junio de 1994.

•	 Comisión Metropolitana de Seguridad Pública y Procuración 
de Justicia (comsp y pj), también establecida el 27 de junio de 
1994.

•	 Comisión Metropolitana de Asentamientos Humanos (Cometah), 
que inicia su operación un año más tarde, el 23 de junio de 
1995.

•	 Comisión Ambiental Metropolitana (cam), que se establece a 
partir del 13 de septiembre de 1996.

•	 Comisión Metropolitana de Protección Civil (Comeproc), que 
inicia su acción el 6 de marzo de 2000.
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•	 Comisión Metropolitana de Desechos Sólidos que está a punto 
de ser aprobada.

Las distintas comisiones han trabajado con enfoques diversos, 
realizando estudios y proponiendo acciones coyunturales de corte 
sectorial, al margen de la toma de decisiones, aunque han colaborado a 
salvar la continuidad del proceso metropolitano desde una visión sec-
torial, no ha sido posible acordar un programa con visión de mediano 
y largo plazo para orientar el desarrollo integral de la metrópoli, más 
allá del ya comentado Programa de Ordenación de la Zona Metropolita-
na del Valle de México, que no es reconocido ni asumido por el resto 
de las comisiones. 

Para buscar una relación más estrecha entre las comisiones, se 
crearon dos nuevas instancias, la Coordinación General de Programas 
Metropolitanos del Estado de México (ahora elevada a rango de Secre-
taría), el 10 de septiembre de 1997 y la Coordinación Metropolitana 
del Distrito Federal; el 13 marzo de 1998 se instaló la Comisión Ejecu-
tiva de Coordinación Metropolitana, formada por las representaciones 
de ambas entidades, que ha venido trabajando en el ámbito político, 
buscando una mejor colaboración entre las partes, sin que su carácter 
“ejecutivo” implique capacidad para tomar decisiones, ya que no cuen-
ta con atribuciones legales para el efecto, ya que según lo establece la 
Constitución, en el país sólo se cuenta con tres ámbitos de gobierno, el 
federal, el estatal y el municipal y entre ellos no puede existir ninguna 
autoridad intermedia.

Por otra parte, es necesario recordar que el Distrito Federal que 
alberga a un poco menos del 50 por ciento de la población metropo-
litana, hasta muy recientemente se consideraba como un Departa-
mento dependiente del gobierno federal; en julio de 1997 se celebran 
las primeras elecciones para designar al jefe de Gobierno y el primer 
gobierno electo democráticamente toma posesión el 1o. de diciembre 
de ese mismo año, como resultado de un lento proceso mediante el 
cual el Distrito Federal va ganando atribuciones para convertirse en 
una entidad federativa sui generis; recientemente fue rechazada por la 
Cámara de Senadores la iniciativa para una nueva modificación cons-
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titucional que permitiría la integración de un Estatuto Constitucional 
del Distrito Federal, lo que prácticamente lo equipararía con los esta-
dos que integran la Federación, esta decisión pospone nuevamente la 
posibilidad de reconocer su calidad de entidad federativa y mantiene 
todavía, entre otras limitaciones políticas y legislativas, la categoría de 
demarcaciones para los territorios que conforman el Distrito Federal, 
que no cuentan con cabildos, ya que solamente el jefe de la demarca-
ción es electo democráticamente.

La situación descrita permite afirmar a manera de síntesis que 
en México no se cuenta con una visión de estado en materia metro-
politana, que no existen instancias de autoridad metropolitana, que 
las visiones sectorial y coyuntural prevalecen, que la coordinación 
es limitada y se circunscribe a los acuerdos de buena voluntad que 
se toman entre las partes, lo que da como resultado la continua-
ción del crecimiento desordenado de la periferia urbana a través 
de procesos ilegales que atentan contra el ya precario equilibrio 
ecológico, junto a la agudización de las carencias en infraestruc-
tura y servicios ubicadas como reflejo en la dimensión territorial, 
de la polarización en la distribución del ingreso, en medio de un 
conflicto social creciente.

A lo largo del tiempo han surgido tanto del ámbito académico 
como del gubernamental distintas propuestas buscando una solución 
a la gestión metropolitana que permita reconocer la dimensión real 
del fenómeno y establecer canales de coordinación efectivos así como 
atribuciones claras para las distintas instancias de gobierno, entre estas 
propuestas destacan las siguientes (Eibenschutz, 1994):

–	Creación del estado del Valle de México, lo que si bien permitiría integrar 
el fenómeno metropolitano dentro de una sola entidad federativa, impli-
caría la segregación del orden del 80 por ciento de la población del estado 
de México y un porcentaje aún mayor de su riqueza, cuestión inaceptable 
para el Estado de México pero además inconveniente para el equilibrio 
del pacto federal y contradictoria con la política de descentralización.

–	 Incorporación del Distrito Federal al territorio del Estado de México, 
esto significaría casi duplicar la población y la riqueza del estado que 
actualmente es el más grande de la República, lo que pondría en entre-
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dicho el equilibrio federal, presentando inconvenientes semejantes a la 
opción anterior.

–	 Incorporación del Distrito Federal al territorio del estado de Morelos, 
esto si bien permitiría un equilibrio al compartir el fenómeno metropo-
litano entre dos estados con características semejantes en cuanto a po-
blación y riqueza, dando una mejor opción de crecimiento en cuanto a 
condiciones como clima y disponibilidad de agua, implicaría la reduc-
ción del Distrito Federal al territorio mínimo indispensable para alber-
gar los poderes federales y requeriría la aceptación de las instancias 
políticas involucradas. Por supuesto esta opción no elimina la necesi-
dad de una instancia que resuelva la gestión metropolitana.

–	Gobierno metropolitano, aunque esta opción implica una modificación 
constitucional, parece la más recomendable, ya que al establecer un 
nuevo ámbito de gobierno se podrían acotar sus facultades circunscri-
biéndolas exclusivamente a aquellas materias de carácter metropolitano, 
preservando las que corresponden a los otros ámbitos de gobierno. 
Esta opción ofrece la solución más respetuosa de la soberanía de los 
estados involucrados, y da flexibilidad para que otros estados como los de 
Hidalgo y Morelos se incorporen en la medida en que las condiciones 
locales lo requieran.

–	Consejo metropolitano o Parlamento metropolitano, estas modalidades 
de gobierno metropolitano se podrían constituir con las autoridades 
electas dentro de la zona metropolitana, quienes entre ellas ocuparían 
la presidencia con un carácter rotativo.

Queda claro que cualquier definición que se asuma requerirá un 
largo proceso de concertación, que implica desde la delimitación terri-
torial más adecuada hasta la definición de la estructuración y atribu-
ciones de los poderes y las instancias de participación social para la 
gestión metropolitana. Entre los instrumentos particulares que se han 
venido discutiendo para dar operatividad a la gestión metropolitana, 
se considera la creación de un fondo de inversión metropolitana con 
aportación de recursos federales y de las entidades involucradas; la 
creación de asociaciones municipales para enfrentar de manera con-
junta algunos de sus requerimientos y el establecimiento de empresas 
metropolitanas, ya sean descentralizadas del gobierno, privadas o mix-
tas, para la prestación de ciertos servicios de carácter metropolitano 
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(agua, transporte, etcétera), que son de alta especialización y comple-
jidad operativa.

Por supuesto también queda la opción de mantener las cosas como 
están y seguir buscando acuerdos de buena voluntad recurriendo a las 
instancias ya creadas que han mostrado en la práctica sus limitaciones, 
lo que se demuestra haciendo un breve análisis de las decisiones que 
han quedado pendientes en los últimos años y que corresponden a 
problemas urgentes para el funcionamiento metropolitano:

La localización del nuevo aeropuerto de la Ciudad de México

El tema es un claro ejemplo de la situación prevaleciente y ha sido mo-
tivo de análisis y discusión hace más de 30 años y ya en dos ocasiones 
anteriores ha resultado imposible poner en práctica las decisiones to-
madas, es el caso de la localización aprobada en la zona de Zumpango 
en los años setenta y la ampliación del aeropuerto actual en los ochen-
ta, lo que llevó a la elaboración de un amplio estudio de evaluación 
técnica de las diversas propuestas, cuyo resultado fue el señalamiento 
de que las únicas dos opciones que cumplían con los requisitos técni-
cos aeronáuticos eran el valle de Tizayuca en el estado de Hidalgo y el 
vaso del ex lago de Texcoco en el estado de México.

Uno de los primeros compromisos de la nueva administración fe-
deral (2000-2006) fue el anuncio de la decisión de iniciar de manera 
urgente la construcción del aeropuerto alterno de la Ciudad de México, 
dada la inminente saturación del actual; a partir de este anuncio se 
inicia una fuerte controversia entre las dos opciones, que se ventila 
en foros políticos y académicos, sin que se explicite por parte de las 
autoridades el procedimiento ni los criterios que se utilizarían para 
llegar a la decisión.

Finalmente, el gobierno federal asume centralmente la decisión, al 
margen de todas las comisiones metropolitanas establecidas, sin con-
sultar formalmente a ninguna de ellas y contraviniendo lo señalado 
en el Programa de Ordenación de la Zona Metropolitana del Valle de 
México; que designa expresamente a la zona escogida en el vaso del 
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ex lago de Texcoco, como “área no urbanizable”; la respuesta a esta 
decisión es el rechazo de las comunidades afectadas iniciando juicios 
de amparo para protegerse y la presentación de procedimientos de 
controversia constitucional interpuestos por el gobierno del Distrito 
Federal y varios de los municipios afectados, en contra del gobierno 
federal; cuando el conflicto social adquiere dimensiones graves se can-
cela la decisión tomada, se olvida que existe una segunda opción y se 
afirma que el aeropuerto actual cuenta con capacidad suficiente para 
captar la demanda durante varios años más. La inversión estimada en 
el orden de los 3,000 millones de dólares se pierde en el momento en que 
la economía del país más la requiere.

El Libramiento Norte

Llamado también Arco Norte, a diferencia de otros grandes proyectos 
metropolitanos ha sido vista con buenos ojos por los gobiernos de los 
estados de México, Hidalgo, Tlaxcala, Puebla y el Distrito Federal, ya 
que implica beneficios evidentes para todos ellos. La idea surge en los 
años setenta en la sahop y consiste en la construcción de un libramien-
to carretero que permita comunicar el golfo de México y el sureste del 
país con el norte, sin tener que cruzar por la ciudad de México.

Este planteamiento simple, mereció en su momento la aportación 
de recursos del Banco Mundial para desarrollar la idea y prever los 
impactos positivos que pudieran surgir de la obra, los recursos se ca-
nalizaron a la Comisión de Conurbación del centro del país pero por 
cuestiones administrativas y falta de acuerdo entre los integrantes de 
la comisión no fueron ejercidos en su totalidad.

EI trazo propuesto parte de Ciudad Serdán en el oriente del estado 
de Puebla conectando con la autopista a Orizaba y el sureste; sigue 
hacia el poniente paralelo a la vía del ferrocarril a Veracruz, para co-
municar las zonas industriales de Huamantla y Apizaco en el estado 
de Tlaxcala y de ahí al norponiente para conectar con Ciudad Sahagún 
en el estado de Hidalgo, cruza Nopaltepec y Temazcalapa en el Estado 
de México y Tizayuca en el de Hidalgo, continuando hacia Zumpango 
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y Huehuetoca, donde se conecta con la autopista a Querétaro hacia el 
norte y de ahí mismo hacia el poniente hasta Atlacomulco para entron-
car con la autopista a Guadalajara y el Pacífico.

Se trata de un tramo relativamente corto, que se desarrolla en terre-
no prácticamente plano y que permite la comunicación sin subir a la 
Sierra Nevada ni cruzar por la Ciudad de México. Resulta paradójico 
observar cómo muchas ciudades pequeñas, como Uriangato, Guanajua-
to por citar un nombre, cuentan con libramientos carreteros mientras 
que la calle principal de la gran Ciudad de México (Eje Central Lázaro 
Cárdenas), sigue siendo la vía utilizada por el transporte de carga, in-
cluyendo tráileres de doble caja, que a todas horas circulan frente a la 
Torre Latinoamericana y el Palacio de Bellas Artes.

Anillo transmetropolitano

Desde los años setenta se empezó a hablar de un tercer anillo para la 
ciudad que cumpliera funciones de periférico, ya que el así llamado 
desde entonces estaba ya incorporado al tejido urbano, por cierto éste 
y el anillo interior corresponden a las obras conocidas como “sexena-
les”, que no fueron continuadas al cambiar la administración y hasta 
la fecha no han sido concluidas.

Pocos años después se construyó la primera etapa del transme-
tropolitano en territorio del Estado de México, se trata de la carretera 
Chamapa-La Venta, concesionada a una empresa privada, que sirve 
principalmente a los municipios metropolitanos del norponiente del 
Estado de México y facilita su comunicación con la capital del estado; 
una segunda etapa se terminó recientemente para continuarlo hasta 
la carretera a Querétaro, adquiriendo así parcialmente funciones de 
libramiento entre las carreteras de Querétaro y Toluca.

La continuación prevista corresponde al tramo La Venta-Colegio 
Militar ya en territorio del Distrito Federal. En la administración del 
licenciado Espinoza Villarreal se llevó a cabo el proyecto y avanzó la 
negociación para su concesión, teniendo todo previsto para la reali-
zación de la obra que continuaría el libramiento hasta la carretera a 
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Cuernavaca. Sin embargo, la obra no llegó a iniciarse por la oposición 
presentada por grupos ecologistas con el argumento de que esto gene-
raría la pérdida de los bosques del sur del Distrito Federal.

Si bien es cierto que una vía de comunicación puede generar es-
peculación y crecimiento urbano en su entorno, el hecho de no cons-
truirla no garantiza que la expansión urbana en la zona se detenga, 
como hemos podido observar; también es cierto que un control adecua-
do puede evitar el crecimiento urbano como sucede con la autopista a 
Cuernavaca ubicada en una zona inmediata.

En este caso, de manera similar a lo que sucedió con el aeropuerto 
en Texcoco, es evidente la ausencia de una instancia metropolitana con 
la legitimidad necesaria para abrir espacios de análisis riguroso en el 
que puedan intervenir todas las instancias involucradas, incluyendo 
por supuesto a los habitantes de la zona, donde se establezcan clara-
mente los mecanismos y criterios para la toma de decisión, consideran-
do todos los factores de carácter social, ambiental técnico y económico 
en el marco de una visión integral del desarrollo metropolitano.

Accesos carreteros

Los accesos carreteros a la ciudad juegan un papel importante para su 
conectividad con la región y son utilizados de manera creciente por 
los conmuters que cotidianamente tienen que trasladarse entre puntos 
diversos de la misma; podemos afirmar que algunos de estos accesos 
están razonablemente resueltos, es el caso de las entradas de Puebla, 
Cuernavaca y Querétaro, aunque las vías por las que penetran a la ciu-
dad suelen congestionarse en las horas pico; sin embargo, los accesos 
de las carreteras de Pachuca y Toluca constituyen cuellos de botella 
permanentes.

En el caso de la entrada de Pachuca existe un tramo que se inicia en 
la caseta de cobro y termina en la estación intermodal de Indios Verdes, 
en donde se concentra el transporte público (combis, peseras y autobu-
ses) y se realiza el intercambio con el sistema de transporte colectivo 
(metro), la falta de espacio para el estacionamiento y de solución vial 
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a la intersección de la carretera con el anillo periférico norte provocan 
retrasos y accidentes así como costos sociales y ambientales que se 
podrían evitar fácilmente ya que tanto la carretera a Pachuca como la 
avenida de los Insurgentes cuentan con secciones suficientes para dar 
cabida a los flujos que se presentan; existe hace varios años el proyecto 
cuyo costo puede recuperarse en un tiempo corto con un incremento 
mínimo en la tarifa de la autopista a Pachuca, que por cierto es la más 
barata de las que se incorporan a la ciudad.

¿Qué falta? Un mecanismo ágil de decisión, ya que están involu-
crados los gobiernos de los estados de México e Hidalgo, el del Distrito 
Federal y la Federación y los términos de la coordinación y el costo de 
las aportaciones no cuentan con un marco normativo ni con la instan-
cia para la toma de decisión.

Por su parte, la salida a Toluca presenta un cuello de botella en la 
avenida Constituyentes, ya que su sección es muy estrecha y no hay 
condiciones para su ampliación. El desarrollo de Santa Fe en los úl-
timos años concentra un número importante de oficinas corporativas 
y varias universidades que generan flujos vehiculares importantes; 
una proporción significativa de estos flujos tiene su origen en el sur 
y sur poniente de la ciudad, a una distancia relativamente corta; sin 
embargo, la inexistencia de vías obliga a utilizar como única opción el 
periférico poniente y la avenida Constituyentes, dando un gran rodeo 
para acceder a la salida a Toluca.

Para buscar la disminución del conflicto, durante la administración 
del ingeniero Cárdenas se logró una negociación exitosa con empresa-
rios privados, para que éstos llevaran a cabo la construcción de tres 
puentes sobre sendas barrancas que cruzan esta zona de la ciudad, lo 
que permitiría una conexión ágil y daría salida expedita a la población que 
va y viene de la zona, para lo cual se constituyó un fideicomiso.

En fecha reciente, después de tres años, la nueva administración 
en el Distrito Federal ha retomado este proyecto y las obras se han 
iniciado; sin embargo, la continuidad de la vialidad hacia el Estado de 
México en el municipio de Huixquilucan no está resuelta debido a las 
dificultades de coordinación ya señaladas.
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Tren elevado

A raíz del desarrollo de Ciudad Satélite en los sesenta y de Cuautitlán-
Izcalli en los setenta, la zona norte poniente del área metropolitana 
ha tenido un crecimiento explosivo que forma ya un tejido urbano 
continuo que abarca municipios distantes como Atizapán y Tepozotlán; 
la única vía que comunica esta amplia zona con el Distrito Federal 
es la carretera a Querétaro que se convierte en el bulevar Manuel 
Ávila Camacho o periférico norte. La topografía de la zona y la forma 
incremental y cerrada en que se ha dado este desarrollo hacen prác-
ticamente imposible la construcción de vías alternas paralelas a la ya 
mencionada.

Ante la inminente saturación vial, desde los años setenta en el 
instituto auris del Estado de México, se iniciaron los estudios para 
la construcción de un tren elevado cuya operación pudiera ayudar a 
disminuir el volumen de vehículos que circulan por el periférico para 
incorporarse a la ciudad. Durante la administración de los licenciados 
Camacho en el Estado de México y Espinosa en el Distrito Federal, 
se logró el acuerdo para abrir una licitación pública conjunta para la 
construcción de un tren elevado que comunicara desde Santa Mónica 
en el Estado de México, hasta Bellas Artes en el centro histórico de la 
Ciudad de México. La licitación fue adjudicada al grupo de empresas 
ganadoras y se estableció un plazo para el inicio de las obras.

El trazo de la línea se localizó sobre el bulevar Ávila Camacho hasta 
la avenida Ejército Nacional, por la que continuaría hasta Villalongín y 
de ahí en subterráneo hasta el Palacio de Bellas Artes; cuando el trazo 
se hizo público varias asociaciones de vecinos de las colonias residen-
ciales de Polanco y Anzures mostraron su inconformidad, aduciendo 
que la presencia de las estaciones generaría comercio ambulante, in-
seguridad y congestionamiento en sus colonias. Nuevamente ante la 
aparición de intereses parciales y la carencia de instancias de decisión 
se suspendió el inicio de los trabajos, sacrificando el beneficio del 
conjunto de la población metropolitana.

Durante la administración del ingeniero Cárdenas y el licenciado 
Montiel se retomó el proyecto y se modificó el trazo de la vía, al susti-
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tuir el tramo de Ejército Nacional por el del ferrocarril de Toluca, locali-
zado al norte del anterior, continuando hasta la terminal de Buenavista 
y de ahí en subterráneo a la estación Garibaldi en las inmediaciones 
de Bellas Artes; la sct autorizó el uso del derecho de vía del ferrocarril 
y cuando el inicio parecía inminente surgieron problemas de carácter 
financiero de las empresas y el cambio de las administraciones federal y 
del Distrito Federal, lo que dejó en suspenso el proyecto. Recientemente 
se ha comentado que ante la falta de condiciones para actuar de manera 
coordinada el Estado de México ha informado que hará en su territorio 
la parte del proyecto que le corresponde, lo que traslada el conflicto vial 
precisamente al punto donde se termina la obra prevista por el gobierno 
del Distrito Federal en su territorio correspondiente al segundo piso del 
periférico, lo que hará aún más conflictivo este punto.

Ferrocarril suburbano

La idea de rescatar los derechos de vía del sistema ferroviario que 
alimentaba a la capital desde la época porfiriana y que han quedado 
abandonados en buena medida, ha surgido de manera reiterada en los 
últimos 40 años, se trata de aprovechar los canales abiertos por las vías 
del ferrocarril dentro de la ciudad, para establecer un sistema de trans-
porte masivo regional (trenes radiales), que comunique a la Ciudad 
de México con las principales ciudades de la corona regional: Puebla, 
Pachuca, Querétaro, Toluca, Cuernavaca y Cuautla.

El intento más serio de poner en práctica esta idea ocurrió hacia 
finales de los años setenta cuando se construyó la primera vía electrifi-
cada entre México y Querétaro, la obra civil de la doble vía se concluyó 
e incluso se adquirió el equipo rodante que por razones “técnicas” 
nunca bien explicadas jamás entró en operación.

En los noventa en plena fiebre privatizadora, el sistema ferroviario 
fue distribuido entre varias empresas privadas que han desarrollado 
el transporte de carga y abandonado totalmente el de pasajeros. La 
estación Buenavista, principal terminal de pasajeros del país, se ha 
convertido en un enorme elefante blanco que ocupa un predio de gran 
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tamaño en una zona céntrica y bien comunicada de la ciudad y con-
serva los accesos ferroviarios de las vías que comunican hacia todo el 
territorio nacional. 

Hace algunos años la Secretaría de Comunicaciones y Transportes 
ha retomado la idea de construir un sistema de trenes suburbanos, 
proponiendo como primera línea, la vía electrificada y abandonada de 
Querétaro con una primera etapa hasta Huehuetoca; este proyecto com-
pite de alguna manera con el ya descrito del tren elevado, ya que sirve 
a la misma zona de la ciudad; se ha propuesto como alternativa la cons-
trucción del ramal a Tizayuca y Pachuca, que cubriría la demanda de 
viajes del nororiente de la zona metropolitana. Hasta la fecha no se ha 
llegado a una decisión debido a que los gobiernos involucrados no han 
acordado un sistema de participación que satisfaga a todas las partes.

Terminal intermodal de carga

La Terminal de Carga del Valle de México, ubicada en Pantaco, en el 
corazón de la zona industrial de Azcapotzalco y Tlalnepantla, dispone 
de un espacio muy reducido y está operando en situación crítica hace 
mucho tiempo; debido a que se encuentra totalmente inmersa dentro 
del área urbana, su operación ocasiona impactos urbanos negativos en 
las colonias aledañas, principalmente congestión vial y obstrucciones 
para el acceso por la presencia de tráileres estacionados en calles es-
trechas en una amplia zona en torno a la terminal, a la que le corres-
ponden usos del suelos habitacionales y comerciales.

Desde los años setenta Ferrocarriles Nacionales de México venía 
desarrollando un proyecto de terminal de carga en la zona de Coyo-
tepec, al paso de los años y con la privatización de los ferrocarriles 
la decisión se ha venido posponiendo y actualmente los terrenos 
destinados a la terminal se han venido ocupando con otros usos; 
han surgido otras opciones que corresponden a las distintas empre-
sas que operan los ferrocarriles, pero no se ha logrado conjuntar los 
esfuerzos de las distintas instancias involucradas en su localización 
y operación.
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Plantas de tratamiento de aguas negras

Sin pretender entrar en profundidad al análisis del gran tema del agua, 
que ha sido tratado ampliamente por diversos investigadores, se puede 
sintetizar mencionando algunas de las cuestiones que lo caracterizan: 
sobreexplotación del acuífero del valle de México, que genera además el 
hundimiento de una amplia zona de la ciudad; importación de agua de 
cuencas externas con los consiguientes impactos en las zonas de origen; 
alto porcentaje de fugas en las redes públicas y domiciliarias; mezcla 
de aguas negras y pluviales; consumo dispendioso en ciertas zonas y 
carencia en otras; desperdicio de la precipitación en el valle; mala admi-
nistración y limitado reuso de las aguas servidas, entre las principales.

Del volumen de agua que utiliza la ciudad, recibe tratamiento para 
ser reutilizada una proporción menor al 10 por ciento, esto quiere decir 
que el 90 por ciento del agua que tuvo un alto costo de extracción y 
conducción es expulsada de la ciudad sin tratamiento alguno y utiliza-
da para riego en los estados de México e Hidalgo, independientemente 
de los riesgos a la salud que esto implica, la posibilidad de tratamiento 
permitiría disminuir la importación de agua de otras cuencas, destinar 
parte para alimentar el acuífero subterráneo y aprovechar el agua tra-
tada para usos industriales y riego de jardines.

Cuando la administración del ingeniero Cárdenas iniciaba, recibió 
de la anterior el proyecto para la construcción de varias plantas de 
tratamiento de aguas negras, entre ellas una de gran capacidad, las que 
contaban ya con un crédito contratado con la banca internacional listo 
para arrancar las obras que resolverían el tratamiento de prácticamente 
la totalidad de las aguas servidas de la ciudad. La nueva administra-
ción consideró que la solución técnica no era la más adecuada y que 
se podría encontrar una mejor solución a menor costo; a más de siete 
años de distancia la situación es prácticamente la misma. Nuevamen-
te nos encontramos ante situaciones de hecho, donde no se conocen 
los mecanismos para la toma de decisión, ya sea para aprobarla o en 
su caso para cancelarla; no hay duda en cuanto a la trascendencia 
del tema, a la urgencia de enfrentarlo y al carácter metropolitano de 
la decisión.
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Disposición y tratamiento de basura

La disposición de los desechos sólidos en la ciudad ha variado a lo lar-
go del tiempo, desde la existencia de múltiples basureros a cielo abier-
to en barrancas y predios periféricos, hasta la utilización de antiguas 
minas de arena y posteriormente la construcción de rellenos sanitarios 
en condiciones más o menos aceptables.

En la actualidad, solamente el Distrito Federal produce entre 14,000 
y 15,000 toneladas diarias de basura, cuya disposición se lleva a cabo 
en el relleno sanitario del Bordo de Xochiaca en terrenos correspon-
dientes al vaso del ex lago de Texcoco. La información difundida por 
los responsables de la operación de este relleno indica que se encuen-
tra muy cercano a su saturación. Lo grave de la situación estriba en que 
en el territorio del Distrito Federal no se cuenta ya con ningún espacio 
que pueda ser destinado a esta función y por otra parte las autoridades 
del Estado de México no están dispuestas a recibir estos grandes volú-
menes de basura en su territorio.

Se ha hablado de la necesidad de establecer una Comisión Metro-
politana de Desechos Sólidos, sin embargo, ante las limitaciones del 
marco jurídico prevaleciente y la experiencia de las otras comisiones 
existentes, no habría que augurar grandes éxitos a este nuevo esfuerzo 
de coordinación sectorial.

Rescate del lago de Texcoco

La presencia histórica de este sitio se remonta al origen de nuestra 
nacionalidad y ha sido motivo de intervenciones técnicas desde los 
tiempos del rey Netzahualcóyotl. Desde mediados del siglo pasado se 
han venido estudiando sus condiciones hidráulicas y su función en 
el sistema Hidrológico del Valle de México, así como las peculiares 
características de sus suelos.

El doctor Nabor Carrillo autor del Plan Lago de Texcoco, planteó de 
manera rigurosa y bien fundamentada un ambicioso proyecto que con-
templaba desde el rescate de los cuerpos de agua, el control hidráulico 
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de la Ciudad de México, la forestación de amplias extensiones del vaso 
hasta la construcción de una planta nuclear para dotar de energía eléc-
trica a la Ciudad de México. A la muerte del doctor. Carrillo el proyecto 
fue encabezado por el ingeniero Fernando Hiriart; desde que se forma 
la Comisión del Plan Lago de Texcoco y hasta la fecha el ingeniero 
Gerardo Cruicshank se ha mantenido como responsable.

Los logros de esta comisión no son menores, tal vez el más impor-
tante y no suficientemente reconocido es el haber mantenido la super-
ficie encomendada a su custodia libre de invasiones, durante la época 
y en la región en que la presión para la ocupación irregular de la tierra 
fue la más importante de nuestra historia. No hay que olvidar que en 
esta misma época se perdieron grandes extensiones de alta productivi-
dad en el valle de Texcoco a causa de la especulación inmobiliaria; la 
ocupación ilegal, la corrupción y la manipulación política.

A raíz de la discusión sobre la localización del nuevo aeropuerto 
de la Ciudad de México, el rescate del vaso del ex lago fue nuevamente 
puesto a discusión, llegando a planteamientos tan absurdos como afir-
mar que la única forma de garantizar el rescate ecológico del lago era 
el construir un gran aeropuerto de tres pistas en su superficie. Afortu-
nadamente la valentía de los agricultores de Atenco pudo más que los 
argumentos técnicos y las demostraciones científicas que resultaron 
inútiles para demostrar la inviabilidad del proyecto, ante la cerrazón 
de las autoridades. Ahora se presenta una vez más la oportunidad de 
rescatar este espacio estratégico para el control hidráulico y la posibi-
lidad de convertirlo en un gran parque metropolitano para el disfrute 
de más de cinco millones de pobladores de bajos recursos que viven 
en su entorno.

Desarrollo Regional Integral Valle Tizayuca

Sin duda el proyecto más ambicioso generado hasta la fecha para la 
Zona Metropolitana del Valle de México es el desarrollo del valle Tiza-
yuca-Pachuca, iniciado hace aproximadamente nueve años por el go-
bierno del estado de Hidalgo, a raíz de la propuesta de localización del 



Ciudad de México. Metrópolis y región centro 35

aeropuerto internacional complementario al de la Ciudad de México. Al 
inicio de la presente administración el proyecto se retomó y se amplió 
para considerar no sólo la construcción del aeropuerto y sus instala-
ciones complementarias, sino un conjunto de proyectos de desarrollo 
industrial y urbano centrado en el impulso a las localidades existentes 
en la zona, pensando en el mejoramiento integral de la región a partir de 
la generación de empleos industriales y de servicios junto con el apoyo 
a la infraestructura agropecuaria en toda la zona y el establecimiento de 
programas de capacitación, asesoría técnica y para la comercialización 
y exportación, así como el fortalecimiento de la producción artesanal y el 
turismo, que puede dar cabida a parte del excedente poblacional espe-
rado en la zmvm para los próximos 20 años.

El proyecto se apoya en el Programa de Ordenación de la zmvm 
vigente y se complementa con varios de los grandes proyectos plantea-
dos para la metrópoli descritos anteriormente, entre ellos el Libramien-
to Norte que cruza el área en estudio, el tren suburbano Buenavista-
Tizayuca-Pachuca y la Terminal Multimodal de Carga. Su localización 
resulta estratégica por la corta distancia que lo separa del centro de 
la Ciudad de México (65 kilómetros.), su fácil comunicación hacia el 
golfo de México, al Océano Pacífico y al centro y norte de la República 
y por las condiciones particulares que ofrece en cuanto a clima, calidad 
del suelo, topografía y disponibilidad de agua.

A pesar de sus indudables ventajas y el beneficio que puede im-
plicar para la metrópoli al disminuir la presión de poblamiento que 
se sigue presentando sobre todo en los municipios metropolitanos del 
Estado de México, el gobierno federal no ha incorporado este proyecto 
dentro de sus prioridades y las comisiones metropolitanas no han in-
corporado como miembro de pleno derecho al estado de Hidalgo.

Una vez revisados aunque de manera somera algunos de los prin-
cipales proyectos metropolitanos, parece evidente que no nos enfren-
tamos a una falta de previsión técnica o a una deficiente planeación 
como frecuentemente aseguran los políticos, sino a la falta de voluntad 
política, al desconocimiento de la trascendencia de estos proyectos 
y a la ausencia de instancias de decisión política que asuman a la 
metrópoli como una unidad integral que requiere decisiones más que 



Roberto Eibenschutz Hartman36

recursos, pero con una visión de mediano y largo plazo que garantice 
la continuidad de los esfuerzos, reconociendo que la complejidad del 
fenómeno no permite soluciones sectoriales de corto plazo y que los 
términos temporales de una administración no son suficientes para 
llegar a soluciones verdaderas.
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El término zona metropolitana se acuñó y desarrolló en Estados Unidos 
a partir de los años veinte y se utiliza la mayoría de las veces para refe-
rirse a una ciudad grande cuyos límites han rebasado los de la unidad 
político-administrativa que originalmente la contenía, en el caso de 
México, el municipio (Negrete y Salazar, 1986: 98-99).

En México, el concepto de zona metropolitana tradicionalmente 
se ha definido como “la extensión territorial que incluye a la unidad 
político-administrativa que contiene a la ciudad central, y a las unida-
des político-administrativas contiguas a ésta que tienen características 
urbanas, tales como sitios de trabajo o lugares de residencia de traba-
jadores dedicados a actividades no agrícolas, y que mantienen una in-
terrelación socioeconómica directa, constante e intensa con la ciudad 
central, y viceversa” (Unikel, 1978: 118).

En este sentido, el concepto de zona metropolitana hace referencia 
a una forma particular de urbanización, en la que el crecimiento de la 
ciudad hacia su periferia, tiende a rebasar los límites político-admi-
nistrativos que originalmente la contenían, integrando delegaciones y 
municipios vecinos, tanto en términos físicos como socioeconómicos. 
De esta forma, la zona metropolitana es el resultado de la influencia 
progresiva del proceso de urbanización de la ciudad sobre su periferia, 
que incorpora nuevas áreas ya sea como zonas predominantemente 
habitacionales, o como centros de actividad económica entre las cuales 
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la población se desplaza de manera cotidiana, formando un conjunto 
de unidades político-administrativas contiguas, integradas social y 
económicamente (Programa de Ordenación de la Zona Metropolitana 
del Valle de México, 1998: 33).

A nivel internacional, el criterio más frecuentemente utilizado para 
la delimitación de zonas metropolitanas, ha sido considerar como cen-
trales a las unidades mínimas con jurisdicción político-administrativa 
propia (condados o municipios) que contengan al menos una ciudad 
o área urbana con 50,000 habitantes o más en el momento en que se 
lleva a cabo la delimitación. Para que uno o más municipios no cen-
trales se consideren integrados a alguna zona metropolitana, deben 
cumplir con el requisito de contigüidad territorial con el municipio 
donde se localiza la ciudad central correspondiente o respecto de otros 
municipios previamente incorporados a dicha zona metropolitana. Las 
unidades de estudio se localizan cartográficamente en varios anillos 
concéntricos alrededor del municipio central y se analizan con una 
serie de criterios demográficos, urbanos, socioeconómicos y de integra-
ción funcional para así determinar su inclusión o exclusión de la zona 
metropolitana en cuestión (Negrete y Salazar, 1986: 99-100).

Retomando la experiencia de la Oficina de Censos de Estados Unidos 
y la International Urban Research, Jack P. Gibbs (1961: 73-74) recomien-
da el siguiente método para la delimitación de una zona metropolitana:

1.	Como primer paso se establece un área urbana ya sea a través de 
métodos directos o indirectos (en los casos donde el área urbana 
no pueda delimitarse, la ciudad como unidad política puede ser 
tratada como su equivalente en los diferentes pasos de la delimi-
tación).

2.	Las unidades censales menores que rodean al área urbana son 
localizadas sobre un mapa en una serie de anillos concéntricos.

3.	Cada unidad censal, comenzando con el primer anillo, es inclui-
da en la zona metropolitana si:
3a.	 Está en contacto con el área urbana u otra unidad previa-

mente incluida en la zona metropolitana (ignorando la sepa-
ración debida a cuerpos de agua); y
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3b.	 Tiene al menos 65 por ciento de su población económicamen-
te activa residente empleada en actividades no-agrícolas; y

3c.	 Tiene un porcentaje mayor de su población económicamen-
te activa residente ocupada en actividades no-agrícolas que 
el del país en su conjunto; y

3d.	 Tiene al menos 15 por ciento de su población económica-
mente activa residente empleada en el área urbana; o

	 Atrae al menos 20 por ciento de su fuerza de trabajo de la 
población residente en el área urbana; o

	 Tiene un porcentaje de sus residentes empleado en el área 
urbana igual o mayor que el porcentaje de residentes en 
cualquier unidad del área urbana que está empleado fuera 
de la unidad pero dentro del área urbana; o

	 Atrae un porcentaje de su fuerza de trabajo del área urbana 
igual o mayor que el porcentaje de la fuerza de trabajo atraí-
do por cualquier unidad dentro del área urbana procedente 
del resto del área urbana; y

3e.	 Tiene más población económicamente activa residente via-
jando diario (commuting) a trabajar al área urbana en cues-
tión que a cualquier otra área urbana; o

3f.	 Está rodeada por unidades censales previamente incluidas 
en la zona metropolitana.

En términos generales, el primer criterio 3a, hace referencia a la ca-
racterística de contigüidad, mientras que los criterios 3b y 3c se asocian 
al carácter predominantemente urbano de las unidades de análisis.

Los criterios alternativos listados en el inciso 3d, por su parte, se 
usan como evidencia de integración funcional. Cabe precisar que no es 
necesario que una unidad cumpla con los cuatro requisitos señalados 
en este inciso, sino con al menos uno de éstos para que sea incluida 
dentro de la zona metropolitana en cuestión.

La razón fundamental de la comparación entre unidades dentro 
y fuera del área urbana en términos de los niveles de viajes diarios 
(commuting) es acotar (operacionalizar) la idea de integración. Si se 
parte de la práctica comúnmente aceptada de que toda el área urbana 
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es parte de la zona metropolitana, esto implícitamente supone la re-
lación (igualdad) entre integración física y funcional. Sin embargo, si 
una unidad censal fuera del área urbana está tan parecidamente ligada 
en sentido funcional al área urbana como cualquier unidad dentro de 
ella, no existe justificación para excluirla de la zona metropolitana.

El criterio 3e es una extensión del concepto de integración, en el 
sentido de asignar la unidad censal únicamente a la zona metropolita-
na a la que envía el mayor número de commuters.

Finalmente, el criterio 3f asegura la inclusión de unidades “encla-
ves”, ya que cualquier unidad rodeada por unidades ya asignadas a la 
zona metropolitana es también incluida, independientemente de los 
otros requisitos.

Propuestas de delimitación en México

En México, las principales propuestas de delimitación de zonas me-
tropolitanas provienen tanto del sector académico, como de algunas 
instituciones del gobierno federal.

En el primer caso, resalta la línea trabajo iniciada por Luis Unikel 
(1978), que condujo a la delimitación de 12 zonas metropolitanas en 
el país para 1960 y a la delimitación de la Zona Metropolitana de la 
Ciudad de México para 1970, así como el trabajo de María Eugenia 
Negrete y Héctor Salazar (1986), en el que identifican 26 zonas me-
tropolitanas para 1980. Ambos trabajos complementan el análisis 
cartográfico de los municipios, con métodos de análisis multivariado 
(análisis de factores, análisis de conglomerados y análisis discriminan-
te) de un conjunto de indicadores que dan cuenta directamente del 
carácter urbano de las delegaciones y municipios, e indirectamente de 
la interdependencia de éstos con el municipio que contiene a la ciudad 
central. Para ello utilizan distintos indicadores como el porcentaje de 
población ocupada en actividades no agrícolas, el nivel de urbanización, 
la densidad de población, la producción manufacturera y la distancia al 
centro de la ciudad. Con los resultados obtenidos establecen una clasi-
ficación de los municipios en metropolitanos, no metropolitanos y en 
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transición, a partir de la cual definen la integración municipal de las 
zonas metropolitanas del país.�

Siguiendo con esta línea, en 1993 Jaime Sobrino identificó 37 zo-
nas metropolitanas para 1990, a través de dos ejercicios: uno gráfico, 
de contigüidad e integración de áreas metropolitanas y otro estadístico, 
aplicando el método de componentes principales con las variables tasa 
de crecimiento demográfico, tasa de urbanización, pib de la industria 
manufacturera municipal y cobertura de los servicios de agua potable 
(Sobrino, 1993: 129-133).

Recientemente, este mismo autor (Sobrino, 2003) publicó el artícu-
lo “Zonas metropolitanas de México en 2000: conformación territorial 
y movilidad de la población ocupada”, donde propone una delimita-
ción de las zonas metropolitanas del país que utiliza como criterios 
básicos el carácter urbano del municipio y los viajes intermunicipales 
por motivo de trabajo, captados en la muestra del XII Censo General 
de Población y Vivienda 2000; y como criterios complementarios, la 
dinámica demográfica y la importancia económica del municipio. Con 
estos criterios identifica un total de 48 zonas metropolitanas, cuya 
población en conjunto representaba casi la mitad de la población na-
cional en el año 2000.

En el gobierno federal, por su parte, destacan algunas delimitacio-
nes de zonas metropolitanas propuestas con anterioridad por el inegi, 
el Conapo y la Sedesol.

Hasta el 2003, el inegi delimitaba las zonas metropolitanas del 
país a partir del tamaño de las localidades censales y su relación de 
contigüidad física, apoyándose en la cartografía del Marco Geoestadís-
tico Nacional a nivel municipal, de localidad y de área geoestadística 
básica (ageb) urbana.�

� Un esfuerzo en esta misma dirección es la delimitación de la Región de Conurbación del 
Centro del País y de la Zona Urbana del Valle de México que aparece en el Programa de Ordena-
ción de la Zona Metropolitana del Valle de México (Secretaría de Desarrollo Social, Gobierno del 
Distrito Federal, Gobierno del Estado de México, 1998).

� Para efectos censales, el inegi define como localidad urbana a todas las localidades con una 
población igual o mayor a 2,500 habitantes de acuerdo con el último Censo o Conteo Nacional 
de Población y Vivienda y a todas las cabeceras municipales aunque no alcancen este rango de 
población. Las ageb urbanas, por su parte, son las unidades que delimitan una parte o el total 
de una localidad urbana, en conjuntos de manzanas que generalmente van de una a 50, perfec-
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Cabe señalar que los límites de una localidad censal no pueden in-
volucrar a más de una delegación o municipio, por lo que en situacio-
nes donde un área urbana continua rebasa los límites geoestadísticos 
de dos o más municipios, la porción que corresponde a cada uno de 
éstos es considerada como una localidad distinta.

Con base en estos elementos, el inegi definía como área metropoli-
tana a la unión física de dos o más localidades censales de diferentes 
municipios, donde al menos una de ellas tenía una población de 50,000 
o más habitantes, de acuerdo con el último censo o conteo de pobla-
ción y vivienda; y como zona metropolitana a la extensión territorial 
de todas las áreas geoestadísticas municipales donde se localizaban las 
localidades urbanas que integraban el área metropolitana.

A partir de esta definición el inegi identificó un total de 32 zonas 
metropolitanas en el año 2000, las cuales a su vez comprendían un 
total de 205 municipios.

En la década de los noventa, el Conapo, por su parte, definía como 
zona metropolitana al conjunto de dos o más municipios que conte-
nían dentro de sus límites una ciudad de 100,000 o más habitantes, y 
cuya población y actividades productivas presentaban características 
socioeconómicas predominantemente urbanas, medidas a través del 
porcentaje de población que residía en localidades mayores de 15,000 
habitantes, el porcentaje de población económicamente activa ocupada 
en actividades no agrícolas y el porcentaje de producción manufacture-
ra. Con estos indicadores, el Conapo definió 31 zonas metropolitanas 
en el país para 1995 (Consejo Nacional de Población, 1997).

En el año 2003, y a partir de los resultados definitivos y la carto-
grafía del XII Censo General de Población y Vivienda 2000, el Conapo 
formuló una nueva propuesta de delimitación de zonas metropolitanas 
que además de los criterios de tamaño y conurbación –definida esta úl-
tima como la unión física– entre localidades de dos o más municipios, 
incorporaba también criterios de integración funcional relacionados con 
los desplazamientos de la población ocupada entre los municipios de 

tamente delimitadas por calles, avenidas, andadores o cualquier otro rasgo fácil de identificar 
en el terreno y cuyo uso del suelo es principalmente habitacional, industrial, comercial y de 
servicios (Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática, 2000).
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residencia y de trabajo, así como criterios sobre el carácter urbano de 
los municipios.�

Con base en una definición operativa de estos criterios, el Conapo 
identificó y delimitó de manera preliminar un total de 42 zonas metro-
politanas para 2000, formadas por 243 municipios y tres localidades, 
que contaban con al menos una ciudad o conurbación de 50,000 o más 
habitantes.

En el caso de la Sedesol, la definición de zonas metropolitanas se 
documenta principalmente en los programas nacionales de desarrollo 
urbano de cada administración federal. Así por ejemplo, el Programa 
Nacional de Desarrollo Urbano 1990-1994 reconocía 31 zonas metro-
politanas, mientras que el Programa Nacional de Desarrollo Urbano 
1995-2000 reservaba este término a los agregados de municipios en 
los que se ubicaban las cuatro ciudades con más de un millón de ha-
bitantes identificadas al inicio de la década de los noventa: México, 
Guadalajara, Monterrey y Puebla.�

Por su parte, el Programa Nacional de Desarrollo Urbano y Ordena-
ción del Territorio 2001-2006 define a las zonas metropolitanas como 
“aquellas redes de ciudades, donde los procesos de ‘metropolización’ 
involucran a ciudades de México y de Estados Unidos de América o 
ciudades de dos o más entidades federativas, así como aquellas grandes 
ciudades que tienen más de un millón de habitantes”. Adicionalmente, 
define como aglomeraciones urbanas a “las ciudades que han tenido 
procesos de expansión urbana hacia municipios adyacentes en la mis-
ma entidad federativa y tienen, en conjunto, una población inferior a 
un millón de habitantes” (Poder Ejecutivo Federal, 2001: 62).

En el primer grupo reconoce la existencia de 14 unidades y en el 
segundo de 32, de tal forma que si se agregan ambos para hacerlos 
“comparables” con las definiciones de zonas metropolitanas del inegi 
y del Conapo, se observa que en el año 2001, la Sedesol registraba un 

� Para una revisión detallada de esta propuesta véase Consejo Nacional de Población, 2003a: 
28-31 e ibidem, 2003b: 143-154.

� Además de estas cuatro grandes zonas metropolitanas, el Programa Nacional de Desarrollo 
Urbano 1995-2000 destacaba la importancia para la conducción de la política general de orde-
namiento territorial y desarrollo urbano de 116 ciudades medias y pequeñas, de las cuales 27 
involucraban a más de un municipio (Poder Ejecutivo Federal, 1996).
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total de 46 ciudades a nivel nacional que experimentaban procesos de 
metropolización o conurbación.

Cabe mencionar que la delimitación de zonas metropolitanas y aglo-
meraciones urbanas del Programa Nacional de Desarrollo Urbano y Or-
denación del Territorio 2001-2006 se sustenta fundamentalmente en 
disposiciones de tipo jurídico y programático que regulan el desarrollo 
urbano en el país.

En síntesis, el fenómeno metropolitano se ha intensificado y di-
versificado en las últimas décadas, tal y como se advierte en las pro-
puestas de delimitación revisadas, las cuales reconocen un número 
creciente tanto de zonas metropolitanas como de municipios que las 
conforman. Sin embargo, debido a la diversidad de criterios y metodo-
logías empleadas en su formulación, los resultados obtenidos no son 
estrictamente comparables en el tiempo, lo que dificulta el análisis más 
preciso de la dinámica sociodemográfica y económica, así como de la 
expansión territorial de las metrópolis de México.

En contraparte, cabe destacar una serie de elementos comunes:
Prácticamente todas las definiciones de zonas metropolitanas alu-

den a un conjunto de municipios contiguos donde se localiza una ciu-
dad principal, generalmente denominada “ciudad central”, cuya área 
urbana, funciones y actividades trascienden los límites territoriales del 
municipio que originalmente la contenía e incorpora a otros munici-
pios vecinos, con los que forma un ámbito urbano altamente integrado 
física y funcionalmente.

Asimismo, las diferentes propuestas de delimitación sugieren un 
umbral mínimo de población de la ciudad principal, el cual va desde 
50,000 habitantes en los casos de Negrete y Salazar, Sobrino, el inegi, 
y recientemente el Conapo, hasta 100,000 habitantes en el caso de al-
gunas aglomeraciones urbanas y zonas metropolitanas definidas en el 
Programa Nacional de Desarrollo Urbano y Ordenación del Territorio 
2001-2006.

Otro rasgo en común es el criterio de conurbación –definido como 
la unión física– entre las localidades de dos o más municipios. Este 
es el principal criterio en el que se sustenta la anterior propuesta del 
inegi, mientras que Unikel, Negrete y Salazar, Sobrino y el Conapo, lo 
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complementan con criterios de integración funcional y carácter urba-
no, cuyos indicadores y parámetros específicos varían entre un autor 
y otro. Por su parte, en el caso de la Sedesol el criterio de conurbación 
puede referirse a una situación de hecho o bien tener un carácter anti-
cipado, pues la Ley General de Asentamientos Humanos define como 
conurbación “la continuidad física y demográfica que formen o tien-
dan a formar dos o más centros de población” (artículo 2o., frac. IV).

Un tercer grupo de criterios se relaciona con indicadores que co-
múnmente se utilizan para dar cuenta del carácter predominantemente 
urbano de las delegaciones y municipios que se integran a las zonas 
metropolitanas. Los más utilizados han sido: el porcentaje de pobla-
ción económicamente activa ocupada en actividades no agrícolas; el 
porcentaje de población que reside en localidades clasificadas como 
mixtas y urbanas; y la densidad de población (Unikel, Ruiz y Garza, 
1978; Negrete y Salazar, 1986; Sobrino, 1993 y 2003; Consejo Nacional 
de Población, 2003a).

También sobresalen los criterios que aluden a la integración fun-
cional entre las unidades (delegaciones y municipios) que conforman 
las zonas metropolitanas.

La falta de información sobre flujos de personas, bienes, servicios 
o información, llevó a utilizar en los primeros estudios una serie de 
indicadores alternativos que intentaban dar cuenta, en forma indirecta, 
de la interdependencia de los municipios de la periferia con la ciudad 
central, entre los que destacan la distancia entre el centro de la ciu-
dad y la cabecera municipal, y la tasa de crecimiento de la población 
(Unikel, Ruiz y Garza, 1978; Negrete y Salazar, 1986).�

Actualmente, la base de datos de la muestra censal del año 2000 
permite conocer tanto el municipio de residencia como el municipio 
donde trabaja la población ocupada del país, por lo que las propues-
tas más recientes incorporan indicadores relacionados con los des-
plazamientos habituales por motivo de trabajo entre los municipios 

� La tasa de crecimiento demográfico se considera un indicador representativo del grado de 
integración de un municipio, en la medida en que un valor alto de ésta puede ser reflejo tanto 
del desplazamiento del lugar de residencia de la población que anteriormente habitaba en los 
municipios centrales, como de la atracción de migrantes provenientes de otros ámbitos, producto 
de la intensa actividad económica que se localiza en la metrópoli.
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de las zonas metropolitanas (Sobrino, 2003; Consejo Nacional de 
Población, 2003a).

Otro criterio recurrente se refiere a la importancia económica de los 
municipios, medida la mayoría de las veces a través del valor de la 
producción manufacturera (Unikel, Ruiz y Garza, 1978; Negrete y 
Salazar, 1986; Sobrino, 1993) y recientemente se incluye también el 
correspondiente al comercio y los servicios (Sobrino, 2003).

Adicionalmente y con fines programáticos algunas propuestas in-
corporan como parte de las zonas metropolitanas a municipios que no 
necesariamente cumplen con los criterios generales antes señalados, 
pero que se considera tienen un carácter estratégico para la planifica-
ción del desarrollo urbano de las zonas metropolitanas en el mediano y 
largo plazos, ya sea porque estos municipios poseen a su interior áreas 
de alto valor ambiental que se deben conservar, o bien, porque cuentan 
con zonas aptas para el desarrollo urbano que deben ser incorporadas 
de manera ordenada.�
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Introducción

El presente trabajo analiza las diversas respuestas que se han dado tanto 
en el marco teórico como práctico para atender el fenómeno de metropo-
lización a nivel mundial desde la perspectiva de su gobierno y gobernan-
za, analizando de forma general su aplicabilidad al caso de México.

El texto se organiza de la siguiente forma: 1. argumentos para la 
justificación de los arreglos metropolitanos, 2. tipos de respuestas 
metropolitanas, 3. el federalismo como aspecto clave en el diseño de 
propuestas en el ámbito metropolitano, y 4. arreglos metropolitanos y 
su relación con poder. 

En todos los casos se hacen referencias a las experiencias interna-
cionales para contrastar sus características, además de que se incluye 
un cuadro que resume la situación del gobierno en más de 50 zonas me-
tropolitanas alrededor del mundo, distinguiendo de manera primordial 
el régimen del Estado-nación donde se localizan, así como el modelo 
de arreglo metropolitano.

La principal conclusión del análisis de la experiencia internacional 
es que “la organización de las áreas metropolitanas es una cuestión 
no resuelta... Son raras las soluciones que se pueden considerar satis-

*Este trabajo forma parte del proyecto de investigación doctoral del autor que se realiza den-
tro del Programa de Maestría y Urbanismo de la Universidad Nacional Autónoma de México.
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factorias” (Borja, 2002: 1). Por tanto, es importante tener presente la 
dificultad de extrapolar dichas experiencias a la realidad mexicana.

La situación actual exige resolver la siguiente situación: por un 
lado es innegable la importancia de las zonas metropolitanas dentro 
de los procesos de acumulación de capital a nivel escala nacional y 
global, y por tanto la necesidad de contar con instancias de decisión 
y coordinación en esta escala, pero en contraparte las reformas en ma-
teria de atribuciones para los diversos órdenes de gobierno en Méxi-
co, presentan una fuerte tendencia a considerar que la administración 
de las ciudades es primordialmente un asunto que debe abordarse en 
la escala local sin modificar sustancialmente las relaciones entre los 
diversos órdenes de gobierno (González, 1990; Cámara de Diputados, 
1997) sin atender de forma holística la escala metropolitana.

Justificación de los arreglos metropolitanos

Algunos comentarios preliminares

Como apunta atinadamente Jordi Borja:

Muchas veces se habla de “áreas metropolitanas” para referirse a las gran-
des ciudades, las metrópolis. Pero, puesto que hablamos desde el punto 
de vista del gobierno de la ciudad, lo que aquí nos interesa no es ese 
sentido general de gran tamaño, sino de cómo algunas aglomeraciones 
urbanas complejas (conformadas por distintas unidades territoriales ad-
ministrativas) constituyen una unidad (compleja y coordinada) de funcio-
namiento y gestión (Borja, 2002: 22). 

Esta idea es apoyada también por Peter Ward, quien plantea:

Es necesario preguntar si las megaciudades confrontan retos y temas que 
son fundamentalmente diferentes de aquellos que enfrentan áreas metro-
politanas más pequeñas o aun ciudades de tamaño mediano. La respuesta 
rápida es no. Aunque las megaciudades son más complejas e invariable-
mente trascienden varias jurisdicciones, el reto es en esencia el mismo: 
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cómo administrar el espacio urbano en una manera eficiente, participati-
va, transparente y democrática (Ward, 1996: 70).

Lamentablemente, en el caso mexicano ha habido poco interés 
respecto a la dimensión metropolitana, pensando erróneamente que la 
toma de decisiones en materia de planeación urbana y otorgamiento de 
servicios “básicos” es una responsabilidad meramente local.

Por otro lado, la mayor parte de los gobiernos de las ciudades en 
países desarrollados han trabajado en apoyar la posición competitiva 
de sus ciudades, destacando los casos de las ciudades que actualmente 
están en las mejores condiciones de competitividad como son Londres, 
Nueva York, París, Berlín y Barcelona (Newman, 2005). En contraparte, 
el caso mexicano se ha caracterizado por la ausencia de planteamien-
tos que permitan mejorar la competitividad de las ciudades desde una 
perspectiva más allá del ámbito local.

Argumentos a favor de los acuerdos metropolitanos 

El proceso de crecimiento y reestructuración del fenómeno urbano a 
través del tiempo ha ido dando lugar a diversas formas de gobernar 
la ciudad, que se han adaptado a la nueva realidad urbana originada 
durante la existencia de la ciudad industrial. Como planteó Gottman 
(1995), por mucho tiempo el criterio para garantizar que una ciudad 
se gobernara en su totalidad era que las nuevas áreas de crecimiento se 
anexaran a la ciudad principal, pero con el paso del tiempo y una 
urbanización más acelerada, esta alternativa se fue haciendo más 
difícil de instrumentar, lo que dio paso a la necesidad de los arreglos 
metropolitanos, es decir, formas de gobierno “especiales” que pudieran 
permitir abordar los problemas de la ciudad en toda su dimensión.

En efecto, aún hasta los inicios del siglo xx en los países indus-
trializados era relativamente simple establecer una clara distinción 
entre el gobierno local y el nacional: los gobiernos locales se encarga-
ban de asuntos relacionados con el consumo colectivo que tuvieran 
escasas o nulas externalidades más allá de sus límites, es decir, los 
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servicios autocontenidos, que se pagan por quienes los consumen. 
En contraparte, las funciones del gobierno nacional se basaban en la 
indivisibilidad, es decir, en administrar bienes públicos como la defen-
sa y las relaciones internacionales (Sharpe, 1993: 10) que no pueden 
manejarse desde una perspectiva fragmentada. Esta distinción fue útil 
hasta antes de la aparición del Estado benefactor keynesiano posterior 
a la Segunda Guerra Mundial, que trajo consigo nuevas funciones 
públicas con efectos cada vez más difíciles de medir y abordar por los 
gobiernos locales.

Es importante destacar que en el caso de México las zonas metro-
politanas intentan ser gobernadas desde una perspectiva premetropo-
litana, es decir, por medio de un esquema institucional diseñado antes 
de los procesos de metropolización. Las formas de gobierno vigentes 
han perdurado por más de 200 años, por lo que es extremadamente 
complejo modificar los poderes existentes que quieren mantener esas 
viejas estructuras. Este planteamiento sigue a Foucault en el sentido 
de que “las instituciones deben analizarse a partir de las relaciones de 
poder y no a la inversa” (Foucault, 1982: 240).

Existen diversos argumentos para apoyar la necesidad de desarro-
llar respuestas metropolitanas, aunque el más común se resume en que 
en estas ciudades existen problemas que superan la capacidad de los 
gobiernos locales si los abordan de forma separada. Estos problemas 
pueden corresponder con diversos temas, pero destacan los asuntos re-
lacionados con la planeación y gestión del suelo, transporte y vialidad, 
grandes redes de infraestructura, servicios y equipamientos.

Además de estos argumentos a favor de enfoques holísticos, existen 
otras justificaciones como las de corte fiscal-presupuestario, que plan-
tean la necesidad de enfoques metropolitanos bajo la idea de que la 
“fragmentación intergubernamental ha hecho difícil proveer servicios 
básicos y mantener una calidad de vida satisfactoria a costo razonable” 
(Crosby y Brisom, 1995: 93), por lo que un gobierno o acuerdo metro-
politano es la respuesta ya que puede disminuir costos para la socie-
dad. Este tipo de argumentos se basa en que el manejo coordinado de 
algún tema específico (desechos sólidos por ejemplo), puede significar 
ahorros importantes debido a que un mismo sistema puede atender 
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a varias jurisdicciones territoriales, beneficiándose de las inherentes 
economías de escala.

Existe un tercer tipo de argumento para justificar los enfoques me-
tropolitanos, que se refiere a la forma de financiamiento de los gobier-
nos locales y la aplicación de los recursos, que se denomina “equiva-
lencia fiscal” (Sharpe, 1995a). Este principio plantea que los servicios 
locales deben ser autocontenidos lo más posible de forma tal que sean 
pagados por los ciudadanos que los utilizan, lo que no es asequible en 
las zonas metropolitanas donde muchos de los servicios que otorga un 
gobierno local son utilizados por personas que viven en otras adminis-
traciones territoriales. Ejemplo de lo anterior es el consumo de trans-
porte público subsidiado como sucede con el Sistema de Transporte 
Colectivo Metro del Distrito Federal donde viaja una alta proporción 
de habitantes del Estado de México; es decir, se trata de un servicio 
utilizado por residentes de jurisdicciones distintas a la que eroga los 
recursos, lo que es muy claro en los centros generadores de actividad 
económica que tienen alta proporción de población flotante, como son 
la mayoría de los municipios originales de las zonas metropolitanas.

La mayoría de las grandes infraestructuras pueden generar altos 
niveles de externalidades indivisibles, que sólo pueden proveerse al 
más amplio nivel metropolitano. Como ejemplo, tenemos, que, evitar 
la ocupación de un área ambientalmente importante depende de la 
oferta de suelo accesible en zonas que muy probablemente corres-
ponden a otras jurisdicciones territoriales y que para generarse podría 
requerir la intervención de otros órdenes de gobierno. Además, en 
las zonas metropolitanas es necesario considerar las relaciones entre 
centros de actividad y usos habitacionales, ya que existen diariamente 
movimientos tipo commuters, por lo que la mayoría de las personas 
laboran, estudian o se divierten en una unidad administrativa diferente 
de la que habitan. 

En resumen, la necesidad de los acuerdos metropolitanos se deriva 
de una falta de coordinación que permita abordar problemas que van 
más allá de la capacidad de acción de los gobiernos locales, por lo que 
las respuestas deberán evitar que esta fragmentación se traduzca en 
ineficiencias y contradicciones de la actuación pública.
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Respuestas metropolitanas

Las respuestas para la organización de las zonas metropolitanas parten 
de un debate “clásico” que considera dos perspectivas “extremas”: 1. 
opciones que plantean la necesidad de considerar la zona metropoli-
tana en su conjunto (consolidación), y 2. opciones que fomentan la 
permanencia del policentrismo metropolitano (fragmentación). 

Los defensores de la consolidación metropolitana, conocidos tam-
bién como reformistas (Ostrom, 1972) basan sus planteamientos en la ne-
cesidad de contar con una autoridad metropolitana que aborde la ciudad 
en su conjunto, debido a que existe interdependencia entre los centros 
de actividad de las ciudades y las zonas periféricas. Es por ello que: 

Generalmente el diseño organizacional preferido para la región metro-
politana que surge de este modelo es uno donde se maximice la integra-
ción de los gobiernos locales. Esto puede lograrse por medio de la reducción 
del actual número de gobiernos o incrementando la coordinación obli-
gatoria de estos gobiernos por otro orden de gobierno más alto (Miller, 
2002: 93-94). 

Con esta estrategia se busca la disminución de disparidades den-
tro de la zona metropolitana y se puede aumentar su competitividad. 
Resumiendo, los argumentos incluyen aspectos como: 1. eficiencia, 2. 
equidad, 3. coordinación. En esta línea de pensamiento se puede ubi-
car a autores como Rusk (1993), Orfield (1997) y Miller (2002).

En el otro extremo, los defensores de la fragmentación, basan sus 
planteamientos en razonamientos de la public choice o economía po-
lítica (Ostrom, 1972), destacando que se apoyan en perspectivas eco-
nómicas y no en argumentos políticos tradicionales. “En lo que se 
convirtió en un artículo seminal, Tiebout propuso que mientras más 
gobiernos existieran en una zona metropolitana, los consumidores 
tendrían más opciones para seleccionar una comunidad donde residir. 
Con la creación de un ‘mercado’ de bienes públicos, los consumidores 
pueden votar con sus pies” (Miller, 2002: 94), por lo cual la presencia 
de diversos gobiernos locales sin una orientación única es la mejor for-
ma de dar opciones a que los gobiernos locales se coordinen en casos 
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particulares. Resumiendo, los argumentos a favor de la fragmentación 
incluyen aspectos como: 1. flexibilidad, 2. democracia local, 3. poder 
de elección. En este caso destacan autores como Ostrom, Tiebout y 
Warren (1961), Ostrom (1972), Feiock (2004), Oakerson (1999, 2004), 
Stephens y Wikstrom (2000).

Alternativas metropolitanas de corte consolidacionista

Las respuestas institucionales de consolidación en materia de arreglos 
metropolitanos pueden dividirse a su vez en dos modelos: el unitario 
y el de dos niveles u órdenes.

Gobierno unitario

El gobierno unitario consiste en que el nivel metropolitano es el go-
bierno local más bajo, sin existir otros niveles. Este modelo “puede ser 
creado extendiendo los límites de la autoridad de la ciudad principal 
existente para cubrir lo que se considere como la extensión real de la 
metrópoli” o en otras palabras, amalgamando gobiernos locales en un 
solo gobierno para la metrópoli (Sharpe, 1995a: 17).

La experiencia internacional muestra que el gobierno metropolita-
no unitario no es una solución común, sino más bien la excepción.� 
El ejemplo paradigmático es Metro Toronto, donde la creación de la 
autoridad conocida como City of Toronto en abril de 1997 abolió las 
municipalidades existentes con base en una propuesta del gobierno de 
Ontario de diciembre de 1996. Aún así, este nuevo “megagobierno” no 
cubre la totalidad del área metropolitana de Toronto.

Si bien desde el punto de vista técnico los gobiernos unitarios per-
miten cumplir con el principio de equivalencia fiscal mencionado, han 
sido duramente criticados en por lo menos tres vertientes: 1. se argu-
menta que por puras razones de escala es poco viable para la mayoría 

� Sancton (2000) presenta un interesante análisis de las tendencias a fusionar gobiernos 
locales en Estados Unidos, Canadá, Australia y Gran Bretaña durante el siglo xx.
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de las grandes zonas metropolitanas (Sharpe, 1995a); 2. se sostiene que 
la evidencia empírica no ha comprobado que esta opción de gobier-
no sea menos costosa (Fischler y Wolfe, 2000; Stephens y Wikstrom, 
2000); 3. se considera que este modelo viola el derecho de los ciuda-
danos de tener mecanismos democráticos para la comunidad con la 
desaparición del gobierno local a pequeña escala (Sancton, 2000).

En el caso de Metro Toronto la principal crítica se enfoca a través de 
este argumento: “El gobierno de Ontario no tiene la autoridad legal 
de abolir arbitrariamente seis gobiernos locales en Metro Toronto. 
No es dueño de los gobiernos locales: estos gobiernos existen para 
proveer democracia local a los residentes locales” (Boudreau, 2000: 
174). Otros lo plantean de la siguiente forma: 

El caso de la amalgamación de Toronto pone claramente de manifiesto los 
efectos de un régimen legal y constitucional en el cual las ciudades son 
herramientas de gobiernos superiores para ser usados en sus intereses de 
dotación de servicios, fiscales y económicos, sin un contrapeso igualmen-
te fuerte en los derechos ciudadanos locales (Moore, 2000: 176). 

Esto lleva a la reflexión de que el asunto metropolitano no se re-
duce a un problema de gobierno, sino de gobernanza, es decir, donde 
debe considerarse también la participación de distintos agentes pri-
vados y sociales, así como de la sociedad en general.

La mayoría de los casos de zonas metropolitanas con este tipo de 
modelo se da en los países de corte unitario como es el caso de China, 
Japón, Singapur, mientras que en los de tipo federal se han presentado 
en Toronto, Moscú, San Petersburgo y en Australia, donde se ha dado 
la amalmagación de municipalidades para establecer un gobierno local 
que corresponda a la mayoría del área metropolitana. A pesar de lo an-
terior, en la mayoría de los casos los gobiernos no abarcan la totalidad 
de la zona metropolitana.

La posibilidad de tener gobiernos unitarios es compleja principal-
mente por que implica que el orden metropolitano adquiera atribucio-
nes y recursos de los gobiernos locales, lo que puede generar resisten-
cias por parte de los gobiernos locales, las entidades federativas en que 
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están contenidas y hasta del gobierno federal. Como ejemplo está el 
caso del Área Metropolitana de Monterrey, que para el año 2000 tenía 
el 84.6 por ciento de la población total del estado, por lo que la teórica 
amalgamación de los municipios que la conforman resultaría en una 
alteración de las relaciones de poder vigentes. Otro ejemplo es el Valle 
de México, donde una amalgamación implicaría dejar en un solo go-
bierno la administración de una ciudad de 18 millones de habitantes 
con casi el 20 por ciento de la población del país.

Dos órdenes o niveles

El segundo modelo de gobierno institucional es denominado por Shar-
pe como de dos niveles o dos órdenes (mesogobierno), que consiste en 
que convivan paralelamente los gobiernos locales junto con alguna 
autoridad metropolitana, lo cual se conoce como el modelo metropoli-
tano puro. En este caso se busca resolver el conflicto entre los valores 
locales de identidad y participación, mientras por el otro solucionar 
los problemas inherentes a la eficiencia en la escala metropolitana. 
Ejemplos de este esquema incluyen los casos de Montreal y Delhi en 
gobiernos de corte federal, así como Londres, Estocolmo e Ile de Fran-
ce, entre otros en el caso de gobiernos unitarios.

En este caso se trata de crear una instancia de gobierno intermedia en-
tre los gobiernos municipales y los estatales o federales (en caso de zonas 
metropolitanas interestatales), con un gobierno metropolitano que tiene 
autonomía y recursos propios, así como competencias distintas de los 
otros órdenes de gobierno, dándole legitimidad política propia directa.

En este caso el nivel intermedio metropolitano puede ser de carác-
ter jerárquico cuando los gobiernos locales son débiles o constituirse 
en una instancia de intermediación cuando los gobiernos locales tie-
nen altos recursos y capacidad administrativa.

Uno de los problemas de este modelo es la distribución de funciones, 
ya que puede implicar la pérdida de poder de los gobiernos locales o es-
tatales en el caso de los regímenes federales, de donde por lo general se 
toman las atribuciones que corresponderán a la instancia metropolitana. 
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Aun así, en términos teóricos se presenta como una mejor alternativa ya 
que atiende los aspectos técnicos y de distribución de recursos para pro-
blemas que van más allá de las circunscripciones locales, conservando 
instancias de gobierno y democracia cercanas a la población.

Modelos de gobernanza metropolitana  
sin gobierno metropolitano (conservar la fragmentación)

Coordinación voluntaria

Los principales defensores de este planteamiento son algunos estu-
diosos del fenómeno metropolitano en Estados Unidos (Stephens y 
Wikstrom, 2000; Feiock, 2004). Los argumentos principales afirman 
que hasta ahora la idea de un gobierno unitario metropolitano ha sido 
apoyada principalmente desde un punto de vista teórico, pero que no 
existen las suficientes experiencias que apoyen empíricamente sus 
ventajas. Estos autores, basados en los modelos de decisión pública, 
consideran que la competencia entre gobiernos locales apoyados por 
mecanismos de cooperación puede dar resultados positivos, ya que los 
gobiernos grandes implican en la mayoría de los casos monopolios que 
fomentan el anquilosamiento de las instituciones y el fortalecimiento 
de las burocracias sin beneficios a la población.

El modelo voluntario implica una cooperación entre los gobiernos 
locales existentes, misma que por su carácter no es permanente o in-
dependiente. Rara vez tiene autonomía financiera, ya que su financia-
miento proviene de las instancias de gobierno que lo crearon, por lo 
que “las materias sobre las cuales tiene competencia se definen a partir 
de acuerdos entre los distintos municipios” (Borja, 2002: 36).

El modelo de cooperación voluntaria es el que corresponde en 
mayor medida a la experiencia mexicana, así como a la de carácter 
internacional (incluyendo Alemania, Australia, Argentina, Bélgica, 
Perú, entre otros) y aunque es la perspectiva que tiene mayor viabili-
dad política, no soluciona el problema de la falta de guía coordinada 
vertical y horizontalmente, además de que no garantiza continuidad 
en la toma de decisiones.
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Es importante tener presente que países como Alemania y Australia 
tienen en principio una cooperación voluntaria, pero debe considerar-
se que las decisiones consideran de forma primordial la participación 
de los habitantes en plebiscitos para decidir su forma de gobierno.

Coordinación promovida

La otra variante del modelo es la promovida, que implica por lo general la 
existencia del incentivo de un tercero (gobierno federal o legislación) 
que puede ser la disponibilidad de recursos por llegar a acuerdos 
metropolitanos, así como la obligación legal para que los órdenes de 
gobierno lleguen a acuerdos en la materia. Esto sucede en la mayoría 
de las ciudades de Estados Unidos y en países como España.�

Es decir, para este modelo se requiere de un marco legal que im-
pulse la realización de convenios entre los diferentes gobiernos, para 
permitir enfrentar problemas específicos con soluciones flexibles. A 
través de dichas asociaciones se pueden llevar a cabo funciones como 
la dotación de servicios, realizar proyectos u obras públicas, impulsar 
asociaciones público-privadas como puede ser el otorgamiento de con-
cesiones o la creación de empresas mixtas, entre otros.

Este tipo de coordinación pocas veces permite tener una visión de 
conjunto para los problemas metropolitanos, aunque implica un avan-
ce ya que se tiene una mayor obligatoriedad e institucionalidad para 
el cumplimiento de los acuerdos respetando las diversas autonomías, 
por lo cual es atractivo para los regímenes federales.

El federalismo como elemento clave  
para las respuestas metropolitanas

Como se ha apuntado en este trabajo, uno de los aspectos más impor-
tantes a considerar para revisar la aplicabilidad de experiencias de 

� Javier Font et al. (1999) explica los resultados de asociaciones intergubernamentales en 
España, particularmente el caso de Bilbao y Cantabria.
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otras metrópolis alrededor del mundo es el esquema federal de gobier-
no prevaleciente. En diversos círculos se hacen alocuciones a favor de 
aplicar las experiencias de gobiernos metropolitanos como Londres, 
París y Tokio, por poner algunos ejemplos, sin tener cuidado en con-
siderar que los sistemas de gobierno en que se ubican estas ciudades 
son de índole unitaria, no federal.

Los estados-nación unitarios se distinguen por ser gobernados 
constitucionalmente como una sola unidad. Si bien el poder político 
nacional puede ser transferido a otros niveles, dándoles diversos gra-
dos de autonomía, el poder central siempre retiene el derecho princi-
pal para retirar dichos poderes delegados, por lo que hay una relación 
jerárquica. Esto significa que en los países bajo modelos de gobierno 
unitarios, cualquier tipo de unidad de gobierno puede ser creada o abo-
lida, y sus poderes pueden ser modificados por el gobierno central.

En contraste, en los países con sistemas federales, los gobiernos 
locales que forman parte del pacto federal no pueden ser modificados 
de forma unilateral por el gobierno federal, aunque existen niveles de 
gobierno más bajos (como los municipios) que en muchos sólo tienen 
autoridad dada por la Constitución local o legislatura, por lo que pue-
den desaparecer por decisión de los estados donde se ubican.

En el caso de México, los municipios son considerados una instan-
cia administrativa, aunque la Constitución los determina como base de 
la división territorial de los estados y de su organización política, no 
les otorga el carácter de orden jurídico, quedando en una situación sui 
generis que ha permitido su control por los gobiernos estatales, que los 
limitan en su régimen interior, así como en su capacidad para realizar 
convenios con otros municipios.

A pesar de que el modelo federal tiene como principio la separa-
ción y autonomía de funciones, de acuerdo con Stromme (1999), las 
relaciones entre los ámbitos de gobierno en un modelo federal pueden 
darse en tres formas distintas,� a saber:

Federalismo separado. Éste se basa en la separación de poderes, 
autoridades y funciones entre las diferentes esferas de gobierno. En 

� Aún así, hay que tomar en cuenta que según algunos autores hay una gran diversidad de 
tipos de federalismo (Traut, 2001: 25).
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este caso se considera que el poder se reparte de forma autónoma y 
que las responsabilidades están separadas entre sí, por lo cual no hay 
posibilidad de traslapes.

Federalismo funcional. Este esquema considera que las relaciones 
de poder entre los niveles debe darse de forma jerárquica y que las 
responsabilidades se organizan de acuerdo con la especialidad o sector. 
En este tipo de federalismo los gobiernos están ordenados jerárquica-
mente, cada uno superior al siguiente, y por ello se considera que en 
realidad se trata de un esquema basado en el centralismo.

Federalismo de cooperación. Este esquema supone que los asuntos 
públicos deben enfrentarse a través de una mezcla compleja de atribu-
ciones que responda a la realidad. En este caso las responsabilidades se 
contemplan como algo compartido, donde las decisiones deben darse 
por medio de procesos dinámicos. Se trata de construir un gobierno ba-
sado en la coordinación en lugar de en la subordinación, partiendo de 
la igualdad, no de la jerarquía, dándole mayor importancia al gobierno 
compartido que a la independencia.

En México el tipo de federalismo existente hasta la década de los 
noventa podría identificarse más con el de tipo funcional, donde los di-
versos ámbitos de gobierno se articulaban a la política federal, práctica-
mente teniendo un sistema de corte unitario. En la actualidad coexiste 
un esquema funcional con tendencias hacia uno dual que separe las 
diferentes funciones y se base en la autonomía de poderes.

Desde mi punto de vista, el federalismo de cooperación es el esque-
ma más adecuado para hacer frente a los asuntos metropolitanos ya que 
considera que las responsabilidades son compartidas y por tanto impli-
can avanzar en la coordinación horizontal y vertical, por medio de un 
sistema que permita balancear diversos intereses locales y nacionales. 
Este esquema será un prerrequisito para abordar no sólo los problemas 
metropolitanos sino cualquier asunto de administración pública y go-
bierno en nuestro país.

En resumen, existe una tensión entre las tendencias al fortaleci-
miento del gobierno local, particularmente los municipios y los plan-
teamientos metropolitanos que se resumen en la existencia de un fe-
deralismo separado. Esta tensión debe solucionarse por medio de una 
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gobernanza metropolitana que atienda ambos aspectos, ya que de lo 
contrario prevalecerá el actual esquema de municipios débiles o bien 
de fragmentación.

Acuerdos metropolitanos y poder

La clave del modelo metropolitano es la lucha por el poder.� Los con-
flictos político-administrativos son por lo general la causa de la desapa-
rición de los acuerdos metropolitanos, ejemplos de ello son la aboli-
ción de la Corporación Metropolitana de Barcelona a principios de los 
noventa, así como la disolución del Greater London Council (Sharpe, 
1995b) y su resurrección como Greater London Authority.�

Debido a que la creación de una autoridad metropolitana requiere 
delegar atribuciones y recursos de otros órdenes de gobierno “significa 
que se instituye, dentro del Estado, un nuevo sujeto de poder lo cual 
lleva necesariamente a que éste se rija por las leyes de la política y no 
sólo las técnicas de la administración” (Dockendorff, 1994: 40).

Sharpe plantea al respecto: “en el mundo real, de cualquier forma, 
los intereses políticos siempre parecerán contar más a fin de cuentas que 
la racionalidad administrativa y la justicia social” (Sharpe, 1995a: 27). 
Jordi Borja se expresa también: “El problema no es únicamente de orden 
técnico o administrativo, sino sociológico y político. Demanda no sólo el 
uso de incentivos... que orienten las conductas públicas y privadas, sino 
conocer cómo se construyen instancias de poder” (Borja, 2002: 23).

Por otro lado, esta situación se complica si atendemos a los plantea-
mientos de Wallernstein respecto a los estados y la soberanía “el caso 
que argumentamos es que en realidad la globalización no está afectan-
do la habilidad de los estados para funcionar, esa no es la intención de 
los capitalistas. Los estados están, de cualquier forma, por vez primera 
en 500 años, en una espiral hacia abajo en términos de su soberanía, 

� Una aproximación a la relación entre planeación y poder se presenta en Pérez Torres 
(2002).

� Para una historia de los acontecimientos más recientes en Londres véase Pimlotty y Rao 
(2002).
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hacia adentro y hacia afuera” (Wallernstein, 1999: 73). En este proceso 
es importante el apunte de que “la declinación de la fuerza [de los esta-
dos-nación] no del todo por el aumento de fuerza de las corporaciones 
transnacionales, como se plantea a menudo, sino por el declive en la 
legitimidad otorgada a los estados por sus poblaciones, resultado de ir 
perdiendo la fe en las perspectivas de un mejoramiento gradual” (Wa-
llernstein, 1999: 74-75). Esto significa que además de la complejidad 
e intereses en juego en el ámbito local versus el federal, la posibilidad 
de arreglos metropolitanos debe enfrentarse a un proceso de mayor 
debilitamiento de los estados-nación en la posibilidad de que puedan 
actuar de forma efectiva y autónoma.

Aunque hay resistencias a permitir el establecimiento de acuerdos 
metropolitanos existen algunas oportunidades que se pueden apro-
vechar en el caso de México, ya que los partidos, grupos de interés e 
individuos luchan por mayores espacios y los ámbitos metropolitanos 
pueden dárselos. 

A manera de conclusión

La principal conclusión de este trabajo es considerar que el gobierno 
y la gobernanza metropolitana son temas donde aún no se ha llegado 
a consensos amplios sobre lo que se debe hacer, ni en el ámbito teóri-
co ni en la práctica, existiendo una gran variedad de experiencias en 
países de tipo unitario y federal. En efecto, aun las soluciones conside-
radas como más exitosas a nivel internacional (por ejemplo: Toronto, 
Londres o Minneapolis-Saint Paul) son objeto de diversas críticas.

Entre las razones que explican la dificultad de llevar a cabo pro-
puestas para gobernar las zonas metropolitanas, es necesario destacar 
que la aplicación de algún tipo de modelo metropolitano generalmen-
te implica una redistribución del poder público, aspecto que genera 
resistencias dentro de los diversos órdenes de gobierno (Feiock, 2004; 
Pimlott y Rao, 2002; Flybvjerg, 1998; Sharpe, 1995a).

Las funciones metropolitanas que se identifican a escala interna-
cional corresponden a aspectos diversos, como planeación estratégica, 
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vías de comunicación, transporte público, equipamientos regionales, 
áreas recreativas, abastecimiento de agua, redes de alcantarillado, de-
sechos sólidos, policía, protección ambiental, entre otras.

Es importante destacar que existe una tensión entre las escalas metro-
politana y local, máxime ahora en que, por lo menos en el discurso, la ten-
dencia más desarrollada e influyente consiste en fortalecer la gobernanza 
local de forma excluyente en detrimento de alternativas compartidas y 
coordinadas. Si bien una mejor coordinación metropolitana requiere de 
gobiernos locales más fuertes y con mayores recursos, implica además el 
diseño de políticas públicas que promuevan su coordinación no sólo en 
planteamientos sectoriales, sino con una visión de conjunto.

El reto radica en conseguir el equilibrio entre los acuerdos metro-
politanos y cubrir los intereses del electorado local. Esto podrá lograrse 
con mayores facilidades para las asociaciones intergubernamentales 
entre todos los órdenes hacia un federalismo de cooperación, mejo-
rando la democracia local y la gobernanza, mientras paralelamente se 
construye algún acuerdo metropolitano más amplio.

Es necesario reconocer que los paradigmas tradicionales de planea-
ción y gobierno son insuficientes para enfrentar los problemas de una 
ciudad cualitativamente distinta como es la metrópoli, aun menos bajo 
el modelo de gobierno federal, cuyos principios de organización limi-
tan la posibilidad de respuestas institucionales en forma de gobiernos 
ad hoc. En efecto, una de las principales conclusiones del trabajo es 
que cualquier propuesta debe considerar las particularidades del mo-
delo federal, donde la solución está en la construcción de un federalis-
mo de cooperación, en oposición del federalismo funcional o tripartita 
que ha existido en nuestro país (Pérez Torres, 2003: 181).
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Objetivos

Estas notas tienen como propósito el describir brevemente el marco 
legal y algunas experiencias de administración metropolitana, así como 
visualizar las estrategias e instrumentos para fortalecer los mecanismos 
de gestión social e institucional que pueden incidir positivamente en 
el ordenamiento y gobernabilidad del territorio y en la sustentabilidad 
de nuestras ciudades.

Para ello proponemos la revisión de los siguientes apartados:

•	 Antecedentes y planteamiento del problema.
•	 Marco legal.
•	 Revisión de algunas de las principales experiencias nacionales 

de gestión metropolitana.
•	 Reflexionar sobre las alternativas de gestión y administración 

metropolitana.

Antecedentes y planteamiento del problema

El fenómeno metropolitano

La formación y crecimiento de zonas metropolitanas ha jugado un pa-
pel central en el proceso de desarrollo y en la urbanización del país.

Fortalezas y debilidades del marco legal  
para la acción metropolitana
Víctor Ramírez Navarro
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El desarrollo económico, social y político de la historia reciente de 
México ha dado como resultado la conformación de las 55 zonas me-
tropolitanas, en donde en un mismo ámbito espacial coexisten diversas 
unidades político-administrativas federales, estatales y municipales y, 
en algunos casos rebasando las fronteras nacionales.�

En nuestro país para 1976, en el primer intento de identificación 
de zonas metropolitanas por parte de los investigadores en la materia, 
se identificaron 12 zonas metropolitanas; para 1986, esa cifra había 
aumentado a 26; para 1993, se contaban con 37; para el 2000 con 48; 
y, para el 2005, en México se cuentan 55.�

Independientemente de las diferencias en las metodologías de aná-
lisis, el hecho incontrovertible es que el fenómeno metropolitano se ha 
intensificado y diversificado en las últimas décadas.�

Dicho fenómeno metropolitano se caracteriza por tratarse de lo-
calidades “urbanas” integradas física y funcionalmente, en constante 
expansión, con fuerte concentración de población (más de 100,000 
habitantes) y alta actividad económica, nucleadas en ciudades “mayo-
res” cuya área urbana, funciones y actividades trascienden los límites 
territoriales del municipio y “absorben” una o más unidades político-
administrativas a su alrededor.

Hoy día se afirma que las zonas metropolitanas son los elementos 
de mayor jerarquía del sistema urbano nacional, en ellas se concentra 

� Sedesol, Conapo e inegi. Delimitación de las zonas metropolitanas de México, 2004.
� Para el año 2000 difieren las cifras: 42 según Conapo o 32 según inegi. Para Sedesol en el 

año 2001 se contaban con 46. El Programa Nacional de Desarrollo Urbano 1 9 9 0 - 1 9 9 4  recono-
cía 31 zonas metropolitanas, mientras que el Programa Nacional de Desarrollo Urbano 1995-2000 
reservaba este término a los agregados de municipios en los que se ubicaban las cuatro ciudades 
con más de un millón de habitantes identificadas al inicio de la década de los noventa: México, 
Guadalajara, Monterrey y Puebla.

� El Programa Nacional de Desarrollo Urbano y Ordenación del Territorio 2001-2006 vigen-
te define a las zonas metropolitanas como “aquellas redes de ciudades, donde los procesos de 
“metropolización” involucran a ciudades de México y de Estados Unidos de América o ciudades 
de dos o más entidades federativas, así como aquellas grandes ciudades que tienen más de un 
millón de habitantes”. Adicionalmente, define como aglomeraciones urbanas a “las ciudades 
que han tenido procesos de expansión urbana hacia municipios adyacentes en la misma entidad 
federativa y tienen, en conjunto, una población inferior a un millón de habitantes”. En el primer 
grupo reconoce la existencia de 14 unidades y en el segundo de 32, es decir que para el año 2001, 
la Sedesol registraba un total de 46 ciudades a nivel nacional que experimentaban procesos de 
metropolización o conurbación.
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más de la mitad de la población y se genera el 71 por ciento del pro-
ducto interno bruto del país.

En ese sentido las metrópolis son los espacios estratégicos para 
articular e instrumentar las principales políticas y programas de de-
sarrollo y también donde la globalización se expresa con más rapidez. 
Ellas constituyen el puente más inmediato de vinculación entre la 
dimensión regional y el resto del mundo.

El concepto de zona metropolitana es distinto al de área metropoli-
tana o área urbana propiamente dicha, ya que el límite de la primera 
comprende delegaciones y municipios completos, incluyendo a todas 
sus localidades, independientemente de que éstas formen parte del 
área urbana continua de la ciudad. El criterio responde a su unidad ju-
rídico-política y no a los límites de crecimiento de la mancha urbana.

Nuevos problemas de administración urbana e intermunicipalidad

Estas unidades territoriales complejas que en su constante expansión 
física sobrepasan los ámbitos municipales, plantean nuevos problemas 
de administración y en la gobernabilidad del territorio, así como en las 
formas y mecanismos de colaboración y asociación entre municipios.

La eficaz gestión de las zonas metropolitanas implica la concurren-
cia de diversos gobiernos municipales, así como de sus respectivos 
gobiernos estatales, con esquemas de organización administrativa y 
capacidades operativas y financieras diferentes, quienes además ge-
neralmente tienen autoridades provenientes de diversos partidos, así 
como visiones, planes y proyectos divergentes.

Si bien es cierto que muchas de las acciones, funciones, obras y 
servicios públicos que demanda la población pueden ser resueltos bajo 
la organización y dirección de las autoridades municipales, también 
es cierto que hay un buen número de elementos comunes que afectan 
a toda la metrópoli y que incluso condicionan el desarrollo regional y 
el ordenamiento y gobernabilidad del territorio que no pueden seguir 
siendo dejados únicamente al arbitrio y capacidad de las autoridades 
municipales.
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La trianualidad de los gobiernos municipales es otra limitante que 
impide la conformación de ayuntamientos robustos con visiones, pro-
yectos y recursos que se fijen en el mediano y largo plazo, generalmente 
necesarios para la solución de los problemas metropolitanos. En térmi-
nos generales los ayuntamientos son reactivos a cualquier proyecto que 
abarque más allá de su ejercicio o que no les rinda frutos electorales en 
el corto plazo.

Estas asimetrías entre los actores públicos y sus programas, así como 
las asincronías en sus agendas, prioridades y calendarios, son elementos 
que deterioran la convivencia en las metrópolis y que impiden una ges-
tión con visión regional y de largo plazo.

La falta de acuerdos y voluntad política en la atención de los proble-
mas de las metrópolis, la carencia o insuficiencia del marco legal en la 
materia, las diferencias en la normatividad urbana, las disposiciones 
administrativas contrapuestas y la ausencia de mecanismos eficaces 
de coordinación entre sectores y entre gobiernos representan serios obs
táculos para la gestión y administración metropolitana.

Los actuales marcos de actuación institucional de los municipios en 
materia de desarrollo urbano, pero especialmente para la gestión metro-
politana, hoy un fenómeno irreversible, han sido ampliamente rebasa-
dos. En este sentido, es necesario el generar las estrategias e instrumen-
tos para que la planeación, coordinación y administración metropolitana 
se constituyan como mecanismos de gestión social e institucional que 
pueden incidir positivamente en el ordenamiento y gobernabilidad del 
territorio y en la sustentabilidad de nuestras ciudades.

Nuevos problemas de gobernación

Las zonas metropolitanas presentan, aparejado a su problemática ur-
bana, nuevos problemas para la sana convivencia social. En dichas 
zonas el arraigo y la identidad de los pobladores, al igual que la imagen 
de la autoridad se diluyen. El sentido de cultura y pertenencia a una 
localidad, con sus redes de solidaridad e identificación social se ven 
avasallados por lo metropolitano y la globalización.
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Los nuevos pobladores adecuan y uniforman sus conductas y 
culturas a los patrones impuestos por la metrópoli. Las formas de par-
ticipación social y política de sus lugares de origen se ven sustituidas 
por mecanismos de representación electoral y, en algunos casos con-
tados, mediante ejercicios de participación cívica verticales, formales 
y estandarizados.

En las zonas metropolitanas las acciones buenas o malas de un 
municipio afectan a otros municipios vecinos y, en ocasiones, hasta la 
comunidad nacional.� El desinterés o las omisiones de los gobernantes 
también dan cuenta de la calidad de vida de todos los habitantes que, 
al tener que vivir en la metrópoli, han cifrado un destino común.�

La transformación de las áreas centrales de las metrópolis� impulsa 
procesos de sucesión espacial y segregación social que se traducen en 
demandas ampliadas al sistema político. En la medida que el proceso 
de sucesión tiende al extremo y se vincula a los procesos de segrega-
ción socioeconómica, los barrios, y en particular en las áreas centrales, 
se convierten en “bolsas de pobreza” que no son más que concentra-
ciones de residentes pobres y excluidos.�

Estas áreas de pobreza son producto de mecanismos de exclusión 
que operan tanto al interior como al exterior de los barrios. La exclu-
sión interior se refiere a los cambios sociales, físicos, organizacionales 
y financieros al interior del vecindario que son negativos, y que nor-
malmente interactúan y refuerzan. Algunos de los principales procesos 
se relacionan con la interacción entre:

� Como el conocido caso del municipio de Atenco, en el Estado de México, donde un proyec-
to de dimensiones nacionales fue detenido por la comunidad local.

� Como la problemática de la vialidad y el transporte en la Zona Metropolitana del Distrito 
Federal, donde el desinterés de las autoridades del Distrito Federal y del Estado de México dan 
por resultado un deterioro cotidiano y persistente de la calidad de vida de sus habitantes.

� Los procesos de reestructuración urbana son constantes en la evolución de las ciudades y 
son más evidentes cuando mayor es el tamaño de la aglomeración; un rasgo que comparten gran 
parte de las grandes ciudades, particularmente en su fase de metropolitanización, es la trans-
formación de su área central, que pasa de ser un espacio dinámico y muy valorizado, donde se 
presenta la mayor concentración demográfica y económica de la localidad, a un área deteriorada 
y desvalorizada, que muestra no sólo deterioro físico, sino también el abandono de sus habitantes y 
un paulatino cambio del tipo de actividades comerciales y de servicios que antes contenía.

� Agencia para la Planeación del Desarrollo Urbano de Nuevo León. Diagnóstico socioeconó-
mico del Centro Metropolitano de Monterrey.
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–	Normas de uso del espacio y deterioro físico.
–	Fragmentación social y espirales de conflicto.
–	Aumento de la inseguridad y abandono como consecuencia del crimen 

y conflictos que resultan en poca cohesión y participación social.
–	Reducción de los servicios públicos y privados.
–	Estigmatización interna y reducción de la autoestima entre residente.
–	Estigmatización externa que lleva a limitaciones para conseguir trabajo 

y créditos y al final produce aislamiento social.�

Los espacios generan cicatrices en el tejido social, se constituyen 
en espacios excluyentes y diferenciados, acentuando la segregación 
territorial, económica y social de sus pobladores.

Ante estas nuevas demandas y la insuficiente respuesta guberna-
mental se plantea la necesidad de restaurar la capacidad de participa-
ción política y respuesta del ciudadano en la solución de sus propios 
problemas. El gobierno se plantea entonces no como un instrumento 
bajo el monopolio de la autoridad, sino en el amplio marco de la gober-
nación o gobernanza donde convergen y se dan nuevas articulaciones 
entre el gobierno y la sociedad.�

El fenómeno de metropolización de nuestro país plantea nuevos 
paradigmas en muchas áreas del conocimiento y del quehacer público, 
pero también y particularmente en los esquemas de la organización 
política. Es necesario revisar y renovar los tradicionales esquemas fe-
deralistas10 y de organización municipal, que hoy día tienen respuestas 
insuficientes y limitadas ante los nuevos fenómenos del crecimiento 
urbano y la gobernabilidad del territorio. También es necesario el crear 
y fortalecer los mecanismos para una nueva forma de gobernación y 
de gestión pública, donde el gobierno tenga menos acciones verticales de 
mando y control y en cambio asuma un papel de promotor, coordina-
dor y catalizador de la fuerza y acción de la sociedad.

� Idem.
� Luis F. Aguilar, Nueva Gobernación. Señala que por gobernación se entiende el proceso 

mediante el cual los actores de una sociedad deciden sus objetivos de convivencia –básicos y 
coyunturales– y las formas de coordinarse para realizarlos. El proceso genera (consiste en, se 
fundamenta en) principios, normas, procedimientos, prácticas para decidir colectivamente sobre 
las metas comunes de convivencia y para realizar coordinadamente los objetivos decididos.

10 Por otro lado ampliamente rebasadas ante las realidades del llamado “federalismo coope-
rativo”.
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Los temas de gestión metropolitana, intermunicipalidad y nueva 
gobernación son hoy día respuestas urgentes ante esas realidades. 

En la actualidad, el éxito de la acción del Estado pasa por una de 
desjerarquización de las relaciones entre Estado y sociedad, al modifi-
carse a su vez la clásica idea de un Estado conformador y coordinador 
jerárquico de la dirección política, dando paso a la interacción necesa-
ria con la sociedad y sus procesos de autorregulación social, haciendo 
posible una acción social responsable y participativa del ciudadano y 
una cogestión pública del ciudadano con el gobierno.11

Ello plantea nuevos retos en materia de definición de competencias 
y de coordinación entre los tres órdenes de gobierno, así como de su 
relación con la sociedad, que posibiliten la planeación y administra-
ción integral del territorio, la gestión eficiente de los servicios públicos 
y el ejercicio pleno de los derechos de sus ciudadanos, elementos in-
dispensables para la gobernabilidad y el desarrollo sustentable de las 
metrópolis del país.

No es posible continuar con el actual esquema de municipalismo 
extremo, insuficiente ante los nuevos fenómenos del crecimiento 
urbano.

Es necesario fortalecer y legitimar las acciones de gobierno con una 
mayor interacción con la sociedad, promoviendo una acción social 
responsable y participativa del ciudadano y una cogestión pública del 
ciudadano con el gobierno.

Es imprescindible establecer y armonizar las competencias y de 
coordinación entre los tres órdenes de gobierno:

•	 Implementar instrumentos e instituciones que permitan la pla-
neación y administración integral del territorio, así como la ges-
tión eficiente de los servicios públicos.

•	 Crear mecanismos que mejoren la relación entre sociedad y 
gobierno y permitan el ejercicio pleno de los derechos de sus 
ciudadanos.

11Leticia Santin del Río, Ideas sobre gobernación, democracia participativa y deliberativa.
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Los temas de interés metropolitano

Los temas y componentes de interés metropolitano tienen una serie 
de características que les dan sentido, entre otras: se trata de aquellos 
elementos que requieren decisiones, manejo u operación integrada de 
dos o más órdenes de gobierno (federal, estatal o municipal); su costo, 
dimensión o peso trascienden a la capacidad de acción de un munici-
pio y sus efectos se dan a nivel metropolitano o regional; sus acciones 
implican o requieren de la complementariedad o encadenamiento en 
otros espacios o territorios; y, suponen proyectos que en su manejo 
integrado signifiquen beneficios en el costo, manejo o administración 
de las obras, inversiones, acciones o servicios de que se trate.

En este sentido, existen algunas materias en donde es particularmen-
te necesaria una visión y administración integral del territorio, particu-
larmente en aquellos aspectos relacionados con los siguientes temas:

Ordenación del territorio

El Área Metropolitana de Monterrey debe contar con una estrategia in-
tegrada de planeación del desarrollo urbano y ordenamiento territorial 
que integre una visión compartida sobre el uso y aprovechamiento de 
su territorio.

Agua potable y saneamiento

Planear, diseñar, administrar, operar un sistema integral de manejo 
hidráulico, que incluya programas de abastecimiento de agua potable, 
saneamiento de aguas servidas y tratamiento y reuso del agua pluvial y 
residual, es una materia metropolitana con referentes regionales hacia 
las cuencas hidrológicas que abastecen al conglomerado urbano.

Vialidad y transporte

Por su importancia en la estructuración y funcionamiento del espacio 
urbano, la vialidad y el transporte es una materia de consideración 
metropolitana.
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Residuos sólidos

Por sus efectos en la salud pública, así como para un menor costo y 
mayor eficiencia en el servicio público en el manejo y disposición final 
de los residuos municipales, industriales o peligrosos es conveniente 
su tratamiento a escala metropolitana. La recolección domiciliaria no 
necesariamente puede tener ese carácter y mantenerse como materia 
exclusivamente municipal.

Ecología y medio ambiente

El Área Metropolitana de Monterrey se ubica y afecta una unidad geo-
gráfica y ambiental, donde es necesario coordinar las políticas de pro-
tección y preservación de sus ecosistemas, así como el mejoramiento y 
custodia de los elementos y recursos naturales que la integran.

Riesgos, contingencias y protección civil

Las acciones de protección de la población, en particular mediante 
acciones preventivas frente a los riesgos que puede sufrir son una prio-
ridad de gobierno. Generalmente los daños por contingencias se ubi-
can en las áreas más vulnerables donde el riesgo físico y el daño están 
asociados a localizaciones. La suma de los recursos y la articulación de 
acciones de los municipios en la materia pueden ofrecer soluciones 
eficaces y de bajo costo.

Equipamiento regional

Los equipamientos con dimensión o efectos regionales (universidades, 
grandes hospitales, aeropuertos, termoeléctricas, etcétera) tienen una 
cobertura regional y metropolitana, por lo que su planeación y ejecu-
ción debe tener una perspectiva semejante.

Financiamiento metropolitano

El financiamiento es probablemente uno de los temas más importantes 
para la ejecución de políticas y programas con visión metropolitana. 
De la disponibilidad de recursos depende la posibilidad real de con-
cretar las acciones. Es conveniente promover las instituciones y los 
instrumentos que permitan contar con la convergencia de fondos de 
financiamiento y recursos de carácter metropolitano.
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Fiscalidad metropolitana

Las figuras tributarias tienen varios propósitos: son una fuente de 
ingresos para sufragar los gastos públicos, son elementos que pueden 
promover el desarrollo, y también pueden servir para promover una 
mayor justicia social. En este sentido los impuestos en el área metro-
politana deben fortalecer las haciendas públicas municipales, evitar 
disparidades e inequidades en su aplicación, así como constituirse 
en elementos que incentiven la ocupación ordenada del territorio y 
reviertan en favor de la comunidad las plusvalías generadas por el 
crecimiento urbano.

El marco jurídico para la acción metropolitana12

Estructuración del estado

México es una República que posee una estructura federal;13 a integran 
32 entidades federativas y un Distrito Federal; este último es sede de 
los Poderes de la Unión y capital de los Estados Unidos Mexicanos.

Junto con la clásica distribución funcional de poderes (Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial), la distribución básica de competencias entre la 
Federación14 y los Estados está definida por la Constitución Política 
que determina las facultades que le corresponden al gobierno federal, 
dejando las no escritas, por excepción y con un criterio residual, a 
favor de las entidades locales.15 Las facultades explícitas del gobierno 

12 Este apartado fue tomado de un estudio de Urbanismos Comparados, realizado por Víctor 
Ramírez Navarro, Claudia Acosta, Gerardo Gómez del Campo y Alberto Rebora Togno.

13 El artículo 40 de la Constitución Política manifiesta: “Es voluntad del pueblo mexicano 
constituirse en una República representativa, democrática, federal, compuesta de Estados libres 
y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos en una federación esta-
blecida según los principios de esta ley fundamental”.

14 En México a los Poderes de la Unión o centrales se les acostumbra denominar como “Fe-
deración”, lo que no deja de ser un tanto equívoco, toda vez que también pareciera aludirse a la 
totalidad de las partes que la integran, es decir, al poder central, pero también a los estados.

15 El artículo 124 de la Constitución Política recoge el principio del federalismo pactista: 
Las facultades que no están expresamente concedidas por esta Constitución a los funcionarios 
federales, se entienden reservadas a los estados.
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federal se ven complementadas con las llamadas facultades implícitas, 
que amplían considerablemente su alcance y definición.16

Las entidades locales se integran, por su parte, en dos grandes 
ámbitos de gobierno: el estatal y el municipal; las constituciones po-
líticas de las entidades federativas consignan el régimen de distribu-
ción de competencias correspondiente, con arreglo a los principios de 
la Constitución. En relación con el gobierno municipal el artículo 115 
constitucional establece que... “los Estados adoptarán, para su régimen 
interior, la forma de gobierno republicano, representativo, popular, te-
niendo como base de su división territorial y su organización política 
y administrativa el municipio libre”.

El texto constitucional consigna una serie de bases que especifican, 
en lo general, su gobierno, personalidad jurídica, patrimonio, servicios 
públicos a su cargo y la administración “libre” de su hacienda; en lo 
particular, sus atribuciones para “formular, aprobar y administrar la 
zonificación y planes de desarrollo urbano”, cuestiones a las que nos 
referiremos en detalle en los apartados subsecuentes.

Por su parte, el principio de supremacía constitucional comple-
menta el sistema federal al determinar que la Constitución Política es 
el máximo ordenamiento jurídico y la columna vertebral del sistema 
jurídico mexicano.

La propia Constitución establece la jerarquía del orden jurídico, al 
determinar que... 

esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella 
y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que 
se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, 
serán la Ley Suprema de toda la Unión; los jueces de cada Estado se 
arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposi-
ciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los 
Estados.17

16 La fracción XXX del Artículo 73 Constitucional consigna a favor del Congreso de la Unión 
la facultad para “expedir todas las leyes que sean necesarias, a objeto de hacer efectivas las facul-
tades anteriores, y todas las otras concedidas por esta Constitución a los Poderes de la Unión”.

17 Artículo 133 de la Constitución Política. Cabe anotar la contradicción de ese precepto al 
definir la primacía de las leyes federales frente a las emitidas por las entidades federativas, toda 
vez que se trata de ámbitos coextensos y diferenciados, subordinados ambos a la Constitución, 
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Sin embargo, a pesar de las prescripciones consagradas en la Cons-
titución, la distribución de competencias entre los tres niveles de 
gobierno presenta problemas, por las duplicidades, traslapes, ambigüe-
dades, omisiones y contradicciones de la legislación, que hacen difícil 
en ocasiones ubicar los ámbitos de validez de las normas federales, 
estatales y municipales.

En complemento, es conveniente considerar la ineficaz división 
política administrativa del país, caracterizada por una prácticamente 
generalizada atomización municipal y grandes contrastes en extensión 
territorial, población y recursos fiscales de estados y municipios,18 
cuestión a la que no hemos sabido dar respuesta hasta el momento 
actual,19 a pesar de que genera complicaciones crecientes para una efi-
caz gestión gubernamental en un país predominantemente urbano.

Ambos indicadores son sintomáticos de la inadecuación que existe 
entre la organización política administrativa nacional y los retos ur-
banos del país; del desequilibrio entre la capacidad real de gestión de 
los gobiernos locales, en lo particular los gobiernos municipales, y las 
atribuciones que les confiere la ley en materia urbanística, máxime si 
consideramos el acelerado crecimiento urbano y el ritmo insuficiente 
de desarrollo económico y social.

El desarrollo urbano y, en consecuencia el fenómeno de metropo-
lización, como función pública, no se encuentra radicada en un nivel 
específico de gobierno, sino que es área de trabajo estatal caracterizada 
por “concurrencia” en el ejercicio de la misma entre los distintos ni-
veles y poderes gubernamentales, ya sea a modo de agregación o por 
ascendencia en el poder.

por lo que teóricamente no pudieran tratar asuntos de la misma naturaleza. No se trata de hablar 
de la superioridad de las normas, sino de su constitucionalidad.

18 Existen 2,500 municipios a nivel nacional, concentrados principalmente en el centro y 
sur del país, en su mayoría sin recursos para asumir las funciones que de forma indiscriminada 
les asigna la ley en materia urbana; por otra parte, existen municipios con extensión territorial, 
población y/o recursos fiscales mayores que varias entidades federativas.

19 A diferencia de lo realizado por los países desarrollados que redefinieron sus jurisdic-
ciones políticas administrativas el siglo pasado para dar respuesta a la problemática urbana y 
metropolitana, creando en complemento instituciones que permiten ajustarlas a las cambiantes 
circunstancias demográficas, económicas y sociales; un recuento elocuente en la materia se en-
cuentra en el apartado de “The future of the metropolitan Government” del libro The Government 
of World cities, 1995, L.J. Sharpe, EUA, Wiley.
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La legislación de asentamientos humanos

La propia lgah tiene un régimen de excepción al sistema federal pro-
puesto por la propia Constitución, que no concuerda con los principios 
de distribución de competencias a los que alude su texto, ni resuel-
ve, de forma satisfactoria, el problema estructural de distribuir entre 
los distintos niveles de gobierno las atribuciones y responsabilidades 
urbanísticas.

En relación con las competencias gubernamentales sobre el urba-
nismo cabe mencionar que desde el inicio de la década de los setenta 
se desarrolló una visión y una respuesta, integral y sistemática, del Es-
tado mexicano a la problemática de los asentamientos humanos, visión 
y respuesta que apenas ahora a 30 años de su instauración comienza 
a ser cuestionada.

Dicha visión se tradujo en la incorporación al párrafo tercero del ar-
tículo 27 constitucional que consigna, entre otros aspectos, la función 
social de la propiedad de la prescripción que establece... “se dictarán 
las medidas necesarias para ordenar los asentamientos humanos y 
establecer adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, 
aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras públicas y de planear y 
regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los 
centros de población”.

En complemento, a que la Constitución Política señalara como 
facultades del Congreso de la Unión en su artículo 73, el “expedir las 
leyes que establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, los Esta-
dos y los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
en materia de asentamientos humanos, con objeto de cumplir los fines 
previstos en el párrafo tercero del artículo 27 de esta Constitución”.

Como resultado de lo anterior, el órgano legislativo federal, con la 
base constitucional referida, expidió una “ley general”, la Ley General, 
de Asentamientos Humanos, lgah, promulgada en 1976, que se man-
tuvo prácticamente sin reformas hasta la expedición, en 1993, de una 
nueva ley con el mismo nombre y contenido simplificado, centrada en 
la planeación y la definición de competencias entre los Poderes de la 
Unión y los ámbitos de gobierno en la materia.
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La lgah define como uno de sus objetivos “establecer la concurren-
cia de la Federación, las Entidades Federativas y los Municipios, 
para la ordenación y regulación de los asentamientos humanos en el 
territorio nacional”. Para cumplir con ese propósito la ley define las 
competencias que corresponden a cada nivel de gobierno e inclusive, 
en el caso de las entidades federativas, las de sus poderes legislati-
vos. Así, corresponde a las entidades federativas –entre las que se 
encuentra el Distrito Federal– “legislar en materia de ordenamiento 
territorial de los asentamientos humanos y de desarrollo urbano de 
los centros de población”.20

Se trata de la facultad reglamentaria que la Constitución consigna 
en favor de los municipios al otorgarles facultades 

para aprobar, de acuerdo con las leyes que en materia municipal expidan 
las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los regla-
mentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general 
dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración 
pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y 
servicios públicos de su competencia y aseguren la participación ciuda-
dana y vecinal.

Al respecto, cabe mencionar dos aspectos asociados a dicha facul-
tad, con secuelas negativas en la legalidad, certeza y seguridad jurídi-
ca: por un lado, la omisión de los poderes legislativos de las entidades 
federativas para fijar las reglas que regulen el ejercicio de dichas facul-
tades; y, por otra parte, el ejercicio heterogéneo y fragmentario que han 
dado los municipios a dicha facultad, interpretándola prácticamente 
sin cortapisas.

Competencias

En México las principales competencias en materia de planeación ur-
bana se encuentran radicadas en cabeza del Ejecutivo municipal, en un 
sistema concurrente de facultades compartidas entre los tres niveles de 
gobierno al que hicimos referencia en el apartado anterior.

20 Artículo 8o. de la lgah.
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Conforme a la Constitución Política, artículo 115 fracción V, los 
municipios

en términos de las leyes federales y estatales respectivas, estarán faculta-
dos para: formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de 
desarrollo urbano municipal; participar en la creación y administra-
ción de sus reservas territoriales; participar en la formulación de pla-
nes de desarrollo regional; autorizar, controlar y vigilar la utilización 
del suelo; intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urba-
na; otorgar licencias y permisos para construcciones; participar en la 
creación y administración de zonas de reservas ecológicas y en la elabo-
ración y aplicación de programas de ordenamiento ecológico.

Por su parte, la lgah consigna dichas competencias en su artículo 
9o. Cabe mencionar que esta ley en congruencia con las disposiciones 
constitucionales, concentró en el municipio el control administrativo 
de los procesos urbanos, al consagrar a su favor las atribuciones para 
expedir las autorizaciones, licencias o permisos de uso de suelo, cons-
trucción, fraccionamientos, subdivisiones, fusiones, relotificaciones y 
condominios.

Además, conforme a la fracción III del artículo 115 constitucional, 
los municipios 

tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes: agua 
potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas resi-
duales; alumbrado público; limpia, recolección, traslado, tratamiento y 
disposición final de residuos; mercados y centrales de abasto; panteones; 
rastro; calles, parques y jardines y su equipamiento; seguridad pública, 
policía preventiva municipal y tránsito; y los demás que las legislaturas 
locales determinen según las condiciones territoriales y socio-económicas 
de los municipios, así como su capacidad administrativa y financiera.

Debe considerarse que, si bien es cierto que con este cúmulo de 
facultades a favor del municipio parecería resuelta la conformación e 
identidad del poder público encargado de conducir y racionalizar los pro-
cesos de ocupación y aprovechamiento del espacio urbano en México, en 
la realidad ello no sucede así. Razones económicas, sociales y políticas, 
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dentro de las cuales es importante resaltar la asignación de facultades ju-
risdiccionales a otros niveles y sectores de gobierno en la materia urbana 
o en materias asociadas, y a las que nos referimos más adelante, son las 
que, en la práctica, llevaron a la duplicidad de funciones.

Adicionalmente, el hecho de que las disposiciones referidas obliga-
ron a las entidades federativas a desprenderse de facultades que habían 
venido ejerciendo de forma tradicional, las obligó (en muchos casos) 
a realizar reformas legales locales para restringir las nuevas facultades 
municipales.21

En lo que se refiere a las competencias del gobierno federal y las 
entidades federativas la lgah, en su capítulo II “De la concurrencia y 
coordinación de autoridades”, artículos 70 y 80, establece un conjunto 
amplio y abigarrado de prescripciones de carácter general, carentes de 
rigor por su carácter predominantemente declarativo o retórico, en vez 
de normativo, así como por su ambigüedad e imprecisión.22

Así, sintéticamente, le corresponde al gobierno federal en materia 
de planeamiento, ejecución y control urbanísticos −de forma coordi-
nada con los gobiernos locales y concertada con los sectores social y 
privado− lo siguiente: la planeación del desarrollo regional; la coordi-
nación de las acciones federales convenidas con los gobiernos locales; 
la previsión de las necesidades nacionales de reservas territoriales para 
el desarrollo urbano y la regulación de los mecanismos para satisfacer-
las; el desarrollo de programas para establecer provisiones23 y reservas 
territoriales en los centros de población; la promoción de mecanismos 
financieros para la construcción de infraestructura y equipamiento para 
el desarrollo regional y urbano; la formulación, ejecución y control del 
Programa24 Nacional de Desarrollo Urbano; la realización de acciones 

21 Como es el caso de Edomex, entre otras entidades federativas, donde la planeación urbana 
en “centros de población estratégicos” continuó a cargo del gobierno estatal, responsable del 
otorgamiento de licencias estatales de usos del suelo y los planes urbanos municipales debían 
ser aprobados por el Congreso del Estado, previo dictámenes de congruencia.

22 En categorías tales como “desarrollo urbano” y “desarrollo regional”, la “programación 
estatal del desarrollo urbano” y las “reservas territoriales”, entre otros.

23 Véase apartado 13 de Clasificación del Suelo.
24 A partir de 1983 cuando se expidió la Ley de Planeación, el resto de los planes de los 

diferentes sectores de la administración pública o de los gobiernos locales por decreto debieron 
denominarse “programas”.
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para el ordenamiento territorial de los asentamientos humanos; la ase-
soría a los gobiernos locales en la elaboración y ejecución de sus pro-
gramas de desarrollo urbano; la verificación de que las inversiones de 
las dependencias y entidades federales se ajusten a los planes urbanos; 
la participación en la ordenación de zonas conurbadas; la promoción 
de la investigación urbana, entre otros.

En complemento, de forma un tanto simétrica a las ambiguas atri-
buciones federales, corresponde a las entidades federativas o estados 
−coordinadamente con la Federación y los gobiernos municipales y con-
certadamente con los sectores social y privado− la planeación estatal del 
desarrollo urbano; la promoción de la participación social en la progra-
mación urbana; la autorización de la fundación de centros de población; 
la participación en la planeación y regulación de las conurbaciones; la 
realización de acciones para el desarrollo regional y urbano; la partici-
pación en la constitución y administración de reservas territoriales, la 
regularización de la tenencia de la tierra urbana, la dotación de infraes-
tructura, equipamiento y servicios urbanos, la protección del patrimonio 
cultural y el equilibrio ecológico de los centros de población; la admi-
nistración “convenida” con los municipios, de los servicios públicos; 
el apoyo a las autoridades municipales en la planeación del desarrollo 
urbano; la imposición de medidas de seguridad y sanciones a los infrac-
tores de los programas estatales de desarrollo urbano, entre otros.

El problema competencial referido en materia urbana se acentúa 
en el caso de la planeación, regulación, dotación de infraestructura y 
servicios en las zonas conurbadas, que son según la fracción VI del ar-
tículo 115 constitucional las que se generan cuando “dos o más centros 
urbanos situados en territorios municipales de dos o más entidades fe-
derativas formen o tiendan a formar una continuidad demográfica”. En 
dichos casos, “la Federación, las entidades federativas y los Municipios 
respectivos, en el ámbito de sus competencias, planearán y regularán 
de manera conjunta y coordinada el desarrollo de dichos centros con 
apego a la ley federal de la materia”.

En síntesis, el cúmulo de competencias urbanas conferidas de 
forma indiscriminada a los gobiernos municipales −en su mayoría sin 
capacidad para ordenar y acondicionar el territorio−, la generalidad, 
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ambigüedad y carácter declarativo de las atribuciones urbanísticas 
conferidas a los tres niveles de gobierno por la legislación urbanística 
y la persistente concentración de facultades en el gobierno federal en 
materia agraria y ambiental −sustento de prácticas corporativas agra-
rias contrarias a un desarrollo urbano eficaz e incluyente y fuente de 
descoordinación gubernamental− son sin duda factores que explican 
la escasa positividad de las prescripciones urbanas.

Ello impone considerar la posibilidad de realizar adecuaciones 
competenciales tendientes a establecer atribuciones exclusivas en 
cuestiones estratégicas por niveles de gobierno, pues no se puede dar 
trato igual a estados y municipios con diferentes grados de desarrollo; 
a establecer mecanismos supletorios cuando no existan planes o capa-
cidad administrativa; a conferir facultades interventoras en acciones 
que por su complejidad, impacto o afectación de intereses supramuni-
cipales deben ser validadas a nivel superior, entre otros.

El caso de la coordinación metropolitana en Valle de México25

Los gobiernos federal, del Distrito Federal y del Estado de México han 
realizado a partir de 1976 una serie de tentativas para la coordinación 
y colaboración en el territorio metropolitano. Entre ellas podemos 
destacar la Comisión de Conurbación de la Región Centro (1976), el 
Consejo del Área Metropolitana (1988), el Consejo de Transporte del 
Área Metropolitana (1992), y la Comisión para la Prevención y Control 
de la Contaminación Ambiental de la Zona Metropolitana de la Ciudad 
de México (1992).

Dichas comisiones encuentran su fundamento en lo dispuesto por 
el artículo 122 Apartado G de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. Las comisiones metropolitanas son las instancias 
de coordinación intergubernamental creadas mediante convenio entre 
el gobierno federal, del Estado de México y del Distrito Federal.

25 Este apartado recoge los datos que en la materia consigna el estudio “Hacia nuevas formas 
de coordinación y gestión metropolitana en el Estado de México”, Gobierno del Estado de México 
y El Colegio Mexiquense, A.C.
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Han sido creadas por un acuerdo de voluntades, donde concurren 
los representantes de las instancias de gobierno participantes y cuentan 
con un secretariado técnico que, entre otras funciones, da seguimiento 
a los acuerdos adoptados y coordina las actividades de los grupos de 
trabajo en que se subdividen para abordar distintos temas de interés 
común. Los participantes igualmente convienen la asignación de los 
recursos necesarios para el funcionamiento de la comisión respectiva. 
Las comisiones constituyen el órgano de coordinación metropolitana 
en la materia específica que les corresponde y tienen funciones de 
planeación y ejecución en su ámbito de competencia.

Las comisiones metropolitanas del Valle de México se han carac-
terizado por su limitada capacidad de funcionamiento y de toma de 
decisiones. Sin embargo, permite a los equipos de gobierno, mantener 
un diálogo e intercambio permanente y cierto grado de continuidad en 
el diseño y aplicación de políticas y estrategias metropolitanas.

Actualmente funcionan las siguientes comisiones:

1.	Comisión Metropolitana de Asentamientos Humanos.
2.	Comisión Ambiental Metropolitana.
3.	Comisión Metropolitana de Transporte y Vialidad.
4.	Comisión de Agua y Drenaje del Área Metropolitana.
5.	Comisión Metropolitana de Protección Civil.
6.	Comisión Metropolitana de Seguridad Pública y Procuración de 

Justicia.

Legislación

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Los fundamentos jurídicos en esta materia se encuentran consignados 
en distintas disposiciones de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y en diversas leyes, destacando la Ley General de 
Asentamientos Humanos, la Ley de Planeación y la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal.
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Ley General de Asentamientos Humanos

Los artículos 7, fracciones I, VIII, XIV, y 10, 12, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 
fijan las reglas para la coordinación de la Federación con las entidades 
federativas y los municipios, con la participación de los sectores social y 
privado, en la realización de acciones e inversiones para el ordenamien-
to territorial de los asentamientos humanos y el desarrollo urbano de los 
centros de población mediante la celebración de convenios y acuerdos.

Establecen la facultad que tiene la Federación para participar a tra-
vés de Sedesol en la ordenación y regulación de las zonas conurbadas 
ubicadas en dos o más entidades federativas.

Asimismo, señala que la Federación y las entidades federativas po-
drán convenir mecanismos de planeación regional para coordinar accio-
nes e inversiones que propicien el ordenamiento territorial de los asenta-
mientos humanos ubicados en dos o más entidades con la participación 
que corresponda a los municipios de acuerdo con la legislación local.

La ley en la materia establece que la Federación, a través de la Se-
desol, las entidades federativas y los municipios, habrán de planear y 
regular de manera conjunta y coordinada el fenómeno de conurbación 
que les competa y fija la ocasión, contenido y forma en que deben ce-
lebrarse los convenios, los órganos que deben instituirse y el contenido 
de los programas de ordenación de zonas conurbadas para la atención de 
los requerimientos comunes en materia de reservas territoriales, preser-
vación y equilibrio ecológico, infraestructura, equipamiento y servicios 
urbanos de la zona conurbada.

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal

En el artículo 32 confiere a la Secretaría de Desarrollo Social la respon-
sabilidad de formular, conducir y evaluar la política general de desarro-
llo social, en particular de los asentamientos humanos, del desarrollo 
urbano y vivienda, al igual que proyectar y coordinar la planeación 
regional, con la participación que corresponda a los gobiernos estatales 
y municipales.
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Estado de México

En los artículos 1o., 2o., 77 fracciones XXIII y XXXI de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de México y en la Ley Orgánica 
de la Administración Pública del Estado de México, en el artículo 5o., 
le confieren al Ejecutivo estatal la facultad de convenir con el Ejecu-
tivo federal, con otras entidades federativas y con ayuntamientos de 
la entidad la prestación de servicios públicos, la ejecución de obras 
o la realización de cualquier otro propósito de beneficio colectivo, así 
como asumir la representación política y jurídica de los municipios 
para tratar los asuntos que deban resolverse fuera del territorio estatal. 
Señala la concurrencia y coordinación de los municipios y el estado, 
como objeto de la ley así como las formas para ejercer sus correspon-
dientes atribuciones.

Los artículos 122 y 126 de la Constitución del estado, facultan a los 
municipios para que participen en la planeación integral de las zonas 
metropolitanas y previo acuerdo de sus ayuntamientos puedan coordi-
narse o asociarse para la más eficaz prestación de los servicios públicos 
o el mejor ejercicio de las funciones que les correspondan.

Igualmente, el artículo 139 fracción II inciso e) de la propia Cons-
titución, establece que para la planeación y ejecución de acciones, el 
gobernador del estado y los ayuntamientos podrán celebrar convenios 
para la creación de comisiones al interior del estado, en las que con-
curran y participen con apego a las leyes en la materia.

El Código Administrativo del Estado de México, Libro Quinto; en los 
artículos 5.19, 5.20 señala la participación del Estado de México y de 
los municipios con la Federación y las entidades federativas limítrofes, 
en la ordenación y regulación de las zonas conurbadas o metropolita-
nas interestatales.

Distrito Federal

En los artículos 67, fracción XXV, 69, 70, fracción II, 71 del Estatuto de 
Gobierno del Distrito Federal y en la Ley Orgánica de la Administración 



Pública Federal, en los artículos 1, 4, 10 y 17, facultan al titular del go-
bierno del Distrito Federal para celebrar convenios con la Federación, 
las entidades federativas y los municipios.

La Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal, en el artículo 10 
fracciones III, V, VI otorga al jefe de gobierno atribuciones para partici-
par en la ordenación de las zonas metropolitanas y celebrar convenios 
para la creación de las comisiones metropolitanas.
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Introducción

Muchas veces se habla de áreas conurbadas o de zonas metropolitanas 
para referirse a las grandes ciudades. Pero, puesto que hablamos desde 
el punto de vista del gobierno de la ciudad, lo que aquí nos interesa 
no es ese sentido general de gran tamaño, sino de cómo algunas aglo-
meraciones urbanas complejas (conformadas por distintas unidades 
territoriales administrativas) constituyen una unidad (compleja y coor
dinada) de funcionamiento y gestión.

Cuando una aglomeración urbana rebasa los límites administrati-
vos de lo que en sus inicios fue la ciudad central, se generan conur-
baciones institucional y administrativamente fragmentadas. Dicha 
fragmentación tiene repercusiones en las instituciones, la política y la 
economía del área: puesto que crece el número de gobiernos locales 
dependiendo del número de municipios que la integre, derivado de la 
expansión de la mancha urbana; se crean los problemas de coordina-
ción y de sobreposición de competencias.

Para solucionar lo antes mencionado, la respuesta parecería simple 
con la creación de una instancia de gobierno intermunicipal, pero este 
nuevo ente de gobierno puede resultar complejo y conflictivo (Ste-
phens y Wikstrom, 2000; Lefévre, 1999; Magnusson, 1996; un, 1995), 
y lo es en dos sentidos. En primer lugar, porque implica generar una 
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nueva instancia de gobierno –y, por tanto, de poder– entre el ámbito 
local y el central. En segundo lugar, es compleja porque tal alternativa 
no forma parte del sentido común ya que la racionalidad predominante 
reconoce los problemas por sectores (vivienda, agua, salud, vialidades, 
etcétera. o en el ámbito del barrio o de la comuna, pero no efectivamen-
te en una dimensión mucho más extensa.

Antecedentes

Para el caso específico de México, la primera delimitación de zonas 
metropolitanas la realizó Luis Unikel en 1976, quien identificó 12 
zonas metropolitanas alrededor de otras tantas ciudades mayores de 
100,000 habitantes para 1960 y actualizó la delimitación de la Zona 
Metropolitana de la Ciudad de México para 1970.

Luis Unikel retoma la definición de zona metropolitana propuesta 
por las Naciones Unidas en 1966:

la extensión territorial que incluye a la unidad político-administrativa que 
contiene a la ciudad central, y a las unidades político-administrativas con-
tiguas a ésta que tienen características urbanas, tales como sitios de traba-
jo o lugares de residencia de trabajadores dedicados a actividades no 
agrícolas, y que mantienen una interrelación socioeconómica directa, 
constante e intensa con la ciudad central y viceversa (Unikel, 1978: 118).

Para 1986, María Eugenia Negrete y Héctor Salazar delimitaron 
26 zonas metropolitanas, que incluyeron las 12 identificadas por Luis 
Unikel. Siete años después, Jaime Sobrino identificó 37 zonas metro-
politanas que correspondieron a los datos estadísticos del censo de 
1990, realizando la delimitación a través de dos ejercicios: uno gráfico, 
de contigüidad e integración de áreas metropolitanas y otro estadístico, 
aplicando el método de componentes principales con las variables tasa 
de crecimiento demográfico, tasa de urbanización, pib de la industria 
manufacturera municipal y cobertura de los servicios de agua potable 
(Sobrino, 1993: 129-133).
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En materia de conceptos y delimitaciones de áreas metropolitanas 
en México, las instituciones que tienen injerencia contaban su propia 
versión de acuerdo con las variables que consideraban tal y como se 
muestra en el siguiente cuadro:

��

Número de zonas Metropolitanas en México  
por año e institución

Institución/Año 1995 2000

Conapo 31 42
inegi 32
Sedesol 311 462

Nota: Según un comunicado de prensa de la Segob, en el año de 2005 eran 55, las zonas metropolitanas.
Fuente: Elaboración propia.

Es hasta el año 2004 que las tres instituciones antes mencionadas 
publican el documento titulado: Delimitación de las zonas metropolita-
nas de México, donde se hace la homologación de conceptos y número 
de zonas.

El caso Puebla-Tlaxcala

El crecimiento acelerado de la Zona Metropolitana de la Ciudad de 
Puebla (zmcp) ha tenido un impacto en los límites y terrenos del estado 
hermano de Tlaxcala, debido a que su dinámica requiere de suelo para 
su futuro desarrollo, por lo tanto, es necesario determinar las zonas 
adecuadas para absorber esta demanda de suelo, de tal manera que se 
tomen las medidas necesarias para prever los impactos de este creci-
miento. Por tal motivo, ambos gobiernos estatales involucrados formu-
laron el Programa de Ordenamiento Urbano de la Región Conurbada 
Puebla-Tlaxcala, documento que les permite una toma de decisiones 
sustentadas en estudios técnicos y avalados por la sociedad y los pro-
pios gobiernos en sus diferentes niveles y ámbitos de competencia.

� Programa Nacional de Desarrollo Urbano 1990-1994.
� Programa Nacional de Desarrollo Urbano y Ordenamiento del Territorio 2001-2006.
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El 11 de junio de 2002, los dos ejecutivos estatales firmaron un 
Convenio de Coordinación para el Ordenamiento Territorial, Ecológico 
y Desarrollo Económico de la Zona Conurbada Puebla-Tlaxcala.

El 28 de junio de 2004, la titular de la Secretaría de Desarrollo So-
cial de la Federación y los ejecutivos estatales, firmaron el Convenio de 
Coordinación para Planear y Regular el Desarrollo Urbano y Regional 
Sustentable en los municipios conurbados de los estados de Puebla y 
Tlaxcala, con énfasis en los siguientes temas:

–	 Ecología.
–	 Conurbación. 
–	 Parque nacional Malintzi.
–	 Límites territoriales estatales.
–	 Desarrollo económico.
–	 Comunicaciones y transportes.
–	 Seguridad pública. 

El objetivo general que se persigue es el de concebirse como una 
estrategia de desarrollo social y económico, que mediante la adecuada 
articulación funcional y espacial de las políticas sectoriales, busca 
promover patrones sustentables de ocupación y aprovechamiento de 
la zona de estudio.

Mientras que en materia de ordenamiento urbano se persigue pre-
venir, controlar, corregir y, en su caso, revertir los desequilibrios que se 
observan en la región conurbada Puebla-Tlaxcala, así como consolidar 
aquellas formas de ocupación y aprovechamiento compatibles con las 
características de la región conurbada y propiciar patrones de distri-
bución de la población y de las actividades productivas consistentes 
con la habitabilidad y potencialidad de ambas entidades en la región 
determinada.

El convenio mencionado fue publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de agosto de 2004. El 3 de diciembre de 2004, se llevó 
a cabo la primera reunión de la Comisión de Conurbación y aprobó su 
Reglamento Interior. El reglamento fue publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 7 de julio de 2005.
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La región conurbada Puebla-Tlaxcala agrupa a 31 municipios dis-
tribuidos de la siguiente forma: municipios de Puebla (12): Amozoc, 
Coronango, Cuautlancingo, Huejotzingo, Domingo Arenas, Juan C. 
Bonilla, San Andrés Cholula, Puebla, San Martín Texmelucan, San 
Miguel Xoxtla, San Pedro Cholula y Tlaltenango. Municipios de Tlax-
cala (19): Acuamanala, Ixtacuixtla, Mazatecochco, Nativitas, Papalotla, 
Zacualpan, Huactzingo, Axocomanitla, San Pablo del Monte, Santa Apo-
lonia Teacalco, Ayometla, Quilehtla, Tenancingo, Teolocholco, Tepetitla, 
Tepeyanco, Tetlatlahuca, Xicohtzinco y Zacatelco.

Uno de los problemas observados en la región conurbada Puebla-
Tlaxcala es el crecimiento de los asentamientos humanos a lo largo 
de la zona limítrofe entre los estados de Puebla y Tlaxcala ya que ha 
tomado ritmos y giros preocupantes debido a su rápida consolidación 
y cambio en los usos del suelo, originando con ello problemas para su 
control y ordenamiento, dando lugar a la oferta de suelo sin servicios 
a bajos precios para fines urbanos, principalmente de tipo industrial, 
sobre terrenos con vocación agrícola.

Adicionalmente existen conflictos de límites interestatales, particu-
larmente entre los municipios de Puebla y San Pablo del Monte, que per-
miten que los propietarios o poseedores del suelo tomen decisiones sin 
que los gobiernos puedan establecer un control inmobiliario efectivo, 
especialmente en los catastros y registros públicos de la propiedad.

Dentro de las características de la región conurbada Puebla-Tlax-
cala, debemos entender que la estructura urbana es el conjunto de 
elementos de diversa índole que constituye un núcleo urbano, con-
siderando el carácter morfológico y funcional de dichos elementos 
con relación a la unidad geográfica espacial de la ciudad, así pues la 
estructura urbana es el esqueleto, o morfología de las ciudades.

El crecimiento urbano ha modelado un tipo de ciudad original, que 
establece diferencias marcadas con los núcleos urbanos del mundo 
industrializado. La falta de un criterio planificador, la necesidad de 
albergar a masas más numerosas de población, y la profundización 
de los contrastes sociales favorecen el diseño de una estructura urbana 
desintegrada, sin vertebración interna con la realidad urbana. A partir 
de una jerarquizada tipología social se configura una estructura urbana 
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no menos rígida, como un fiel reflejo de aquélla. Es decir, existen varias 
ciudades dentro de la ciudad, diferenciadas por el nivel de vida, por la 
atribución funcional y por la propia morfología del hábitat. Así, el cen-
tro de la ciudad constituye el eje de la vida urbana, el núcleo funcional 
por excelencia, donde se concentran los servicios, la infraestructura y 
el equipamiento.

El crecimiento urbano, resultado de un proceso histórico de urba-
nización desigual y con marcados antagonismos internos, ha sentado 
las bases para una nueva organización del espacio, determinado por 
el elevado crecimiento que rige el comportamiento de la población, la 
explosión demográfica y el éxodo rural. La configuración de la traza ur-
bana en esta expansión y en esta conurbación está determinada por su 
carácter selectivo que rige el aprovechamiento económico del espacio, 
basado en la explotación de los recursos rentables, así como el apro-
vechamiento de la estructura regional existente, como es la autopista 
México-Veracruz, que a partir de su integración ha inducido de manera 
directa el acelerado crecimiento de la zona que se localiza a lo largo de 
su recorrido, coincidiendo en algunos puntos como eje del desarrollo 
comercial, industrial, e inclusive demarcando algunos asentamientos 
de tipo habitacional, dentro del área de estudio. Los modernos modos de 
transporte y las comunicaciones regionales han intensificado el cre-
cimiento y la conurbación, pues favorecen los intercambios sociales 
y económicos a áreas o zonas geográficas más amplias (red articulada 
vial regional con forma de estrella). Este dinamismo urbano regional 
contemporáneo configura una conurbación desorganizada con la falta 
de coherencia interna formando unidades espaciales disociadas.

Según los planes de desarrollo urbano de los municipios de Tlax-
cala considerados en la zcpt, éstos no consideran en su nivel estratégico 
la vecindad que se va dando con otros municipios dentro de la zona 
denominada conurbada, así como tampoco se consideran los límites de 
injerencia jurisdiccional en las zonas habitacionales que se han desarro-
llado a los lados de las vialidades y de los corredores industriales, con 
un crecimiento desordenado y con un patrón de dispersión, que hacen 
de manera directa una repercusión en el erario municipal en el momento 
de la introducción de los servicios, además de propiciar los accidentes 
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carreteros por mencionar un ejemplo, a lo largo de la vía corta Puebla-
Tlaxcala, que fue el detonador del fomento al crecimiento expansivo, de 
las localidades. o municipios que resultaron colindantes con ella.

De igual forma se encuentran los instrumentos de planeación esta-
tal del estado de Puebla, ya que ni el Programa Estatal de Desarrollo Ur-
bano, ni el de Ordenamiento Territorial, o el de Ecología, contemplan 
la región conurbada como una unidad específica de planeación.

En esta región conurbada, se observa que los usos del suelo predo-
minantes a lo largo de la franja que conforma la zcpt son de tipo agrícola 
y dentro de las zonas urbanas se encuentran usos habitacionales que 
coexisten con los comerciales, industriales y de servicios. El tipo de 
vivienda predominante es el tipo medio y popular y las densidades va-
rían desde las bajas, características de las zonas rurales, hasta las altas 
que se identifican dentro de la zona de la ciudad de Puebla.

Los usos de comercio y servicios se concentran en el centro urba-
no de Puebla y que dada la cercanía de los municipios de Tlaxcala en 
cuanto a distancia se refiere, la dinámica económica representada por 
la obtención de bienes o servicios se concentra ahí y en los corredores 
urbanos que los unen.

En esta zona conurbada si bien existen zonas industriales definidas 
y determinadas, éstas presentan diversos problemas de límites territo-
riales que aparecen y se activan en el momento de hacer el pago de los 
impuestos o servicios.

La infraestructura de toda el área conurbada está determinada por 
el abastecimiento de agua potable, alcantarillado, vialidad primaria, 
secundaria, terciaria, línea de gasoducto, líneas de alta tensión, espue-
las de ferrocarril, etcétera.

La estructura vial no presenta conflictos pues existe articulación 
adecuada entre la vialidad regional y la vialidad primaria. La vialidad 
secundaria es insuficiente, considerando la expansión urbana y la 
demanda que tiene el transporte urbano y suburbano, encargado del 
movimiento de una cantidad mayor de usuarios de acuerdo con su 
capacidad permitida, sobre todo en horas pico en donde se genera la 
saturación del mismo, así como serios problemas por no tener circuitos 
integrados y rutas claras de origen y destino, motivado por la discre-
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ción y migración que presenta la población, haciéndose necesario el 
planteamiento de un sistema nodal de transporte para la zcpt.

En cuanto al equipamiento regional de la zcpt, la central de abastos 
representa también un polo de intención de servicio que conlleva una 
concentración de actividades económicas, sumadas al tianguis rotativo 
que se observa los martes en San Martín Texmelucan.

Existe también un mal emplazamiento en la disposición de los 
desechos sólidos (basura y desechos industriales) que por su manejo 
inadecuado generan contaminación en el aire, suelo, subsuelo, y man-
tos acuíferos.

La imagen urbana del área de asentamientos humanos es carac-
terística por su tipología, pues el área urbana se prolonga a las áreas 
agrícolas sin una definición clara de sus límites. Dado que los planes 
directores han sido rebasados, se observa también que el crecimiento 
urbano ha hecho perder el patrón original, notándose una imagen ca-
racterística de Latinoamérica.

Consideraciones

En la conformación de la región conurbada Puebla-Tlaxcala, de los 
31 municipios, algunos colindan en el límite interestatal; de éstos, no 
todos conforman una continuidad demográfica, y la mayor parte de 
los 31, se encuentran conurbados intraestatalmente, por lo tanto, este 
fenómeno urbano establece características propias, como la presentan 
las diversas zonas metropolitanas o conurbaciones, en México y en el 
mundo.

Sin embargo, los indicadores demográficos determinados por las 
vías de comunicación y las actividades económicas, plantean una ten-
dencia irreversible hacia la continuidad demográfica, con la ventaja de 
que el territorio que conforma la región tiene grandes potencialidades 
de aprovechamiento integral, si desde este momento se asume la res-
ponsabilidad política y social de planear y ejecutar coordinadamente, 
por parte de la Federación, los estados y los municipios, del desarrollo 
armónico y sustentable de la región.
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Para ello, la Benemérita Universidad Autónoma de Puebla formuló 
el Programa de Desarrollo Regional de la Región Conurbada Puebla-
Tlaxcala, que fundamentó las líneas estratégicas que permitirán agluti-
nar los diversos programas y proyectos que ambos estados han venido 
desarrollando en las diversas materias que les son comunes, como 
son las comunicaciones, la seguridad pública, el desarrollo urbano, 
la ecología, el desarrollo económico, y algunos problemas de límites 
territoriales que son menores en el contexto regional.

Este es el único instrumento que tiende a la atención de esta región 
sin importar las demarcaciones territoriales estatales y municipales, 
constituyendo el punto de partida para lograr la coordinación interins-
titucional, a través de la Comisión de Conurbación que se ha creado en 
los términos del artículo 23 de la Ley General de Asentamientos Hu-
manos, y que preside un representante de la Secretaría de Desarrollo 
Social, y cuya función es precisamente la de coordinar a los niveles de 
gobierno estatal y municipal, a las instituciones que deban intervenir 
en el desarrollo, concertando acciones con los sectores social y pri-
vado. Esta comisión tiene carácter permanente, y los vicepresidentes 
son los ejecutivos estatales, que cada año alternan esa jerarquía, y los 
presidentes municipales tienen el carácter de vocales.

La realidad social, en primer término ha creado una concentración 
poblacional en torno a la capital poblana, que se ha convertido en el 
centro en el que convergen todas las actividades humanas, tanto pro-
ductivas, como de ocio, lo que dentro de los conceptos urbanísticos 
puede considerarse como una zona metropolitana, conformada por 
municipios de dos estados diferentes, porque es evidente que se trata 
de una ciudad hegemónica con influencia indiscutible en las ciudades 
que dependen de ella, en materia económica, en servicios, fuentes de 
trabajo, mercados, industria, comercio.

El detonador económico, y la lucha de los municipios para allegarse 
recursos económicos por la vía de los cobros del impuesto predial, y 
otras cargas impositivas, especialmente las relacionadas con el desarro-
llo inmobiliario, han creado una problemática, primero al interior de 
cada estado, y posteriormente, al conurbarse los municipios de las 
dos entidades, como San Pablo del Monte, Tlaxcala, con el de Puebla, 
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y utilizan el problema de límites territoriales, como un argumento para 
ganar ingresos, pero no para resolver los problemas sociales conjuntos.

De igual forma ocurre al interior del estado poblano, donde existe 
un conflicto de límites territoriales entre San Andrés Cholula, San Pe-
dro Cholula, Cuautlancingo, con Puebla.

Sin embargo, lo novedoso en la estrategia operativa del programa 
de desarrollo regional, es que todos los problemas que se plantean, y 
las diferencias entre los municipios, se atienden en subcomisiones que 
se han creado para este efecto, y así, los gobiernos estatales asumen la 
discusión y concertación de acciones que permitan resolver la proble-
mática cotidiana en el marco de sus atribuciones constitucionales.

Si ahora resulta de una gran complejidad atender el fenómeno me-
tropolitano central, tal parece que se apuesta a que la atención de la re-
gión conurbada, pueda facilitar la aplicación de medidas más elásticas 
y viables para manejar e inducir la concentración de los asentamientos 
humanos con base en la infraestructura futura y el impulso a nuevas 
actividades económicas.

En el ámbito jurídico, la concurrencia de los tres niveles de gobier-
no, especialmente la soberanía de los estados y la autonomía munici-
pal, no pueden cederse a la Comisión de Conurbación, para crear un 
supragobierno, que tome las decisiones más adecuadas para la región, 
de tal forma, que el problema que se resume en el binomio territorio-
población, pudiera ordenarse con los niveles de eficiencia necesarios 
para encauzar las acciones que se deriven de la planeación.

Este contexto de jurisdicciones tanto jurídicas como territoriales, 
constituyen limitantes que están reconocidas y plasmadas en las dis-
posiciones jurídicas, fundamentalmente en la ley reglamentaria de los 
artículos 27 y 115 de la Constitución Federal, que es la Ley General de 
Asentamientos Humanos, y en tanto no se reforme este último precep-
to, y la ley reglamentaria señalada, para estatuir, no la desaparición de 
la autonomía, sino la obligatoriedad para asumir una forma específica 
de coordinación a través de una instancia prevista por esa ley, con las 
funciones necesarias para ello, seguirá quedando al arbitrio de muchas 
voluntades llevarlo a cabo, a tiempo. Hoy, todavía existe tierra libre 
para operar la planeación, pero cuando ésta se ocupe, al leal saber y 
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entender de los ayuntamientos, cualquier modelo de planeación o me-
dida de mitigación, resultará absolutamente ineficaz.

Desde esta perspectiva, nos encontramos en la disyuntiva jurídica 
e institucional, para tomar decisiones con respecto a los dos modelos 
de gobernabilidad de las zonas metropolitanas:

a)	o se mantiene el modelo de crear comisiones de coordinación, 
y se deja a la buena voluntad de las partes la operación de los 
programas,

b)	o se establecen facultades ejecutivas a las instancias de gobierno 
de dichas zonas, de lo contrario la eficacia de la planeación y el 
ordenamiento, sólo tendrá efectos en la solución de prolegóme-
nos que en un momento dado interesen a las partes de la conur-
bación y decidan destinar recursos para ello.

El reto legislativo es impostergable.
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Antecedentes

A partir de los años sesenta del siglo pasado, el crecimiento de la ciu-
dad de Guadalajara desbordó a su propio municipio e inició su expan-
sión sobre el territorio de municipios vecinos, generando el desarrollo 
de una conurbación o zona metropolitana. La expansión se inició sobre 
los municipios de Tlaquepaque y Zapopan. Más tarde, este proceso se 
consolidó, al desplazarse algunas actividades localizadas centralmente 
hacia los primeros subcentros urbanos y desde la década pasada con la 
urbanización masiva del oriente del valle de Atemajac y el surgimiento 
de desarrollos suburbanos, la expansión se ha extendido a otros muni-
cipios, principalmente a Tonalá y Tlajomulco de Zúñiga. 

En la actualidad la Zona Metropolitana de Guadalajara, que integra 
estos cinco municipios, aloja a una población cercana a los 3.8 millo-
nes de habitantes y se extiende sobre casi 42,000 hectáreas. Con una 
tasa anual aproximada del 2 por ciento en su crecimiento demográfico, 
cada año se agregan unos 80,000 habitantes y casi 800 hectáreas de 
suelo urbanizado.

Esta aglomeración representa la segunda concentración demográfi-
ca del país, la décima del ámbito latinoamericano y una de las 70 urbes 
más importantes del planeta. Por otra parte, aloja a más de la mitad de 
la población de Jalisco, genera casi el 5 por ciento del pib nacional y 
constituye la cabeza de un sistema urbano en el centro-occidente del 
país, integrado por más de 100 ciudades.

Instrumentos y experiencias de coordinación  
metropolitana en México, el caso Guadalajara
Esteban Wario Hernández
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El proceso de metropolización no sólo significa un cambio de esca-
la o de magnitud en la ciudad, sino que exige transformaciones en las 
formas de vida y de convivencia de la sociedad y cambios en los esque-
mas para administrarla y gobernarla. Esto último con el fin de superar 
los principales conflictos que entraña el desarrollo de una metrópoli: 
por una parte, la contradicción entre el ámbito territorial en que se 
presentan los problemas y el ámbito territorial de la gestión local; por 
la otra, el conflicto entre el ámbito territorial de las demandas sociales 
y el ámbito territorial de los recursos.

Importantes esfuerzos institucionales se han realizado para ade-
cuar la administración de la ciudad a esta realidad metropolitana. A 
finales de los años setenta se creó la Comisión para el Desarrollo Ur-
bano Regional de Guadalajara y se formuló el primer Plan de Ordena-
miento con carácter metropolitano. Por esa misma época se formaron 
organismos intermunicipales para la gestión del transporte y del abas-
tecimiento y saneamiento hidráulico. En 1989 se formó el Consejo de 
la Zona Metropolitana y a partir de 1997 opera un Fondo Metropolitano 
para el financiamiento de proyectos intermunicipales.

Estructura y funcionamiento del consejo metropolitano

La Ley de Desarrollo Urbano del Estado le otorga al Consejo de la Zo-
na Metropolitana un doble carácter: como instancia de coordinación 
gubernamental y como comisión de zona conurbada. En efecto, el 
artículo 25 de esta ley señala que “se reconoce al Consejo de la Zona 
Metropolitana de Guadalajara como la instancia del Poder Ejecutivo 
para la atención de tareas de concertación social y coordinación guber-
namental, en materias de la Administración Pública Estatal en dicha 
zona conurbada”, en tanto que el artículo 26 de la misma ley establece 
que “se reconoce al Consejo de la Zona Metropolitana de Guadalajara el 
carácter de comisión de la zona conurbada. Como instancia de concerta-
ción social y coordinación gubernamental, integrará a los consejeros que 
se determinen en su reglamento”.
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Su operación se fundamenta en el reglamento aprobado por sus in-
tegrantes el 21 de julio de 1989, y publicado en el Periódico Oficial del 
estado el 29 de agosto de ese mismo año, así como en acuerdos tenidos 
a partir de 1995.

Conforme a estas disposiciones y acuerdos, integran el consejo 
el gobernador del estado, quien lo preside, ocho municipios, 14 de-
pendencias del Ejecutivo estatal y tres dependencias federales. Los 
municipios son: Guadalajara, Tlaquepaque, Tonalá, Zapopan, El Salto, 
Ixtlahuacán de los Membrillos, Juanacatlán y Tlajomulco de Zúñiga.

Las dependencias estatales son las Secretarías General de Gobierno, 
Finanzas, Desarrollo Urbano, Desarrollo Rural, Vialidad y Transporte, 
Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, Promoción y Desarrollo 
Económico, Turismo, Salud y Bienestar Social, y Educación, así como 
la Procuraduría General de Justicia, el Sistema Intermunicipal de Agua 
Potable y Alcantarillado de la Zona Metropolitana de Guadalajara, la 
Comisión Estatal de Agua y Saneamiento y la Comisión de Planeación 
de Desarrollo del estado.

Las tres delegaciones federales corresponden a las secretarías de 
Desarrollo Social y Reforma Agraria, así como a la Comisión para la 
Regularización de la Tenencia de la Tierra.

Adicionalmente se cuenta con tres invitados permanentes: la Pro-
curaduría de Desarrollo Urbano, la Secretaría de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales y el Instituto Promotor de la Vivienda de Jalisco.

Conforme al acuerdo de su creación, las tareas prioritarias que tie-
ne el consejo, coordinadas por el secretariado técnico son:

•	 Ordenar y regular el crecimiento urbano.
•	 Buscar las fórmulas más adecuadas para operar y administrar 

con eficiencia los servicios públicos.
•	 Acordar las formas más eficaces para ejecutar las obras de infra-

estructura y equipamiento de gran magnitud y de interés metro-
politano.

El gobernador del estado preside el consejo y cuenta para su apo-
yo con un secretariado técnico. Éste es ejercido por la Secretaría de 
Desarrollo Urbano, dependencia que cuenta con una Dirección Técni-
ca para estas funciones. 



Esteban Wario Hernández106

Desde abril de 1995 la operación del consejo se estructura en sub-
comisiones de trabajo, desde donde se desarrollan las tareas operativas, 
se preparan las propuestas de acuerdo que se presentan en el pleno del 
consejo y se proponen los proyectos que integrarán el Programa Anual 
de Obras.

Existen seis subcomisiones de trabajo, coordinadas cada una de 
ellas por la dependencia estatal que resulta más afín a sus tareas. Estas 
subcomisiones y sus coordinadores son las siguientes:

•	 Desarrollo Urbano, coordinada por la Secretaría de Desarrollo 
Urbano.

•	 Vialidad y Transporte, por la Secretaría de Vialidad y Transporte.
•	 Medio Ambiente y Recursos Naturales, por la Secretaría de Me-

dio Ambiente y Desarrollo Sustentable.
•	 Agua y Saneamiento, por la Comisión Estatal de Agua y Sanea-

miento.
•	 Desarrollo Social y Económico por la Secretaría de Promoción 

Económica.
•	 Financiamiento, coordinado por la Secretaría de Finanzas e in-

tegrado por los tesoreros de los municipios metropolitanos. Es 
dentro de esta última comisión que se concertan y gestionan los 
recursos del Fondo Metropolitano que se reseña más adelante.

Al inicio de cada año, todas estas subcomisiones deben elaborar un 
programa de trabajo que es aprobado por el pleno, y de cuyos avances 
se informa en cada una de las sesiones del consejo. Debido a las múlti-
ples actividades que tienen, pues es en el interior de estas comisiones 
donde se realiza el trabajo técnico más intenso, sus reuniones son fre-
cuentes y normalmente de carácter quincenal.

El Fondo Metropolitano

Uno de los logros más significativos y trascendentes del Consejo Me-
tropolitano ha sido la constitución y operación durante una década de 
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un Fondo Metropolitano, es decir, una bolsa común de recursos públi-
cos –de los municipios conurbados, el estado y la Federación– para la 
realización de proyectos intermunicipales.

Iniciado en 1997, hasta el año 2000 funcionó a partir de los acuer-
dos tomados en el seno del consejo. A partir del año 2001 su operación 
está regulada por un convenio que fue suscrito por los municipios y el 
gobierno estatal el 27 de julio de 2001.

De acuerdo a este convenio el Fondo Metropolitano funciona de la 
siguiente manera:

Integración del programa de obras

Durante el segundo semestre del año se integra el anteproyecto de 
obras por el Secretariado Técnico del Consejo Metropolitano, a partir 
de las propuestas de las subcomisiones de trabajo. Éstas integran sus 
propuestas a partir de los criterios de intermunicipalidad, intereses 
municipales y visión estratégica. Luego, el Secretariado Técnico hace 
una selección de estas obras con base en criterios de evaluación, costos 
e intersectorialidad. Realiza enseguida una primera consulta con la co-
misión de financiamiento para determinar conjuntamente los montos 
del programa a presentar. A partir de esta consulta, es presentada al 
pleno y, con las correciones que se hagan, el programa, con su presu-
puesto, es aprobado en su conjunto por el consejo.

Definición de los montos de aportación

En primer lugar, el monto total de la inversión requerida para el pro-
grama de obras se distribuye por partes iguales entre el gobierno esta-
tal, por un lado, y el conjunto de los municipios, por otro. A su vez, 
las aportaciones de cada uno de éstos son definidas con base en una 
fórmula que pondera la población municipal y las participaciones es-
tatales y federales.
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Más concretamente, esta ponderación toma en cuenta cinco variables, 
con sus respectivos porcentajes respecto al total de la zona conurbada:

•	 El porcentaje de población del municipio, de acuerdo con el 
último registro del inegi.

•	 El porcentaje de las aportaciones federales.
•	 El porcentaje de las aportaciones estatales.
•	 El porcentaje de las aportaciones del Fondo de Infraestructura 

Social.
•	 El porcentaje de las aportaciones del Fondo de Fortalecimiento 

Municipal.

Cada una de estas cifras es a su vez ponderada por un factor de 
0.20 (correspondiente cada uno a una quinta parte de la unidad) y 
el resultado, multiplicado por la cifra total de las aportaciones de los 
municipios conurbados proporciona la cantidad que debe de aportar 
el municipio.

Como un ejemplo de la aplicación de esta fórmula se presentan 
a continuación los porcentajes con base en los cuales, aportaron los 
municipios los recursos al fondo en el año 2001:

CÁLCULO DE FACTORES PARA DETERMINAR LA PROPORCIÓN  
DE APORTACIONES MUNICIPALES

(Porcentajes)

Municipio Población

Participaciones
Fondo de  

Aportaciones Federales

Promedio Federal Estatal
Infraestructura 

social
Fortalecimiento 

municipal

El Salto 2.26 2.01 7.45 4.77 2.26 3.75
Guadalajara 44.51 50.60 54.58 32.01 44.51 45.24
Ixtlahuacán 0.58 0.81 0.12 1.01 0.56 0.62
Juanacatlán 0.32 0.50 0.01 0.51 0.32 0.33
Tlajomulco 3.34 2.94 4.81 5.29 3.34 3.94
Tlaquepaque 12.82 11.01 5.26 17.64 12.82 11.91
Tonalá 9.11 6.22 0.46 13.94 9.11 7.77
Zapopan 27.06 25.92 27.32 24.82 27.06 26.44
Totales 100.00 100.00 100.00 100.00 100.00 100.00
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Aprobación de los recursos

Una vez definidos los montos asignados a cada municipio, los alcaldes 
presentan ante su cabildo una solicitud de estos recursos para ser inclui-
do en la Ley de Ingresos del siguiente año y el Ejecutivo estatal lo incluye 
en el presupuesto anual para la sanción del Congreso del estado.

Administración de los recursos

Hasta el año 2000, la Secretaría de Finanzas del estado era quien ad-
ministraba los recursos del fondo; a partir de 2001 se ha constituido 
un fideicomiso público para su gestión. Se trata de un mecanismo que 
permite la erogación y aplicación de los presupuestos más allá del ejer-
cicio fiscal. Cuenta con un Comité Técnico del que forman parte los 
tesoreros municipales y la Secretaría de Finanzas del estado.

Conforme al convenio suscrito, los municipios deben entregar el 
30 por ciento de la cantidad asignada a más tardar el 31 de marzo 
de cada año. El resto deben de entregarlo en aportaciones mensuales 
proporcionales.

En caso de que no se entreguen estos recursos, se autoriza a la Se-
cretaría de Finanzas a descontarlos de las participaciones estatales.

Por otra parte, la misma secretaría debe presentar un informe men-
sual de la gestión del fideicomiso.

Ejecución y control de las obras

Las obras se ejecutan conforme a la Ley Estatal de Obras Públicas. 
Pueden ser realizadas, de acuerdo con el rubro de que se trate, o a las 
decisiones tomadas, por el gobierno del estado, a través de la Dirección 
General de Obras Públicas de la Secretaría de Desarrollo Urbano, o a 
través de los ayuntamientos. En todo caso es exigida la licitación de las 
mismas, la aprobación del proyecto por la Dirección de Planeación y 
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Urbanización, y el control y supervisión de las obras por la Dirección 
de Obras Públicas estatal.

La Dirección General de Obras Públicas debe presentar un informe 
mensual del avance del Programa de Obras. Finalmente, se establece 
que la Contraloría del estado y la Contaduría Mayor de Hacienda del 
Congreso tienen la capacidad de sancionar las irregularidades y fallas 
en la ejecución de los trabajos.

En los cuadros y mapas siguientes se muestran los montos defini-
dos en los años de ejercicio del fondo, los factores de inversión sobre 
la aportación por municipio, así como las obras realizadas y su loca-
lización.

FONDO METROPOLITANO INVERSIÓN ANUAL, 1997-2006

Año mdp

1997 90.00
1998 105.00
1999 74.00
2000 160.00
2001 184.00
2002-2003 228.00
2004-2006 1,042.00
Suma 1,883.00

FACTORES DE INVERSIÓN SOBRE APORTACIÓN POR MUNICIPIO

Inversión
1997-2003

(mdp)

Aportación
1997-2003

(mdp)

Factor de 
inversión/
aportación

Guadalajara 221.01 188.91 1.17
Zapopan 265.07 101.65 2.61
Tlaquepaque 245.90 48.48 5.07
Tonalá 40.74 27.24 1.50
Tlajomulco de Zúñiga 79.10 12.54 6.31
El Salto 26.53 4.12 6.44
Juanacatlán 2.09 0.36 5.80
Ixtlahuacán de los Membrillos 2.06 0.68 3.01
Total 882.51 384.00



Coordinación metropolitana en México, el caso Guadalajara 111

Obras de vialidad

1.	 Acceso oriente
2.	 Nodo urbano los Cubos
3.	 Nodo urbano Periférico y Guadalupe
4. Nodo urbano Solectron
5. Nodo urbano Fuelle-Lázaro Cárdenas
6.	 Nodo urbano Tlaquepaque-

Revolución
7.	 Urbanización avenida 8 de Julio

Obras financiadas con el fondo metropolitano, 1997-2000

Obras de saneamiento

a) 	Cuenta Chicalote
b) 	Colector el Batán
c) 	Colector Zapopan
d) 	Colector San Juan de Dios
e) 	Arrollo de las Pintas
f) 	Arrollos del Ahogado

Resuidos sólidos

Relleno sanitario “Picachos”
Adquisión del terreno y obra
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Obras DEL PROGRAMA 2001-2003

Obras de vialidad

1.	 Paso elevado Ortero-Periférico 
(primera etapa)

2.	 Nodo urbano Plaza Colón  
(primera etapa)

3. 	Puente Solectron (segunda etapa)
4. 	Mejoramiento vía Ixtlahuacán
	 de los Membrillos
5. 	Retorno San Agustín
6. 	Urbanización avenida Malecón
	 (primera etapa)
7. 	Nodo Revolución (segunda etapa)
8. 	Urbanización avenida 8 de Julio
	 (segunda etapa)
9. 	Adecuaciones viales avenida 

López Mateos

Obras del programa 2001Obras del programa 2001--20032003

OBRAS DE VIALIDADOBRAS DE VIALIDAD

1.1. Paso elevado Mariano OteroPaso elevado Mariano Otero--
PeriféricoPeriférico (1era. Etapa)(1era. Etapa)

2.2. Nodo Urbana Plaza Colón Nodo Urbana Plaza Colón 
(1era. Etapa)(1era. Etapa)

3.3. Puente Puente SolectronSolectron (2da. Etapa) (2da. Etapa) 
4.4. Mejoramiento vial Mejoramiento vial IxtlahuacánIxtlahuacán

de los Membrillosde los Membrillos
5.5. Retorno San AgustínRetorno San Agustín
6.6. Urbanización Av. Malecón Urbanización Av. Malecón 

(1era. Etapa)(1era. Etapa)
7.7. Nodo Revolución (2da. Etapa)Nodo Revolución (2da. Etapa)
8.8. Urbanización Av. 8 de Julio Urbanización Av. 8 de Julio 

(2da. Etapa) (2da. Etapa) 
9.9. Adecuaciones viales Av. López Adecuaciones viales Av. López 

MateosMateos

1

2

3

4

5

6

9 7
8

Obras del programa 2001Obras del programa 2001--20032003

OBRAS DE VIALIDADOBRAS DE VIALIDAD

1.1. Paso elevado Mariano OteroPaso elevado Mariano Otero--
PeriféricoPeriférico (1era. Etapa)(1era. Etapa)

2.2. Nodo Urbana Plaza Colón Nodo Urbana Plaza Colón 
(1era. Etapa)(1era. Etapa)

3.3. Puente Puente SolectronSolectron (2da. Etapa) (2da. Etapa) 
4.4. Mejoramiento vial Mejoramiento vial IxtlahuacánIxtlahuacán

de los Membrillosde los Membrillos
5.5. Retorno San AgustínRetorno San Agustín
6.6. Urbanización Av. Malecón Urbanización Av. Malecón 

(1era. Etapa)(1era. Etapa)
7.7. Nodo Revolución (2da. Etapa)Nodo Revolución (2da. Etapa)
8.8. Urbanización Av. 8 de Julio Urbanización Av. 8 de Julio 

(2da. Etapa) (2da. Etapa) 
9.9. Adecuaciones viales Av. López Adecuaciones viales Av. López 

MateosMateos

1

2

3

4

5

6

9 7
8

Obras del programa 2001Obras del programa 2001--20032003
OBRAS DE VIALIDADOBRAS DE VIALIDAD

10.10. Pavimentación Colón y Pavimentación Colón y 
Periférico Periférico 

11.11. Salida Lázaro CárdenasSalida Lázaro Cárdenas--
AeropuertoAeropuerto

12.12. Unidad de Mantenimiento de Unidad de Mantenimiento de 
Accesos CarreterosAccesos Carreteros

13.13. Paso a desnivel Periférico Paso a desnivel Periférico ––
Guadalupe (complemento)Guadalupe (complemento)

14.14. Paso a desnivel Lázaro Paso a desnivel Lázaro 
Cárdenas Cárdenas –– Fuelle Fuelle 
(complemento)(complemento)

15.15. Entronque carretera Morelia Entronque carretera Morelia 
–– Sta. Anita (complemento)Sta. Anita (complemento)

16.16. Adecuación vial Conchitas y Adecuación vial Conchitas y 
López MateosLópez Mateos

17.17. Obras viales de bajo costoObras viales de bajo costo

12
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OBRAS DE VIALIDADOBRAS DE VIALIDAD

10.10. Pavimentación Colón y Pavimentación Colón y 
Periférico Periférico 

11.11. Salida Lázaro CárdenasSalida Lázaro Cárdenas--
AeropuertoAeropuerto

12.12. Unidad de Mantenimiento de Unidad de Mantenimiento de 
Accesos CarreterosAccesos Carreteros

13.13. Paso a desnivel Periférico Paso a desnivel Periférico ––
Guadalupe (complemento)Guadalupe (complemento)

14.14. Paso a desnivel Lázaro Paso a desnivel Lázaro 
Cárdenas Cárdenas –– Fuelle Fuelle 
(complemento)(complemento)

15.15. Entronque carretera Morelia Entronque carretera Morelia 
–– Sta. Anita (complemento)Sta. Anita (complemento)

16.16. Adecuación vial Conchitas y Adecuación vial Conchitas y 
López MateosLópez Mateos

17.17. Obras viales de bajo costoObras viales de bajo costo

12

11
10

13
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16

Obras de vialidad

10.	Pavimentación Colón y Periférico
11.	Salida Lázaro Cárdenas-

Aeropuerto
12. 	Unidad de Mantenimiento de 

Accesos Carreteros
13. 	Paso a desnivel Periférico-

Guadalupe (complemento)
14. 	Paso a desnivel Lázaro Cárdenas-

Fuelle (complemento)
15. 	Entronque carretera Morelia-

Santa Anita (complemento)
16. 	Adecuación vial Conchitas y 

López Mateos
17. 	Obras viales de bajo costo
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Obras de colectores

A.	Colector San Gaspar
B. 	Colector Sanitario Guadalupe Gallo
C. 	Colector Pluvial Guadalupe Gallo
D.	Colector avenida 8 de Julio
E. 	Colector San Juan de Dios (segunda 

etapa)
F. 	Colector Atemajac (primera etapa)
G.	Colector avenida Malecón (primera 

etapa)

Obras del programa 2001Obras del programa 2001--20032003
OBRAS DE COLECTORESOBRAS DE COLECTORES

A.A. Colector San GasparColector San Gaspar
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Obras de saneamiento

A.	Mantenimiento y desazolve de 
represas y gaviones, zona del Cerro 
del Colli

B.	Desazolve canal San Lorenzo Cuenca 
El Ahogado

C.	Desazolve canal Las Pintas 
D.	Desazolve arrollo El Ahogado
E.	 Vado alcantarilla “La piedrera” canal 

Las Pintas
F.	 Vado alcantarilla “San Francisco” 

canal Las Pintas
G.	Acondicionamiento puente sobre 

canal de descarga presa Las Pintas
H.	Desazolve conformación y 

mejoramiento canal de descarga  
presa Las Pintas

I.	 Protección Ojo de Agua Toluquilla

Obras del programa 2001Obras del programa 2001--20032003 OBRAS DE SANEAMIENTOOBRAS DE SANEAMIENTO

A.A. Mantenimiento y Mantenimiento y desazolvedesazolve
de represas y gaviones, de represas y gaviones, 
zona del Cerro del zona del Cerro del ColliColli

B.B. DesazolveDesazolve canal San canal San 
Lorenzo Cuenca El AhogadoLorenzo Cuenca El Ahogado

C.C. DesazolveDesazolve canal Las Pintascanal Las Pintas
D.D. DesazolveDesazolve arroyo El arroyo El 

AhogadoAhogado
E.E. Vado alcantarilla “La Vado alcantarilla “La 

Piedrera” canal Las PintasPiedrera” canal Las Pintas
F.F. Vado alcantarilla “San Vado alcantarilla “San 

Francisco” canal Las PintasFrancisco” canal Las Pintas
G.G. Acondicionamiento puente Acondicionamiento puente 

sobre canal de descarga sobre canal de descarga 
presa Las Pintaspresa Las Pintas

H.H. DesazolveDesazolve conformación y conformación y 
mejoramiento canal de mejoramiento canal de 
descarga presa Las Pintasdescarga presa Las Pintas

I.I. Protección Ojo de Agua Protección Ojo de Agua 
ToluquillaToluquilla

D

A

B

CI GH

F E
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Obras de vialidad

  1.	Nodo Revolución (tercera etapa)
  2.	Sistema López Mateos-Colón-

Manuel Acuña
  3.	Nodo vial Lázaro Cárdenas y 

López Mateos
  4.	Nodo Mariano Otero y Periférico
  5.	Avenida Aviación
  6.	Ampliación Carretera a Saltillo
  7.	Avenida Malecón
  8.	Avenida Tonalá
  9.	Nodo San Agustín
10.	Carretera Buenavista-Cajititlán
11. Libramiento El Salto-Juanacatlán
12. Ingreso El Salto
13. Paso a desnivel Ixtlahuacán  

de los Membrillos
14. Mantenimiento accesos carreteros
15. Avenida Patria entre Tabachines 

y Ahuehuetes

Obras de saneamiento

16.	Cuenca El Ahogado
17.	Presa El Chicharrón
18.	Canal de descarga Presa Las Pintas
19.	Arroyo Seco
20.	Canal paralelo antigua carretera 

Chapala
21.	Malecón
22.	Fraccionamiento Revolución
22.	Jardines del Rosario
24.	Fosa de lixiviados Picachos
25.	Celda 2 Picachos
26.	Remediación Picachos

Obras DEL PROGRAMA 2004-2006

Obras del programa 2004Obras del programa 2004--20062006

OBRAS DE VIALIDADOBRAS DE VIALIDAD

1.1. Nodo Revolución (3era. Etapa)Nodo Revolución (3era. Etapa)
2.2. Sistema López MateosSistema López Mateos--ColónColón--

Manuel AcuñaManuel Acuña
3.3. Nodo vial Lázaro Cárdenas y L. Nodo vial Lázaro Cárdenas y L. 

MateosMateos
4.4. Nodo Mariano Otero y PeriféricoNodo Mariano Otero y Periférico
5.5. Av. AviaciónAv. Aviación
6.6. Ampliación Carretera a SaltilloAmpliación Carretera a Saltillo
7.7. Av. MalecónAv. Malecón
8.8. Av. TonaláAv. Tonalá
9.9. Nodo San AgustínNodo San Agustín
10.10. Carretera Carretera BuenavistaBuenavista –– CajititlánCajititlán
11.11. Libramiento El Salto Libramiento El Salto –– JuanacatlánJuanacatlán
12.12. Ingreso El SaltoIngreso El Salto
13.13. Paso a desnivel Paso a desnivel IxtlahuacánIxtlahuacán de los de los 

MembrillosMembrillos
14.14. Mantenimiento Accesos CarreterosMantenimiento Accesos Carreteros
15.15. Av. Patria entre Av. Patria entre TabachinesTabachines yy

AhuehuetesAhuehuetes

7

6

3

2

4

5

1 8

9

10

11
12

13

14

15

OBRAS DE VIALIDADOBRAS DE VIALIDAD

1.1. Nodo Revolución (3era. Etapa)Nodo Revolución (3era. Etapa)
2.2. Sistema López MateosSistema López Mateos--ColónColón--

Manuel AcuñaManuel Acuña
3.3. Nodo vial Lázaro Cárdenas y L. Nodo vial Lázaro Cárdenas y L. 

MateosMateos
4.4. Nodo Mariano Otero y PeriféricoNodo Mariano Otero y Periférico
5.5. Av. AviaciónAv. Aviación
6.6. Ampliación Carretera a SaltilloAmpliación Carretera a Saltillo
7.7. Av. MalecónAv. Malecón
8.8. Av. TonaláAv. Tonalá
9.9. Nodo San AgustínNodo San Agustín
10.10. Carretera Carretera BuenavistaBuenavista –– CajititlánCajititlán
11.11. Libramiento El Salto Libramiento El Salto –– JuanacatlánJuanacatlán
12.12. Ingreso El SaltoIngreso El Salto
13.13. Paso a desnivel Paso a desnivel IxtlahuacánIxtlahuacán de los de los 

MembrillosMembrillos
14.14. Mantenimiento Accesos CarreterosMantenimiento Accesos Carreteros
15.15. Av. Patria entre Av. Patria entre TabachinesTabachines yy

AhuehuetesAhuehuetes

7

6

3

2

4

5

1 8

9

10

11
12

13

14

15

Obras del programa 2004Obras del programa 2004--20062006

OBRAS DE SANEAMIENTOOBRAS DE SANEAMIENTO

16.16. Cuenca El AhogadoCuenca El Ahogado
17.17. Presa El ChicharrónPresa El Chicharrón
18.18. Canal de descarga Presa Las Canal de descarga Presa Las 

PintasPintas
19.19. Arroyo SecoArroyo Seco
20.20. Canal paralelo antigua Canal paralelo antigua CarrCarr..

ChapalaChapala
21.21. MalecónMalecón
21.21. Fraccionamiento RevoluciónFraccionamiento Revolución
22.22. Jardines del RosarioJardines del Rosario
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25.25. Celda 2 PicachosCelda 2 Picachos
26.26. Remediación PicachosRemediación Picachos
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Las experiencias desarrolladas a través de este instrumento de ges-
tión ponen de manifiesto que, aun con las limitaciones que presenta el 
marco jurídico, administrativo y fiscal vigente, es posible:

•	 La coordinación y la concertación municipal, con otros órdenes 
de gobierno y con los sectores social y privado.

•	 La formulación de agendas comunes en materia de interés me-
tropolitano, abiertas a distintas materias y temáticas.

•	 La creación de instancias para la planeación, participación, ges-
tión, financiamiento y monitoreo de asuntos metropolitanos.

•	 La integración de fondos conjuntos (gobierno-sociedad) median-
te recursos locales aplicables a obras de interés intermunicipal 
(metropolitano).

•	 La transferencia de recursos entre ayuntamientos a manera de 
fondos compensatorios de nivelación.
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Antecedentes

La problemática de la Zona Metropolitana de Veracruz, integrada ac-
tualmente por los municipios de Veracruz, Boca del Río, Medellín y 
Alvarado, se enmarca en el mismo caso que el de otras ciudades y zonas 
similares del país: anarquía en el crecimiento, excesivo uso del auto-
móvil, inequidad social, grandes distancias, transporte público defi-
ciente y anacrónico, especulación urbana, predominancia de intereses 
personales y de grupo (particulares) sobre los colectivos (ciudadanía), 
pobreza urbana, conflictos de género y otros.

En el aspecto social, se vive una situación de fragmentación, simu
lación y desarraigo de costumbres y tradiciones que a través de los 
años han dado a Veracruz, el asentamiento humano y ciudad más 
importante del conjunto –y, en cierto sentido, a su zona de influen-
cia– su carácter, tan celebrado y muchas veces admirado por propios 
y extraños. 

En el aspecto económico, el conglomerado urbano que antes era 
centro de atracción para el turismo y para trabajadores inmigrantes 
de zonas suburbanas y rurales, se ha convertido ahora, en muchas de 
sus áreas, en refugio y lugar de residencia de malhechores, narco-
traficantes, especuladores urbanos, empresas comerciales voraces y 
sin escrúpulos, y otros muchos individuos y grupos nocivos para la 
sociedad, provocando un deterioro generalizado en la calidad de vida 
de sus habitantes.

El Implade: herramienta de planeación urbana  
en la Zona Metropolitana de Veracruz
José Luis Aspiri Avendallo
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El Implade

Convencidos que es esta una situación que no puede continuar, a 
riesgo de incrementar los conflictos sociales y económicos ya exis-
tentes, y generar otros peores, y como resultado de una iniciativa de 
la sociedad organizada de Veracruz, en 2002 se crea el Instituto Me-
tropolitano de Planeación para el Desarrollo Sustentable, el Implade, 
un espacio interinstitucional –sin intereses políticos o de partido– de 
diálogo, consulta y deliberación entre las autoridades municipales y la 
sociedad civil, con la mira de planear un mejor futuro para los habitan-
tes de la Zona Metropolitana de Veracruz y su área de influencia.

Proceso legal de constitución

Esta área de influencia, como se ha mencionado, se extiende más allá 
de sus propios límites municipales y abarca, actualmente, a casi todo 
el territorio del municipio de Boca del Río, buena parte del municipio 
de Medellín, la parte norte del de Alvarado y, cada vez más, a porcio-
nes importantes de los de La Antigua y M.F. Altamirano, todos ellos 
limítrofes con el de Veracruz.

Sin embargo, dada la precaria situación económica de estos cuatro 
últimos municipios y, en buena medida, a su desinterés inicial en el 
proceso, son los municipios de Veracruz y Boca del Río los que reto-
man la iniciativa y en respectivas sesiones de Cabildos (15 de marzo 
de 2002 para Boca del Río y 5 de abril del mismo año para Veracruz), 
deciden la “conformación de una institución paramunicipal con auto-
nomía de gestión”, después de un proceso evolutivo de casi seis años. 

De acuerdo con la legislación vigente en el estado, la aprobación 
del Congreso local se consigue, mediante un Convenio de Coordina-
ción Administrativa, el 17 de octubre de 2002 para Veracruz y el 17 de 
diciembre de 2002 para Boca del Río, en el que se establece “Autorizar 
el otorgamiento de recursos y su administración”. En la Gaceta Oficial 
núm. 40 del 25 de febrero de 2003, se publica el “Acuerdo por el cual 
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se autoriza a los HH. Ayuntamientos de Veracruz y Boca del Río, a crear 
el organismo público descentralizado”.

El Implade, según este acuerdo, tiene como objetivos:

•	 Asesorar a los ayuntamientos en materia de planeación.
•	 Promover la participación de la sociedad civil (corresponsabili-

dad-gobernabilidad).
•	 Diseñar y difundir planes y proyectos (transparencia).
•	 Dar continuidad a los planes y proyectos, más allá de los perio-

dos de gobierno.

Su estructura está integrada por tres órganos:
El órgano máximo es una Junta de Gobierno integrada actualmente 

por los alcaldes, los síndicos y dos regidores de cada uno de los mu-
nicipios “fundadores” (Veracruz y Boca del Río; los otros municipios 
están en proceso de integrarse), el presidente del Consejo Consultivo y 
el director general del instituto.

Un Consejo Consultivo integrado por representantes de la socie-
dad civil organizada de la zona metropolitana (cámaras y asociaciones 
empresariales, colegios de profesionales, organizaciones de asistencia, 
sindicatos y coaliciones, instituciones educativas, etcétera), así como 
representantes de los tres niveles de gobierno (municipal, estatal y fede-
ral). Este consejo elige a 24 integrantes (14 de la sociedad civil y 10 del 
sector público) de un grupo representativo por sectores, denominado 
Consejo Deliberativo que, en principio, funge como impulsor de ideas 
hacia el instituto e interlocutor con las autoridades municipales.

Un Cuerpo Técnico integrado por un equipo de profesionales y 
auxiliares que coordina y elabora los trabajos que desarrolla el instituto 
y, en su caso, a los que realizan los especialistas externos requeridos 
para los diversos proyectos. Este equipo también administra el na-
ciente Banco de Información Metropolitana (base de datos, sistema de 
información geográfica, base de datos de la red ciudadana, etcétera). 
Cuenta con el apoyo de un cuerpo auxiliar administrativo.

El instituto, además de recibir las sugerencias y aportaciones de 
organizaciones ciudadanas, del Consejo Consultivo o de las adminis-
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traciones municipales, desarrolla sus propios programas de investi-
gación y análisis, y elabora las propuestas, lineamientos estratégicos, 
planes y programas para la solución de problemas urbanos, basándose 
en la “amplia participación propositiva y deliberativa de la sociedad 
civil organizada”.

Operación

Actualmente, el instituto opera con una Dirección General, cuatro 
coordinaciones (de Planeación Urbana y Social, de Planeación Eco-
nómica y Financiera, de Proyectos Arquitectónicos y del Programa 
Hábitat) que atienden a los diferentes rubros de la planeación. Cuenta 
también con un cuerpo auxiliar administrativo para su operación. En 
la actualidad colaboran directamente en el instituto un total de 10 per-
sonas. Adicionalmente, y de acuerdo con la magnitud de los trabajos 
a realizar, contrata, como ya se mencionó, los servicios temporales de 
asesores expertos externos.

La Dirección General es la responsable directa del instituto y su 
operación en la zona metropolitana; además de representarlo ante 
organizaciones ciudadanas y autoridades, y vigilar su correcto funcio-
namiento, sus tareas incluyen:

Establecer las políticas, estrategias y líneas de acción del instituto, tanto 
en lo general como para cada una de las áreas de trabajo.
Representar al instituto y servir de enlace ante autoridades y organizacio-
nes sociales, públicas y privadas.
Concurrir, en coordinación con otras autoridades y organismos, en mate-
ria de planeación urbana integral, metropolitana o regional.
Coordinarse, con las organizaciones ciudadanas, el Consejo Consultivo y 
las administraciones municipales para la supervisión, seguimiento y cum-
plimiento de los planes, programas y proyectos urbanos a desarrollar.
Vigilar que el Sistema Municipal de Planeación y el Programa Municipal 
de Desarrollo Urbano sean congruentes con los Planes Nacionales y Esta-
tales de Desarrollo Regional y Urbano.
Presentar a las organizaciones ciudadanas, al Consejo Consultivo y a las 
administraciones municipales, los documentos, propuestas, planes y pro-
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gramas urbanos emanados de su Cuerpo Técnico, o el desarrollo de los 
sugeridos por esas entidades.
Supervisar y, en su caso, aprobar, la elaboración de trabajos de las coordi-
naciones.

La Coordinación de Planeación Urbana y Social es la encargada 
de analizar las condiciones actuales de la zona metropolitana y cuáles 
pueden ser sus necesidades urbanas a corto, mediano y largo plazo, 
estableciendo la estrategia general, los lineamientos y las acciones 
prioritarias a seguir para lograr un desarrollo armónico. Abarca dos 
grandes áreas: la planeación urbana, entendida como las propuestas, 
programas y proyectos de creación, ampliación o mantenimiento de 
obra material, y la planeación social, que comprende las propuestas, 
programas y proyectos de organización y participación ciudadanas y 
mejoramiento social.

A partir del conjunto de necesidades detectadas o de solicitudes y 
propuestas externadas por la ciudadanía organizada, el Consejo Con-
sultivo o los gobiernos municipales de la zona metropolitana, y con 
una visión holística, evalúa la conveniencia, viabilidad e impacto de 
las acciones por emprender, jerarquizándolas. Esta evaluación toma en 
cuenta los múltiples aspectos que conforman la problemática, como 
lo urbanístico, lo social, lo arquitectónico, lo económico, lo turístico, lo 
cultural, lo político, lo histórico, lo ecológico y otros, y sus posibles 
consecuencias; a partir de ello, o por propia iniciativa, desarrolla las 
propuestas, políticas, estrategias y planes tendientes a dar la solución 
más adecuada a los problemas estudiados.

En el ámbito de la planeación urbana, es la encargada de emitir 
opiniones y recomendaciones que ayuden a determinar cuáles son 
las obras materiales (instalaciones, infraestructura y equipamiento 
urbanos) más convenientes para la zona metropolitana, tanto en el mo-
mento actual como en el futuro; también se encarga de desarrollar las 
propuestas, políticas, estrategias y planes tendientes a dar la solución 
más adecuada a los problemas estudiados.

En el ámbito de la planeación social, analiza las características y 
condiciones de barrios, áreas específicas y de la zona metropolitana 
en su conjunto, y evalúa y propone las acciones de organización social 
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y mejoramiento ciudadano más adecuadas en cada caso, también con 
una visión a futuro. En algunos programas y acciones actúa junto con la 
Coordinación del Programa Hábitat.

Su responsabilidad incluye el seguimiento, junto con la ciudada-
nía, de propuestas, planes, programas y acciones.

La Coordinación Económica y Financiera es la encargada de la 
obtención y administración de los recursos que diversos organismos 
aportan s al Implade para apoyar los programas y proyectos que realiza 
el instituto. Coordina las áreas administrativa y de financiamiento, y 
de planeación contable-fiscal.

Se encarga, además, de la coordinación y seguimiento de las ges-
tiones y trámites necesarios para la obtención de recursos factibles 
de aplicarse a la consecución de los estudios y proyectos que realiza 
el Implade y que generan su ciclo de trabajo. Adicionalmente, estu-
dia la situación contable y fiscal del instituto y realiza los reportes y 
estados financieros. Organiza, igualmente, cursos, talleres y activi-
dades de formación, colaborando con la Coordinación del Programa 
Hábitat.

La Coordinación de Proyectos Arquitectónicos tiene su campo de 
acción en el diseño arquitectónico. Su función cubre:

•	 La realización de proyectos ejecutivos de nuevos objetos arqui-
tectónicos para la ciudad.

•	 La rehabilitación de objetos arquitectónicos históricos y de ima-
gen urbana.

•	 La investigación documental y de campo sobre aspectos históri-
cos de inmuebles urbanos.

•	 La elaboración de estudios técnicos y de fundamentación medio-
ambiental, y de sustentabilidad para proyectos arquitectónicos.

•	 La ejecución de diagnósticos del entorno arquitectónico.
•	 La realización de proyectos de diseño de paisaje urbano.
•	 Diseño industrial.

Para el Ayuntamiento de Veracruz ha realizado los siguientes pro-
yectos:
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•	 Proyecto Ejecutivo del Nuevo Mercado Municipal de Pescadería 
“Plaza del Mar”.

•	 Proyecto Ejecutivo de Rehabilitación del Parque Gutiérrez Zamora.
•	 Proyecto Ejecutivo de Plaza Gastronómica y Estacionamiento 

Landero y Cos.

La Coordinación del Programa Hábitat tiene su fundamento en la 
personalidad que como Agencia Hábitat (de la Sedesol) posee el insti-
tuto, y se encarga de:

Orientar la formulación o actualización de planes, programas y re-
glamentos, en sus diferentes niveles de planeación, en los ámbitos del 
desarrollo social, urbano, ordenamiento territorial y del mejoramiento 
ambiental entre otros. 

Fortalecer la Agencia de Desarrollo Hábitat en la zona metropolita-
na, y promover e impulsar mecanismos de participación de la sociedad 
civil en proyectos sociales estratégicos.

Orientar y apoyar la creación de observatorios urbanos, de violen-
cia social y de género, con el fin de alcanzar una mejor compresión de 
sus causas y consecuencias y fomentar reformas legislativas, estrate-
gias e intervenciones para combatir las primeras.

Impulsar y promover las asociaciones sociales, públicas y privadas 
con miras a hacer viable la instrumentación de proyectos estratégicos 
de desarrollo local.

Elaborar diagnósticos, guías, planes y proyectos ejecutivos dirigi-
dos a fortalecer las finanzas municipales, la prestación de servicios 
urbanos, la modernización de catastros y registros públicos de la pro-
piedad, o cualquier acción agrupada en alguna de las siguientes mo-
dalidades: seguridad para las mujeres y sus comunidades de barrios, 
ordenamiento territorial y mejoramiento ambiental, suelo para vivienda 
social, desarrollo y equipamiento urbanos e imagen de la ciudad.

Capacitar y asesorar a funcionarios y administradores municipales 
para fortalecer sus capacidades en materia de planeación urbana, ca-
tastro y registros públicos de la propiedad, ordenamiento del territorio, 
equipamiento y servicios urbanos esenciales, así como protección, 
conservación y revitalización de centros históricos.
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Todas estas acciones tienden a alentar la coordinación intersecto-
rial y la asociación municipal mediante la identificación, planeación, 
promoción, difusión y gestión de proyectos estratégicos de alcance ur-
bano, metropolitano o regional. En algunos programas y acciones actúa 
junto con la Coordinación de Planeación Urbana y Social.

El cuerpo de asesores externos está constituido por especialistas, 
organizaciones o empresas que son contratadas eventualmente para la 
realización de trabajos específicos solicitados, coordinados y supervi-
sados por el propio instituto.

El cuerpo auxiliar administrativo, por su parte, atiende labores in-
ternas de operación y logística.

Logros

La actuación del instituto ha conseguido, hasta hoy, la realización de 
algunas acciones y proyectos fundamentales para el desarrollo sano 
de la zona metropolitana. Además de los antes mencionados, a partir de 
2005, y mediante publicaciones, intervenciones en radio y televisión, 
y otras actividades directas con la población, se ha logrado (en orden 
cronológico):

1.	La creación del Observatorio Urbano de Veracruz.
2.	La primera etapa del Ordenamiento Ecológico y Territorial de 

Veracruz.
3.	La elaboración de la primera versión de la Visión Estratégica 

Metropolitana.
4.	La segunda etapa del Ordenamiento Ecológico y Territorial de 

Veracruz.
5.	El Atlas Municipal de Riesgos (Veracruz).
6.	La revisión de los Proyectos de Rehabilitación y Revitalización 

de los “patios” La Favorita, La Conchita y el Gallo, del barrio 
típico de La Huaca, en el Centro Histórico de Veracruz (estos 
proyectos no se han terminado).
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  7.	 El Programa Informativo de Obras Viales (a partir de la ejecu-
ción de obras viales en la zona).

  8.	 El Plan Parcial de Desarrollo Urbano del Ejido San José Novi-
llero y de Paso Colorado, en Boca del Río.

  9.	 El Plan Parcial de Reordenamiento del Polígono “El Morro”, 
también en Boca del Río.

10.	 La actualización catastral del mismo municipio.

Ha sido importante, también, la actividad desarrollada en campa-
ñas de formación ciudadana y en la impartición de talleres y cursos 
informativos y de capacitación, entre los que sobresalen:

•	 Equidad de género.
•	 Participación ciudadana.
•	 Derechos de los ciudadanos.
•	 La Feria Hábitat.
•	 Campaña de Ejercicio y Derecho de los Niños.
•	 Observatorio de violencia.
•	 Autodiagnóstico y Plan de Desarrollo en los Predios I, II, III y IV 

(Veracruz).
•	 Plan de Desarrollo Económico en Zona de Atención Prioritaria 

(metropolitano).
•	 Programa de detección y registro en el Catastro Municipal de 

ocultaciones permanentes en predios urbanos catastrados (Boca 
del Río).

En proceso de desarrollo, están: 

•	 El Plan Parcial de Ordenamiento Urbano del Fraccionamiento 	
Reforma y su zona de influencia (Veracruz).

•	 El Plan de Ordenamiento de la Zona Turística de Veracruz.
•	 El Plan Parcial de Ordenamiento Urbano para la Zona Costera 

(Boca del Río).
•	 El Plan Parcial de Movilidad de la Zona Conurbada de Veracruz 

y Boca del Río.
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Adicionalmente, se han venido generando estudios y trabajos de 
investigación –reunidos en un documento próximo a publicarse, titu-
lado Ensayos sobre Desarrollo Urbano que recogen información, cri-
terios, propuestas y lineamientos estratégicos sobre los más variados 
y acuciantes temas urbanos, y con los que se busca proporcionar a la 
ciudadanía, a las organizaciones sociales y a las mismas autoridades 
municipales, elementos de juicio para formarse una conciencia (acer-
vo) que les permita participar, de manera plena, informada y propo-
sitiva, en el proceso colectivo de diseñar, administrar y gobernar su 
entorno.

Situación actual

A pesar de los logros obtenidos, de ordenamientos legales y de buenas 
intenciones, el instituto está consciente que la realidad urbana de la 
zona metropolitana está muy distante de lo que en propósitos y decla-
raciones oficiales se pretende.

El protagonismo de algunos alcaldes y funcionarios, los intereses 
particulares de ciertos ciudadanos y grupos de poder, y la fragmenta-
ción política, territorial y de decisiones que implica cada municipio, 
han impedido avances sustanciales en los procesos de planeación in-
tegral, presentándose un panorama en el que cada cual atiende a sus 
intereses personales y con visiones “inmediatistas”, es decir, de muy 
corto plazo y sin continuidad en las acciones.

Así, por ejemplo, hay alcaldes que vislumbran un ámbito de acción 
de tres años en los que, para “dejar constancia de su administración”, 
casi siempre recurren a la construcción de obra pública visible, sin 
importar si es necesaria o prioritaria; los grupos de poder, a su vez, 
buscan beneficiarse durante estos periodos con prebendas (contratos, 
favores, permisos, autorizaciones, etcétera) que les rindan atractivos 
e inmediatos frutos sin considerar implicaciones urbanas a futuro. El 
caso de la fragmentación administrativa municipal, por su parte, frena 
cualquier intento de coordinar y realizar acciones intermunicipales, 
pues cada ayuntamiento sólo contempla su ámbito territorial.
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Vale decir que ante la falta de continuidad en las acciones de go-
bierno, se han escuchado algunas voces que plantean la posibilidad 
de prolongar los términos de las administraciones municipales, sea 
alargando sus periodos de gobierno, sea permitiendo las reelecciones 
consecutivas. Es evidente que la solución está en la continuidad de 
planes y programas bien fundamentados y estructurados y no en la de los 
funcionarios de gobierno.

Debe mencionarse, también, cierta ineficacia de muchos de los 
llamados Consejos Consultivos integrados, en su inmensa mayoría, 
por representantes de organismos que rara vez acuden a las sesiones, y 
cuando lo hacen, difícilmente se ponen de acuerdo, pues surge la inevi-
table diversidad de intereses personales o de grupo. No es extraño, sin 
embargo (y paradójicamente) que, en el pasado, algunas autoridades 
municipales hayan buscado y obtenido respaldo de estos consejos para 
validar determinadas decisiones político-administrativas, ya que, en 
ocasiones, una parte de sus miembros suele estar incluida de manera 
privilegiada entre los futuros beneficiarios o, en el menor de los casos, 
a no ver afectados sus intereses particulares.

Con base en la exitosa experiencia de algunos casos nacionales 
(Distrito Federal o los de las zonas metropolitanas de Guadalajara, 
Monterrey y León, entre otras), el instituto considera que la solución a 
los problemas del desarrollo sustentable y equitativo estriba en el esta-
blecimiento de consensos y, especialmente, en la participación ciuda-
dana; una verdadera participación que permita a todos los habitantes 
de las ciudades (funcionarios, empresarios, expertos, comerciantes, 
profesionales libres, habitantes y usuarios) aportar ideas y propuestas, 
analizar juntos causas y efectos de la problemática urbana, y actuar 
colectivamente en la consecución de soluciones.

Creemos que es tiempo de estudiar y establecer mecanismos que 
propicien y permitan a los ayuntamientos y a la ciudadanía ponerse de 
acuerdo en las decisiones que atañen al destino de su entorno y buscar, 
juntos, alternativas de beneficio realmente colectivo.

Por ello, solicitamos respetuosamente que el máximo cuerpo cole-
giado del país atienda a los reclamos y necesidades de los grupos ma-
yoritarios de la población, y que se pronuncie y legisle en este campo. 
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La importancia de los institutos de planeación, especialmente los me-
tropolitanos (que es nuestro caso), en este sentido, es fundamental.

Es de capital importancia que los institutos de planeación sean 
entendidos como cuerpos de consulta, propuestas y realización que, 
más que competir o “invadir” campos de las direcciones o secretarías 
de desarrollo urbano municipales, trabajan en coordinación con ellas. 
Por su naturaleza y su composición, son las herramientas de planeación, 
supervisión y vigilancia incluso ejecución idóneas para lograr mejores 
condiciones de vida urbana, pues tienen horizontes más amplios que 
las dependencias municipales, tanto en fuentes de información y pro-
puestas como en tiempos y en territorio. Mientras los institutos, junto 
con la ciudadanía, se encargan de la planeación urbana integral, las 
dependencias municipales pueden abocarse, con mayor decisión y co-
nocimiento de causa, a elaborar proyectos específicos y a la ejecución 
de la obra pública.

Estamos seguros que con voluntad ciudadana y solidaria, con el 
concurso de todos, podrán lograrse los ordenamientos jurídicos, las 
oportunidades y las condiciones que confirmen y fortalezcan a los ins-
titutos de planeación y, a través de su labor, se consiga un mejor futuro 
para todos los habitantes de las zonas metropolitanas del país.
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Enfoque de la Zona Metropolitana del Valle de México

A partir de la segunda mitad del siglo xx el país ha vivido una intensa 
transformación de su estructura territorial, de la cual ha resultado la 
existencia del sistema urbano nacional constituido por 364 ciudades, 
donde habitan 65 millones de personas; es decir, casi dos de cada tres 
habitantes del total nacional.

El crecimiento de las ciudades y la preponderancia de lo metropo-
litano son fenómenos que determinan tanto los patrones de distribu-
ción territorial de la población como la organización de las estructuras 
económicas y sociales del país; sin embargo, la notable aceleración 
del proceso de urbanización ha rebasado la capacidad de respuesta 
de los tres ámbitos de gobierno para conducir este proceso de manera 
ordenada.

Muestra de ello es, por citar sólo dos casos apremiantes, la escasa 
disponibilidad de agua en muchas de las ciudades del país, así como 
las dificultades para una adecuada gestión de los residuos sólidos que 
generan las urbes. Buena parte del deterioro que experimentan nues-
tras ciudades se debe, en gran medida, a la falta de un marco jurídico 
moderno o de reglas claras que permitan el acuerdo y la coordinación 
entre los diferentes órdenes de gobierno. En este sentido no es exage-
rado afirmar que la sustentabilidad del país está en grave riesgo.

Entre las causas determinantes de la situación caótica que presenta 
la mayoría de las ciudades mexicanas está la ausencia del gobierno fe-

La experiencia de planeación e instrumentación  
en la Zona Metropolitana del Valle de México
Marcos González Couglan
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deral como entidad promotora de una política de alcance nacional con 
visión de Estado, que dé cauce al crecimiento urbano para convertirlo 
en desarrollo, obligación de la cual abdicó desde hace lustros agravan-
do la condición en que viven los centros urbanos.

Por eso, hoy más que nunca los legislativos del ámbito –federal y lo-
cales– tienen la imperiosa necesidad de abordar la cuestión metropoli-
tana –cuya complejidad reclama normas de actuación claras, compren-
sibles y aplicables– desde la perspectiva que otorga la planeación.

Expresiones conceptuales  
y etapas del desarrollo regional y urbano nacional

Existen diversas definiciones de lo que es la planeación, no obstante, 
no es esta la ocasión de revisarlas; por eso, me limito a destacar los ras-
gos de la planeación en los que casi todos están de acuerdo. Planear:

•	 Es un proceso que se efectúa antes de realizar una acción.
•	 Tiene como propósito la producción de uno o más futuros desea-

dos que no es probable que ocurran a menos que se haga algo al 
respecto.

•	 Ese “algo al respecto” son las actividades que se piensan necesa-
rias para alcanzar los resultados esperados.

Ahora bien, si los fines de la planeación están dirigidos hacia la 
construcción del futuro, es fundamental que tengamos en cuenta que 
son las decisiones del presente las que determinan la posibilidad de 
ese futuro.

La historia del desarrollo regional y urbano nacional nos muestra 
cuatro momentos o etapas claramente definidas:

La primera comprende el periodo que va de 1915 a 1940, en ella 
destacan las primeras políticas para el desarrollo regional. Entre las 
más importantes se encuentran: la promulgación de la Ley de la Refor-
ma Agraria de 1915 y la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos de 1917. Esta última dio origen a un conjunto de leyes fe-
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derales que enriquecieron los instrumentos para la industrialización y 
los procesos de urbanización del país.

Durante la segunda etapa, de 1940 a 1976, la prioridad fue el im-
pulso del crecimiento económico, pero sin una visión de planeación 
regional a largo plazo, a pesar de ello, se aplicaron algunas políticas 
enfocadas al desarrollo regional, que se dirigían hacia la desconcen-
tración de las ciudades más pobladas (Ciudad de México, Guadalajara 
y Monterrey).

En la tercera, de 1976 a 1988, se inició la institucionalización de 
las políticas para el desarrollo urbano y regional, mediante la creación 
y aprobación –en 1976– de la Secretaría de Asentamientos Humanos y 
Obras Públicas (sahop) y de la Ley General de Asentamientos Huma-
nos, que establecieron las bases para la intervención del Estado en el 
proceso de planeación del desarrollo urbano y regional; aunque no 
se logró iniciar el proceso de ordenación del territorio surgió la pla-
nificación coordinada con los tres órdenes de gobierno en cuanto a 
las políticas crediticias, fiscales y las relativas a este nuevo sector del 
desarrollo urbano y regional.

Entre 1988 y el año 2000, periodo que constituye la cuarta etapa, se 
dirigieron los esfuerzos por insertar a México en los mercados internacio-
nales y formalizar la integración económica con Estados Unidos y deviene 
un retrotraimiento de la responsabilidad del Estado frente al crecimiento 
de las ciudades y el fenómeno de metropolización.

Zona metropolitana, definición y antecedentes

El concepto de zona metropolitana se desarrolló en Estados Unidos a 
partir de los años veinte del siglo pasado y generalmente se utiliza para 
referirse a una ciudad “grande” cuyos límites rebasan los de la unidad 
político-administrativa que la contenía originalmente; en el caso de 
nuestro país, dicha unidad es el municipio.

El vocablo “metrópoli” proviene de las raíces mater, madre, y polis, 
ciudad. Ello implica que el fenómeno de metropolización responde a 
las relaciones entre una ciudad central y su influencia en localidades 
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de la región adyacente, que podrían o no estar conurbadas con dicha 
ciudad central.

Aplicando criterios demográficos y de conurbación física puede 
ampliarse esta definición de zona metropolitana de lo que resulta:

•	 Una zona metropolitana debe tener al menos una localidad o 
conurbación de 50,000 habitantes o más.

•	 El municipio que contenga la localidad más grande será el mu-
nicipio central, junto con aquellos municipios contiguos que 
tengan 50 por ciento o más de su población en localidades conur-
badas (físicamente unidas) a la localidad mayor.

•	 Los municipios exteriores que pese a tener localidades conur-
badas no fueran definidos como centrales, serán incluidos en la 
zona metropolitana.

Puede advertirse que la dimensión de la cuestión metropolitana, 
ya presente en el escenario nacional desde hace por lo menos 60 años, 
ha sido tenuemente reconocida en el campo jurídico y de políticas 
públicas, situación que reclama insistir en considerar su relevancia y la 
formulación de criterios comunes que ayuden a precisar términos y 
competencias de los tres ámbitos de gobierno.

Un acercamiento a la construcción de criterios comunes es el tra-
bajo de integración y clasificación de las zonas metropolitanas desarro-
llado por el Grupo Interinstitucional Conapo-Sedesol-inegi, que sirvió 
de base para incorporar a los municipios integrantes de las 55 zonas 
metropolitanas identificadas en el país y conformar un diagnóstico 
básico de su problemática general de la cual se subraya el que:

•	 Una ciudad conformada por dos o más jurisdicciones políti-
co-administrativas –lo que implica a dos o más autoridades o 
estructuras de gobierno– genera problemas de tipo funcional, 
económico, social y político, que se traducen en la necesidad 
de consensos en torno a temas fundamentales como: normas y 
reglamentos, agua potable, drenaje, desechos sólidos, vialidades, 
seguridad pública y transporte, entre otros.
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Estamos hablando de problemas que en el ámbito nacional involu-
cran a 310 municipios donde habitan 52 millones de personas, es decir, 
el 53 por ciento de la población total del país. 

La Zona Metropolitana del Valle de México  
y la planeación urbana

Una vez que se modificó el estatus jurídico del gobierno del Distrito 
Federal y en 1997 dejó de ser una dependencia del gobierno federal, el 
Estado de México y el Distrito Federal convinieron en instalar el 13 de 
marzo de 1998 la Comisión Ejecutiva de Coordinación Metropolitana 
(cecm), como primera instancia bilateral de coordinación y colabora-
ción entre los gobiernos del Distrito Federal y el Estado de México.

La cecm se creó con tres objetivos principales:

–	 Definir la agenda de la Zona Metropolitana del Valle de México.
–	 Establecer acuerdos específicos en temas de interés común.
–	 Dar seguimiento a los trabajos de las comisiones metropolitanas.

La cecm está encabezada por los ejecutivos de ambas entidades y 
fungen como secretariado técnico conjunto, los titulares de la Secreta-
ría de Desarrollo Metropolitano y la Coordinación General de Progra-
mas Metropolitanos, de los gobiernos del Estado de México y el Distrito 
Federal, respectivamente.

La tercera y última sesión plenaria de la cecm, celebrada durante 
el anterior gobierno del Distrito Federal, se efectuó el 13 de marzo de 
2000, y no fue sino transcurridos cinco años (7 de octubre de 2005), 
cuando fue reinstalada y ratificados sus acuerdos, lo que permitió su 
cuarta sesión ordinaria el 22 de diciembre de 2005.

Es notorio que la operación y funcionamiento de la comisión de-
pende de la voluntad política de los titulares de ambos gobiernos, así 
como de circunstancias coyunturales o de orden electoral que han 
hecho imposible celebrar encuentros y alcanzar acuerdos de manera 
regular.
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Entre los logros de la Comisión Ejecutiva de Coordinación Metropo-
litana sobresale el Programa de Ordenación de la Zona Metropolitana 
del Valle de México que es uno de los mayores esfuerzos de planeación 
urbana generado durante los últimos años; sin embargo, al carecer de 
carácter vinculatorio y no ser resultado de la participación de los acto-
res principales, lo ha circunscrito sólo en un referente general.

Dentro de los esfuerzos para fortalecer los lazos de la región se 
crearon con la participación del gobierno federal, las siguientes co-
misiones metropolitanas: Transporte y Vialidad (cometravi, 1994), 
con la finalidad de estudiar y proponer soluciones a los problemas 
relacionados con el transporte y la infraestructura vial. Agua y Dre-
naje (cadam, 1994), para diseñar programas y acciones en materia 
hidráulica. Asentamientos Humanos (cometah, 1995), con el objetivo 
de establecer, coordinar y conducir el desarrollo urbano en la zona 
metropolitana. Seguridad Pública y Procuración de Justicia (comspypj, 
1995), para mejorar la atención de los problemas de seguridad pública 
y procuración de justicia. Medio Ambiente (cam, 1996), para dar segui-
miento a los planes, programas y acciones en esta materia, y Protección 
Civil (comeproc, 1998) con objeto de prevenir y auxiliar a la población 
en casos de emergencia o desastre.

No obstante, hay que reconocer sus limitaciones. Las comisiones 
metropolitanas son órganos de consulta y sus orientaciones –del mismo 
modo que el Programa de Ordenación de la Zona Metropolitana del Valle 
de México– no tienen carácter vinculatorio; es decir, no obligan a las par-
tes a su cumplimiento. De igual manera no cuentan con reglas de opera-
ción, lo que hace que su funcionamiento sea irregular e inconsistente y 
se encuentren sometidas a la discrecionalidad y al interés político.

En 2005 la Cámara de Diputados aprobó la constitución del Fidei-
comiso para el Fondo Metropolitano de Proyectos de Impacto Ambien-
tal en el Valle de México (Fondo Metropolitano), destinado al finan-
ciamiento de estudios, proyectos y obras donde participan el gobierno 
federal y los gobiernos del Distrito Federal y del Estado de México.

En el año 2006 la Cámara de Diputados autorizó 1,000 millones de 
pesos al Fondo Metropolitano y para el 2007 esta cifra se elevó a 3,000 
millones de pesos.
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Los legisladores federales han asumido la necesidad de atender el 
Fenómeno Metropolitano, hecho que se hace manifiesto con la instala-
ción de la Comisión Especial de Desarrollo Metropolitano (cedm), mis-
ma que se convirtió en Comisión Ordinaria durante la LIX Legislatura, 
con el objetivo de legislar, presupuestar e impulsar políticas públicas 
en materia de desarrollo metropolitano.

Marco jurídico

Como tal, no existe un apartado constitucional específico que contem-
ple la naturaleza jurídica del tema de las zonas metropolitanas; eso 
significa una falta de claridad que permita especificar la instrumenta-
ción, presupuestación; y los ámbitos de corresponsabilidad entre los 
gobiernos involucrados. 

El artículo 25 constitucional señala que: “le corresponde al Estado 
la rectoría del desarrollo nacional para que éste sea integral y susten-
table, persiguiendo una adecuada planeación para el fomento de las 
actividades que demande el interés general”.

El artículo 26 constitucional, establece las bases para el Plan Nacio-
nal de Desarrollo, que expresamente reconoce “un sistema de planeación 
democrática del desarrollo nacional que imprima solidez, dinamismo, 
permanencia y equidad al crecimiento de la economía para la indepen-
dencia y la democratización política, social y cultural de la Nación”.

Los argumentos descriptivos donde las normas constitucionales re-
conocen el fenómeno metropolitano, se concretan a enunciar de forma 
general el tema, mas no especifican de manera vinculante y exigible la 
actuación de los tres niveles de gobierno.

Las materias señaladas en preceptos constitucionales que presupo-
nen el reconocimiento y el ámbito de validez del fenómeno metropoli-
tano, se dan en los siguientes artículos:

El régimen de la propiedad, contenidas en el párrafo tercero del 
artículo 27, contempla entre otros lo siguiente: “…se dictarán las me-
didas necesarias para ordenar los asentamientos humanos y establecer 
adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y 
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bosques, a efecto de ejecutar obras públicas y de planear y regular la 
fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros 
de población…”.

De las partes integrantes de la Federación y del Territorio Nacional, 
el artículo 46 establece como límites de los estados de la Federación lo 
siguiente: “Los estados pueden arreglar entre sí, por convenios amisto-
sos, sus respectivos límites, pero no se llevarán a efecto esos arreglos 
sin la aprobación del Congreso de la Unión”.

Las facultades del Congreso de la Unión para legislar en la materia 
bajo el esquema de facultades concurrentes, expresadas en el artículo 
73, que en su fracción XXIX menciona: “...expedir las leyes que esta-
blezcan la concurrencia del Gobierno Federal, de los estados y de los 
Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia 
de asentamientos humanos, con objeto de cumplir los fines previstos 
en el párrafo tercero del artículo 27 de esta Constitución”.

El régimen interno de los estados, enunciado en el artículo 115 
fracción VI, dispone: “Cuando dos o más centros urbanos situados 
en territorios municipales de dos o más entidades federativas formen 
o tiendan a formar una continuidad demográfica, la Federación, las 
entidades federativas y los Municipios respectivos, en el ámbito de 
sus competencias, planearán y regularán de manera conjunta y coor-
dinada el desarrollo de dichos centros con apego a la Ley Federal de 
la materia”.

El ámbito normativo para el Distrito Federal

Fue en el año de 1995, cuando se introduce al artículo 122 de la Cons-
titución el Apartado C, Base Quinta-G, que continuó la tendencia al 
establecimiento de mecanismos contractuales para el tratamiento de 
los problemas metropolitanos.

Textualmente dicho artículo señala que:

Para la eficaz coordinación de las distintas jurisdicciones locales y muni-
cipales entre sí, y de estas con la federación y el Distrito Federal en la 
planeación y ejecución de acciones en las zonas conurbadas limítrofes 



La experiencia de planeación e instrumentación 137

con el Distrito Federal, de acuerdo con el artículo 115, fracción VI de esta 
Constitución, en materia de asentamientos humanos; protección al am-
biente, preservación y restauración del equilibrio ecológico; transporte, 
agua potable y drenaje; recolección, tratamiento y disposición de desechos 
sólidos y seguridad pública, sus respectivos gobiernos podrán suscribir 
convenios para la creación de comisiones metropolitanas en las que con-
curran y participen con apego a sus leyes.

Lo que hace el texto constitucional es proporcionar un instrumento 
más al cual las entidades pueden recurrir para cumplir con la obliga-
ción que la propia Constitución les impone.

Resalta al respecto que el artículo 122 de la Constitución el Apartado 
C, Base Quinta-G, remite en forma expresa a la fracción VI del artículo 
115, que es la que establece la coordinación en forma obligatoria.

El Estatuto de “Gobierno, en sus artículos 67 fracción XXVI, que 
señala como facultad del jefe de gobierno… Dirigir la Planeación y or-
denamiento del desarrollo urbano del Distrito Federal, en los términos 
de las leyes”.

El artículo 69 indica expresamente lo referente de la Coordinación 
Metropolitana de la siguiente forma:

El Distrito Federal participará en los términos que establece la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y este Estatuto, en la pla-
neación y ejecución de acciones coordinadas con la Federación, Estados 
y Municipios en las zonas conurbadas limítrofes con la Ciudad de Méxi-
co, en materias de asentamientos humanos; protección al ambiente, 
preservación y restauración del equilibrio ecológico, transporte; agua 
potable y drenaje; recolección, tratamiento y disposición de desechos 
sólidos; y seguridad pública.

El artículo 70 hace la siguiente referencia a que “El Jefe de Gobierno 
acordará con los tres niveles de gobierno de zonas limítrofes, la cons-
titución, integración y funcionamiento de comisiones metropolitanas, 
y suscribir los convenios respectivos por cada una de las materias que 
integran el fenómeno metropolitano”.

El artículo 71 establece la formalidad de los representantes que 
deberán suscribir los convenios.
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La Ley Orgánica de la Administración Pública, en sus artículos 1o., 
4, 10 y 17, reseñan de modo alguno la naturaleza de la administración 
pública del Distrito Federal, de lo cual se derivan las facultades que 
permiten que el jefe de gobierno participe en los trabajos de coordi-
nación metropolitana y a celebrar convenios con la Federación, las 
entidades federativas y los municipios.

Por su parte, la Ley de Desarrollo Urbano para el Distrito Federal en 
su artículo 10, fracciones V y VI, otorga al jefe de gobierno atribuciones 
para participar en la ordenación de las zonas metropolitanas y celebrar 
convenios para la creación de las comisiones metropolitanas.

El ámbito normativo para el Estado de México

Por lo que hace a la legislación local, la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de México, no reconoce la existencia de la vasta zona 
metropolitana que comparte la entidad con el Distrito Federal, no prevé 
mecanismos de coordinación metropolitanos.

No obstante, el artículo 77, fracciones XXIII y XXXI, así como el artículo 
5o. de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de México 
confieren al gobernador la facultad de convenir la ejecución de obras 
o la realización de cualquier otro propósito de beneficio colectivo.

La Ley de Asentamientos Humanos del Estado de México, establece 
en su artículo 21, una jerarquía de planes urbanos; el artículo 12 señala… 
“en cuya elaboración, aprobación y ejecución deben concurrir y coordi-
narse el estado y los municipios”, y el artículo 13 señala… “pudiendo los 
municipios participar en las comisiones de conurbación interestatal, en 
los términos que señala la Ley General de Asentamientos Humanos”.

En el ámbito federal

La Ley de Planeación (del 5 de enero de 1983), que establece el marco 
general y las finalidades donde debe ubicarse el desarrollo urbano y 
regional al señalar en su artículo 3o., que:
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la ordenación racional y sistemática de acciones, que tomando en cuenta 
el ejercicio de atribuciones del Ejecutivo federal en aspectos tales como 
la regulación y promoción de la actividad económica, social, política y 
cultural, tiene como finalidad transformar la realidad del país, de acuer-
do con normas, principios y objetivos que establecen la Constitución y 
esta ley.

La Ley General de Asentamientos Humanos (del 21 de julio de 
1993) que además de definir lo que se entiende por centro de pobla-
ción, desarrollo urbano, desarrollo regional, ordenamiento territorial 
de los asentamientos humanos, destinos, provisiones, reservas y usos, 
establece en sus artículos 6o. y 7o. las atribuciones que en materia de 
ordenamiento territorial de los asentamientos humanos y de desarrollo 
urbano de los centros de población tiene el Estado, y señala que se-
rán ejercidas de manera concurrente por la Federación, las entidades 
federativas y los municipios, en el ámbito de la competencia que les 
determina la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

A la Federación, por conducto de la Secretaría de Desarrollo Social 
le corresponde entre otras atribuciones: “La Planeación del desarrollo 
regional con la participación que corresponda a los gobiernos estatales 
y municipales.”

A las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas ju-
risdicciones, le corresponden entre otras las siguientes atribuciones: 
“Legislar en materia de ordenamiento territorial de los asentamientos 
humanos y de desarrollo urbano de los centros de población, atendien-
do a las facultades concurrentes previstas en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos.”

Los municipios, tienen entre otras las siguientes atribuciones: “for-
mular, aprobar y administrar los planes o programas municipales 
de desarrollo urbano, de centros de población y los demás que éstos 
deriven, así como evaluar y vigilar su cumplimiento, de conformidad 
con la legislación local”, “participar en la planeación y regulación de 
las conurbaciones, en términos de esta Ley y de la legislación local”, y 
“celebrar con la federación, la entidad federativa respectiva, con otros 
municipios o con los particulares, convenios y acuerdos de coordina-
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ción y concertación que apoyen los objetivos y prioridades previstos en 
los planes o programas municipales de desarrollo urbano, de centros 
de población y los demás que de éstos deriven”.

El artículo 12, último párrafo de la ley, dispone que:

La federación y las entidades federativas podrán convenir mecanismos de 
planeación regional para coordinar acciones e inversiones que propicien 
el ordenamiento territorial de los asentamientos humanos ubicados en dos 
o más entidades, ya sea que se trate de zonas metropolitanas o de sistemas 
de centro de población cuya relación lo requiera, con la participación que 
corresponda a los municipios de acuerdo con la legislación local.

De las conurbaciones, el artículo 20 de la ley señala:

Cuando dos o más centros de población situados en territorios municipa-
les de dos o más entidades federativas formen o tiendan a formar una 
continuidad física y demográfica, la federación, las entidades federativas 
y los municipios respectivos, en el ámbito de sus competencias, planeará y 
regularán de manera conjunta y coordinada el fenómeno de conurbación 
de referencia, con apego a lo dispuesto en esta Ley.

Otras zonas metropolitanas  
(los casos de Barcelona, Guadalajara y Monterrey)

Comprender el fenómeno metropolitano del país y encontrar las mane-
ras idóneas de resolverlo implica el análisis de las experiencias de otras 
naciones, sin olvidar que cada caso es decir, cada metrópoli, es única así 
como las fórmulas diseñadas y operadas para responder a sus problemas. 
Entre los ejemplos más notables se puede mencionar el de Barcelona don-
de, en 1987, se crearon tres instituciones sectoriales de ámbito metro-
politano a las que los ayuntamientos del área de Barcelona se adhieren 
de forma voluntaria y cuya composición varía en número.

La primera o Mancomunidad de Municipios de la amb, tiene por 
objeto aportar una óptica metropolitana común en aquellas áreas com-
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petenciales que deciden los municipios. Actúa en el ámbito de pla-
nificación y mejora de infraestructuras metropolitanas, del espacio 
público, de la vivienda y el suelo, este último a través de la empresa 
pública impsol.

La segunda o Entidad Metropolitana del Transporte de la amb, tie-
ne como competencias: la ordenación, gestión y planificación de los 
sistemas de transporte público, así como la prestación del servicio de 
metro en siete municipios; la ordenación y control del sistema de taxis 
y la programación del tráfico y de la red viaria.

La tercera es la Entidad Metropolitana del Medio Ambiente de la 
amb (integrada por 35 municipios), responsable de la construcción y 
mantenimiento de infraestructuras hidráulicas, el suministro de agua, 
el saneamiento y aguas residuales y del tratamiento de residuos urba-
nos e industriales. Toda esta actividad sectorial se realiza en coordina-
ción con los respectivos servicios municipales.

Con respecto a las experiencias de la gestión y coordinación me-
tropolitana, a pesar de las limitaciones jurídicas, en el país destacan la 
Zona Metropolitana de Guadalajara, Zona Metropolitana de Monterrey 
y la Zona Metropolitana del Valle de México.

Zona Metropolitana de Guadalajara (ZMG)

La coordinación metropolitana en la zmg viene desarrollándose desde 
hace 15 años, a través del Consejo Metropolitano de Guadalajara que 
funciona como una instancia de coordinación gubernamental y de re-
gulación urbana. Esta instancia actúa como órgano consultivo de coor-
dinación y concertación de las tareas intermunicipales de la zmg.

El consejo se integra por ocho municipios y dependencias federales 
y estatales que inciden en la zona metropolitana, participa en la revi-
sión y propone en su caso, modificaciones al Plan de Ordenamiento de 
la zmg, mismo que elabora el gobierno estatal, así como interviene en 
los Planes de Ordenamiento Municipales.

Es importante destacar que la Constitución Política del Estado Li-
bre y Soberano de Jalisco, en su artículo 86 indica:
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Cuando dos o más centros urbanos situados en el territorio de dos o más 
municipios, por su crecimiento y relaciones socioeconómicas, formen o 
tiendan a formar una zona conurbada, el Ejecutivo del Estado y los ayun-
tamientos respectivos, en el ámbito de sus competencias, podrán convenir 
para planificar y regular de manera conjunta y coordinada, el desarrollo y 
la prestación de los servicios públicos en dichas zonas, con apego a las 
leyes de la materia. Esto ha permitido darle continuidad a las tareas del 
Consejo aun cuando se presentan procesos de alternancia política.

Zona Metropolitana de Monterrey (ZMM)

En el caso de la zmm, destaca la creación de la Agencia para la Planea-
ción del Desarrollo Urbano de Nuevo León en 2003 con la finalidad 
de atender de manera exclusiva la planeación del desarrollo urbano y 
ordenamiento territorial de los asentamientos humanos, con apego a 
lo que establece el artículo 132 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Nuevo León.

La agencia, de carácter estatal concentra sus tareas principalmente 
en la zmm. Al respecto, en noviembre de 2004 se estableció por decreto 
el programa “Regia Metrópoli”, que pretende crear el marco regula-
torio para orientar a los gobiernos municipales que integran la zona 
metropolitana en materia de planificación y desarrollo urbano. Está en 
proceso el programa mencionado, mismo que para su instrumentación 
y concreción contará con una Coordinación Ejecutiva.

Experiencia de políticas públicas  
en la Zona Metropolitana del Valle de México (ZMVM)

La complejidad del caso de la zmvm –por la variedad de actores sociales 
y políticos que en ella intervienen– ha exigido un gran esfuerzo de ne-
gociación y concertación para enfocarse a la atención de los problemas 
compartidos que más afectan a los habitantes de la metrópoli.

En este sentido se impulsó (desde 1997) la creación de la Comisión 
Ejecutiva de Coordinación Metropolitana, misma que para su instala-
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ción requirió sobre todo de la voluntad política del jefe de gobierno del 
Distrito Federal y del gobernador del Estado de México. Esta instancia 
permitió que las comisiones instaladas antes de 1997 renovaran sus 
acciones, interactuaran y compartieran su información; asimismo, 
esta Comisión Ejecutiva facilitó la instalación de nuevas comisiones 
que permitieron en su momento la generación de diagnósticos sobre 
problemáticas específicas.

Otro aspecto destacable es el Acuerdo de Colaboración de carácter 
voluntario, instrumento que permitió a jefes delegacionales y presiden-
tes municipales, que comparten problemas en la zona limítrofe, pudie-
ran atenderlos de manera coordinada, el cual en su momento tuvo éxito 
por ejemplo entre las delegaciones Iztapalapa, Iztacalco con el muni-
cipio de Nezahualcóyotl. Este instrumento de acuerdo de voluntades 
requirió del esfuerzo del Ejecutivo local por involucrar a las autoridades 
delegacionales en sus problemas comunes con los municipios.

Conclusiones

Una primera conclusión nos remite al desorden inconexo que impera 
en la relación de los diferentes ámbitos de gobierno relacionados con 
el fenómeno metropolitano.

Es clara la ausencia de un marco jurídico, con una visión de estado, 
que asigne claramente a cada poder el papel que debe cumplir, de lo 
cual se derive el nuevo diseño institucional correspondiente.

Mientras no se establezca un capítulo único la figura de zona me-
tropolitana en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y leyes secundarias, que establezca con claridad a las instituciones 
o principales actores, los mecanismos de instrumentación y un presu-
puesto justificado a los macroproyectos metropolitanos, seguiremos en 
la simple interpretación literal “del podrán celebrar convenios”.

Asentar en dichos instrumentos la obligatoriedad de la planeación, 
la coordinación y la corresponsabilidad de los tres órdenes de gobier-
no, considerando la participación social y del sector privado, podrá dar 
inicio a reconocer la realidad.
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En este sentido ya hay varias iniciativas para generar un marco nor-
mativo que regule el desarrollo metropolitano, entre las que sobresale 
la propuesta para la creación de un Consejo para el Desarrollo Me-
tropolitano como espacio de concertación y promoción de acciones e 
inversiones, donde participen: gobierno, inversionistas, representantes 
sociales, agrupaciones de profesionistas y académicos.

Por último, fortalecer la capacidad de las entidades que conforman 
zonas metropolitanas mediante una gestión más eficiente y transparen-
te de los recursos propios y externos pasa, necesariamente, por esta-
blecer procedimientos estrechamente relacionados con la planeación; 
la asignación y ejercicio de todo recurso tendría que respaldarse con 
proyectos debidamente soportados.

A manera de conclusión, para el caso la Zona Metropolitana del 
Valle de México destacan seis cuestiones fundamentales:

•	 Modificaciones a la Constitución General, Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de México y Estatuto de Gobierno 
del Distrito Federal.

•	 Revisión y adecuación de las leyes reglamentarias.
•	 Contar con un nuevo diseño institucional que haga posible la 

aplicación de políticas públicas en una zona metropolitana.
•	 Presupuestos que reconozcan la realidad que viven los habitan-

tes de la metrópoli.
•	 Formular planes y programas que incluyan la dimensión metro-

politana (como espacio físico de su operación).
•	 Construir escenarios de planeación estratégica (cuyas recomen-

daciones posean carácter vinculatorio) que reflejen la realidad de 
los actores económicos, políticos y sociales que se expresan en 
la metrópoli.
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Introducción

Con el objetivo de facilitar la transmisión de los conceptos de interés 
sobre el tema, se buscará enmarcar la presentación en torno a dos gran-
des “ámbitos” de referencia:

–	 En cuanto a su relación con la propia estructura político-admi-
nistrativa de gobierno.

–	 En cuanto a su relación con el comportamiento social y privado 
que puede propiciar, el cual a su vez tiene incidencias en la evo-
lución de variables relevantes para la ciudad.

Para cada uno de los ámbitos señalados se destacan los “cuestio
namientos”/“preguntas” que se estima será conveniente tengan los 
legisladores en mente durante la exposición del tema para lograr la 
mayor oportunidad de comunicación y efectos positivos de la misma.

En cuanto a su relación con la propia estructura político-administrativa

¿Las disposiciones legales en materia financiera, de recaudación, de 
integración presupuestal, y de programación y control del gasto, dan 
prioridad a la eficiencia administrativa o al control político?

El esquema fiscal en el ámbito metropolitano
Carlos Goya Escobedo
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¿Es posible lograr entre los diversos niveles de gobierno una auto-
nomía política “real” sin la contraparte de la autonomía recaudatoria-
financiera?

En cuanto a su incidencia en la evolución  
de variables relevantes para la ciudad

¿Debe el esquema fiscal ser concebido como un “mecanismo recauda-
torio” “generador de ingresos” exclusivamente, o como un “instrumen-
to de política pública urbana”?

¿Es factible lograr esquemas fiscales adecuados y efectivos para el 
manejo metropolitano a partir de la estructura y enfoque de las dispo-
siciones legales actuales?

El esquema fiscal como base para determinar  
las capacidades del gasto y la inversión públicas

La relevancia del esquema fiscal en la actividad pública es crucial, ya 
que de ello depende la capacidad del gobierno –al nivel correspondien-
te– para atender las demandas de la entidad que representa en cuanto 
al gasto operativo del propio aparato de gobierno (cuenta corriente), y 
de las inversiones en infraestructura y obra pública en general (cuenta de 
inversión).

El esquema por tanto debe de contemplar integradamente tanto 
el ingreso como el egreso, a efecto de que las determinaciones legales 
que impongan cargas a la ciudadanía para lograr los recursos sean 
consistentes y guarden proporción con las necesidades operativas y de 
atención de la inversión de la ciudad.

Es destacable la estimación de que la claridad del vínculo entre el 
ingreso y el gasto, resulta tan importante como la transparencia en su 
administración para lograr que la ciudadanía realmente participe con 
las cargas y aportaciones que las disposiciones legales en materia fiscal 
en general, le imponen.
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A diferencia de lo que rige para las personas en el ámbito privado, a 
quienes les está permitido hacer todo aquello que no les prohíbe la ley, 
al sector gobierno sólo le está permitido hacer lo que le faculta expresa-
mente la ley. Ello es especialmente cierto en materia fiscal, ámbito en 
el cual las disposiciones además de asegurar cumplir con los criterios 
legales básicos en materia impositiva,� deben de ser totalmente explí-
citas y precisas para que puedan ser aplicables.

Así la capacidad del Ejecutivo correspondiente para cobrar y para 
gastar e invertir los recursos públicos, requerirá de diversas disposiciones 
legales que le faculten para ello (necesariamente emanadas del Legisla-
tivo al nivel correspondiente), mismas que deben establecer de manera 
precisa los conceptos y rubros, los montos y los procedimientos.

Ingresos

Los aspectos territorial y administrativo del fenómeno urbano/metro-
politano corresponden con una competencia municipal la cual ha sido 
definida y fortalecida a través de diversas disposiciones legales –que 
incluyen destacadamente actualizaciones constitucionales,� que hacen 
de dicho nivel de gobierno el actor principal en la materia.

� El autor no aborda en detalle los preceptos de índole legal en materia impositiva por no ser 
su área de especialidad y en atención a la orientación general del seminario de enfocar los temas 
en cuanto a su relación e incidencia con el comportamiento urbano, y al nivel metropolitano en 
particular; no obstante destaca que en materia impositiva las disposiciones de ley deben brindar 
certidumbre jurídica plena, a la vez de asegurar la equidad –trato equivalente para todos–, así 
como la proporcionalidad –que cada quien tribute en forma acorde a sus posibilidades–, princi-
pios que tendrán relevancia en la discusión posterior de los temas. Siendo principios menores 
respecto de los anteriores, se destaca que dichas disposiciones también deben de observar los 
principios de claridad, y de eficiencia y eficacia administrativa, sintetizándose éstos en la ca-
pacidad de los sujetos del gravamen o contribución de comprender los conceptos por lo que se 
tributa, la necesidad de que el ingreso generado no sólo sea mayor que el gasto de obtenerlo, sino 
que dicho gasto administrativo guarde una proporción razonable respecto de la disponibilidad 
de recursos públicos a obtener, y de que los efectos del gravamen no resulten contraproducentes 
respecto de los fines buscados.

� En especial el Artículo 115 Constitucional, que a lo largo del tiempo ha precisado la respon-
sabilidad y competencia del Municipio en las materias asociadas con el manejo del territorio, con 
la planeación y administración urbana y con los preceptos de ingreso –e impositivos en particular 
asociados con la propiedad raíz–, como la fuente principal de la Hacienda Municipal.
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No obstante ello dicho nivel de gobierno municipal depende de 
instituciones que operan en ámbitos de mayor cobertura, como lo son 
los congresos estatales, para obtener las definiciones legales que per-
mitan su actuación en materia fiscal metropolitana.

Estructura y características generales de los conceptos de ingreso�

Contribuciones: Estructuradas en tres grandes rubros:

–	 Impuestos: Son los que deben pagar las personas físicas y mora-
les por disposición de ley, y que sean distintas a las contribucio-
nes de mejoras y a los derechos (que se citan a continuación).

Destacan entre ellos por su relevancia en términos de recaudación y/o 
por su incidencia en el comportamiento de las variables urbanas de 
desarrollo e inversión:

El Impuesto Predial
El Impuesto sobre Adquisición de Inmuebles
El Impuesto sobre Nóminas

–	 Contribuciones de mejoras: Son aquéllas a cargo de personas 
físicas o morales, privadas o públicas, cuyos inmuebles se bene-
ficien directamente por la realización de obras públicas.

Las obras públicas consideradas como las que derivan de este tipo de 
beneficios a inmuebles de propiedad privada, son:�

Obras de servicios “básicos”: Como son las requeridas para la 
distribución domiciliaria de agua potable, las obras de drenaje y 
de alumbrado.

� Se utiliza para efectos de ejemplificación la estructura y el contenido del Código Financiero 
del Distrito Federal así como del Código Financiero del Estado de México, los cuales constituyen 
esfuerzos significativos para unificar todos los preceptos de índole financiero y fiscal aplica
bles en su jurisdicción en un solo ordenamiento que permita mayor claridad de consulta y con-
sistencia en su definición, aplicación y actualización.

� Se ejemplifica con base en los preceptos del Código Financiero del Distrito Federal.
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Obras de servicios “complementarios”: Entendidas éstas básica-
mente como las obras de vialidad en lo general y sus mejoras en 
lo particular. 
Obras de “equipamiento”: Cubriendo éstas los rubros de salud, 
educación, cultura, recreación, deportes y seguridad.

–	 Derechos: Son las contraprestaciones por el uso o aprovecha-
miento de los bienes del dominio público (con excepción de las 
concesiones o los permisos, así como por recibir los servicios que 
presta la entidad en sus funciones de derecho público).

Destacan entre ellos por su relevancia en términos de recaudación y/o 
por su incidencia en el comportamiento de las variables urbanas de 
desarrollo e inversión:

Los derechos por el suministro de agua.
Por la expedición de licencias: Las que en general abarcan todos 
y cada uno de los pasos requeridos para lograr el desarrollo de 
un inmueble o el funcionamiento de un negocio.�

Aprovechamientos: Son los ingresos que perciba la entidad por 
funciones de derecho público y por el uso, aprovechamiento o 
explotación de bienes del dominio público distintos de las contri-
buciones, de los ingresos derivados de financiamiento, y de los que 
obtengan las empresas de participación estatal y los organismos 
descentralizados.�

� En el caso del Distrito Federal se incluyen las licencias para el fraccionamiento de terrenos 
(artículo 204), las licencias de construcción (o por la manifestación de construcciones tipos “A”, 
“B” y “C”, artículo 206), las licencias de conjunto o para constituir el régimen de Condominio 
(artículo 208), por la subdivisión, relotificación o fusión de predios (artículo 209), por la expedi-
ción o revalidación de las licencias de funcionamiento de establecimientos mercantiles (artículo 
212), así como por la explotación de yacimientos pétreos (artículo 210).

� Se consideran también aprovechamientos, los ingresos derivados de responsabilidad re-
sarcitoria, entendiéndose por tal la obligación a cargo de los servidores públicos, proveedores, 
contratistas, contribuyentes y en general, a los particulares de indemnizar a la Hacienda Pública 
cuando en virtud de las irregularidades en que incurran, sea por actos u omisiones, resulte un 
daño o perjuicio estimable en dinero.
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Accesorios de las contribuciones y de los aprovechamientos: Son los 
recargos, las sanciones, los gastos de ejecución y la indemnización, 
los cuales participan de la naturaleza de la suerte principal, cuando 
se encuentren vinculados directamente a la misma.
Productos: Son las contraprestaciones por los servicios que preste la 
entidad en sus funciones de derecho privado, así como por el uso, 
aprovechamiento y enajenación de sus bienes de dominio privado.�

Disposiciones legales más relevantes

Las disposiciones legales en materia de generación de ingresos para el 
sector público deben establecer tanto las obligaciones de los ciudadanos 
a contribuir bajo los diversos rubros en que se estructuren dichos ingresos 
como las obligaciones y procedimientos a cargo del propio aparato guber-
namental para su planeación, recaudación, administración y control.

En el ámbito del análisis del comportamiento del fenómeno metro-
politano y de las disposiciones legales que dan el soporte y la defini-
ción de los conceptos de ingreso (y de egreso), el caso del Distrito Fe-
deral se considera relevante ya que además de que la mayor proporción 
de su territorio tiene el uso urbano metropolitano, se han integrado 
en un solo ordenamiento (el Código Financiero del Distrito Federal) 
todas las disposiciones asociadas con los ingresos de la entidad y con 
la estructuración, ejercicio y control de su gasto; fenómeno análogo se 
observa en el Estado de México dada la relevancia del área conurbada 
de la Ciudad de México.�

Código Financiero: Se destaca la estructura básica de dicho ordena-
miento por cuanto toca a los ingresos, la cual determina los rubros de 
actuación en materia fiscal urbana.

Ley de Ingresos: Con la existencia del Código Financiero y su vasto 
alcance y cobertura señalado, la Ley de Ingresos (que antes indicaba el 

� Los conceptos considerados bajo el rubro de productos por el Código Financiero del Distrito 
Federal son, los ingresos derivados del estacionamiento de vehículos en la vía pública, los dere-
chos por el uso o aprovechamiento de inmuebles y los derechos de descarga a la red de drenaje-
aplicable cuando el suministro del agua no es provisto por la red municipal. Véase también el 
Código Financiero del Estado de México.

� Ello ha motivado el extenso uso de su estructura legal en materia fiscal como la base de 
ejemplificación del tema.
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comportamiento programado de los diversos rubros del ingreso de la 
Hacienda Pública a la vez que establecía las obligaciones de los ciuda-
danos en materia fiscal, así como las competencias en materia fiscal-im-
positiva y financiera de la Entidad, y de los criterios y procedimientos 
para su aplicación), hoy determina básicamente el marco de compor-
tamiento anualizado de los ingresos; constituye así tanto la referencia 
básica para determinar el alcance del gasto público al dimensionar los 
ingresos en el periodo fiscal correspondiente como el punto de referen-
cia contra el cual medir la efectividad en el desempeño del área respon-
sable de la recaudación y de las finanzas del gobierno respectivo.�

Ejemplos de la estructura base de los ingresos en casos específicos: 
Se usa para ello el caso del Distrito Federal y del Estado de México, los 
que como se ha señalado, comparten porciones relevantes del territorio 
de la Zona Metropolitana de la Ciudad de México.

Datos de la ley de ingresos del Distrito Federal  
para el ejercicio fiscal, 200710

I Impuestos 18,586’848,948 100.00 % 19.263%
Sobre nóminas 7,309’881,393 39.33 %
Predial 7,256’459,621 39.04 %
Sobre adquisición de inmuebles 3,227’752,538 17.37 %
Sobre tenencia de uso de vehículos 313’669,853 1.69 %
Sobre loterías, rifas, sorteos y concursos 232’870,198 1.25 %
Sobre espectáculos públicos 147’715,345 0.79 %
Por la prestación de servicios de  

hospedaje
98’500,000 0.53 %

II Contribuciones de mejoras 1’000,000 0.001 %
III Derechos 6,832’676,931 100.00 % 7.081 %
IV Otras contribuciones 1 0.000 %
V Accesorios 437’016,260 0.453 %
VI Productos 7,386’627,245 100.00 %

� Se destaca que la estructura de ordenamientos en la materia, es análoga en el Distrito Fede-
ral y en el Estado de México al contar ambas entidades con su respectivo Código Financiero y la 
aplicación de la Ley de Ingresos como instrumento definitorio del comportamiento programático 
anual de los ingresos.

10 Se destaca que el dato que se refiere en la Gaceta Oficial como total de los conceptos de 
ingresos es de 97,890’864,910 pesos, lo cual no corresponde de manera exacta al total mostrado 
en la tabla arriba referida; no obstante ello los subtotales correspondientes a cada partida son los 
mismos en la Gaceta y en la tabla arriba referida, y esta última refiere la sumatoria de los mismos 
de manera precisa.
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Por prestación de Servicios de Derecho 
Privado

6,236’518,726 84.43 %

Por el uso, aprovechamiento, enajen-
ación bienes dominio privado

1,150’108,519 15.57 %

VII Aprovechamientos 2,422’435,193 2.510 %
VIII Por acuerdo colaboración administrativa 5,639’050,311 100.00 % 5.844 %
IX Productos financieros 509’252,541 0.528 %
X Participación en ingresos federales 34,887’526,054 100.00 % 36.165 %

Por el Fondo General de Participaciones 32,272’645,591 92.50 %
Fondo de Fomento Municipal 2,013’750,141 5.77 %
Participación Impuestos Esp.  

s/Producción y Servicios
601’130,322 1.72 %

XI Transferencias federales 10,482’792,754 10.864 %
XII Organismos y empresas 8,528’495,062 8.839 %
XIII Adeudos ejercicios fiscales anteriores 777’143,610 0.805 %
XIV Endeudamiento neto 1’400,000 0.001 %

96,492’264,910 100.000 %

Datos de la ley de ingresos del Estado de México  
para el ejercicio fiscal, 200711

1 Impuestos 440’588,000 100.00% 4.074%
Erogaciones por remuneración al trabajo 4,311’622,000 90.95%

Otros 428’966,000 9.05%

2 Derechos 2,075’151,000 1.783%
3 Aportaciones de mejoras 137’721,000 0.118%
4 Productos 349’108,000 0.300%
5 Aprovechamientos 4,108’159,000 3.530%
6 Ingest. x Sistema Nacional. Coord. Fiscal/

Apoyos F
71,731’526,000 61.643%

7 Ingreso del sector auxiliar 14,261’500,000 12.256%
8 Otros ingresos 256’164,000 0.220%
9 Ingresos netos derivados de financiamientos 7,466’112,000 6.416%

Total (Referido en Gaceta de Gobierno) 109,866’617,000 94.414%
Endeudamiento neto 6,500’000,000 100.00% 5.586%
Presupuesto de ingreso total 116,366’617,000 100.000%

11 La Ley de Ingresos del Estado de México señala en su Artículo Segundo una capacidad de 
endeudamiento neto para el Ejecutivo del estado de 5,000 millones de pesos, y el Artículo Tercero 
establece dicha capacidad para los Organismos Auxiliares de Gobierno por un monto neto total 
de 1,500 millones de pesos.

(Continuación)
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En términos comparativos entre la estructura de ambos presupues-
tos se destaca: 

–	 La muy alta proporción que los ingresos derivados de la Coordi-
nación Fiscal con la Federación y de las participaciones y trans-
ferencias federales tienen en el caso del estado de México (61.64 
por ciento del total), respecto de aquella en el caso del Distrito 
Federal (47.02 por ciento del total).

–	 La escasa relevancia de los mpuestos y los derechos como fuente 
de ingreso en el caso del Estado de México (4.074 por ciento y 
1.783 por ciento del total respectivamente), respecto del caso del 
Distrito Federal (19.26 por ciento y 7.081 por ciento del total res-
pectivamente).

–	 La presencia y relevancia relativa como generador de ingreso, en 
ambos casos, de un concepto impositivo que se asocia con rubros 
típicamente gravados al nivel federal, como lo es la actividad 
económica empresarial, a través de gravar los salarios pagados 
en ambas entidades (Impuesto. Sobre Nóminas en el Distrito 
Federal con un 7.6 por ciento del total, y en el Estado de México 
el Imp. Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo con el 
4.3 por ciento del total).

Egresos

Disposiciones legales más relevantes

Código Financiero: al igual que para los ingresos, en materia de egresos 
el Código establece los criterios y prioridades a seguir en la preparación 
del Presupuesto de Egresos, los procedimientos para su integración y 
autorización, las modalidades y controles para su ejercicio, así como los 
criterios de revisión y evaluación.12

12 Tanto en el caso del Distrito Federal como del Estado de México, el proceso de pre-
paración, autorización, ejercicio, supervisión y evaluación de los egresos, se rige por el Có-
digo Financiero respectivo, y se apoyan en el Presupuesto de Egresos como su instrumento 
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Se destaca la estructura básica de dicho ordenamiento por cuanto 

toca a los egresos, la cual determina los rubros presupuestales de ac-

tuación y las prioridades a otorgar en su integración, ejercicio, control 

y evaluación.13

Presupuesto de Egresos: el cual señala de manera específica la es-

tructura de los programas de egreso, los montos a ejercer autorizados, 

los responsables de la aplicación del mismo, así como cualquier otro 

tipo de disposición asociada con el egreso y su control.14

Estructura general de los conceptos de egreso

Para este efecto se presenta un análisis breve del presupuesto para el 

Distrito Federal, el cual se refiere:

a)	Según las áreas responsables de su ejercicio.

b)	Según los programas generales.

c)	Según los programas a ser manejados por las Delegaciones. 

Se destaca que esta estructura de presentación del presupuesto no 

permite identificar el objetivo final de las erogaciones al no vincularse 

con los programas, de gasto o inversión, que apoyarán.

operativo básico. Dichos procedimientos implican típicamente: una participación directa y 
conductiva del Ejecutivo correspondiente en su integración; la intervención del Legislativo 
para su autorización; la participación de los diversos órganos y dependencias para su ejer-
cicio, con un alto grado de centralidad en el manejo del sistema de pagos; la supervisón por 
órganos superiores; y la evaluación de la idoneidad de la estructura del gasto, que deriva en 
las nuevas prioridades para la estructuración de los presupuestos subsiguientes, es realizada 
también con un alto grado de centralidad por parte de las dependencias de nivel superior del 
Ejecutivo correspondiente.

13 Se recomienda la lectura de este ordenamiento desde el punto de vista de los “proce-
sos de toma de decisiones” que en él se establecen para las diversas etapas de preparación, 
ejercicio, control, supervisión y evaluación del gasto, ya que ello permite identificar el grado 
de centralidad o apertura participativa existente en dicho proceso en cada entidad político-
administrativa.

14 Se destaca que en los presupuestos se observa el uso de la técnica de referir los montos 
del gasto tanto por su relación con los órganos o dependencias responsables de su ejercicio como 
con los “programas” con los cuales se asocian, siendo este último criterio el que permite mejor 
comprensión de su relevancia social.
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Se destaca a su vez, que no se hace evidente de la estructura de 
presentación del presupuesto o que corresponde a “gasto corriente” y 
lo que corresponde con “gasto de inversión”, lo cual es relevante ya 
que este último permite saber qué proporción de las erogaciones paga 
el aparato administrativo del gobierno de la entidad, y cuánto se des-
tina a la ampliación de la infraestructura urbana y a la ampliación del 
activo fijo general.15

Presupuesto por áreas responsables16

Área Presupuesto Porcentaje

Administración central 31,804’187,085 32.50
Delegaciones 20,266’169,699 20.71
Órganos desconcentrados 7,437’940,163 7.60
Policía auxiliar y bancaria industrial 5,917’074,391 6.05
Entidades 21,015’776,594 21.48
Órganos autónomos 6,720’844,357 6.87
Costos financieros coberturas 3,536’897,692 3.61
Costo fin. Deudas paraestatales 1,127’072,930 1.15
Pago de adefas 30’000,000 0.03

97,855’962,911 100.00

Presupuestos por programas17

Transferencia a órganos autónomos 7,996’017,904 8.15%
Procuración de justicia 4,209’472,981 4.29%
Seguridad pública 12,776’802,054 13.02%
Protección civil 542’741,044 0.55%
Readaptación social 1,411’159,870 1.44%

15 Se destaca empero que el sistema de “cuentas” base para la contabilidad del ejercicio, 
permite conocer cuáles conceptos caen bajo cada rubro; no obstante ello no se refleja en los do-
cumentos iniciales con los que se autoriza el Presupuesto de Egresos.

16 Se destaca que el monto total de egresos referido en la tabla correspondiente en la publi-
cación de la Gaceta Oficial es de 97,890’864,910; asimismo que los totales por las partidas aquí 
señalados corresponden con dicha publicación, y que no obstante ello, la sumatoria de los mis-
mos es la indicada en la tabla en este documento.

17 Se destaca que el monto total de egresos referido en la tabla correspondiente en la publi-
cación de la Gaceta Oficial es de 97,890’864,910 de pesos; asimismo que los totales por las parti-
das aquí señalados corresponden con dicha publicación, y que no obstante ello, la sumatoria de 
los mismos es la indicada en la tabla en este documento.
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Conducción y coordinación política de 
desarrollo

1,982’745,638 2.02%

Administración pública 11,300’394,254 11.51%
Control y evaluación de la gestión 

gubernamental
272’058,625 0.28%

Fomento y desarrollo, educación y deporte 3,195’974,460 3.26%
Cultura y esparcimiento 1,297’035,687 1.32%
Servicios de salud 7,568’791,938 7.71%
Pensiones, jubilaciones y ayudas 1,937’725,420 1.97%
Protección social 8,258’981,862 8.41%
Fomento al empleo y la productividad 127’507,570 0.13%
Promoción, fomento, regulación, Actividad 

Comercial-Industrial-Servicios
787’760,504 0.80%

Producción y comercialización bienes  
y servicios

686’572,089 0.70%

Producción, Fomento de Actividad  
Agrícola-Forestal-Pecuaria

336’453,377 0.34%

Infraestructura Ecológica, transporte, 
urbanización

7,118’782,459 7.25%

Fomento y apoyo, asentamientos humanos 2,616’495,272 2.67%
Agua potable 4,825’579,826 4.92%
Drenaje y tratamiento de aguas 3,088’830,729 3.15%
Regulación/Prevención Contaminación 

Preservación Recurso Natural
3,233’381,222 3.29%

Regulación transporte urbano 7,625’629,503 7.77% 29.04%
Ejecución y control de crédito público 4,963’970,622 5.06%

98,160’864,910 100.00%

Se refieren con el recuadro las partidas del presupuesto que pue-
den contener conceptos de “inversión” (a diferencia de aquellos de 
gasto que no inciden en la ampliación de la infraestructura de la ciu-
dad), destacando que aun en el caso de que dichas partidas tuvieran 
un componente bajo de gasto, el porcentaje de inversión se estima bajo 
atendiendo a las evidentes necesidades de la ciudad.

Se destaca que si bien la participación de las delegaciones-político 
administrativas del Distrito Federal es de sólo el 20.65 del presupuesto 
total, en varios rubros su participación supera el 50 por ciento del total 
del mismo: administración pública; cultura y esparcimiento; promo-

(Continuación)
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ción, fomento y regulación de actividades comerciales, industriales y 
de servicios; promoción y fomento de actividades agrícolas, forestales 
y pecuarias; infraestructura ecológica, de transporte y urbanización; y 
regulación y prevención de la contaminación y preservación de recur-
sos naturales.

Presupuesto por programas:  
Delegaciones

Del total 
general

Transferencias a órganos autónomos 
Procuración de justicia

Seguridad pública
Protección civil 154’215,839 0.76% 28.41%
Readaptación social
Conducción y coordinación política de 

desarrollo
Administración pública 5,689’286,672 28.07% 50.35%
Control y evaluación de la gestión 

gubernamental 394,934 0.00% 0.15%
Fomento y desarrollo, educación y 

deporte 1,423’164,676 7.02%
44.53%

Cultura y esparcimiento 943’076,444 4.65% 72.71%
Servicios de salud 139’887,511 0.69% 1.85%
Pensiones, jubilaciones y ayudas
Protección social 2,444’321,406 12.06% 29.60%
Fomento al empleo y la productividad 13’440,280 0.07% 10.54%
Promoción, fomento y regulación de 

actividades comerciales industriales 
y de servicios 531’177,070 2.62% 67.43%

Producción y comercialización de 
bienes y servicios 7’037,539 0.03% 1.03%

Promoción y fomento de actividades 
agrícola-forestal-pecuaria 231’117,419 1.14% 68.69%

Infraestructura ecológica, de 
transporte y urbanización 4,218’261,952 20.81% 59.26%

Fomento y apoyo asentamientos 
humanos 765’447,601 3.78% 29.25%

Agua potable 585’910,867 2.89% 12.14%
Drenaje y tratamiento de aguas 685’826,760 3.38% 22.20%



Carlos Goya Escobedo160

Regulación y prevención de la 
contaminación y preservación de 
recursos 2,301’304,420 11.36% 71.17%

Regulación de transporte urbano 132’298,307 0.65% 42.87% 1.73%
Ejecución y control de crédito público

20,266’169,699 100.00% 20.65%

Se destaca asimismo que el componente de administración pública 
(gasto del aparato de la administración), representa para las delega-
ciones el 28.07 por ciento del total del presupuesto a ellas asignado, 
en contraste al peso del 11.51 por ciento que dicho rubro tiene en el 
Presupuesto General del Distrito Federal.

El esquema fiscal “urbano” frente a la ciudadanía

En el ámbito fiscal participan e interactúan los tres niveles de gobierno. 
Corresponden a la Federación y a los estados los conceptos más generales 
de tributación, asociados en principio con la actividad económica –sea 
sobre la producción (isr) o sobre el consumo (iva)–; corresponden al muni-
cipio fundamentalmente aquellos asociados con la propiedad raíz (predial, 
sobre adquisición de inmuebles, contribución sobre mejoras, etcétera).

A través de acuerdos de coordinación, tanto en la promulgación de 
las leyes correspondientes como al nivel operativo de cobro y control 
de los ingresos, se trata de evitar la doble tributación y la múltiple par-
ticipación de autoridades en la recaudación y administración tributaria 
de frente a la ciudadanía.

En la relación Federación-estados, destaca el manejo del isr y el iva, 
impuestos en los que a través de los Acuerdos de Coordinación Fiscal 
se determinan las porciones de la recaudación que corresponden a la 
Federación y al estado en que se causa el impuesto, y se lleva a cabo 
la recaudación por las instancias federales, las que canalizan a los es-
tados los montos que conforme a dichos acuerdos corresponden.

En la relación Estado-municipios, destaca la práctica de establecer 
las determinaciones de los impuestos propios de los municipios en las 

(Continuación)



El esquema fiscal en el ámbito metropolitano 161

disposiciones de nivel estatal a efecto de que guarden congruencia, e 
incluso sean equiparables en términos de carga fiscal de un municipio 
a otro, aun cuando la recaudación sea efectuada por instancias a cargo 
del municipio.18

Dado que corresponde al municipio la planeación y la actuación 
administrativa sobre el territorio, resulta consistente que tenga a su 
vez la competencia de recaudar directamente los impuestos que le 
son propios y programar también de manera directa su aplicación al 
gasto. Por ello, y por ser los impuestos vinculados con la propiedad 
los que tienen la incidencia más directa en el comportamiento inmo-
biliario, e incluso en decisiones de ubicación y sobre la “oportunidad 
temporal” en que ocurre el desarrollo en zonas determinadas, la ac-
ción municipal resulta de gran relevancia en el comportamiento de 
la ciudad.

No obstante lo anterior, la complejidad del nivel “metropolitano” 
hace necesaria la existencia de pautas de planeación y coordinación 
de la acción pública a un nivel más abarcante para lograr el comporta-
miento consistente en el territorio.

¿Qué tan complejo “debe/puede” ser en su concepción y en su aplicación?

A este efecto se usan nuevamente las determinaciones existentes en el 
Distrito Federal y en el Estado de México en relación con un mismo 
concepto de tributación: el Impuesto Predial.

18 Resulta relevante destacar la notable diferencia que se presenta en el caso del Distrito 
Federal respecto de otros estados, aquí ejemplificados con el caso del Estado de México. En 
el caso del Estado de México, ya que las disposiciones constitucionales hacen claro que los 
impuestos predial y sobre adquisición de inmuebles (isai) corresponden a los municipios, el 
Código Financiero del Estado se limita a establecer las disposiciones –base y tasa– que permitan 
determinar el impuesto a cargo de los contribuyentes sujetos a dicho gravamen, quedando en 
manos de la Tesorería Municipal el cobro de los mismos; en el caso del Distrito Federal, si bien 
en términos generales las “Delegaciones Políticas” se asimilan con el nivel municipal, no existe 
tal nivel de desarrollo sobre sus potenciales competencias en materia fiscal, por lo que dichos 
impuestos son determinados, cobrados y dispuestos directamente por el gobierno del Distrito 
Federal, el cual aplica al igual que los otros conceptos de ingreso al presupuesto de cada dele-
gación sin vincular directamente el origen del ingreso por predial o isai con el presupuesto de 
la delegación que lo origina.
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Variables básicas:
Sujeto del impuesto: Las personas (físicas o morales, individuales o colec-
tivas), que sean propietarias (o poseedoras), de inmuebles ubicados en la 
jurisdicción.
Base del impuesto: El valor catastral del inmueble conforme al las “tablas 
de valores unitarios del suelo y construcciones” que al efecto se publi-
quen; en ambos casos se les requiere a los sujetos del impuesto “declarar” 
dicho valor, aun cuando está determinado por la autoridad a través de las 
tablas referidas.19 En el caso del Distrito Federal se tiene además que rea-
lizar un comparativo entre dicho valor por “unitarios” y otro determinado 
de manera distinta para los casos en que los inmuebles se encuentren 
arrendados (identificado como “valor base rentas”).20

El impuesto: Será el que resulte de aplicar la “tarifa” a la “base” determi-
nada conforme a las disposiciones del Código Financiero de cada una de 
las entidades señaladas, y en su caso las reducciones o descuentos que 
procedan conforme a los señalamientos del propio código.

¿Qué valores deben de regir para la determinación de la “base”  
del impuesto: el valor socialmente creado o el valor comercial?

En la “valuación” para determinar el impuesto se requiere más que la 
precisión respecto del valor que una propiedad en sí pueda tener, el 
garantizar que la aplicación de las variables resulte en la distribución 
homogénea y proporcional de los valores conforme las características 
que se elijan para determinar la base del impuesto.

19 Se destaca que en origen la incorporación del requerimiento de que el contribuyente 
declarase el valor (lo que ocurrió primero en el D.F. en la reforma promovida a principio de los 
90´s), obedeció a la iniciativa de incorporar un mecanismo que redujera la evasión fiscal al tras-
ladar al causante la carga de la manifestación de la existencia de su inmueble y por tanto de la 
existencia de su obligación de pago del impuesto. No obstante con el tiempo esta medida se ha 
transformado en un requerimiento “técnico” al requerirle al contribuyente la determinación del 
valor incluso con mecanismos de valuación “comercial” distintos al de los unitarios en caso de 
discrepancia entre aquellos que le estima la autoridad, así como en mecanismos de presión para 
elevar el monto de los impuestos al proveer la autoridad “propuestas de declaración” del impuesto 
que llevan dichos valores a los topes y no a los niveles correspondientes por las características 
reales de los inmuebles.

20 Los valores determinados por “base rentas” resultan en montos muy distintos para el mis-
mo inmueble, y sobretodo en cargas fiscales muy diferentes para un mismo inmueble.
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La determinación del “valor unitario” en el caso del Distrito Fe-
deral busca identificar un aproximado del valor “comercial” de los 
inmuebles, y se basa en la observación sistemática del mercado de 
suelo en las diferentes zonas de la ciudad, aplicando a éste los prome-
dios observados en zonas características cuyo comportamiento –y por 
tanto su valor– se estima homogéneo; las construcciones se tipifican 
conforme a su estructura de espacios y sus características constructi-
vas, determinando valores en varios “cajones” definidos por la com-
binación de variables de uso, alturas y características constructivas y 
de acabados.

En el caso del Estado de México, la determinación del valor del 
suelo para efectos del impuesto busca identificar la cuantía de la in-
versión pública existente en cada colonia o región, definiendo para 
las diversas zonas el valor del suelo con base en tablas de valores 
basadas en las características de urbanización y los equipamientos 
que cada área tiene; para las constricciones se sigue un mecanismo 
análogo al referido para el Distrito Federal. De esta manera se hace un 
intento por vincular las recuperaciones que el impuesto puede tener 
con el componente de inversión pública que incide en la valoración 
del suelo en la ciudad.21

¿La carga impositiva resultante está realmente vinculada  
con la forma de determinar la “base gravable”?

Dada la interacción de la “base” y la “tarifa” para estimar el impuesto, el 
principio rector de la determinación de la base puede verse reducido o 
nulificado al calcular el impuesto que causa cada inmueble. A este efec-
to se presenta un comparativo breve de las cargas fiscales resultantes en 
ambas entidades según el valor de los inmuebles que lo causan.

21 Se estima no obstante lo interesante del principio aplicado que intenta vincular un aspecto 
de intervención pública con la determinación de la carga impositiva del predial en el Estado de 
México, que el resultado es de un mecanismos complejo en si e incomprensible para el ciudadano 
común, lo que se estima facilita el rechazo al mismo. Dicho efecto se amplia al requerirle también 
en este caso “autodeterminarse” con base en un mecanismo que es altamente incomprensible 
para el ciudadano común.
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Conforme se aprecia de las tarifas aplicadas en la página siguien-
te, la correspondiente al Estado de México presenta una proporción 
creciente de la carga fiscal conforme se eleva el valor de la base (con 
excepción de un brinco en el primer rango que resulta más alta dicha 
carga que en varios de los subsiguientes rangos); con ello se logra 
“progresividad” en el impuesto al tributar en forma más que propor-
cional aquellos inmuebles que implican mayor riqueza de sus pro- 
pietarios.

En contraste la tarifa del Distrito Federal, además de su extensión 
al presentar 25 rangos distintos, y de su complejidad al presentar dos 
tablas adicionales para establecer “cuotas fijas” y “descuentos” (véase 
nota 22 en la página siguiente), en varios de sus rangos presenta “re-
gresión” al hacer tributar en menor proporción a inmuebles que tienen 
mayor valor.

Criterios y efectos de “progresividad”  
y/o “regresividad” en el impuesto predial

Ejemplificando con los mismos casos analizados (Distrito Federal y el 
Estado de México).

En impuestos el efecto deseado es que la carga fiscal sea “progre-
siva”, entendiendo esto como una creciente proporción de la carga 
respecto de la base conforme ésta se eleva; siendo el predial un im-
puesto patrimonial al gravar la riqueza –el valor de la propiedad y no 
el “ingreso” por ejemplo, ello implica que pague una proporción mayor 
quien más riqueza tiene.

De no lograrse que los impuestos sean “progresivos”,22 lo que sí re-
sulta altamente cuestionable es que sean “regresivos” y tengan el efecto 
inverso que resulta en que quien menos tiene pague más en términos 
proporcionales.

22 Se destaca que no todas las teorías impositivas consideran la progresividad como algo 
deseable, al insistir que las cargas impositivas deben de ser igualmente proporcionales a todo lo 
largo de su aplicación.
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Progresividad/regresividad del predial, estado de méxico
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La gráfica evidencia con la excepción del primer tramo/rango de la 
tarifa conforme a valores del bien tasado, la carga fiscal resultante de 
la aplicación de la tarifa es progresiva al incrementar la proporción del 
impuesto respecto a la base conforme es mayor el valor del bien.

Se destaca empero que la progresividad general sólo puede ase-
gurarse si la base (los valores de suelo y construcciones) refleja una 
estructura homogénea de valores que represente un comportamiento 
objetivo e imparcial de dichos valores.

Progresividad/regresividad del predial, Distrito Federal
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Las referencias anteriores hacen evidente la existencia de regresivi-
dad en la tarifa del Impuesto Predial en el Distrito Federal A ello se aú-
na un grado de dificultad que se estima excesivo para su aplicación.23

23 Se destaca que la existencia de tantos “rangos” de valores (25 en total, frente a los 13 rangos 
manejados por la tarifa en el Estado de México), y de las tablas adicionales por las cuales se fijan 
cuotas mínimas a los primeros cuatro rangos, y descuentos a nueve rangos más, se estima que 
refleja una mala técnica fiscal y es en exceso complejo sin lograr lo que parecería su objetivo: 
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Si a los aspectos anteriores se suma la existencia de un método 
distinto para determinar el impuesto que causa un inmueble si éste se 
encuentra arrendado, y de que el impuesto así calculado puede llegar 
a ser varias veces el impuesto determinado con base en los “valores 
unitarios”, el esquema no sólo resulta en regresividad sino que incluso 
puede llegar a resultar errático en cuanto a sus impactos para los suje-
tos de este impuesto aun cuando en términos de ingreso sea más pro-
ductivo y guarde lógica desde un enfoque meramente recaudatorio.24

En los años noventa el grueso del ingreso del Impuesto Predial se con-
centraba en un número muy pequeño de contribuyentes, los que se 
agrupaban en los cuatro rangos mayores de la tarifa (la cual tenía enton-
ces cerca de 13 o 15 rangos como la del Estado de México actual), y en 
aquellas cuentas tributando bajo “base rentas”. Ello se visualizó como 
una gran vulnerabilidad que se redujo con la reforma de 1990; se estima 
que ahora dicha vulnerabilidad es aún mayor que en aquella época.

El Impuesto Predial y su potencial como instrumento de política 
pública urbana

El esquema tributario que se contiene en el Código Fiscal (de am-
bas entidades), hace evidente que el manejo de los impuestos propios 
del nivel municipal –habida cuenta de la homologación incompleta 
respecto de las delegaciones político-administrativas en el Distrito Fe-
deral–, busca la recaudación como objetivo primordial –o exclusivo–, y 
parte del mecanismo de ejercer los gravámenes en el momento en que 
“ocurre el desarrollo”.

Ello se hace evidente al visualizar la serie de gravámenes (entre 
impuestos, derechos y contribuciones), que se le imponen a las pro-
piedades al momento de tratar de lograr su desarrollo: gravámenes a 
la fusión o subdivisión de los predios; derechos por la revisión de los 
estudios preparativos; derechos por la expedición de licencias o por 
la recepción de las manifestaciones de realización de obras; contribu-
ciones por obras –las que normalmente han sido realizadas de manera 
previa con ingresos fiscales–; derechos por el uso de las redes de agua 

eliminar la regresividad de la tarifa mediante el establecimiento de cargas crecientes de manera 
homogénea a lo largo de la tarifa.

24 Véase la fracción II del artículo 149 del Código Financiero del Distrito Federal.
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y drenaje; derechos por la constatación de la terminación de las obras; 
derechos por los respaldos para operar; impuestos por la adquisición 
del inmueble desarrollado; y finalmente la actualización de las cargas 
por el impuesto predial, sea por la aplicación de los nuevos valores o por 
las disposiciones de valoración con base en las rentas.

En contraste se estima que se desaprovecha una cualidad única 
del Impuesto Predial, consistente en que su aplicación periódica y 
permanente a lo largo del tiempo no sólo puede redundar en una base 
de recaudación consistente sino en la inducción de patrones de com-
portamiento, de especial relevancia en cuanto a la toma de decisiones 
de inversión en materia de suelo urbano, el cual constituye una de las 
variables más críticas para tener procesos ordenados de ocupación del 
territorio y mercados ágiles para el desarrollo inmobiliario.

Al depender el Impuesto Predial de que ocurra el desarrollo de los 
predios para lograr su recaudación relevante, por una parte incorpora 
desincentivos a la inversión inmobiliaria al encarecerla, y por otra par-
te subutiliza la capacidad de generar un desincentivo a la especulación 
financiera con el suelo urbano.

Es claro que en nuestra sociedad los bienes raíces son aún una 
alternativa de “ahorro” que utiliza un gran parte de la población. No 
obstante cuando el ahorro así concebido retira del mercado urbano 
porciones importantes del suelo habilitado con infraestructura y 
accesibilidad para su uso como parte de la metrópoli, se causa un 
daño por la falta de disponibilidad de dicho recurso y por el encare-
cimiento del mismo que se provoca: resulta productivo el retener el 
suelo cuando la expectativa de su revaloración en el tiempo es “por 
o menos por inflación”, y el “costo” asociado a “retenerlo ocioso” –el 
predial– resulta tan bajo que representa sólo una porción de dicho 
incremento de valor.

En adición a lo anterior es de destacarse que tal retención ociosa 
del suelo permite que también se capturen de manera especulativa 
los valores socialmente creados en torno al suelo urbano, como lo es 
su ocupación funcional por ocupantes/propietarios que construyen 
y conforman los “barrios”, y cuya presencia consolida el mercado 
zonal del que se beneficia –en términos de precio– el propietario que 
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no participa en dicho proceso constructivo y de consolidación del 
desarrollo zonal.

Existen diversas líneas de pensamiento en la materia que conside-
ran conveniente incluso que el Impuesto Predial debiese gravar exclu-
sivamente al suelo a efecto de promover su movilidad como mercado, 
y su valoración razonable (sin la apropiación privada del valor creado 
a través de la inversión pública y del valor social generado por quie-
nes sí ocupan el territorio y “construyen ciudad”), lo que resultaría 
en mercados más dinámicos y con una estructura de precios que en 
efecto refleje ese comportamiento dinámico de la ciudad y su mercado 
inmobiliario.

Si bien ello es una tarea de altísima complejidad en una ciudad de 
las dimensiones de la Ciudad de México, las razones que lo motivan son 
relevantes de atender, especialmente cuando se trata de representantes 
de la ciudadanía que están al cargo de estructurar las leyes con las que 
se rija nuestra sociedad y en las cuales conviene vertir los conceptos 
de fondo y cuyo impacto no se restringe a lo evidente, como lo es lo 
recaudatorio.25

25 El autor destaca que en la reforma a diversas disposiciones fiscales del Distrito Federal, 
promulgada en 1990, y en la que tuvo oportunidad de participar desde el ámbito técnico en su 
calidad entonces de subtesorero de Catastro y Padrón Territorial del Distrito Federal, se logró 
incorporar una “sobretasa” a los terrenos baldíos o sin construcciones, que justamente buscaba 
generar presión a la subutilización del suelo urbano, la cual no logró ser suficiente para ese efecto 
ya que los valores no fueron ajustados en la proporción necesaria para que en efecto se capturase 
por el predial una parte relevante de la “plusvalía socialmente creada”; tampoco logró ser entendi-
da en dicha función ya que en el año de 2005 dicha carga complementaria fue retirada del Código 
Financiero, lo que hizo evidente que ni su función de incentivo a la movilidad del mercado se 
logró transmitir a los responsables subsiguientes de dicha responsabilidad pública.
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(....) en la vida cotidiana los hombres actúan como si siguieran 
reglas; saben cómo hacer las cosas, y ese saber incluye una 
experiencia práctica, una experiencia reflexiva y una orienta-
ción normativa. (....) En el origen, pues, no tenemos individuos 
que razonan, ni acciones, ni aun relaciones elementales, sino 
pautas, maneras de hacer las cosas: formas de vida (...).

Escalante, 1992: 30

Régimen institucional y quehacer legislativo

Todas las ciudades tienen problemas comunes relacionados con sus 
funciones nutritivas, productivas y de organización, resultado de su 
transición ineludible hacia la etapa posfordista,� que es orquestada 
desde nodos globales donde se deciden las directrices y modalidades 
del desarrollo planetario.

En lo particular, cada ciudad responde a orígenes histórico-con-
cretos que tienen que ver con formas institucionales enraizadas en su 
tradición constitucional, leyes, historia, geografía y cultura, tal y como 
lo previeron durante la Ilustración Vico, Montesquieu y Hegel.�

*Profesor-investigador de la uam-Xochimilco, sociólogo y doctor en ciencias políticas y so-
ciales por la unam, miembro del sni-Conacyt y Presidente de la Fundación Mexicana de Estudios 
Políticos y Administrativos, A.C.

� La ciudad fordista y corporativa se consolidó con el taylorismo industrial bajo la sombrilla 
del keynesiano y el Estado benefactor; por su parte, en el posfordimo la producción se descentra-
liza propiciando un nuevo orden espacio-temporal con simultaneidad de tiempo-espacio, promo-
vido por la innovación tecnológica, la comunicación y el trabajo flexible (Ramírez, 2003: 99).

� A Vico le interesó interpretar la historia de las instituciones humanas; Montesquieu puso 
énfasis en la dimensión espacial y geográfica; explica la variedad de las sociedades y de sus res-

Gestión metropolitana:  
la importancia de las instituciones para el desarrollo  
de las ciudades en la era de la globalización
José Antonio Rosique Cañas*
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Pieter Terhorst propone que el régimen institucional que opera en 
las grandes metrópolis se compone de diversos espacios instituciona-
les, aterrizados en un área geográfica específica en la que se desarrollan 
una o varias instituciones, encargadas del pilotaje político de la zona 
(Terhorst, 2004: 113).

Estos espacios institucionales están jerarquizados, desde el nivel 
supranacional, que se encarga de las normas que regulan el comercio 
internacional, las relaciones monetarias, hasta el nivel local que com-
prende las estructuras desconcentradas del Estado y que es también el 
espacio de los compromisos y de los acuerdos entre los grupos sociales, 
pasando por el nivel nacional, encargado de la organización del siste-
ma electoral, del régimen fiscal y del régimen provincial.

De la manera en que se estructuren y funcionen todos esos niveles, 
depende el funcionamiento y orientación del gobierno; esos son los 
espacios en los que se mueven los órganos soberanos de la represen-
tación popular, para promover leyes, aprobar decretos y diseñar los 
organismos públicos desde los que los cuerpos tecnoburocráticos se 
organizan para enfrentar los retos de darle gobernabilidad al país, tanto 
en lo político, como en lo económico y social.�

Entre la influencia local-global y el tamaño demográfico de las ciu-
dades, se destaca, el carácter interactivo del régimen institucional entre 
las diferentes instancias de gobierno y los actores económicos, sociales 
y políticos que son los que a su vez propician el cambio institucional, 
de donde se deriva el cambio histórico de la sociedad.

Desde las antiguas ciudades-Estado el hombre creó institucio-
nes y organizaciones para darle gobernabilidad a aquellos imperios 

pectivos órdenes constitucionales por tres causas: físicas o naturales, económico sociales y espi-
rituales. Hegel, como pensador más completo hasta su momento, piensa que “una constitución no 
es un sombrero que se puede poner arbitrariamente sobre cualquier sociedad. A cada sociedad le 
corresponde la constitución que se adecua al espíritu del pueblo” (Rosique, 2004: 15-16).

� La gobernabilidad se compone de dos aspectos: lo político y lo administrativo, lo primero 
proviene de la legalidad constitucional, la legitimidad y el consenso logrado por la forma de llegar 
al poder y ejercerlo y, lo segundo, por la eficiencia en el manejo de los asuntos públicos que se 
mide por la calidad y aceptación de los resultados de las políticas públicas. La gobernabilidad 
que mejor se acomoda a esta definición es la democrática; se le asocia con capacidad, habilidad, 
estabilidad orden, eficacia y legitimidad política basada en prácticas democráticas (Rosique, 
2006: 58-59).
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efímeros que demandaban mucha precisión en la construcción de 
ciudades amuralladas y para la gestión de enormes infraestructuras 
hidráulicas que les permitían resguardarse de las invasiones, apo-
yar la agricultura y funcionar con cierta eficacia y estabilidad local 
(Guerrero, 2001: 41).

Pero en la construcción y desarrollo de aquellas ciudades antiguas 
hubo siempre algo más que inagotables fuentes de mano de obra escla-
vizada sometida a latigazos; hubo una forma de organización basada 
en leyes, normas, reglas, procedimientos técnicos y de trabajo, nego-
ciaciones, acuerdos, pautas de conducta, procedimientos, formas de 
vida muy particulares y valores practicados e internalizados por todos 
los involucrados, a los que cada quien agregaba su propia inspiración 
estética y artesanal para darle uso y vida a barrios y ciudades históricas 
que trascendieron.

En las ciudades de hoy también tenemos una forma de organiza-
ción muy compleja basada en un marco legal con una ética pública 
y usos y costumbres en ocasiones muy antiguas, pero conocidas y 
reconocidas por todos, así como maquinarias burocráticas y formas de 
gobierno, producto de un Estado de derecho basado en cierta legiti-
midad democrática; todo ello es la base para lograr el funcionamiento 
de enormes megalópolis que ocupan cuencas y regiones interminables 
con poblaciones millonarias.

El reto de los legisladores, en tanto legítimos representantes del 
soberano, es realizar con sabiduría e imparcialidad el análisis que le 
permita actuar en función de darle leyes eficientes a su país para estar 
al día de los asuntos públicos, fortaleciendo así, el régimen institucio-
nal de cada región metropolitana, pero bajo una concepción integral 
de la vida institucional.�

Ahí está la clave de la eficiencia de las instituciones y el funcionar 
inteligente de sus organizaciones, para lograr que la acción público-

� Antonio Azuela y Emilio Duhau (1993) consideraban que la forma más importante del estu-
dio de los cambios institucionales estatales era a través de los cambios en las leyes y ya entrados 
en materia, el análisis se centraría en la relación entre estructura institucional formal y acción 
pública (Bolívar et. al., 1993: 201). Aquella visión jurídicista de lo institucional, sigue siendo hoy 
característico de muchos de los trabajos que analizan la problemática metropolitana.
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privada y social, alcance resultados de calidad y aceptables por la ma-
yoría; desde luego que esto se puede facilitar más aún, si se cuenta con 
un determinado grado de desarrollo tecnológico, con capital financiero 
y humano altamente calificado y un capital social solidario y orientado 
al bien común.�

Por lo anterior, en este trabajo centramos nuestra atención en 
la importancia que tiene el estudio de las instituciones, que son las 
que dan viabilidad a la organización política y administrativa de los 
gobiernos metropolitanos y a la vida cotidiana en la ciudad. Como la 
dinámica del crecimiento de las ciudades no permite que los ajustes 
institucionales se den con la rapidez que se requiere, entonces hoy la 
mayoría de las grandes ciudades tienden a ser ingobernables debido 
a la convergencia de por lo menos tres procesos que consideramos 
fundamentales:

•	 La multiplicación de los espacios de poder.
•	 La transformación de los sistemas de representación y
•	 Aumento de la conflictividad entre actores y redes de actores.

Debido a ello, el problema común a la mayoría de las ciudades es:

la falta de una institución dotada de la legitimidad y de los recursos polí-
ticos (presupuesto, preparación técnica y administrativa, capacidades 
normativas), que agregue las demandas de los actores colectivos e indivi-
duales y les ofrezca respuesta mediante políticas públicas adecuadas so-
bre territorios pertinentes (Jouve y Lefévre, 2004: 9).

� La idea del bien común es tan vieja como el budismo, el hinduismo, el confucionismo y la 
Grecia clásica y va más allá del hecho de no dañarnos unos a otros, pues en cualquier sistema 
político sus miembros comparten un bien común y es obligación de los gobiernos democráticos 
proporcionárselos, pero esa misión siempre ha desafiado toda solución simple, por eso, algunos 
críticos no le dan categoría científica, dado que incluso, encuentran dificultad para determinar 
si hay un bien común reconocido por todos los ciudadanos. En torno a esa dificultad Robert A. 
Dahl plantea tres preguntas que en nuestra opinión son fundamentales: ¿el bien de quién debe 
tomarse en cuenta?; ¿cómo puede determinarse el bien común de la mejor manera posible en las 
decisiones colectivas? y, ¿cuál es el contenido de fondo del bien común? Por lo tanto, más que 
olvidarse del tema, como lo hacen sus críticos, el problema central del bien común es de tipo 
práctico, pues se trata de pensar en cómo asegurarse para que en las decisiones públicas se pueda 
alcanzar la mayor satisfacción colectiva (Dahl, 2002: 337).
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Entonces la pregunta central para los actores políticos, entre ellos 
los legisladores, es saber: ¿cuáles son los costos de transacción por los 
que los actores metropolitanos no pueden crear o transformar las ins-
tituciones y las organizaciones para enfrentar los problemas de com-
petitividad, productividad, sustentabilidad y calidad de vida que se 
demanda en las ciudades en la era de la globalización?

Aunque todos aceptan los retos que implica para los países estar 
sometidos a los flujos e impactos de la globalización, Saskia Sassen, 
Borja, Castells, Soja, Mathos y Eibenschutz, observan en esos procesos, 
una ventana de oportunidad para que las ciudades más influyentes y 
dinámicas, se convirtieran en actores colectivos destacables.

...al mismo tiempo que las ciudades se sitúan en la economía global, de-
ben integrar y estructurar a su sociedad local. Esa integración social re-
quiere mecanismos políticos descentralizados, basados en la descentrali-
zación administrativa y en la participación ciudadana de la gestión 
municipal (Borja y Castells, 2000: 33).

La ocde, el Banco Mundial, la onu y la Unión Europea, entre 
otros, han recomendado medidas innovadoras de gestión pública que 
corren en paralelo a los fracasos de las medidas económicas neolibe-
rales, basadas en la teoría neoclásica que le da preferencia al mercado 
y a la gestión gerencial desde el Estado. Hasta hoy, han pasado por 
encima de los gobiernos y sus administraciones por lo menos dos ge-
neraciones de ese tipo de reformas dirigidas al Estado y al mercado, 
la de Reagan-Tatcher (1981) y la del Consenso de Washington (1991) 
(Rosique, 2004).

Actualmente (1996 en adelante) se puede decir que estamos en-
trados en una reforma, desde nuestro punto de vista cualitativamente 
diferente, la de “Tercera Vía”, en la que se refuerzan los valores de-
mocráticos y se busca el equilibrio entre la acción del mercado y la 
acción pública desde el Estado, particularmente sobre los temas del 
sistema de bienestar, el desarrollo con crecimiento económico, pero 
con sustentablilidad y calidad de vida para todos, es decir, se trata de 
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un enfoque de gestión pública, en donde se debilita en enfoque geren-
cialista de corte empresarial.�

Pero mientras avance el dinámico y expansivo proceso de metropo-
lización sobre todas las regiones planetarias, las metrópolis no acaban 
de resolver el complejo desencuentro entre su explosión demográfica y 
territorial y su débil, fragmentado e ineficiente régimen institucional, lo 
que pone a los gobiernos locales en el escenario de la ingobernabilidad 
debido a sus resultados deficientes, limitados y de mala calidad que se 
observan en sus servicios municipales e infraestructuras de transporte 
y vialidad.

Para reencontrar el lugar del estado en la actual coyuntura es necesario 
repensar su concepción como agente del interés público, del colectivo 
multicultural, y árbitro en los conflictos entre los grandes intereses priva-
dos, así como entre empresas nacionales hegemónicas y de las subde
sarrolladas (García Canclini, 2000: 194).

Siguiendo esta lógica, la solución del problema es más político 
que económico, más institucional que técnico y se centra primero en 
una concientización y movilización ciudadana para la participación 
efectiva en los asuntos públicos, que modifique las formas actuales 
de representación limitada y que obligue al Estado actuar a favor del 
bien común y no de las oligarquías local-globales que hoy dominan las 
regiones metropolitanas y naturales de todo el mundo.

Ahí la democratización de los gobiernos locales, la acción de los 
grupos de ciudadanos organizados globalmente y el avance de las 
prácticas de gobernanza entre los actores metropolitanos, será la base 
para que los representantes populares, reconstruyan un marco legal 
moderno que refuerce las instituciones eficientes reconocidas y prac-
ticadas por las comunidades urbanas, sobre todo, las orientadas a las 
formas de vida cotidiana que apoyan la sostenibilidad económica y la 
sustentabilidad de las ciudades y a partir de eso, rediseñen a los orga-

� Giddens pone de ejemplo puntero a los socialdemócratas alemanes que dicen que: “....el 
punto decisivo es ver si la calidad de vida se asegura mejor mediante un aumento de consumo 
privado o mediante una mejora en la actuación del Estado”. De hecho se empieza a percibir que 
el trabajador y el pequeño y mediano empresario, prefieren sacrificar ingresos directos, a cambio 
de sistemas de seguridad social eficientes (Giddens, 2000: 31).
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nismos públicos que operan en la actualidad como responsables de la 
coordinación para la gestión metropolitana.

La emergencia del neoinstitucionalismo

Durante el siglo xx, destacaron dos posiciones irreconciliables desde 
el punto de vista teórico y práctico, una, la de la economía neoclásica, 
que siempre ha visto en el mercado el mecanismo idóneo para lograr 
el desarrollo a través de la oferta y la demanda que optimiza la distri-
bución de los recursos y ofrece un estado de equilibrio social justo, al 
dejar libres a los agentes económicos para que maximicen sus ganan-
cias a través de su conducta racional y egoísta, también conocida como 
la “opción racional”, esas son las razones por las cuales el Estado no 
debe participar en la economía; éste sólo debe dedicarse a las labores 
de seguridad, defensa y recaudación de impuestos.

El keynesianismo, por su parte, propuso que el Estado garantizara 
el bienestar social a través de su intervención en la economía, la oferta 
masiva de empleo y una política social fortalecida, desde donde se des-
lizan los orígenes de la “opción pública” (Powell y Dimaggio, 2001: 33-
75). Dada la crisis del capitalismo monopolista de 1929-1933 durante 
cuatro décadas se impuso esta segunda opción con el reforzamiento de 
una visión weberiana bajo la cual se organizó una maquinaria tecno-
burocrática que consumó lo que Richard Rose llamó el “gran gobierno” 
(Rose, 1998).

Más adelante, ya avanzada la crisis del Estado de bienestar y del 
socialismo real (décadas del setenta y ochenta), regresa la opción ra-
cional con una nueva versión de la economía clásica mejor conocida 
como “neoliberalismo”, para volver a reivindicar al mercado como me-
jor mecanismo de asignación de los recursos, proponer la competencia 
como medio idóneo para alcanzar la eficacia en los intercambios e 
incrementar la productividad, perdida por los “buropatológicos” orga-
nismos del Estado.

Pero igual, después de dos décadas las políticas neoliberales mos-
traron sus limitaciones para resolver la cuestión social y ambiental, así 
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como de los problemas de mala distribución de la riqueza propios del 
capitalismo. Sin bien la globalización económica ha generado ciertos 
beneficios en términos de modernizar al mercado y expandir el uso de 
la tecnología y la información, las crisis sociales y de valores han dado 
paso a nuevos planteamientos teóricos, alternativos para comprender 
los sistemas políticos nacionales y mejorar la gobernabilidad de las 
ciudades mundializadas.

James March y Johan Olsen (1984) reconocieron el papel que otor-
gan las teorías políticas al individuo y su papel maximizador como 
elemento fundamental y rector de la conducta humana, pero colocan 
a la “acción colectiva” en el centro del análisis, manteniendo la in-
quietud de saber por qué a pesar del individualismo, las instituciones 
que le apuestan al bien común,� persisten e impulsan organizaciones 
local-globales, que muestran capacidades de contrarrestar a los pode-
res fácticos y a las empresas multinacionales aparentemente dominan 
el mercado e influyen sobre el Estado.

El neoinstitucionalismo critica los sesgos de los enfoques conduc-
tistas y de elección racional dominantes en la economía neoclásica por 
su contextualismo, reduccionismo, utilitarismo, funcionalismo e ins-
trumentalismo y en cambio resalta el papel importante que desempe-
ñan las relaciones entre los grupos humanos, las instituciones creadas 
por ellos y sus efectos recíprocos, las reglas, los valores, las normas, 
las limitaciones y las sanciones correspondientes que imponen en caso 
de no cumplirlas, para alcanzar un mejor desempeño por parte de los 
individuos frente a su sociedad (Chapiro, 2007: 16).

Ahora bien, la mera existencia de instituciones que buscan el bien 
común, sean del Estado o no, no garantizan el desarrollo sustentable 
y con justicia social; lo que se requiere es que éstas sean eficaces en 
el logro de su misión; en muchas ocasiones, a pesar de los esfuerzos 
colectivos y el voluntarismo de los líderes, la aplicación de recursos, 
la ubicación geográfica estratégica de un país, una región o una ciudad 

� Abundando sobre la idea del bien común, “para Aristóteles una democracia debería ser 
plenamente participativa y su meta debería ser buscar el bien común. Para asegurarlo debe ase-
gurar una relativa igualdad, propiedad moderada y suficiente y prosperidad duradera para todos” 
(Chomsky, 1999: 10)
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y de contar con el capital humano y social desarrollado, si las institu-
ciones que se han forjado al paso del tiempo son ineficientes, todos los 
otros aspectos sirven de nada, para alcanzar los resultados esperados; 
hacen falta organizaciones inteligentes con capacidades institucio-
nales suficientes como para impulsar transformaciones que den por 
resultado un “buen gobierno”.

Las instituciones son las reglas del juego, las limitaciones ideadas 
por el hombre que dan forma a la interacción humana, los límites 
para la acción humana (recursos, capacidades técnicas y restricciones 
sociales), pero también enfatizan el papel para resolver problemas, po-
tenciar a los agentes para trabajar colectivamente y producir beneficios 
colectivos, por eso estructuran los incentivos en el intercambio huma-
no y lo mismo sirven para satisfacer ambiciones personales, como para 
alcanzar el bien común.

De las instituciones se deriva la forma de gobierno y el derecho 
consuetudinario, que se traducen en estabilidad y legitimidad para que 
los agentes puedan actuar dentro de los diferentes campos de poder 
apoyados por los valores y reglas del juego.�

Las organizaciones (gobierno, escuelas, empresas, sindicatos, gre-
mios, iglesias, familias) optimizan el desempeño de las instituciones 
al usarlas; son instancias que estructuran la interacción humana que 
aseguran en su campo de acción, el logro de objetivos y metas a través 
de una combinación de experiencia, aptitudes, destrezas, estrategias, de 
organización y coordinación entre grupos e individuos.

Las instituciones estructuran y establecen marcos de oportunidades 
(leyes, contratos, convenios, acuerdos, consensos) para que las organi-
zaciones operen a fin de alcanzar su misión. En su accionar las orga-
nizaciones modifican a las instituciones para optimizar su desempeño 
o adaptarlas a los intereses de los diferentes actores.

Las organizaciones cobran vida y evolucionan de acuerdo con el 
régimen institucional e influyen en la forma en que éste evoluciona, 
teniendo como resultado el cambio institucional; las organizaciones se 

� Para que exista un campo, es necesario que haya algo en juego y gente dispuesta a jugar, 
que esté dotada de los habitus que implican el conocimiento y reconocimiento de las leyes inma-
nentes al juego, de lo que está en juego, etcétera (Bourdieu, 1990: 136).
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crean con un propósito deliberado y en el curso de su desempeño por 
lograr su misión, constituyen también la fuente principal del cambio 
histórico de la sociedad en su conjunto.

En las regiones metropolitanas, espacio de las mayores interac-
ciones humanas, las organizaciones no operan de manera unívoca, 
de hecho cada una tiene intereses divergentes respecto de las otras 
(gobierno, gremios, sindicatos, cámaras empresariales, universidades); 
eso hace que tanto organizaciones como instituciones manifiesten un 
funcionamiento contradictorio, dado por la dialéctica social misma 
que les da origen y sentido (North, 2001).

Postulados del neoinstitucionalismo

El neoinstitucionalismo se fundamenta en las elecciones individuales, 
pero las considera como una forma de reconciliar las diferencias entre 
la economía neoclásica de la elección racional y las teorías políticas de la 
elección pública, pues las instituciones que moldean esas elecciones, re-
ducen la incertidumbre fortaleciendo una estructura estable para la inte-
racción humana, pero la estabilidad por sí sola, no garantiza la eficiencia 
de las instituciones para lograr el desarrollo, ni su inmutabilidad.

Así, las instituciones formales e informales dan como resultado 
organizaciones que pueden cambiar manteniendo cierta estabilidad y 
continuidad estructural; éstas surgen debido a los incentivos conteni-
dos y tomados del régimen institucional y por consiguiente, dependen 
de él en cuanto a los beneficios que se proponen. Las instituciones de-
ficientes e inoperantes tienden a extinguirse en el tiempo, mientras que 
las que resuelven mejor los problemas humanos, son las que emergen, 
se afianzan y perduran en la sociedad.

De esta diferencia entre organizaciones e instituciones y de su exis-
tencia simbiótica, es de la que depende la dirección de los cambios 
institucionales (reformas a las leyes, nuevos acuerdos, reglas y valores). 
Su estructura incentivadora retroalimenta a los individuos que juegan 
las reglas desde sus organizaciones, orientados por el conjunto de opor-
tunidades que ofrecen las instituciones.
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Entonces, las organizaciones están ahí por los incentivos contenidos 
en el régimen institucional; normalmente sus actores obran conforme 
a información incompleta y asimétrica que reciben mediante elemen-
tos supuestamente racionales de los que por eso pueden resultar vías 
persistentemente ineficientes. Los costos de transacción entre agentes 
en situaciones desiguales acrecientan derechos ineficientes por lo in-
justos, conflictivos y monopólicos que son. Por eso esta teoría parte 
del ser humano, su conducta, motivaciones e intereses, ya que para 
mejorar y optimizar el desempeño en todos los órdenes, hay que lo-
grar la coordinación y cooperación entre los agentes, en campos de 
poder que son por naturaleza, de escasez y por ende, de competencia 
y conflicto permanentes.

Dada esta situación, el intercambio sin fricciones, ya sea econó-
mico, social y político, es imposible, pero todos los actores desde su 
posición en sus campos de poder lo practican por necesidad, pues les 
aminora los costos de transacción y les permite identificar condiciones 
bajo las cuales las personas están dispuestas a cooperar bajo prácticas 
de gobernanza, incluso sin la intervención coercitiva que imponen 
las leyes del Estado, yendo así, más allá del supuesto maximizador y 
egoísta y acercándose más al bien común, que a la coalición que rompe 
con las reglas del juego (North, 2001: 38).

¿Mercado, Estado o sociedad? La teoría neoclásica sigue viendo 
en el mercado la mejor explicación del surgimiento, mantenimiento y 
cambio de las instituciones, pues la competencia es el mecanismo más 
poderoso en la selección de las instituciones que deben prevalecer; “la 
mano invisible” selecciona las formas de organización más eficientes; 
ahí, los agentes con mayor poder relativo, mayores capacidades orga-
nizativas y más información, tienen un mayor margen para manipular 
las instituciones en su favor.

El neoinstitucionalismo, por su parte, pone atención en seis as-
pectos:

1.	Las normas como medio para comprender cómo funcionan las 
instituciones y cómo determinan y moldean el comportamiento 
individual.
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2.	La elección racional explica el comportamiento individual a tra-
vés de reglas e incentivos producto de los cuales los individuos 
tratan de maximizar su beneficio.

3.	Las decisiones tempranas en políticas son la clave para la evolu-
ción y desarrollo dominante de la acción pública.

4.	La forma de gobierno marca una diferencia en la manera en có-
mo se gestionan las políticas y las decisiones que toman los agen-
tes; la idea dominante es que el gobierno manda en las políticas, 
aunque en el fondo hay otros actores, a veces muy influyentes 
para los resultados que se alcanzan.

5.	La influencia e impactos de la globalización explica prepon-
derantemente el comportamiento del Estado, el mercado y los 
individuos.

6.	La estructura de las relaciones e interacciones entre Estado, mer-
cado y sociedad civil (gobierno, agentes urbanos y ciudadanía) 
(Guy, 2003: 33-38).

Contradicciones interinstitucionales

Existe una contradicción entre la opción racional maximizadora del 
egoísmo individual y la opción pública, maximizadora del bien co-
mún. Esta contradicción está alojada al interior de cada ser humano, 
que en la vida cotidiana se debate entre tomar decisiones en su favor 
o a favor de todos; esto es lo que genera un ambiente de conflicto e 
incertidumbre permanente en toda sociedad, pero particularmente en 
las ciudades mundiales, que es donde se intensifican las interacciones 
relacionadas con los más grandes intereses económicos y políticos del 
desarrollo planetario, situación que sólo se puede superar a través de 
la cooperación y la coordinación entre los actores fundamentales, evi-
tando así la coalición y la anarquía.

Por lo anterior, los individuos y los grupos requieren de reconocer 
un régimen institucional que les proporcionen las reglas aceptadas por 
todos para lograr negociaciones y acuerdos que distribuyan los costos 
y beneficios de cada transacción, de tal manera que se desvíen las tra-
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yectorias de las coaliciones. Entre los gobiernos locales que conforman 
la autoridad pública en una metrópoli, es común impulsar sistemas de 
relaciones intergubernamentales que buscan estabilidad y coherencia 
para la implementación y desarrollo de las políticas metropolitanas, 
con base en un plan preconcebido y factible de acuerdo con el régimen 
institucional dominante en la región.

De ahí que entre mejor estén representados los individuos y los 
grupos sociales en las organizaciones de la ciudad, más eficiente será 
la distribución de los costos y beneficios y limitarán mejor la conducta 
maximizadora individual, logrando así el bien común, pero no hay que 
dejar de lado que los individuos más egoístas prefieren organizaciones 
e instituciones ineficientes y defectuosas, pues éstas les proporcionan 
una utilidad individual o de grupo mayor.

Pero aun en los casos de mayor egoísmo, la realidad es que igual-
mente casi por todos lados la práctica de la opción racional no es 
tan consistente, pues esos mismos individuos y grupos, en ocasiones 
también están creado instituciones de beneficio colectivo, a pesar de 
mantener la tentación maximizadora de beneficios personales.

Las instituciones orientadas al bien común, favorecen siempre la 
difusión y el abaratamiento de la información, promueven la vigilancia 
y el cumplimiento de la misión, facilitan soluciones a controversias y 
aportan seguridad a largo plazo; eso es lo que las hace perdurables, 
eficientes y aceptadas por la mayoría. Cuando es así, el Estado fija y 
obliga la observancia de esas instituciones, y regula y vigila las áreas 
de los intercambios.

De esta manera, la eficiencia de las instituciones les viene de sus ob-
jetivos, aceptación social, capacidad para estimular un comportamiento 
más cooperativo y coordinado, estructuran los incentivos, reducen la 
incertidumbre y promueven señales para organizar la vida cotidiana. Su 
contraparte está en que restringe las posibilidades de cambios rápidos, 
que en ocasiones se requieren para ajustarse a nuevos entornos; por eso 
a la vez son también restricciones que moldean las interacciones.

Entre las ventajas de contar con un régimen institucional fuerte está 
la reducción de los costos de transacción, de imposición y vigilancia y 
de medición; favorece solución a disputas, mejora las ganancias para 
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todos, facilita el intercambio, aclara las oportunidades para obtener 
beneficios. Esta teoría enfatiza el papel del Estado para la afirmación y 
evolución de las instituciones.

Queda claro que los grupos de poder en la sociedad capitalista no es-
tán muy dispuestos a espontáneamente ceder en sus intereses a favor de 
otros, por lo que no es tan evidente que la deliberación sea la condición 
única para construir consensos; en esos casos las instituciones del Esta-
do se apoyan en la legalidad y en la legitimidad suficiente, como para 
orientar la decisión pública que más convenga al bien común, pero esa 
última decisión sólo se puede dar si se trata de gobiernos democráticos, 
altamente ciudadanizados (Ayala, 1996: 24).

La conducta humana y la de las colectividades quedan pues, en el 
centro del análisis y su conocimiento científico será fundamental para 
edificar instituciones que permitan mejorar el desempeño de todo tipo 
de organizaciones, incluyendo desde luego, las que tienen que ver con 
el desarrollo metropolitano. En esta teoría se plantea que para lograr 
instituciones eficientes justas (leyes, decretos y reglamentos, para el 
caso de los legisladores) hay que generar prácticas y condiciones para 
incorporar a la ciudadanía en la toma de decisiones sobre las políticas 
públicas metropolitanas y no pretender que sólo desde el gobierno se 
decida qué le conviene al público o qué quiere la gente; eso le corres-
ponde decirlo sólo al soberano, más allá de los mecanismos formales 
de la democracia representativa, las leyes vigentes y del sistema de 
partidos imperante.

Organizaciones estatales y gobernanza

Partimos del hecho de que en democracia el Estado es, entre otras 
cosas, un ente basado en la ética pública que cuenta con una red de 
organismos creados formalmente por ley, sujetos a normatividades 
establecidas constitucionalmente y cuyas facultades y funciones se 
previenen en el derecho público y administrativo;� éste adquiere una 

� El derecho administrativo es el que le da al Estado un marco normativo que contiene el 
potencial restrictivo drástico para las actividades administrativas ancestrales dentro de lo que era 
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cierta racionalidad burocrática, porque se trata de organizaciones, que 
aunque han sido creadas y orientadas por una forma determinada de 
entender y aplicar los principios de esa ética pública, por sistema se 
trata de organizaciones imperfectas e deficientes, pues basan su opera-
ción en instituciones imperfectas y deficientes, más allá de las capaci-
dades técnicas y humanas y la legitimidad política que posean frente 
a sus públicos de referencia.

Se supone que detrás de cada acto de gobierno auténticamente 
burocrático, existe en principio, un sistema de motivos racionalmente 
discutibles, es decir, una subsunción bajo normas o un examen de 
fines y medios, al margen del capricho personal libre, derivado de la 
antigua dominación del Estado patrimonialista: la norma, la finalidad, 
el medio y la impersonalidad, objetiva dominan la conducta adminis-
trativa, pues esa “burocracia maquinal” es un producto histórico que 
viene evolucionando y que se consolida cuando en los principios del 
siglo xx se da la conjunción de Weber, Taylor y Keynes, hecho que dio 
lugar al “management científico” (administración racional).

En los casos de América Latina sus aparatos administrativos se 
empezaron a ver como una mixtura variada de elementos patrimonia-
les, clientelares y corporativos, incapaces de actuar bajo el paradigma 
burocrático racional perfeccionado en los países metropolitanos en 
donde sí sirvió como palanca para el capitalista moderno. Esos fueron 
los modelos que entre los ochenta y noventa entraron en crisis y fue-
ron vistos como “buropatologías” en vías de extinción, de los primeros 
críticos neoliberales como Milton Friedman en adelante (1961) (Vidal 
y Prats, 2005: 55).

Así la “nueva gestión pública”10 enfocó sus acciones bajo los prin-
cipios siguientes:

estrictamente expresable a través de la ley. Ello derivó en una radical disminución de funciones 
de la administración pública de los estados absolutistas y autoritarios y se tradujo en lo que hoy 
conocemos como el Estado de derecho, es decir, que el gobierno sólo puede actuar con base en lo 
que la ley le permite hacer, mientras que el ciudadano puede hacer todo lo que quiera siempre y 
cuando la ley no se lo prohíba (Guerrero, 2004: 20).

10 La nueva gestión pública (new public management) se refiere a usar los recursos públicos 
con la máxima eficiencia para lograr satisfacer las demandas de los ciudadanos, aprovechar las 
oportunidades de un mundo globalizado y competitivo para alcanzar sociedades más acordes con 
los deseos colectivos que exigen cambios, imaginación e innovación (Olías, 2001: xii).
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–	Orientación hacia el ciudadano usuario o ciudadano cliente.
–	Control de resultados (eficacia, eficiencia y economía).
–	Discrecionalidad necesaria para que los gerentes públicos actúen con 
flexibilidad.
–	Separación entre formulación (políticos) y ejecución de políticas (geren-
tes públicos).
–	Separación entre organismos reguladores y organismos proveedores de 
servicios.
–	Transferencia de servicios hacia empresas y ong.
–	Diversificación en los mecanismos de control sobre las unidades des-
centralizadas.
–	Terciarización de las actividades auxiliares licitadas (Vidal y Prats, 
2005: 38-40).

A partir de estas orientaciones, el gobierno se tuvo que abrir, prime-
ro enfocándose hacia la profesionalización de sus relaciones con otros 
órdenes de gobierno, luego hacia las relaciones interinstitucionales11 
y finalmente hacia redes de organizaciones de la sociedad civil. El 
principal signo de este paradigma de funcionamiento es la interacción 
abierta, de lo que se derivó un aprecio por las prácticas flexibles e 
incluyentes.

Ahora los públicos-cliente en todas las ciudades del mundo demo-
crático, se están organizando de diversas formas para participar en la 
toma de decisiones y la implementación de las políticas; a su vez los 
gobiernos son más receptivos y diversificados en sus políticas, pues las 
dirigen a públicos muy segmentados y diversos.

La acción pública sólo se da en contextos donde los valores políticos del 
sistema son democráticos. La capacidad de respuesta a las demandas so-
ciales legítimas consiste en hacer lo que se necesita, dentro de lo deman-

11 Conflictivas, cooperativas, creativas, calculadoras, competitivas o contractivas, las rela-
ciones intergubernamentales se han desarrollado en cierto grado en los sistemas republicanos 
y federalistas de todo el mundo, pero dada la descentralización y la flexibilidad en la gestión, 
en los últimos años, esas relaciones se abrieron más allá del Estado; es decir, se convirtieron en 
relaciones interinstitucionales, o lo que es lo mismo, surgió el gobierno interactivo, dando lugar 
a un intenso desarrollo de parternariados público-privados; de ahí se está a un paso de la gober-
nanza democrática, en la medida que los gobiernos se democratizan, se ciudadanizan y de paso 
se publifican los problemas sociales (Wrigth en Shafritz y Hide, 1999: 1109-1138).
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dado, dejar de hacer lo superfluo y mejorar continuamente en la detección 
de necesidades (Bañón, 2003: xviii).

Pasar paulatinamente de los modelos de gestiones preburocráticas, 
burocráticas y gerenciales, más o menos centralizadas, autoritarias y 
tecnocráticas, hacia el modelo emergente de gobernanza democrática, 
está haciendo posible que sus gobiernos estén logrando resultados con 
mayor calidad, aceptados por la mayoría y con más legitimidad.

Esta evolución no se basa en cambios puramente procedimentales 
y de ingeniería organizacional, sino en mejoras institucionales que re-
percuten en sus organizaciones. Entendida así la política, entonces la 
gobernanza democrática en las metrópolis se hace menos utópica, pues 
aunque hay poderes fácticos enormes que se esmeran por maximizar 
sus beneficios, el poder ciudadano va penetrando y permeando las 
decisiones fortaleciendo el modelo de gestión de la elección pública, 
hecho que le da al Estado capacidades legítimas para cumplir con ta-
reas orientadas al bien común.

Modelos Históricos de Gestión Pública

Preburocrático Burocrático Gerencial Gobernanza

Patrimonialista Sistema de botín Plusvalía Interés público
Estamental Clases sociales Consumidores Ciudadanos
Ciudad-Estado Estado-nación Mercado local-global Estado-bienestar
Cerrado Corporativo Contractual Concertación
Despótico-

tributario
Autoritario 

represivo
Democracia 

representativa
Participación 

integral
Súbditos Gobernados Clientes Públicos
Subsistencia Producción Productividad Sustentabilidad
Monarquía Presidencialista Empresarial Parlamentario
Conquistador Colonizador Globalizador Cooperación
Teológico-militar Élite política Servicios e información Bien común
Antigüedad Época moderna Actual Emergente

Fuente: Elaboración propia.

Aunque la gobernanza en su origen se define como una actividad 
fuera del Estado, hoy se ve que los gobiernos están intensificando sus 
relaciones con los actores económicos, pero también están impulsan-
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do la organización y participación de redes ciudadanas que mejoran 
la calidad de la gestión, la hacen más incluyente, democrática y le 
suman potencialidades estratégicas para hacer de las ciudades lugares 
que compitan y se complementen con otras y se les agregue calidad de 
vida y sustentabilidad.

Los gobiernos metropolitanos son ahora emprendedores, socios, fa-
cilitadores; de ahí que el papel de los políticos y gerentes públicos es el 
de crear y gerenciar desde las redes de actores metropolitanos, sin cuya 
colaboración resulta imposible avanzar. Por su complejidad e intensa 
interacción, la gestión metropolitana se mueve en torno al gobierno, 
la administración pública, las empresas privadas y las organizaciones 
civiles, es decir entre los campos de lo público, lo privado y lo social 
(Bozeman, 1999: 54-70).

La gobernanza no es de dominio universal, pero sí está dominando 
aquellas sociedades en donde los valores democráticos se están ins-
titucionalizando; ahí los resultados de la gestión se están mejorando, 
aportando más eficiencia y legitimidad al actuar público, sin eliminar 
las funciones tradicionales del Estado y del mercado.

La gobernanza no elimina las formas de gobernación burocráticas 
ni gerenciales, más bien convive con ellas al aceptar la centralidad 
del Estado para la búsqueda del “buen gobierno”, gestiona el conflic-
to fundamental del capitalismo y construye consensos a través de la 
construcción de espacios públicos para la deliberación, basados en 
reglas aceptadas, intercambio de información, mejor comunicación, 
actuación con transparencia y rendición cuentas entre todos los acto-
res involucrados. (Vidal y Prats, 2005: 65).

Respecto de los gobiernos metropolitanos tendremos que decir que 
el avance de la gobernanza es limitado, debido a la complejidad de los 
espacios públicos en que se mueven; hay fragmentación político-admi-
nistrativa y muchos actores emergentes, en donde los primeros ejercen 
hegemonía y los más poderosos cuentan con más y mejor organización 
e información; se trata de regímenes institucionales deficientes, donde 
otros actores históricos influyen con más eficacia y legitimidad sobre 
la gestión de las políticas.
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En la segunda mitad del siglo xx y lo que ha transcurrido del xxi, han 
surgido y se han desarrollado formas sociales y territoriales nuevas 
cuyo conocimiento y, sobre todo, tratamiento por parte de los poderes 
del Estado, las leyes y los sistemas políticos son aún inapropiados o 
insuficientes. Uno de estos procesos, es la formación de grandes con-
centraciones de población, actividades sociales y estructuras físicas, 
continuas o discontinuas, que desbordan los límites político-adminis-
trativos históricos de la(s) ciudad(es) que le(s) sirve(n) de núcleo, a las 
que denominamos zonas metropolitanas y ciudades región (Pradilla y 
Sodi, 2006: 14 y 238).

En México, encontramos numerosas realidades metropolitanas, en 
muy diversos estados, con diferentes grados de complejidad, con los 
problemas de gestión inherentes; y podemos hablar al menos de tres 
grandes ciudades región y varios sistemas urbanos regionales (Sedesol 
et al., 2004). Los ejemplos más representativos, por su tamaño, com-
plejidad e importancia son la Zona Metropolitana del Valle de México 
(zmvm), la segunda mayor aglomeración de población del mundo, 
asentada sobre tres entidades federales: Distrito Federal, Estado de 
México y estado de Hidalgo, integrada por 76 unidades político admi-
nistrativas –upa– (ddf et al., 1997); y la Ciudad Región del Centro de 
México (crcm), conformada por la zmvm, por otras cinco zonas metro-
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politanas de menor tamaño,� y los asentamientos humanos grandes o 
pequeños ubicados en sus intersticios o periferias, con un total de 276 
upa, y asentada sobre siete entidades estatales (Fideicomiso, 2000: 16). 
Por ello, podemos tomar estos casos para ejemplificar los problemas y 
alternativas posibles.

A pesar de la necesidad de profundizar en su conocimiento, pode-
mos afirmar que ninguna de estas nuevas formas urbanas ha recibido 
respuestas legales y políticas adecuadas y suficientes a sus múltiples 
problemas territoriales, sociales y de funcionamiento, a su gran frag-
mentación administrativa, a sus necesidades de planeación, instrumen-
tación legal e institucional, de organización operativa y de atención por 
parte de las organizaciones políticas y la ciudadanía organizada.

La metrópoli, unidad real

A pesar de su fragmentación nominal y administrativa, las zonas me-
tropolitanas son una unidad real.

La Zona Metropolitana del Valle de México, compuesta por 59 mu-
nicipios del Estado de México, 16 delegaciones del Distrito Federal y 
un municipio del estado de Hidalgo, es la ciudad real. Con el correr de 
los años, el proceso de metropolización iniciado en los años cuarenta 
del siglo pasado a partir de la expansión de la Ciudad de México, ha ido 
invirtiendo el peso demográfico y físico de sus partes fundamentales, 
el Distrito Federal y los municipios conurbados del Estado de Méxi-
co; hemos transitado del predominio absoluto del Distrito Federal en 
términos de extensión y población, al de los municipios mexiquenses 
conurbados. Hoy, la tendencia es hacia una estabilidad casi total de la 
población del Distrito Federal, mientras que en los municipios conur-
bados continúa creciendo la población a tasas similares a las del país 
(Fideicomiso, 2000: 29).

La división político-administrativa entre la parte del Distrito Federal 
y la parte mexiquense, herencia del proceso histórico de formación de la 

�La crcm estaría conformada y desigualmente estructurada por la zmvm y las zonas metro-
politanas de Toluca-Lerma, Querétaro-San Juan del Río, Pachuca, Puebla-Tlaxcala-Santa Ana-San 
Martín, y Cuernavaca-Cuautla.
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zona metropolitana a partir del núcleo de la Ciudad de México, es una 
realidad en la planeación, la administración y la gestión pública; pero 
también lo son los millonarios flujos cotidianos de vehículos, personas, 
capitales y mercancías entre sus dos partes, y sobre todo las necesidades y 
problemas comunes e interconectados que enfrentan conjuntamente para 
lograr la habitabilidad, la sustentabilidad y la competitividad (Pradilla y 
Sodi, 2006, sexta parte); igualmente reales son los efectos recíprocos, no 
necesariamente positivos, de las políticas urbanas,� y nos recuerdan que 
se ha formado una unidad socioeconómica y territorial metropolitana.

Sin embargo, esta unidad no ha borrado la identidad de cada uno 
de sus componentes, constituida a pesar del origen diverso, en una 
y otra parte, de sus habitantes, en su mayoría inmigrantes o hijos de 
inmigrantes provenientes de todas las regiones del país.

La fragmentación de la gestión metropolitana

La fragmentación legislativa y administrativa de la gestión de las me-
trópolis, es una de las principales limitantes para la solución de los 
problemas comunes, de carácter metropolitano, que padecen las gran-
des ciudades. Frente a los problemas compartidos como la poca dispo-
nibilidad de agua potable, las atrasadas e ineficientes formas de dis-
posición final de los desechos líquidos y sólidos, la desarticulación del 
sistema de vialidades internas y regionales, el diseño y funcionamiento 
seccionado del transporte público, la intensa contaminación atmosfé-
rica, las desiguales insuficiencias comunes de la educación, la salud y 
la vivienda, la escalada de la delincuencia organizada y la violencia, 
que padece la zmvm, la metrópoli actúa fragmentada en tres estados 
y 76 unidades político-administrativas, sus gobiernos e instituciones 
locales o estatales, y tres legislaturas y legislaciones estatales.

�Un ejemplo reciente, que repite el efecto causado por la política del regente Uruchurtru 
hace medio siglo, es el impacto del Bando 2 de finales del 2000, emitido por el jefe de Gobierno 
del D.F., que aceleró la emigración de las acciones del sector inmobiliario privado hacia los 
municipios mexiquenses, donde se construyeron decenas de miles de casas de interés social, lo 
que, como boomerang, acentuó los problemas de transporte de la población desde los municipios 
conurbados hacia el Distrito Federal. Podríamos señalar otros casos.
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La planeación del desarrollo general y del urbano, que deberían ser 
y contener las respuestas integrales y globales a estos problemas, se ela-
boran y, en el mejor de los caos,� se aplican fragmentariamente, por cada 
estado y municipio, dejando sus huellas en la desintegración de las obras 
y servicios, las duplicaciones o desconexiones de los proyectos, los so-
brecostos y, en muchos ocasiones, las contradicciones entre las políticas.

La política, lo local y la metrópoli

La multifragmentación de los aparatos legislativos, ejecutivos y judi-
ciales de las entidades y los gobiernos locales, se expresa en un sistema 
legal y operacional electoral y de partidos fragmentado, ya que está 
construido en función de la estructura territorial, para la lucha por 
el poder estatal y local, en las unidades político-administrativas. Hoy 
no existen distritos electorales, ni partidos políticos, ni se elaboran 
programas políticos partidarios metropolitanos, por que no existe este 
nivel jurisdiccional o de cargos de elección, ni en el Poder Ejecutivo ni 
en el Poder Legislativo.

En las metrópolis y ciudades región, la multifragmentación entre las 
localidades básicas tendría como efecto positivo, el que permitiría una 
mayor cercanía entre los legisladores, los funcionarios, los partidos y la 
población local, aunque en la realidad no ocurra así. En cambio, esta dis-
persión dificulta la comprensión y la respuesta a fenómenos más globales 
como la metropolización misma y otros procesos de integración socio-
territorial como las regiones urbanas y sus necesidades y problemas. En 
metrópolis que se asientan sobre una sola entidad, esta fragmentación 
puede estar mitigada por la presencia de los poderes Ejecutivo y Legislati-
vo estatales, que en la tradición política mexicana tienden a centralizar y 
unificar el ejercicio del poder en la cúspide, pero a costa de la autonomía 
constitucional local. Este factor de unificación no existe entre las entida-
des que forman la zmvm dadas las limitaciones operativas y políticas de 

�Tenemos que reconocer que la ausencia de elaboración y/o aplicación real de la planeación 
y los planes, a pesar de su carácter legal obligatorio, ha sido históricamente uno de los más graves 
problemas del desarrollo urbano en México.
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la coordinación metropolitana y de los encuentros legislativos, sobre todo 
cuando los gobernantes provienen de diferentes partidos políticos; el fac-
tor de centralización que representaba el Ejecutivo federal ha perdido 
esta capacidad, sobre todo en la actualidad, cuando las cabezas de los 
tres poderes Ejecutivos –Federal, del Distrito Federal y del Estado de 
México– pertenecen a tres partidos políticos distintos.

En un marco generalizado de limitada discusión de proyectos 
políticos de mediano y largo plazo, los partidos políticos no han cons-
truido diagnósticos, ni proyectos unificados e integrales –proyectos de 
ciudad– para la Zona Metropolitana del Valle de México o para otras 
metrópolis; por su parte, los candidatos a gobernar sus fragmentos y 
los mandatarios electos se limitan a la selección de acciones pragmá-
ticas o ejemplares y la elaboración de propuestas locales (municipios 
o delegaciones) o para las entidades federales, unos y otras inadecua-
das para el fenómeno metropolitano, que poco se menciona “para no 
invadir jurisdicciones ajenas”. Mientras más complejos se hacen los 
problemas, más se deja de lado su tratamiento integral.

Contradictoriamente, sumados los votantes de la zmvm significan 
una fuerza electoral cercana al 20 por ciento del total nacional; pero 
esta unidad sólo puede manifestarse actualmente en la elección presi-
dencial, no en los procesos locales.

Los ciudadanos, como fuerza autónoma, también se encuentran 
fragmentados, porque su referente, tanto organizativo como de demanda 
y manifestación, es la gestión local o estatal, a pesar de que la pro-
blemática a la que se enfrentan a escala metropolitana es, en muchos 
casos, unitaria. Un ejemplo significativo de ello, entre muchos, es 
el problema del transporte entre el Distrito Federal y los municipios 
conurbados, compartimentado por la frontera estatal, lo cual afecta 
intensamente a los habitantes de ambas partes de la metrópoli.

La conquista de la pluralidad

En las últimas dos décadas, los mexicanos hemos avanzado significa-
tivamente en la conquista de una mayor apertura en las contiendas 
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electorales, lo que ha allanado el camino a la alternancia en los puestos 
ejecutivos de elección, y ha dado lugar a la conformación de órganos 
legislativos notoriamente plurales en su composición.

Hoy en día, los tres mayores partidos políticos, y a través de la 
representación proporcional o las alianzas con éstos, los más chicos, 
ocupan puestos en los poderes ejecutivos y legislativos del Distrito 
Federal y el Estado de México, dando como resultado un mapa político 
multicolor en la metrópoli.

De un lado, los electores ganamos en una potencial pluralidad 
de las opciones para enfrentar los problemas metropolitanos; pero al 
mismo tiempo, perdemos la unidad de éstas, al no haber una interme-
diación partidaria para lograrla al nivel metropolitano, ni una instancia 
de gobierno donde se concierten.

Los proyectos políticos metropolitanos

Las opciones para enfrentar en mejores condiciones la fragmentación 
de la planeación, la gestión y los programas políticos, se encuentran 
en un accionar diferente de los partidos políticos y en la construcción 
de una alternativa de gestión unificada para las metrópolis. Las dos 
posibilidades están articuladas indisolublemente.

Si logramos en el futuro inmediato algún tipo de gestión unifica-
da de las metrópolis, los partidos políticos, aunque podrán y tendrán 
que mantener su operación, y sobre todo su elaboración de programas 
estrictamente locales y/o estatales, se enfrentarían a aquellos procesos 
que los involucran conjuntamente en lo metropolitano, a la elabora-
ción de propuestas de acción para los problemas comunes y que exigen 
una solución integrada y unitaria: un proyecto metropolitano.

Esta es la opción que permitiría enfrentar de mejor manera la 
problemática común de las metrópolis, y que daría una dimensión 
diferente, más amplia al debate político, a la construcción de propues-
tas dirigidas a la ciudadanía de toda la metrópoli. Esta posibilidad se 
abre desde ahora con la discusión conjunta al interior de los partidos 
y alianzas, y entre ellos también, de propuestas tendientes a avanzar 
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en la coordinación o unificación de la gestión de los problemas me-
tropolitanos.

Para ello, sería conveniente superar el pragmatismo que en gran 
medida ha caracterizado las discusiones políticas en tiempos recientes, 
y pensar anticipatoria y prospectivamente en esa no tan nueva reali-
dad, la zmvm, un conjunto socioterritorial de cerca de 20 millones de 
habitantes que expresa lo bueno, lo malo y lo feo de nuestra sociedad 
en un pedacito del territorio, para cuyo desarrollo con justicia, equidad 
y sustentabilidad hay que pensar en soluciones nuevas, no las más 
populares sino las más racionales y eficientes.

La unidad a construir: gobierno metropolitano

Uno de los problemas fundamentales de la gestión de los asuntos me-
tropolitanos es la ausencia de un mecanismo que permita la discusión 
conjunta de sus determinantes, los escenarios futuros, las soluciones 
posibles, las políticas y programas para enfrentarlos y los recursos para 
ejecutarlos.

Hasta ahora, en la zmvm, han fracasado los intentos por lograr que 
funcionen y sean eficaces los mecanismos de Coordinación Metropoli-
tana consagrados en la Constitución Política y el Estatuto de Gobierno 
vigentes, cuya formación, iniciada en 1995, se ha prolongado con mu-
chos altibajos, sin que logren los resultados necesarios y esperados.

Más de una década de desencuentros y de falta de operación real 
de las comisiones metropolitanas, con excepciones honrosas, han mos-
trado hasta la saciedad su insuficiencia e ineficiencia. Sus problemas 
básicos, además de los intereses políticos en juego en cada una de las 
demarcaciones, son la carencia de capacidad decisoria de los integran-
tes de las comisiones, y la falta de obligatoriedad para las partes de los 
acuerdos tomados.

Es necesario buscar otras opciones más estructurales para una pro-
blemática que afecta en similares circunstancias a la zmvm y a otras 
zonas metropolitanas implantadas sobre una o más entidades federa-
tivas del país, lo que lleva a considerar la necesidad de una reforma 
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constitucional que abra la posibilidad de aplicar la mejor solución 
posible a la fragmentación de la gestión en todas ellas.

Creemos que la opción general más completa y operativa la ofrece 
la formación de un gobierno metropolitano integrado por un Parla-
mento y un Consejo Ejecutivo constituidos por legisladores y funcio-
narios estatales y locales ya elegidos, seleccionados por sus propias 
instancias, que cumplan las funciones metropolitanas adicionales a 
título honorario (véase Pradilla y Sodi, 2006, sexta parte), que tengan 
atribuciones legislativas y ejecutivas específicas sobre el territorio me-
tropolitano, y cuyas decisiones sean de obligado cumplimiento para 
sus partes y los gobiernos locales.

Este gobierno necesitaría, para ser eficiente, contar con una legisla-
ción unitaria para atender los aspectos metropolitanos en las partes de 
la metrópoli, un presupuesto y un fondo de desarrollo metropolitanos, 
comisiones especializadas por sector de actividad, y empresas de in-
fraestructura y servicios públicos integradas y conjuntas.

El futuro: la ciudad región del centro

Hay que recordar también, que avanzamos rápidamente en la formación 
de la Ciudad Región del Centro de México, constituida por una trama 
física discontinua, integrada por una densa red de infraestructuras y 
servicios, e intensos flujos de personas, mercancías e información; esta 
gran concentración humana, económica e inmobiliaria incluye a las 
seis metrópolis de la región centro del país.

La crcm, cuya población alcanzará los 33.4 millones de habitantes 
en 2020 (Fideicomiso, 2000: 31), enfrentará problemas aún más com-
plejos y una mayor fragmentación en la gestión que la zmvm (siete en-
tidades federales y 276 unidades político administrativas), que habrá 
que atender concertadamente basándose en la experiencia adquirida 
en la solución de los problemas metropolitanos por las instituciones 
creadas para la metrópoli-capital, aunque tendrán la particularidad 
derivada de su magnitud y su discontinuidad física.
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Este fenómeno no es tampoco único en el país, presentándose en tor-
no a Guadalajara, entre Saltillo, Monterrey y las ciudades de la frontera 
con Estados Unidos, y en la integración de Ensenada-Tijuana con San 
Diego y toda la región californiana. En estas ciudades región tendremos 
que enfrentar coordinadamente los problemas de la vialidad, el trans-
porte y otras infraestructuras, de la reindustrialización y en general, del 
desarrollo económico y la creación de empleo, y del uso racional de los 
recursos naturales y la protección del medio ambiente, entre otros.

Las viejas recetas de gobierno, o las acciones pragmáticas de ensayo y 
error, no serán ni suficientes ni adecuadas para superar los atrasos 
y lograr el bienestar para conglomerados urbanos dispersos de esta di-
mensión.

La insoslayable participación ciudadana

Hoy, las sociedades no están satisfechas con la democracia represen-
tativa, cuya operación plural, plena y transparente aún no logramos, 
y que tiende a dejar de lado a los ciudadanos, considerados por los 
políticos y sus partidos solamente como votantes en los procesos elec-
torales y no sujetos activos en la democracia. Los ciudadanos exigen 
avanzar hacia la democracia participativa en la cual no sólo actúan 
los partidos políticos y sus profesionales de la política, sino que inter-
vienen también los individuos y la sociedad organizada, participando 
activamente en la elaboración de las principales políticas que afectan 
su futuro, en su ejecución, y en el control de la acción de aquellos a 
los que han elegido para gobernar, mediante la transparencia y la per-
manente rendición de cuentas.

En cualquier forma de coordinación o gobierno metropolitano que 
se diseñe para enfrentar la problemática de nuestras grandes metró-
polis, en particular para la zmvm, tenemos que reivindicar el derecho 
pleno a la libre y autónoma organización y participación de los ciu-
dadanos, y abrir los más amplios espacios, instancias y procesos de 
participación activa, decisoria y corresponsable de los ciudadanos y 
sus organizaciones, en la planeación y la gestión. Tendremos pues 
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que introducir en las reformas metropolitanas, tanto la vigencia de 
procesos participativos como el referendo, el plebiscito, la iniciativa 
popular, la audiencia popular y la revocatoria de mandato Ejecutivo 
y Legislativo, como los órganos de expresión autónoma de los intere-
ses, demandas y voluntades de los ciudadanos y sus organizaciones 
en relación con las políticas públicas, que desbordan la tradicional y 
agotada forma de los consejos consultivos.

Hablamos pues de relaciones distintas entre los ciudadanos, y entre 
éstos y sus gobernantes. Estas nuevas formas de relación tendrán que 
definir otro campo de la política metropolitana, la política ciudadana, 
en armonía con la política partidaria; entre ellas tendrán también que 
establecerse relaciones de autonomía y respeto mutuo, y de pública 
rendición de cuentas. Son nuevos campos de despliegue de la política 
que se deben abrir en la escena metropolitana. Es obvio que para lograr 
este avance no basta legislar; lo fundamental es que los gobernantes 
apliquen la legislación� y los ciudadanos lo demanden.

La gobernabilidad en el ámbito metropolitano

La regulación o la resolución adecuada de los problemas metropolitanos, 
que rebasan a una sola de sus entidades constitutivas, que exigen mucho 
más que la sumatoria de las políticas locales, es una condición de la go-
bernabilidad de sus habitantes para cada uno de sus gobiernos locales 
o de las entidades. El logro de ésta depende en gran medida del encuentro 
de formas de gobierno o de coordinaciones metropolitanas realmente 
eficaces, eficientes y operativas, y de cauces abiertos plenamente a la 
participación ciudadana, donde los ciudadanos y las instituciones gu-
bernamentales puedan encontrar espacios comunes de anticipación de 
los conflictos, de diálogo, propuesta, concertación y evaluación, en la 
pluralidad e igualdad. Estos procesos son opciones y fuentes potenciales 

�La Ciudad de México cuenta legalmente, desde hace años, con los procesos de referendo, 
plebiscito, e iniciativa popular, pero los legisladores y el gobierno no los han utilizado, y los 
ciudadanos se han amedrentado ante las dificultades que la ley establece para exigirlos por la 
vía ciudadana.
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de legitimación de los partidos políticos, y podrían llevar a la construc-
ción de la gobernabilidad de los complejos humanos.

La acumulación de necesidades, la desigualdad y el empobreci-
miento, enfrentados aislada y parcialmente, acumulan conflictividad 
social, que no se justifica por la resistencia al cambio o por la conve-
niencia de actores sociales particulares, pues se refiere al bienestar 
colectivo y a la perspectiva del futuro. Actuar innovadoramente para 
cambiar la realidad puede ser muy productivo aun para los institutos 
políticos de hoy, una oportunidad más que un costo.

Estas tareas son urgentes; su solución no acepta los métodos gra-
dualistas del pasado, pues las realidades urbanas del futuro ya nos 
alcanzaron y la sociedad quiere beneficiarse hoy de la habitabilidad, el 
bienestar y la seguridad de la que tanto se le ha hablado, y que siempre 
se promete para un futuro sin fecha.
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Introducción

Las ciudades son una de las vanguardias de las diferentes transforma-
ciones que vive nuestro país. El proceso de urbanización, es decir, la 
concentración de población que se materializa en el crecimiento del 
número y del tamaño de las ciudades, induce hoy la multiplicación de 
áreas o zonas metropolitanas.

El patrón de expansión y crecimiento de las ciudades está dando 
paso a procesos cada vez más complejos en los que algunas metrópolis 
desempeñan un papel cada vez más importante en la dinámica econó-
mica, política, social y cultural del país.

Un número importante de nuestras más grandes o mayores ciuda-
des rebasan hoy los límites político-administrativos del municipio que 
originalmente las contuvo y se han extendido sobre las circunscripcio-
nes vecinas.

Las áreas o zonas metropolitanas son así el envolvente de estas 
modernas ciudades distendidas; las áreas o zonas metropolitanas son 
la “extensión territorial que incluye a la unidad político-administrativa 
que contiene a la ciudad central y a las unidades político administra-
tivas contiguas a ésta que tienen características urbanas”.

Por razones de conocimiento y reconocimiento del desarrollo ur-
bano del país, hay que delimitar o identificar sus zonas o áreas metro-
politanas, conocer su dinámica y definir y proponer una política que 
aproveche las ventajas de su existencia y aliente su desarrollo.

Propuesta para una política legislativa  
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Joaquín Álvarez Vázquez
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El territorio es entendido de otra manera. Ahora es mucho más que 
mero soporte físico o contenedor de actividades. Es el espacio donde 
se producen relaciones sociales y económicas generadoras de pautas 
específicas de equilibrio, desigualdad o marginación, dependiendo de 
su grado de conexión a redes más o menos globales. El territorio es en-
tendido como recurso, como patrimonio, como paisaje cultural, como 
expresión de la memoria colectiva, como bien público, como espacio 
de solidaridad, como legado.

De hecho, en México y tampoco en América Latina no hay tradi-
ción de instituciones o gobiernos metropolitanos. Desde la lógica de 
una política metropolitana basada en las necesidades, quizá lo más 
oportuno es una administración metropolitana. Cuando lo que corres-
ponde hacer es desarrollar programas de alto contenido técnico y de 
vocación igualadora, entonces una administración profesional y dis-
tante puede ser la mejor solución. En cambio, cuando hay que basarse 
en la lógica de las políticas de promoción, parece que lo más adecuado 
sería no referirse ni a la administración ni al gobierno metropolitano, 
sino al mercado y al producto metropolitano. Los promotores de la 
política se desmarcarían de un entorno institucional que, fuera cual 
fuera su forma concreta, debería limitarse a facilitar las actuaciones de 
los actores no institucionales.

Este gobierno metropolitano, sin embargo, no necesita construirse 
a imagen y semejanza de los gobiernos tradicionales, sino que puede 
constituirse como un gobierno que incorpora las nuevas ideas que han 
surgido alrededor de nuevos conceptos y paradigmas a partir de la aso-
ciación municipal, de la colaboración de los tres órdenes de gobierno 
y o sea de un federalismo que salga de su dualismo y arribe a formas 
cooperativas, que pueden generar capacidad de gobierno sin reducir la 
voz o participación de las distintas partes. El gobierno metropolitano 
debería defender su contenido político y su vocación de gobierno, aun-
que para ello no necesitará de las formas tradicionales de gobierno. El 
gobierno metropolitano podría ejercerse a través de otros mecanismos 
y convertirse, de esta manera, en una institución fértil y práctica sobre 
la nueva gobernabilidad.
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Las políticas públicas son el conjunto de concepciones, criterios, 
principios, estrategias y líneas fundamentales de acción a partir de las 
cuales la comunidad organizada como Estado, decide hacer frente a 
desafíos y problemas que se consideran de naturaleza pública.

La capacidad de un gobierno para cumplir su misión está directa-
mente vinculada a la solidez de las políticas públicas. Sin duda, un 
buen gobierno es aquel que opera a partir de políticas públicas sólidas 
y esto implica la capacidad de renovar sus alcances, sentido y conte-
nido en razón de:

1.	Los hallazgos y desarrollo en las ciencias y disciplinas que apor-
tan teoría y evidencia para el diseño de políticas.

2.	La experiencia que arrojan las prácticas de las acciones guberna-
mentales.

3.	Los cambios en las necesidades políticas, sociales, económicas 
y culturales de la población y en las prioridades que requieren 
para su atención y solución.

4.	La evolución del entorno y de las circunstancias particulares que 
rodean a los fenómenos o situaciones específicas objeto de las 
políticas públicas.

5.	Los ajustes decretados por las instancias de decisión legítima 
establecidas en la Constitución y en las leyes.

6.	Las fluctuaciones en la dotación de los recursos humanos, mate-
riales y económicos disponibles.

Las transiciones demográfica, social, económica y política, exigen 
realizar una profunda revisión de las políticas públicas en México. En 
este sentido, se requieren diseñar, elaborar, expedir y poner en ejecu-
ción las reformas en aquellos casos en los que las normas y los proce-
dimientos vigentes inhiben el desempeño de la sociedad.

De esta manera se facultará y habilitará a los actores sociales y 
económicos para que actúen en beneficio de la sociedad y para que 
puedan avanzar en la satisfacción de sus intereses legítimos, sin per-
juicio del interés general. Serán reformas que implicarán la descentra-
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lización de facultades y recursos de la Federación hacia las entidades 
federativas y municipios.

Así, lo que pretendemos con este trabajo, es hacer algunas aporta-
ciones, a partir de conceptos de la ciencia jurídica, para que con otros 
tantos estudios y críticas, que hagan los diferentes estudiosos del tema, 
se vaya conformando la Política Pública de las Zonas Metropolitanas 
en México.

La propuesta para juridizar el tema de las zonas metropolitanas y 
las zonas conurbadas es la siguiente:

En lo constitucional

Considerar el tema como uno de los elementos importantes de la Re-
forma del Estado y generar las reformas y adiciones al texto constitu-
cional para que a la Garantía Social de Medio Ambiente se le añada 
la frase para centros de población como un medio adecuado para el 
desarrollo de la persona. Para dar atribuciones al Congreso de la Unión 
para expedir las leyes que señalen las competencias de la Federación, 
estados y municipios, que deberán ejercer de manera concurrente, en 
las materias propias de las zonas metropolitanas y zonas conurbadas, 
particularmente en las materias de desarrollo urbano, vivienda, medio 
ambiente, transporte, protección civil, seguridad, entre otras.

Que en el texto constitucional queden definidos los tipos de zonas 
metropolitanas y conurbaciones: las intraestatales, las interestatales y 
las internacionales, la obligatoriedad de declararlas cuando el fenóme-
no exista, mediante la intervención de los congresos locales cuando se 
trate de las intraestatales, del Congreso de la Unión y de las legislaturas 
de los estados cuando se trate de las interestatales y además los requisi-
tos propios que se requieren para los tratados internacionales, cuando 
se trate de conurbaciones internacionales. Que se crearán consejos 
metropolitanos, con el carácter de organismos constitucionales autó-
nomos, en las materias que se les hayan definido como propias de su 
competencia, a excepción de las internacionales, las cuales se regirán 
de acuerdo con lo señalado en el tratado internacional específico.
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Definir de manera que se señalen las directrices generales, sobre 
su integración, y que en ningún momento al declararse una zona 
metropolitana o conurbación se modifican o alteran los límites de las 
entidades federativas o de los municipios, antes bien estos límites 
permanecerán.

Que los consejos, no serán órganos intermedios entre los estados 
y los municipios, sino que nacen de la asociación municipal con los 
estados. Además de que pueden crear órganos descentralizados y 
empresas de participación estatal, admitiendo capital privado, para el 
mejor desempeño de la prestación de los servicios públicos.

Crear los parlamentos metropolitanos, los cuales se integrarán con 
los legisladores que hayan sido electos para sus respectivos congresos, 
es decir no duplicar ni en número, ni en personas. Sus determinacio-
nes serán obligatorias para los congresos locales respectivos, los cuales 
legislarán de acuerdo con las características propias de sus estados en 
las determinaciones del Parlamento Metropolitano respectivo.

En la legislación ordinaria

Se sugiere que se propongan iniciativas de reformas a: la ley General 
de Asentamientos Humanos; a la ley General del Equilibrio Ecológico y 
Protección Ambiental y a la Ley de Planeación; con el siguiente senti-
do, a las dos primeras que se mencionan, para que se defina de manera 
expresa la obligación legal de formular y aprobar planes de desarrollo 
urbano y de ordenación ecológica del territorio para las zonas metro-
politanas. Y conurbadas.

Las leyes en comento, deben definir para estos planes, sus pro-
cedimientos de elaboración y modificación, de su aprobación por las 
legislaturas correspondientes, de sus efectos legales y de su jerarquía 
con los otros planes. Y que el ordenamiento ecológico y el desarrollo 
urbano contenidos en sus respectivos planes metropolitanos, deben ser 
congruentes, y aprobados serán un solo documento legal. Sugiero que 
se reforme la Ley de Planeación Federal, en su parte relativa cuando 
habla del Plan Nacional de Desarrollo, de los programas sectoriales, 
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programas institucionales, programas especiales, de tal manera que se 
tipifique que las actividades del gobierno federal, tratándose de zonas 
metropolitanas, deberán estar en el correspondiente Programa Metro-
politano, para que de esta manera, los presupuestos de egresos anuales 
contemplen un rubro específico para cada zona metropolitana.

Sugeriría, revisar la Ley Federal de Monumentos y Zonas Arqueo-
lógicos, Artísticos e Históricos, porque el tema del patrimonio urba-
nístico y arquitectónico que tiene un valor cultural, está segregado 
del sistema de planeación urbana. Entonces simplemente armonizarla 
para que todo esto empiece a armar un tejido legal en lugar de una 
dispersión.

De la misma manera, sugeriría revisar la Ley de Aguas Nacionales 
que ordena que hayan comisiones de cuenca por cada una de estas 
regiones hídricas que existen en la República Mexicana, pero no han 
sido instaladas. Las atribuciones de la comisión correspondiente es la 
de proponer un plan hidráulico de cuenca, en la que participan los 
gobiernos de los estados, los usuarios; se discute y proponen las cuotas 
de aprovechamiento de agua, las cuotas de reciclamiento de agua, de 
las cuotas que pagarán los usuarios de agua y en tanto la comisión no 
esté instalada pues no ocurren ninguno de estos supuestos que la Ley 
de Aguas Nacionales ordena.

 Obstáculos a la juridización de las zonas metropolitanas

Se advierte que existe una sensación de amenaza que las adminis-
traciones estatales y municipales, y en menor expresión la federal, 
detectan en la posible y futura constitución de áreas metropolitanas, 
debido a las posibilidades con las que estas estructuras contarían para 
restarles capacidad de influencia y fragmentar su poder.

Uno de los grandes obstáculos con los que las zonas metropolitanas 
se topan es el temor de los gobiernos a perder el control sobre los ayun-
tamientos, si éstos son capaces de articular una estrategia común.

Al sistema burocrático no le gusta que estas alianzas le impongan 
nada, cuando ven que le demanda cosas, se ve amenazado.
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A partir de 1994 se inició la creación de comisiones metropolitanas 
en la Zona Metropolitana del Valle de México para solucionar proble-
mas conjuntos entre el Estado de México y el Distrito Federal. Entre las 
comisiones creadas se encuentran la de Agua y Drenaje; la Comisión 
Metropolitana de Transporte y Vialidad; la Comisión Metropolitana de 
Asentamientos Humanos; y la Comisión Metropolitana de Seguridad 
Pública y Procuración de Justicia. Si hacemos un somero diagnóstico de 
ellas y de su desempeño, así como de sus resultados, veremos que han 
sido ineficientes para cumplir con las estrategias de coordinación y para 
lograr consensos para satisfacer las necesidades de los habitantes.

Uno de los logros importantes en materia de coordinación metro-
politana fue la aprobación de mil millones de pesos en el presupuesto 
de egresos del año 2006, por parte del Congreso de la Unión para obras de 
infraestructura en la Zona Metropolitana del Valle de México.

Un buen primer paso es ciertamente definir y acordar cuántas y 
cuáles son hoy nuestras zonas metropolitanas, el polo más urbanizado 
del Sistema Urbano Nacional.

Se sugiere que frente al tema de la delimitación metropolitana se 
unifiquen criterios por elementales razones de operatividad. Se debe 
precisar que llamará área o zona metropolitana y distinguir metrópolis 
de aquellas que están en formación de metrópolis maduras cuya envol-
vente municipal llamamos zona metropolitana.

Hay que recordar que el proceso de urbanización-metropolización, 
se da en un contexto de fuerte desigualdad social. Nuestras ciudades y 
metrópolis han crecido históricamente en forma desordenada, con una 
expansión a menudo irregular, segregada, costosa y desarticulada.

Su expansión territorial, alimentada por formas diversas de pobla-
miento, ha sobrepasado la capacidad de los gobiernos locales para am-
pliar la oferta de infraestructura, equipamiento y servicios requeridos 
por una población cada vez más numerosa.

La mayoría de nuestras ciudades enfrentan severas carencias en es-
te ámbito, particularmente en los barrios marginados y pobres, dando 
lugar a la segmentación social del espacio intraurbano, la cual separa a 
quienes son ciudadanos con todos sus derechos de quienes se encuen-
tran segregados física, social y económicamente.
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Además de constituir un serio problema social y de estimular un 
proceso de urbanización informal, la existencia de grandes zonas de 
concentración de la pobreza en las áreas metropolitanas también difi-
culta su funcionamiento, repercute negativamente sobre la economía 
urbana, reduce su atractivo para la localización de nuevas inversiones 
y disminuye su competitividad.

A pesar del número y la complejidad de los problemas que afectan 
a la megalópolis y las zonas metropolitanas, es preciso reconocer que 
todas ellas constituyen territorios de oportunidad, ya sea como ciuda-
des industriales, de servicios, comercio o como centros de investigación 
o decisión, que amplían el potencial de las regiones que las contienen.

De ahí la necesidad de acelerar la coordinación gubernamental a 
fin de enfrentar mejor los problemas de la expansión urbana e incre-
mentar la calidad de vida en las zonas metropolitanas.

Este reto implica realizar cambios estructurales de gran envergadu-
ra. Todo indica que la principal tarea conjunta que se debe emprender 
desde los tres órdenes de gobierno, con la participación de los sectores 
social y privado, consiste en diseñar la normatividad y crear los ins-
trumentos necesarios para garantizar una gobernabilidad democráti-
ca, capaz de definir y realizar los proyectos y acciones que dirijan el 
desarrollo de las zonas metropolitanas de manera equilibrada, y hagan 
de ellas territorios competitivos y cohesionados.

Los beneficios de este tipo de consorcios son muchos, principal-
mente porque permite a los municipios integrantes aumentar su capa-
cidad de presión y su poder para competir por el empleo y la industria, 
con estrategias económicas y programas públicos que puedan atraer 
nuevas inversiones.

El principal beneficio es que incrementa el poder decisorio de los 
ayuntamientos, que pueden potenciar la base fiscal y de beneficio eco-
nómico del área metropolitana, al tiempo que, al fomentar la coopera-
ción entre municipios cercanos, evita que compitan unos con otros.

Se deben buscar nuevos paradigmas para diseñar la creación de 
Parlamentos Metropolitanos, para que a través de la creación de leyes 
se pueda coadyuvar en la solución de problemas de su correspondiente 
área conurbada. Existen experiencias similares en otros lugares, como 
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los Parlamentos Europeo y el Latinoamericano; así como las cumbres 
entre legisladores de Iberoamérica. Los Parlamentos Metropolitanos 
permitirían encontrar un espacio para legislar de manera conjunta 
acciones y programas. 

En tal sentido un primer paso puede ser, el de que se otorguen facul-
tades al Congreso de la Unión para crear zonas metropolitanas a petición 
del Poder Ejecutivo federal o de los congresos de los estados, que tengan 
en su territorio zonas conurbadas, cuando la zona metropolitana incluya 
a dos o más entidades federativas. En el caso de que la zona metropolita-
na se dé en un mismo estado y afecte a dos o más municipios la facultad 
de crear la zona metropolitana correspondería al Congreso local.

Con el decreto del Congreso de la Unión que declare la existencia 
de una zona metropolitana se crearían de inmediato el Parlamento, el 
consejo y comisiones metropolitanas, integrados por legisladores de los 
congresos y por los ejecutivos de las entidades federativas y los mu-
nicipios (delegaciones). La creación de un parlamento metropolitano 
sería el primer paso para garantizar el diálogo y la coordinación dada 
la autonomía y pluralidad que existen actualmente en los congresos. El 
parlamento impediría que intereses o diferencias políticas personales o 
partidistas entre los gobernadores rompan el diálogo y la coordinación.

La coordinación metropolitana limita en parte la autonomía y las 
facultades de los congresos y los ejecutivos locales, pero beneficia a la 
población, que es finalmente la razón del trabajo de los gobiernos.

En el mediano plazo habría que avanzar hacia un verdadero gobier-
no único cuyas decisiones sean obligatorias para toda la zona metropo-
litana. El diálogo, la coordinación y la creación de órganos de gobierno 
metropolitano son indispensables para resolver los graves problemas 
que enfrenta la ciudad y mejorar la calidad de vida de sus habitantes.

Algunos datos que enmarcan el problema

Como datos para enmarcar el problema, existen en México. 55 zonas 
metropolitanas, en las cuales viven más del 45 por ciento de la pobla-
ción de la República.
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En el documento “Clasificación de localidades de México según 
grado de presencia indígena”, el Consejo Nacional de Población expuso 
que en el conjunto del sistema urbano nacional habitan 4.2 millones 
de indígenas, o sea uno de cada tres. Así en las zonas metropolitanas 
habitan 2.6 millones de indígenas, 311,000 en las conurbaciones y 1.3 
millones en otro tipo de ciudades.

La población que vivía en centros urbanos en 1970, era de 22’730,000 
habitantes en 174 ciudades, la cual creció al año de 1990 a 51’490,000 
en 304 ciudades, y para el año 2000 eran 61’653,000 habitantes en 350 
ciudades.

De ese universo, quienes vivían en zonas metropolitanas para 1970, 
eran 14’575,000 en 13 ciudades y representaban el 64 por ciento de la 
población urbana y el 7.5 por ciento del total de los centros urbanos. 
Para 1990 eran 41’689,000 habitantes urbanos que representaban el 
81 por ciento, en 51 ciudades que representaban el 16.8 por ciento 
de los centros urbanos. Las anteriores cifras y porcentajes se elevaron 
significativamente para el año 2000, pues los habitantes en zonas me-
tropolitanas eran 54’476,000 que eran el 83 por ciento de la población 
urbana, en 56 ciudades, que representaban el 16 por ciento de los 
centros urbanos del país.

Se puede continuar desglosando de la siguiente manera: Los pobla-
dos con más de un millón de habitantes son: Valle de México, Guadala-
jara, Monterrey, Puebla, Tlaxcala, Toluca, Tijuana, León, Ciudad Juárez 
y la Laguna. Son interestatales, rebasando los límites político-adminis-
trativos de las entidades federativas: Valle de México, Puebla, Tlaxcala, 
La Laguna, La Piedad, Puerto Vallarta y Tampico. Son internacionales: 
Tijuana, Ciudad Juárez, Piedras Negras, Matamoros, Nuevo Laredo y 
Reynosa Río Bravo.

Son de carácter intraestatal, pues no rebasan los límites de sus respec-
tivos estados: Aguascalientes, Monclava-Frontera, Saltillo; Colima-Villa de 
Álvarez, Tecomán, Tuxtla Gutiérrez, Chihuahua, Moroleón-Uriangato, San 
Francisco del Rincón, Acapulco, Pachuca, Tula, Ocotlán, Morelia, Zamo-
ra-Jacona, Cuautla, Cuernavaca, Tepic, Tulancingo, Oaxaca, Querétaro, 
Cancún, San Martín Texmelucan, Guaymas, Río Verde Ciudad Fernández, 
San Luis Potosí Soledad de Graciano Sánchez, Villahermosa, Apizaco, 
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Tlaxcala, Coatzacoalcos, Minatitlán, Córdoba, Xalapa, Orizaba, Poza 
Rica, Veracruz, Acayucan, Mérida y Zacatecas-Guadalupe.

Estas zonas se integran por 309 municipios, las habitan 51.5 millo-
nes de habitantes, que son el 53 por ciento de la población del país. 
Es decir que cada uno de dos habitantes esta asentado en zonas me-
tropolitanas, y en ellas se genera el 73 por ciento del producto interno 
bruto. con una tasa media anual de crecimiento del 2.3 por ciento igual 
a la del crecimiento nacional de la población urbana. Ocupan 143,377 
kilómetros cuadrados de superficie, que representan el 7 por ciento de 
la superficie del nacional, y con una densidad media de 124 habitantes 
por hectárea.

El Programa Nacional de Desarrollo Urbano 2000-2006 señala la 
existencia de 14 zonas metropolitanas y 32 conurbaciones intraestata-
les, las que albergan en conjunto a 50 millones de habitantes, de las 35, 
seis corresponden a las zonas metropolitanas. Las zonas metropolitanas 
son las siguientes: Tijuana; Torreón, Gómez Palacio y Lerdo; Saltillo, 
Ramos Arizpe y Arteaga; Ciudad Juárez; Valle de México; León; Guada-
lajara; Puerto Vallarta; Toluca; Monterrey; Puebla y Tlaxcala, Tampico; 
Matamoros y Nuevo Laredo.

Problemas jurídicos de las zonas metropolitanas

Somos conscientes de que, la forma como se producen y se adminis-
tran las zonas metropolitanas en la sociedad mexicana es reflejo de 
un sinnúmero de factores que integran la realidad económica, social 
y política de aquel y por lo mismo, imposible enumerar en este texto, 
por su limitación propia.

Por ello, nuestro intento se encamina hacia un enfoque que ubique 
esa problemática en sus condicionantes concretas y en su marco de 
causalidad estructural, socioeconómica; de esta forma entender los 
problemas de las zonas metropolitanas en un contexto social determi-
nado, requiere referirse no sólo a la enumeración de los mismos y a 
su cuantificación, sino a su ubicación en el conjunto de sus determi-
nantes sociales.
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El que una ciudad moderna esté hoy dividida en dos o más juris-
dicciones políticoa-dministrativas, y tenga dos o más autoridades o 
estructuras de gobierno que administran cada una su correspondiente 
circunscripción, genera problemas inéditos de tipo funcional, econó-
mico y social y político.

La metrópolis cuenta con dos o más autoridades que tienen planes 
y proyectos no necesariamente similares y que actúan de modo diver-
so. Las estructuras políticas internas pueden ser diferentes; mientras 
que los ciudadanos del sector A de la ciudad eligen a sus autoridades y 
jueces, ello puede no suceder en el sector B o en el resto de los sectores. 
Algunas estructuras administrativas y de control podrán también ser 
diferentes. Esta dispersión de voluntades, aparentemente inofensiva, 
puede ser muy molesta en materia de reglamentos o disposiciones ad-
ministrativas, y francamente peligrosa cuando se extiende a las áreas 
de seguridad o de control de servicios básicos para la metrópoli.

La ciudad convencional cuenta con la visión de sus administra-
dores. Pero formalmente, oficialmente, nadie alcanza esa visión de la 
metrópoli. Y si informalmente alguna instancia la alcanzara, no podría 
tomar decisiones al respecto. La “balcanización” de la metrópoli la 
acerca peligrosamente a indeseables niveles de ineficiencia operacio-
nal y administrativa.

Las ciudades ineficientes no parecen tener futuro en un mundo 
cada vez más globalizado. Las decisiones de localización de industrias 
y empresas globales se orientan hoy a ciudades seguras, sanas, ordena-
das, con claras reglas del juego y administradores honorables. Lo mismo 
demanda el capital local. Es claro que la “balcanización” metropolitana 
no ayuda a incrementar su competitividad.

Las metrópolis demandan contar con una planeación y administra-
ción integral del territorio, lo que requiere de una estructura política 
cuya jerarquía y ámbito de competencia comprendan a las diferentes 
unidades político-administrativas involucradas. La gobernabilidad es 
fundamental para el diseño de respuestas a los problemas que el avan-
ce metropolitano produce.

El reto que plantea la cuestión de la gobernabilidad obliga a ex-
plorar diferentes mecanismos de coordinación para establecer una 
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instancia político-administrativa que haga posible la eficaz adminis-
tración del territorio y la eficiente coordinación intergubernamental e 
intersectorial.

Se comparte en algunos aspectos esta concepción sobre el proble-
ma común a toda la nación, en la responsabilidad para crear nuevas 
formas y paradigmas para la administración y gobierno de las zonas 
metropolitanas, pero se difiere en aspectos coyunturales de cómo ha-
cerlo, más por su fragmentación de la visión del problema y por ende 
de la solución propuesta. Así se critican la dispersión de leyes que 
tienen que ver con nuestra materia, se habla de las carencias de defini-
ción constitucional, de la necesidad de reformas a las leyes como la de 
Asentamientos Humanos, o la del Equilibrio Ecológico y la protección 
al ambiente, se habla también de la falta de recursos presupuestales, de 
crear asociaciones municipales o consejos metropolitanos, de reforzar 
a las comisiones existentes en la materia.

La noción de zonas metropolitanas, aunque reciente en nuestra 
vida social, ya es parte de un proceso histórico en donde la sociedad 
desempeña un papel fundamental al definir los bienes y manifesta-
ciones que tienen valor y significado que son necesarios para la admi-
nistración y gobierno de esas zonas; para ello, se vuelve primordial el 
estudiar y preservar los conceptos de República y de Federación que 
constituyen la riqueza político-jurídica de México, a fin de conocerlos, 
protegerlos y difundirlos, pero acrecentarlos con la inserción de lo 
metropolitano.

De esta manera podemos ver a la problemática jurídica de las zonas 
metropolitanas desde los siguientes aspectos:

1.  Como un problema de definición integral constitucional: su 
definición inserta en el sistema federal, en relación con las com-
petencias de los tres órdenes de gobierno y las nuevas caracte-
rísticas de las formas de gobierno metropolitanas.

2.  Como un problema de derecho internacional, a fin de dar res-
puesta a las conurbaciones en la frontera norte del país, de 
ciudades mexicanas con ciudades estadounidenses. También 
en este rubro es como insertar lo que los diversos tratados y 
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convenciones que México ha suscrito y que han sido ratificados 
por el Senado, deben ser asimilados en las nuevas instituciones 
metropolitanas, valga el ejemplo los que existen en materia de 
medio ambiente, en materia de límites internacionales y aguas, 
las convenciones de la unesco, por lo que sus determinaciones 
informen y sean parte de las piezas legales nacionales.

3.  Como un problema de falta de sistematización de todas las pie-
zas legales vigentes, que en su conjunto no forman sistema legal 
que dé respuesta al fenómeno metropolitano, por su falta de 
organicidad, de criterios, objetivos, procedimientos y de insti-
tuciones comunes; tanto en lo propio de la competencia federal, 
como en sus vínculos con las piezas legales de la competencia 
de los estados y de los municipios.

4.  Como un problema conceptual respecto a la definición jurídica 
de zona metropolitana en sus diversas expresiones: interestatal, 
intraestatal, megalópolis y de ciudades medias; sus efectos y 
sobre todo las obligaciones legales que se deriven.

5.  Como un problema de falta de regulación de materias, pues el 
tratamiento de las zonas metropolitanas se ha quedado en la 
esfera de los convenios, de lo concertado, no se ha llegado a 
clarificar lo que debe ser obligatorio, la expresión de nuevos 
conceptos e instituciones de cariz y naturaleza metropolitana, 
ni sus vínculos con otras ramas del sistema jurídico.

6.  Como un problema de acción del Estado en razón de que es una 
República Federal, y la competencia de la Federación y de las 
entidades federativas, de los municipios y de un programa de 
acciones concurrentes, en aquellas materias que por mandato 
de ley deban ser tratadas de forma metropolitana en las zonas 
correspondientes.

7.  Como un problema de régimen de tenencia, respecto de aquellos 
bienes que son propiedad de la nación, de la Federación y de 
los municipios por determinación de ley, de aquellos adscritos 
al régimen de propiedad ejidal y comunal y los de propiedad 
privada para que por medio de los planes de desarrollo urbano 
y de ordenación ecológica se les pueda asignar una zonificación 
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derivada de esta, los correspondientes usos, destinos y reservas 
de suelo, con sus normas técnicas correspondientes, Así como 
la creación de reservas territoriales metropolitanas.

  8.  Como un problema instrumental jurídico, respecto de las insti-
tuciones que se establecen al respecto, la planeación y los pro-
gramas, de los procedimientos administrativos, de los medios de 
control preventivo: licencias, permisos, etcétera y los coactivos: 
infracciones, sanciones administrativas y delitos de oficio y de 
querella de parte.

  9.  Como un problema de organización administrativa respecto de 
las diversas instancias públicas que intervienen. Para la defini-
ción, establecimiento y conducción de una política y planeación 
nacionales en la materia que articule a las demás instancias, 
tanto en la administración pública federal como en las locales.

10.   Como un problema de desvinculación con otras ramas jurídicas: 
medio ambiente, asentamientos humanos, turismo, minería, 
derecho marítimo, bienes nacionales, derechos de autor, obras 
públicas, entre otras.

11.   Como un problema de la acción del Estado, del concurso de las 
entidades federativas, de los municipios, y de los particulares, 
la participación popular; y de los convenios de coordinación y 
de concertación.

12.   Como un problema de definición de una política fiscal sobre 
impuestos y derechos, de estímulos y subsidios. 

13.   Como un problema de recursos presupuestales y de fuentes fi-
nancieras; así como de otros instrumentos económicos e induc-
tivos regulados por ley.

Necesidad de un enfoque metodológico

Aquellos que podríamos llamar academicistas que acaban por confun-
dir la explicación de lo jurídico con la simple exposición y glosa de las 
normas, esta es la posición de los positivistas y normativistas, pues al 
validar acríticamente la ley, lanzan el dato (la ley y el orden jurídico), 
como justificador y ordenador de las relaciones sociales.
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Hay quienes recurren a la historia pero confunden la observación 
de los hechos en el pasado con la justificación de los hechos en el 
presente; como si la historia de la sociedad y del hombre fuera una per-
manente escansión, y ley, el instrumento con el cual va cristalizando 
esa racionalidad progresiva. Entre ejemplos de estas interpretaciones 
podemos citar a las posturas idealistas hegelianas del derecho.�

Otro tipo de estudios y trabajos sobre los aspectos jurídicos, de
sarrollan una teoría política propia para uso interno en la que se habla 
del poder, del Estado, y la sociedad en clave puramente jurídica, ideoló-
gica y a la vez, en espléndido aislamiento con respecto a la problemática 
establecida en torno a estos mismos temas por otras ciencias sociales.

Luis Recasens Siches, formador de varias generaciones de juristas 
en México, sostenía en este respecto la siguiente posición� que recuer-
da en mucho al famoso “Postulado de Inmanencia” de los estructura-
listas clásicos en donde para el jurista, el Estado existe sólo en tanto y 
como se expresa en el ordenamiento jurídico, y de ninguna manera de 
poder social ni como complejo de fuerzas históricas, ni como nación, 
ni como opinión pública, ni como condicionantes económicos, ni como 
proceso de integración política, etcétera.

Parece prevalecer además, una concepción puramente jurídico-
formalista del derecho, en lo que concierne al análisis de sistemas de 
jurídicos vigentes en el pasado; a estos los definen como sistemas de nor-
mas obligatorias concernientes a la organización de un grupo humano 
determinado, que funcionaría con una lógica totalmente autónoma y 
hasta autógena.

Esta concepción tributaria del positivismo jurídico que se empeña 
en considerar los fenómenos sociales bajo el solo ángulo de las reglas 
formales del derecho, afecta profundamente cualquier trabajo que se 
desarrolle: doctrinario, técnico analítico, etcétera; su resultado final 
son objetos jurídicos deformados, a favor de los grupos sociales domi-
nantes.

� Hans Kelsen, Teoría general del derecho y del Estado, México, Imprenta universitaria, 1949, 
pp. 136-137.

� Luis Recasens Fiches, Direcciones contemporáneas del pensamiento jurídico, Barcelona, 
1936, p. 140.
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Este tipo de enfoques ha dado como resultado una concepción 
de los fenómenos jurídicos de manera abstracta, que cumplen en la 
realidad social un conjunto de funciones, entre las cuales las más im-
portantes son:

1.	Descontextualizar de su cuadro socioeconómico los principales 
conceptos, instituciones y normas jurídicas y atribuirles una 
significación permanente e inmutable.

2.	Como contrapartida de lo anterior, contextualizar la regulación 
jurídica en el ámbito de discurso mediante la utilización de es-
tructuras semánticas aisladas de los demás niveles de la estruc-
tura social.

3.	Interpretar el conflicto social en referencia a valores absolutos 
jurídicos.

4.	Elaborar el discurso jurídico sobre los conflictos sociales favore-
ciendo de hecho a los grupos hegemónicos.

Debe plantearse para su estudio un nivel metodológico, que no 
puede separarse de una conceptualización previa, lo cual implica una 
visión teórica implícita o explícita; característica que define a las cien-
cias sociales y elemento específico que seria absurdo buscar en ciertos 
datos o técnicas más o menos perfectibles.

Un análisis global tenderá a invertir radicalmente esta perspectiva 
jurídico-formalista y enfatizará en primer término, las condicionantes 
histórico-sociales del derecho, no en el sentido de un vago contexto, 
que también debería tomarse en cuenta, y dentro del cual lo jurídico 
constituiría un subsistema de funcionamiento autónomo, sino en el de 
que el conjunto contradictorio de las relaciones sociales y de la corre-
lación de fuerzas, los expresa en coyunturas históricas determinadas, 
explica la génesis de las leyes, se inscribe de un modo latente o mani-
fiesto en su propio contenido y determina en todo momento su lectura 
o interpretación posterior.

Según Jean Luc Parodi� “para comprender un sistema institucional 
y explicar su evolución, hay que tomar en cuenta por lo menos seis 

� Cfr. Jean Luc Parodi et al., La Science Politique, París, cepl, Hachette, 1971, pp. 246-285.
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elementos: él numero de las instituciones, su grado de autonomía 
relativa, las armas de que disponen en sus relaciones mutuas, el siste-
ma de partidos, la estrategia de los mismos y las etapas de la historia 
institucional”.

El estudio de las normas jurídicas de diversos grupos humanos no 
puede separarse de las acciones políticas y económicas en ese mismo 
grupo, presentando por tanto la simple acumulación de objetos regu-
lados, clasificaciones y normas específicas.

Lo anterior obliga a la incorporación de nuevas fuentes y nuevas 
perspectivas, ya que las conocidas nos llevan a meras tautológicas o 
discursos apologéticos de la misma normatividad; en lugar de llegar a 
una lógica del sistema, llegamos a un sistema de lógica legal y a una 
cronología en lugar de la historicidad del derecho.

Puede afirmarse, entonces, que la lectura o interpretación de las 
normas jurídicas es siempre selectiva y parcial, y que depende enor-
memente del equilibrio político del momento.

Se impone cada vez más entre los juristas la idea de que no es 
posible limitarse al estudio de las reglas jurídicas. Se descubre al fin 
que no es posible disociar el funcionamiento legal del juego político 
de los diversos grupos sociales, de los partidos, de los sindicatos, y de 
los grupos de presión. Poco a poco la historia, la sociología política, 
y la economía irrumpen en el ámbito antes reservado del derecho y 
comienzan a desplazar la exégesis pura de la norma como la única y la 
principal forma de análisis jurídicos.

El discurso sobre el derecho histórico debe superar el análisis de la 
normatividad, la coercibilidad y la bilateralidad, que son aspectos pu-
ramente formales, hacia temas que nos puedan dar nuevas respuestas 
ante el imperativo histórico de hacer del derecho un instrumento de 
transformación social.

Para los economicistas el interés por el estudio de las estructuras 
jurídicas del Estado resulta sospechoso a priori y constituye un síntoma 
de veleidades reformistas. La mayoría de los teóricos de esta posición 
sobre el Estado omiten tomar en consideración la mediación jurídica 
del poder. Y cuando alguna vez lo hacen por la vía de la crítica del 
derecho consideran a éste como un puro instrumento de dominación 
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de clase con una única función ideológica, la de disminuir bajo los re-
pliegues de su propio formalismo los mecanismos reales del poder y de 
la dominación para la apropiación y aprovechamiento de los recursos 
a favor de una clase social.

Pero la eficacia social del derecho no puede reducirse a esta magra 
función instrumental de ocultamiento y distorsión. Aunque son indi-
sociables las relaciones sociales de producción, el derecho constituye 
una mediación específica y un terreno de confrontación de clases, y 
no un simple instrumento ideológico al servicio de la dominación de 
la clase hegemónica.

Por una parte, es verdad que el derecho constituye una forma de 
mediación de las relaciones de clases vigentes y funciona en beneficio 
de los grupos dirigentes. Por otra parte, el derecho también mediatiza 
las relaciones de clase por medio de formas de clase que han creado 
simples obstáculos a la acción de esos mismos grupos dirigentes.

Estas consideraciones adquieren especial validez pues junto a las 
funciones de integración y de ocultamiento también tienen, y esto es 
lo más importante para el objeto del presente trabajo, una función 
prospectiva de las leyes en la medida en que por lo menos algunas de 
ellas, con algunos de sus elementos son capaces de proyectar en un 
momento histórico determinado hacia su futuro inmediato la perspec-
tiva de un cambio social hacia etapas de superación histórica.

Ernest Forsthoff� ha podido rescatar, a este respecto, la función de 
fermento revolucionario y de utopía jurídica que ha desempeñado el 
derecho natural burgués en la historia política de occidente, son sus 
ideas de libertad, de igualdad y de dignidad humana, sin menoscabo 
de la crítica tradicional en la materia.

La actual constitución italiana resulta ejemplar a este respecto,� 
es famoso el artículo tercero inspirado por Lelio Basso, el cual esta-
blece que corresponde a la República apartar los obstáculos de orden 
económico y social que limitan de hecho la libertad y la igualdad de 
los ciudadanos. Esto requiere por contexto una correlación de fuerzas 

� Ernest Forsthoff, Tratado de derecho administrativo, Madrid, Instituto de Estudios Políticos, 
1956, p. 161.

� Georges Vedel, Droit Administratiff, 2a. ed., Presses Universitaires de France, 1961.
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favorables a las mayorías y no se puede negar que implican por lo 
menos la disponibilidad de la forma política constitucional para una 
transformación social.

El Estado aparece como la condensación de las relaciones de fuer-
za en determinado momento histórico y su función principal es la de 
otorgar cohesión al todo social, ya sea a través de la búsqueda de hege-
monía o a través del uso de mecanismos de control. El mismo supone 
la existencia de legitimidad, consenso y lo que denominamos legali-
dad, como los tres principales factores sobre los que se fundamenta la 
legislación.

En este contexto general, el sistema legal aparece como un conjun-
to de valores, normas y procedimientos que el Estado establece y que 
cumple las siguientes funciones:�

1.	La autoinstitucionalización del poder estatal sobre el ordena-
miento de la vida social y el uso y apropiación de los recursos.

2.	La imposición de una coherencia mínima para dirimir los con-
flictos de intereses de los grupos e individuos con relación a su 
conveniencia, uso y decisión sobre la producción, uso y consu-
mo de los recursos.

3.	La fijación de reglas del juego social y político para las conductas.
4.	La continuidad y la reproducción de la imagen que la sociedad 

posee de sí misma, particularmente de sus valores y de la forma 
en que son distribuidos los recursos con relación a los temas que 
anotamos en los tres puntos anteriores.

Lawrence Krader hace una excelente recapitulación del pensa-
miento de varios autores que analizan el Estado y hace una síntesis 
según diversas características del fenómeno estatal en las que tienen 
coincidencias y que, siguiendo el pensamiento del autor, a continua-
ción mencionamos:�

� Cfr. Marcos Kaplan, Sociedad, política y planificación en América Latina, México, unam, 
1980.

� Cfr. Lawrence Krader, La formación del Estado, Barcelona, Labor, 1972, pp. 48-50.
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1.	El Estado es diferente de la sociedad y del gobierno en general 
(todos los autores).

2.	El Estado es la autoridad política central y suprema para la regula-
ción de la sociedad (Engels, Forbes y Evans-Pritchard, Laski, Lowie, 
MacIver, Malinowski, Meyer, Steward, Vinogradoff, Weber).

3.	Representa un nivel de integración y es un instrumento para 
integrar una serie de comunidades y/o asociaciones (Althaus, Ho-
bhouse, Wheeler y Ginsberg, MacIver, Lowie, Steward, Weber).

4.	El Estado actúa mediante un aparato de gobierno, con organismos 
específicos y división de funciones (Forbes y Evans-Pritchard, 
Steward, Weber).

5.	El Estado está formado por personas conscientes de su unidad 
e identidad (Hobhouse, Wheeler –si bien usando una palabra 
diferente de Estado–, Meyer, Malinowski).

6.	El Estado está incrustado en un tipo de sociedad estratificada 
de acuerdo con la riqueza, el prestigio y el poder y que consi-
guientemente, está dividida en clases sociales (Engels, Forbes y 
Evans-Pritchard, Laski, MacIver, Steward).

7.	El Estado se conserva para acciones comunitarias como la defen-
sa y la regulación interna (Hegel, Kelsen).

8.	La fuente del juicio moral sobre el Estado se encuentra fuera 
de él (Hegel, Engels, Laski), frente a la tesis de Maquiavelo de 
que el Estado no es responsable ante ningún organismo que no 
sea el propio Estado.

Para Malinowski el monopolio del poder coercitivo y la delimita-
ción del territorio son aspectos que están articulados dentro del Estado. 
Cuando la autoridad central establece el monopolio de la fuerza coer-
citiva dentro de una sociedad, los límites de la extensión en los que 
tiene aplicación esa fuerza, que hasta entonces podían haber estado 
vagamente definidos, quedan precisamente determinados en aquel 
momento. El sentido de pertenencia del individuo a una sociedad au-
menta cuando la sociedad es delimitada y definida por una estructura 
interior y por límites territoriales. El sentido de pertenencia del indi-
viduo a la sociedad y a un estrato social determinado aumenta al for-
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marse el Estado. El Estado es el órgano supremo de poder en cualquier 
sociedad en que se encuentre. Es un órgano para la integración social, 
la regulación interna y la defensa frente al exterior. Las sociedades que 
carecen de Estado satisfacen las mismas funciones con otros medios, 
pero el Estado cumple esos fines para servir a la sociedad, y al hacerlo 
sirve también a sus propios intereses y fines. Aunque la integración, 
la regulación y la defensa son funciones primarias de todos los grupos 
sociales, el Estado combina estas funciones con el fomento y conser-
vación de su propia existencia como fin en sí mismo.

Por consiguiente, ha de considerarse al Estado como formación 
secundaria para el logro de los fines sociales antes mencionados. Es 
una de las organizaciones formales que actúan de esta forma, pero es la 
única organización formal que combina todas estas funciones. El Esta-
do es también una formación secundaria en cuanto que su aspecto de 
autoperpetuación, y de autobeneficio “político” aparecen en el tiempo 
claramente después de su organización como estructura el servicio de 
la sociedad. Como hemos dicho el Estado sirve para integrar a la socie-
dad, pero siempre bajo su propia soberanía.

El Estado vela por los derechos individuales y colectivos de la pro-
piedad, a la intimidad, a la vida y conserva el orden social per se: un 
ataque a los derechos de una persona es un ataque al orden social y al 
poder del Estado para conservarlo. El Estado protege y defiende el terri-
torio que gobierna contra cualquier ataque, no sólo porque la pérdida 
de territorio es al mismo tiempo una disminución del poder estatal. Por 
lo tanto, la adoración del Estado, el culto del Estado, y el nacionalismo, 
son manifestaciones ideológicas que favorecen los fines del Estado, 
más bien que los fines de la sociedad. Hay que señalar que, como estas 
manifestaciones ideológicas sirven al mismo tiempo los intereses de la 
clase social que está más estrechamente ligada al Estado, esto es algo 
“secundario” en un sentido adicional: en cuanto órgano secundario de 
interacción social, dado que sirve de forma desigual a las necesidades 
de las diversas clases sociales.

Así, el sistema jurídico aparece como un reclamo de la propia 
estructura social, como el marco capaz de anticipar y garantizar el 
desarrollo de la misma, generando (superestructuralmente) condicio-
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nes que aseguren su mantenimiento. En esto radica la importancia del 
análisis jurídico que puede poseer un marco con los recursos teóricos 
suficientes y necesarios como para predecir los procesos sociales que 
se estén gestando.

Por las consideraciones anteriores debe plantearse para su estudio 
un nivel metodológico que no puede separarse de una conceptualiza-
ción previa, lo cual implica una visión teórica implícita o explícita; 
característica que define el elemento específico de las ciencias sociales 
que sería absurdo buscar en la sola observación de ciertos datos o téc-
nicas mas o menos perfectibles.

Acorde con las anteriores ideas, el sentido general del trabajo des-
cansará en un análisis que tenderá a invertir la perspectiva jurídico 
formalista y enfatizará en primer término las condicionantes históricos 
sociales del derecho, no en el sentido de un vago contexto que adorna 
con mayor erudición y que debe tomarse en cuenta, pues es un esque-
ma conceptual dentro del cual lo jurídico sigue constituyendo un sub-
sistema de funcionamiento autónomo, una visión en la que el conjunto 
contradictorio de las relaciones sociales y la correlación de fuerzas 
expresan al derecho en coyunturas históricas determinadas, explica la 
génesis de las leyes, se inscribe de un modo latente o manifiesto en su 
propio texto y determina en todo momento su lectura o interpretación, 
aplicación o no aplicación posterior.

Nuestra sociedad se expresa jurídicamente de diferentes maneras, 
estableciendo una cadena de pasados que se superponen en una es-
tructura con fuerza colectiva. Todos fuimos prehispánicos, colonia, 
vivimos en el siglo xix y marchamos a la Revolución y asistimos hoy, 
a una muy probable reforma del Estado y por ende a la juridización de 
lo metropolitano.

Un método para la sistematización del derecho urbanístico  
y su segmento de lo metropolitano

Tratar de analizar y explicar los ordenamientos legales sobre lo metro-
politano, para sobre ellos definir el siguiente umbral con una política 
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legislativa al respecto, obliga fijar una serie de supuestos de carácter 
metodológico, ya que el hombre social jurídico tiene frente a sí, varia-
dos intereses a los cuales debe responder y que son los que darán el 
nutriente para futuras propuestas y formulaciones.

1.	Intereses prácticos que significan conocer las presiones e inte-
reses sociales y los contenidos en las decisiones políticas y de 
gobierno. La necesidad de cada mexicano de gozar de su asenta-
miento metropolitano de acuerdo con niveles de calidad de vida 
que históricamente son indispensables.

2.	Intereses técnico jurídicos, para la necesaria sistematización 
de los diversos niveles de expresión legal. Es decir analizar y/o 
formular los conceptos básicos que den razón de ser al derecho 
aplicable a lo metropolitano.

3.	Intereses científico dogmáticos, para reflexión y revisión sobre 
los conceptos básicos del derecho para la integración del régi-
men jurídico de lo metropolitano. Conocer las prácticas sociales 
y realidades del momento histórico que la sociedad quiere su-
perar; y que deben ser definidas mediante el conocimiento de 
situaciones concretas objetivas.

4.	Intereses de un papel prospectivo del derecho, o sea crear los con-
ceptos, paradigmas e instituciones que permitan organizar los 
grupos sociales y la conducta de las personas conforme a las con-
diciones imperantes, una superestructura que refleje la realidad no 
para reproducirla sino para abrir vías hacia su transformación.

Las normas jurídico urbanísticas tienen como principales funciones 
las siguientes: regular el proceso de administración del desarrollo ur-
bano, que comprende sus fases de planeación, programación, organiza-
ción, ejecución, control; regular la evaluación y la ordenación del suelo 
en los centros de población, que implica el acondicionamiento, la apro-
piación y el aprovechamiento del suelo y la ordenación del territorio.

El derecho urbanístico se encuentra integrado por múltiples dis-
posiciones jurídicas de carácter federal, estatal y municipal, de muy 
variada jerarquía, objeto y fecha de promulgación, que regulan diver-
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sos aspectos de la materia, de una manera dispersa, desactualizada e 
incongruente, contenidas en diversas leyes, reglamentos, bandos, de-
cretos, acuerdos y, otros ordenamientos jurídicos, lo que ha ocasionado 
graves conflictos de normas, interpretación y competencia; haciendo 
impostergable la unificación o codificación de dichas normas, respe-
tando la concurrencia competencial de la materia.

El conjunto de normas que integran el derecho urbanístico, se siste-
matiza en tres grandes grupos: las normas rectoras, las complementarias 
y las auxiliares. Entre las primeras encontramos las normas de planea-
ción, y a las de ordenación del suelo; entre las segundas tenemos a las 
de actuación, las de control, las de fomento y las técnicas; por último, 
en el tercer grupo tenemos a las de organización, a las fiscales y crediti-
cias, a las procesales y de impugnación y a las de envío legislativo.

Normas de planeación. Este tipo de normas son las rectoras, dan 
fundamento jurídico al sistema de planeación del desarrollo urba-
no, permitiendo que los planes o programas se institucionalicen, 
dejando de ser meros documentos técnicos, para convertirse en 
normas jurídicas obligatorias; toman las disposiciones de las normas 
de regulación del suelo y se instrumentan a través de las normas de 
control de las de fomento y de las fiscales y crediticias.

Normas de ordenación del suelo. Son las que regulan la propiedad 
urbana, en cuanto a la apropiación, transformación, aprovecha-
miento y transmisión de inmuebles y de los derechos derivados 
de éstos en los centros de población.

Normas de actuación. Son las que pretenden aplicar lo determi-
nado en la planeación, regulando tanto la gestión directa del 
Estado, como la gestión interesada de la comunidad, así como 
muchas formas posibles en que ambas se combinen.

Normas de control. Buscan que los gobernados no se aparten de lo 
previsto imperativamente en la planeación y en el régimen del 
suelo, permiten la aplicación estricta y el cumplimiento de las 
normas jurídico urbanísticas, con base en la obligatoriedad y 
coercibilidad de las mismas; se subdividen en normas de control 
preventivas y normas de control coactivas.
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Normas de fomento. Tienen por objeto regular la gestión activa del 
Estado en el desarrollo urbano y los estímulos y servicios que 
motiven a los gobernados las determinaciones indicativas de 
la planeación hacia acciones o desarrollos previstos y además, 
promueven o inducen la aplicación de la legislación urbana, y 
tienen por finalidad implementar las determinaciones rectoras, 
por lo que son complementarias de las mismas.

Normas técnicas. Regulan las disposiciones y especificaciones téc-
nicas del desarrollo urbano.

Normas de organización. Son aquellos actos de autorregulación, 
por los cuales el Estado determina su estructura y sus atribucio-
nes para el cumplimiento de sus funciones públicas e incorpora 
en el desarrollo de dichas funciones a la participación comunita-
ria, establecen el sistema de los diferentes agentes en la materia, 
otorgan la competencia a las autoridades urbanas y establecen 
la organización.

Normas fiscales y crediticias. Son las que regulan la actividad finan-
ciera del Estado: en el establecimiento de tributos y obtención 
de toda clase de recursos, en la gestión o manejo de sus bienes 
patrimoniales y en la erogación de recursos para los gastos públi-
cos, permiten a las autoridades urbanas financiar acciones, obras 
y servicios en materia de desarrollo urbano.

Normas procesales y de impugnación. Los instrumentos de proce-
dimiento están integrados por las diversas disposiciones que re-
gulan el proceso de elaboración de planes y programas, así como 
de gestión de los actos, los recursos administrativos, el procedi-
miento contencioso administrativo y el procedimiento judicial, 
así como los recursos de impugnación que tiene el particular o 
las autoridades solicitantes frente a la administración urbana.

Normas de envíos legislativos. Son aquellas que establecen de ma-
nera expresa la aplicación supletoria de otros textos legales que 
regulan materia que sin ser estrictamente urbanísticas auxilian 
su aplicación; por ejemplo, remitir a disposiciones de la legis-
lación ambiental, o de la legislación fiscal, o a Código Civil, 
etcétera.
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La reforma del Estado mexicano

Visión general de nuestra vida constitucional

El Estado mexicano tuvo su anuncio y su esperanza en la Constitución 
de 1814; luchó por su forma de gobierno en las de 1824, de 1836 y de 
1842, hasta alcanzar la republicana, democrática y federal; enseguida 
consagró en el Acta de Reformas la protección de los derechos públicos 
de la persona; a continuación reivindicó en la Constitución de 1857 y 
en las Leyes de Reforma los atributos que como Estado le correspon-
dían, frente a las desmembraciones que habían operado en el régimen 
colonial; por último, cuando el Estado mexicano había alcanzado ya la 
integración completa de su ser, la Constitución de 1917 se preocupó 
por la resolución del problema social.

La historia de la organización política de México se escinde en dos 
grandes periodos, el anterior y el posterior al año de 1867. Durante 
el primero, la inquietud social toma por blanco a la ley básica, y en 
reemplazarla fundan sus programas los planes de las rebeliones. Fede-
ración o centralismo; república o monarquía; democracia u oligarquía; 
gobierno popular o gobierno de clase; reivindicación de los atributos 
del Estado o su parcial entrega a organismos extraestatales, esos eran 
los temas que dividían a los dos partidos fuertes y cuya solución no 
admitía sino ser llevada al ámbito constitucional.

En una síntesis podríamos decir de nuestra intensa lucha por de-
finir un modelo de formación estatal, en estos primeros años de vida 
independiente, y para ello citamos del maestro Felipe Tena Ramírez,� 
los siguientes datos. De diverso origen y con variado éxito, once asam-
bleas constituyentes se reunieron en México durante esos casi 60 años: 
el Congreso Constituyente que inició su obra en Chilpancingo el año 
de 1813; el Congreso Constituyente de 1822, dos veces convocado; 
la Junta Nacional Instituyente de 1823, que actuó durante el tiempo 
en que el anterior Congreso permaneció disuelto; el Congreso Cons-
tituyente de 1824; el Congreso ordinario, erigido en Constituyente 

� Felipe Tena Ramírez, Leyes fundamentales de México 1808-1917, 4a. ed., Porrúa, 1971, pp. xi 
a xv de la nota preliminar.
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en 1835; el Congreso ordinario, erigido en Constituyente en 1839; el 
Congreso Constituyente de 1842; la Junta Nacional Legislativa de 1843; 
el Congreso Constituyente extraordinario de junio de 1846; el Congreso 
Constituyente de diciembre de 1846, con funciones al mismo tiempo 
de Congreso ordinario; el Congreso Constituyente de 1856.

Al primer periodo que comentamos, corresponden 14 instrumen-
tos constitutivos: las Bases Constitucionales de 1822 y de octubre de 
1835; los Estatutos Provisionales de 1823, de 1853, de 1856 y de 1865; 
las Actas Constitutivas de 1824 y de 1847; las Constituciones de 1814, 
de 1824, de 1836, de 1843 y de 1857, así como la española de 1812, 
expedida por las Cortes de Cádiz, en las que hubo representantes de 
Nueva España, y que, aunque efímera y parcialmente, llegó a estar 
vigente aquí.

Fueron formulados, además, varios proyectos de Constitución, que 
en condición de tales quedaron, y diversos votos particulares cuyos 
autores discrepaban del sentir de la mayoría. Descuellan entre los 
primeros el proyecto que con el título de Elementos Constitucionales 
elaboró Ignacio López Rayón en 1812, el presentado en la segunda 
etapa del Constituyente de 1822 por un grupo de diputados que enca-
bezaba don José del Valle, el que en 1840 debía haber servido de base 
para discusión al Congreso erigido en Constituyente el año anterior y 
los dos proyectos que con el mismo fin se llevaron al conocimiento del 
Constituyente de 1842.

Entre los votos particulares destacan el de don José Fernando Ra-
mírez, relativo al proyecto de 1840; el de la minoría de la Comisión de 
Constitución de 1842; el de don Mariano Otero en 1847, y el de don 
Ponciano Arriaga respecto al proyecto de la Comisión de Constitución 
de 1856.

Si se relacionan los instrumentos constitutivos con los órganos 
constituyentes, se advertirá que el Congreso de Chilpancingo expidió 
la Constitución de Apatzingán; el Constituyente de 1822, las Bases 
Constitucionales de febrero de ese año; la Junta Nacional Instituyente, 
el Reglamento Político Provisional del Imperio, de febrero de 1823; el 
Constituyente de 1824, el Acta Constitutiva y la Constitución federal; 
el Constituyente de 1835, las Bases para la Constitución y la Constitu-
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ción de las Siete Leyes; la Junta Nacional Legislativa, la Constitución 
de 1843, llamada de las Bases Orgánicas; el Congreso Constituyente de 
diciembre de 1846, el Acta de Reformas de 1847; el Constituyente 
de 1856, la Constitución de 1857.

De las 11 asambleas constituyentes, sólo las ocho que se enumeran 
realizaron, en mayor o menor grado, su tarea constitutiva; no así los 
Constituyentes de 1839, de 1842 y de junio de 1846. Por lo que hace a 
quienes ejercieron individualmente esa tarea, Antonio López de Santa 
Anna expidió en 1853 las Bases para la administración de la República 
hasta la promulgación de la Constitución; Ignacio Comonfort, en 1856, 
el Estatuto Orgánico Provisional de la República Mexicana, y Maxi-
miliano de Habsburgo, en 1865, el Estatuto Provisional del Imperio 
Mexicano.

Tocante a los planes políticos de alcance constitutivo por haber in-
fluido en la posterior organización constitucional, se registran como fun-
damentales: el Plan de Iguala y el Tratado de Córdoba, el Plan de Ayutla 
y sus reformas de Acapulco. Documentos que sin merecer el nombre de 
planes reflejan, no obstante, ideologías políticas o sociales de trascen-
dencia, son: la representación que en 1808 dirigió el Ayuntamiento de 
México al Virrey Iturrigaray; el Bando de Miguel Hidalgo en Guadalaja-
ra, de diciembre de 1810; los puntos que en 1813 presentó José María 
Morelos al Congreso de Chilpancingo, con el título de Sentimientos de 
la Nación, y las actas de independencia de 1813 y de 1821, así como las 
que el 1o. y 2 de marzo de 1821 acogieron el Plan de Iguala. Conviene 
mencionar, por último, otros dos documentos que, a pesar de no haber 
sido constitutivos, representan episodios importantes en la trayectoria 
constitucional del país: el voto del Constituyente de 1823 en favor del 
sistema federal del 12 de junio de 1823 y el dictamen del Supremo Poder 
Conservador, que en noviembre de 1839 autorizó al Congreso ordinario 
para reformar la Constitución.

Constitución de 1857

Con la victoria del gobierno republicano sobre el imperio de Maximi-
liano en junio de 1867, se inició un nuevo periodo histórico que duró 
hasta mayo de 1911, fecha en que el presidente Porfirio Díaz abandonó 
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el poder a raíz del estallido de la Revolución mexicana, la cual daría 
como uno de sus frutos a la Constitución de 1917.

La Constitución de 1857 y las Leyes de Reforma que se incorpora-
ron en 1873, habían silenciado con su triunfo el ruidoso debate político 
que hasta entonces llenaba la historia del México independiente. Ya 
nadie objetará por medio de la violencia la forma de gobierno y la sobe-
ranía del Estado. Pero las condiciones económicas, morales y culturales 
del pueblo mexicano reclamaban la satisfacción de otras necesidades 
distintas de aquellas meramente políticas.

En este periodo de 1857 hasta 1917, en que se promulgó la Constitu-
ción hoy vigente, el texto constitucional emanado del triunfo liberal, tuvo 
31 reformas, de las cuales seis son durante las administraciones del 
presidente Benito Juárez; dos en la presidencia de Sebastián Lerdo de 
Tejada; siete en la presidencia de Manuel González; 15 en los periodos 
de Porfirio Díaz; y una durante la presidencia de Francisco Madero.

Estos 60 años se pueden dividir de manera convencional en tres 
subperiodos, El primero que dura 10 años desde la promulgación de la 
Constitución de 1857 hasta el triunfo de la República sobre el Imperio 
de Maximiliano en 1867 y en el que coexisten durante la Guerra de Re-
forma, la Constitución liberal y la conservadora que se aplicaban en el 
territorio en el cual tuvieran dominio las fuerzas militares de cada bando, 
de igual manera durante la existencia del Imperio de Maximiliano, con 
la Constitución liberal y el Estatuto del Imperio. El segundo periodo, que 
duró de 1867 a 1878, es conocido como el de la República Restaurada, 
y que abarca las administraciones de Benito Juárez y de Sebastián Ler-
do de Tejada. El tercero consistió en el largo régimen de Porfirio Díaz 
que Daniel Cosío Villegas lo nombró como el porfiriato, y se incluye la 
presidencia de Manuel González. A pesar de la ruptura que consistió 
en la toma del poder por Porfirio Díaz, mediante una rebelión armada, 
se puede decir que hubo una continuidad en el proyecto liberal ini-
ciado en 1857.

En 1873; el presidente Sebastián Lerdo de Tejada promulgó y publi-
có las reformas que elevaron a rango constitucional, las disposiciones 
centrales de las Leyes de Reforma, en cinco artículos: El Estado y la 
Iglesia son independientes entre sí. El Congreso no puede dictar leyes 
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estableciendo o prohibiendo religión alguna. El matrimonio es un con-
trato civil. Este y los demás actos del estado civil de las personas son de 
la exclusiva competencia de los funcionarios y autoridades del orden 
civil, en los términos prevenidos por las leyes, y tendrán la fuerza y 
validez que las mismas les atribuyan. Ninguna institución religiosa 
puede adquirir bienes raíces ni capitales impuestos sobre éstos, con 
la sola excepción establecida en el artículo 27 de la Constitución. La 
simple promesa de decir verdad y de cumplir las obligaciones que se 
contraen sustituirá al juramento religioso con sus efectos y penas. Y 
por último, que nadie puede ser obligado a prestar trabajos personales 
sin la justa retribución y sin su pleno consentimiento. El Estado no 
puede permitir que se lleve a efecto ningún contrato, pacto o convenio 
que tenga por objeto el menoscabo, la pérdida o el irrevocable sacrificio 
de la libertad del hombre, ya sea por causa de trabajo, de educación 
o de voto religioso. La ley, en consecuencia, no reconoce órdenes mo-
násticas ni puede permitir su establecimiento, cualquiera que sea la 
denominación u objeto con que pretendan erigirse. Tampoco puede 
admitir convento en que el hombre pacte su proscripción o destierro.

Daniel Cosío Villegas usó el nombre de República Restaurada, que 
fue el que los propios actores políticos de entonces utilizaron, para dar 
a entender con ello, que se retomaba el sitio usurpado por el imperio, 
por su propio derecho; representaron el triunfo de la causa republicana 
sobre la monárquica, señalando un eje en la historia de México para 
sentar las bases para reconstruir el país y consolidar el Estado nacional 
que hasta esos días había estado en un hilo.�

Lerdo de Tejada acompañó dicha convocatoria con una circular, en 
la cual se hacía una especial apelación al pueblo para que junto al acto 
de elegir a sus representantes, se autorizara al Congreso de la Unión, en 
una especie de plebiscito, si estaban de acuerdo en que sin necesidad 
de ajustarse al procedimiento que ordenaba el artículo 127 constitucio-
nal, para que adicionara y reformara la Constitución en cinco puntos 
que señalaba la convocatoria.

� Cfr. De Antonia Pi-Suñer Llorens, con la colaboración de Juan Macías Guzmán, “La recons-
trucción de la República, 1867-1876”, en Gran historia de México ilustrada, México, Planeta de 
Agostini, Conaculta/inah, 2001, fascículo 64, p. 61.
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Las modificaciones propuestas tenían por objeto, primero, restable-
cer el Senado y así equilibrar el Poder Legislativo que, de acuerdo con la 
Constitución de 1857 estaba sólo en manos de la Cámara de Diputados; 
segundo, imponer el veto del Ejecutivo sobre proyectos de ley emitidos 
por el Legislativo, ya que la Carta Magna daba mayor poder a este que al 
Ejecutivo; tercero, autorizar a los ministros a contestar, en comunicacio-
nes escritas, las preguntas del Congreso con lo cual quedaría testimonio 
de los asuntos que se trataban; cuarto, limitar las facultades de la Comi-
sión Permanente para convocar a sesiones extraordinarias del Congreso, 
ya que esta facultad se ponía en práctica con demasiada frecuencia y 
cinco, variar la forma en que el Presidente de la República podía ser 
sustituido en ausencia también del presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, con lo cual se proponían evitar otro problema sucesorio como 
el que habían tenido en 1865 con el general Jesús González Ortega.

La convocatoria también proponía devolver a los miembros del cle-
ro el derecho a ser electos diputados, lo que la legislación de la Refor-
ma impedía, permitiendo así, ejercer el uso de sus derechos cívicos.

La propuesta buscaba, como se dijo, fortalecer al Ejecutivo, que se 
encontraba supeditado al Legislativo. Hay que recordar que sólo existía 
la Cámara de Diputados, que se apoyaba en poderes locales fuertes con 
una tendencia a aprovecharse de la debilidad del Ejecutivo federal, 
impidiendo en muchas ocasiones que se tomaran medidas a nivel na-
cional. El Presidente y su ministro habían sido sujeto y objeto de este 
desequilibrio entre los poderes.

Algunos estados se negaron a observar esta solicitud porque la 
Constitución se había convertido en el símbolo del triunfo liberal, y 
por la manera de votarse. En medio de la libertad de expresión que 
había en esos momentos, Benito Juárez y Sebastián Lerdo de Tejada 
encontraron una reacción violenta y una opinión generalizada adver-
sa del Congreso, de la prensa y de algunos gobernadores; ya que se 
consideraba que era impolítico que cuando se iba a iniciar el ejercicio 
pleno de la Constitución, uno de los primeros actos fuera un desacato 
al procedimiento que ella misma establecía para ser reformada.

Durante el porfiriato se aprobaron 22 reformas a la Constitución. Hu-
bo dos reformas al artículo 43 constitucional; la primera fue en 1884 y se 
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añadía como territorio a Tepic. La segunda fue en 1902, para determinar 
a Quintana Roo como territorio. Estas dos reformas significaban que esas 
porciones geográficas que antes formaban parte de entidades federativas y 
bajo la competencia de la correspondiente legislación que las regía, ahora 
serían administradas por la Federación y en el ámbito de su esfera legal.

También en el porfiriato se realizaron cuatro reformas sobre las 
alcabalas, la primera en 1882, que disponía de nueva cuenta que para 
finales de 1884, quedaran abolidas las alcabalas y aduanas interiores en 
el distrito y territorio de la Federación y en los estados que no las hayan 
suprimido. La segunda reforma fue en 1884, para volver a ordenar que 
para finales de 1886, quedaran abolidas las alcabalas y aduanas interio-
res en el Distrito Federal y Territorios de la Federación, y en los estados 
que no las hayan suprimido. La tercera reforma fue en 1886, y cuyo tex-
to era más explícito y detallado sobre el tema; 15 legislaturas estatales 
aceptaron reformar el artículo 124 para vedar a los estados el cobro de 
impuestos o derechos por el simple tránsito de mercancías. La reforma 
constitucional significó un progreso pero no condujo a la supresión real 
de las alcabalas, pues la gran mayoría de los estados las conservaron. La 
cuarta reforma de 1896, fue todavía mas allá al determinar en un solo 
párrafo, vinculado a las prohibiciones a los estados que disponía que es 
facultad privativa de la Federación gravar las mercancías que se expor-
ten o importen, o que pasen de tránsito por el territorio nacional.

Constitución de 1917

Con los años iniciales de la siguiente centuria, los adelantados de la 
reforma social mexicana empezaron a plantear las reivindicaciones 
del campesino y del obrero. Tales reclamos no podían conciliarse con 
la Constitución liberal e individualista, que al ser formulada en 1856 
expresamente les había cerrado sus puertas. A pesar de alzarse contra el 
individualismo liberal de la Constitución anterior, la de 1917 se consi-
deró su causahabiente, no sólo porque recoge y acentúa los postulados 
políticos de aquélla, sino también porque si la Reforma no le hubiera 
rescatado sus fueros soberanos, la Constitución se habría hallado en 
la imposibilidad material y jurídica de quebrantar la resistencia a la 
reforma social.
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Desde el año de 1917, en que fue promulgada y publicada la Consti-
tución que hoy nos rige y hasta el mes de junio de 2007, se han aprobado 
por el Constituyente Permanente, un total de 446 reformas al texto de 
nuestra Carta Magna, de las cuales, 444 corresponden a los artículos 
que van del 1o. al 136, dos más a los artículos transitorios y otras dos 
a los artículos transitorios de decretos que promulgan reformas.

Se pueden apreciar dos periodos muy claros en los cuales se gene-
raron las reformas, uno que va desde el gobierno del presidente Alvaro 
Obregón, hasta el del gobierno del presidente Gustavo Díaz Ordaz y 
cuyo número de ellas por periodos presidenciales, es en unos muy re-
ducido como el del propio Alvaro Obregón con ocho, Emilio Portes Gil, 
y Adolfo Ruiz Cortines con dos cada uno, y el de Pascual Ortiz Rubio 
con cuatro. La cifra se eleva con Adolfo López Mateos a 11, Lázaro 
Cárdenas a 15, Plutarco Elías Calles y Manuel Avila Camacho cada uno 
con 18, Gustavo Díaz Ordaz con 19 y Miguel Alemán con 20. Todo ello 
nos resulta que, en un lapso de 50 años, se generaron 139 reformas a 
la Constitución.

En el segundo periodo que va del gobierno del presidente Luis 
Echeverría hasta los primeros meses del gobierno del presidente Felipe 
Calderón, o sea un lapso de 37 años, se generaron 307 reformas que 
representan más del doble del primer periodo que mencionamos. Sólo 
en el lapso de 18 años de los gobiernos de Luis Echeverría con 40 re-
formas, de José López Portillo con 34 reformas y Miguel de la Madrid 
con 66 reformas suman 140, una más que el total de las del primer 
periodo. Los siguientes 18 años de los gobiernos de Carlos Salinas de 
Gortari con 55 reformas, Ernesto Zedillo con 77 y Vicente Fox con 31, 
suman 163 reformas, o sea, 24 más que el total del primer periodo. A 
lo anterior se suman cuatro reformas, dos en febrero y dos más en junio 
de 2007, en el gobierno de Felipe Calderón.

Una noción de Reforma del Estado

El proceso de transformación del sistema jurídico, político, econó-
mico y social mexicano vigente, tiene desde los últimos años de la 
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década de los sesenta del siglo pasado, un proceso de transformación 
que ha alcanzado un punto álgido en nuestros días, y que se manifies-
ta en situaciones de hecho de una crisis del sistema jurídico formal, 
el cual requiere de una reforma de gran visión y magnitud, y que 
ahora le denominamos de manera muy generalizada como Reforma 
del Estado.

La crisis se puede observar como un sobrepeso de expectativas a 
que se ve sometido el poder estatal por el surgimiento y competencia 
de los partidos; también por el surgimiento creciente del pluralismo de 
asociaciones y medios de comunicación de masas, por la demanda 
que hacen los grupos sociales de satisfactores económicos y sociales y 
por el control y manejo de los bienes y recursos. El resultado es un in-
cremento constante de expectativas, obligaciones y responsabilidades 
planteadas a los diferentes aparatos estatales y al conjunto de ellos, que 
se hacen cada vez mas patentes. Aunado a lo anterior, se incrementan 
exponencialmente las pretensiones de gestión del Estado, de partici-
pación democrática, y de una politización de temas y conflictos en 
los que se observa un deseo e irreflexión que parecen no tener límites 
conocibles.

El Estado de derecho presenta como características básicas e indis-
pensables: el imperio de la ley como expresión de la voluntad general; 
la división de poderes: Legislativo, Ejecutivo y Judicial; la descentra-
lización del ejercicio del poder en distintos órdenes de gobierno con 
atribuciones de entidades locales; la legalidad de la administración para 
que su actuación sea conforme a la ley y control judicial suficiente; 
la definición jurídico formal de derechos y libertades fundamentales, 
mediante garantías individuales y sociales y su efectiva realización 
material; un sistema de elecciones de los gobernantes y de sus repre-
sentantes legislativos y los medios para la rendición de cuentas; y 
medios y procedimientos para la reforma de su constitución y de su 
sistema jurídico.

El Poder Constituyente Permanente se encuentra en un grado je-
rárquico intermedio entre el constituyente originario y los poderes 
constituidos. Es el Poder Constituyente originario el que se enfrenta al 
acto creador de órganos y competencias, y son los poderes constituidos 
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a los que les corresponde concretar no sólo los actos de gobierno sino, 
además, aquella parte de la voluntad popular que legitima al propio 
Estado en su devenir histórico.

La crisis fiscal de 1982, a la que le siguieron necesarias políticas 
de ajuste y reforma del modelo económico, y la crisis político-elec-
toral de 1988, parecen ser los dos grandes eventos que llevaron a un 
nuevo nivel más articulado y más consciente, la demanda de nuevas 
relaciones entre sociedad y Estado; entre sectores sociales, cada vez 
más dispuestos a ejercer sus libertades privadas y públicas, y sectores 
públicos y gubernamentales, más dispuestos a iniciar decididamente 
cambios en el sistema político mexicano, en el patrón de administra-
ción pública y economía.

Uno de los principales problemas que ha ido interrumpiendo e 
imposibilitando la Reforma del Estado, es que en México como una 
consecuencia en la que terminó la Revolución, se fue consolidando a 
lo largo del tiempo un estilo personal de gobierno, un estilo de gestión 
pública, y así el sistema no reconocía la necesidad de irse renovando 
y vio en la propuesta de transición a la democracia un peligro mayor 
para su supervivencia. Nunca se quiso llegar a un pacto de transición, 
porque se pensó que las reformas políticas serían suficientes para le-
gitimar al régimen.

Históricamente los intentos para la Reforma del Estado en México 
se han venido desarrollando por una serie de circunstancias, las cua-
les han obligado a cada uno de los presidentes en turno a retomar de 
distinta manera la Reforma del Estado, el énfasis en la idea de que el 
estilo de gobernar ha sido factor principal del crecimiento del aparato 
gubernamental, hasta llevarlo a una situación económico-administra-
tiva inmanejable; lo que motivó el error de concebir a la Reforma del 
Estado como el redimensionamiento del aparato burocrático del mis-
mo y en la constante reforma de la Constitución.

El cambio político ocurrido en México durante los últimos años, 
es al mismo tiempo, origen y consecuencia de la Reforma del Estado, 
entendida ésta, como un proceso constante, continuo. De ahí que la 
Reforma del Estado tenga que ocuparse, precisamente, de adaptar 
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nuestras instituciones de gobierno a la nueva realidad política que im-
pera en el país, a la inédita distribución plural del poder que se vive al 
interior del Estado mexicano.

El predominio del gobierno federal sobre los otros órdenes de go-
bierno. La gestión pública ha sido definida y vertebrada por un agenda 
federal, una agenda nacional, más que por los asuntos y prioridades de 
las comunidades políticas locales.

Ha sido un estilo de decisión con amplia autonomía y discreciona-
lidad. El gobierno ha gozado de un amplio margen de maniobra en sus 
actividades de representación de intereses y de conciliación de con-
flictos, en la formación de sus políticas. Ha sido entonces un estilo de 
gestión de bajo componente público, es decir, de escasa participación, 
discusión y concertación ciudadana.

La gestión pública fue la fuente de legitimidad de gobierno. La 
eficacia de las decisiones en la provisión de bienes y en la prestación 
de servicios para así responder a las diversas demandas de los dife-
rentes grupos sociales, fue el elemento clave para dotar de legitimidad 
al poder, ya que para que haya gobernabilidad dentro del Estado, es 
necesario que la población esté de acuerdo con el actuar del gobierno, 
lo que se podría traducir como legitimidad.

Otra característica ha sido la fuerte regulación de las conductas 
económicas. Una economía en desarrollo, en transición de una so-
ciedad tradicional a una industrial, obligó a regular ampliamente las 
conductas y elecciones económicas.

El énfasis en la gestión pública a través de jerarquías personali-
zadas, de empleados de confianza, de directivos discrecionalmente 
asignados. Es sin duda alguna una gestión pública jerárquica. El estilo 
personal de gobernar no fue sólo una característica reproducida en 
diversos órdenes de gobierno. Lo que trajo como consecuencia que los 
problemas se solucionaran por medio de arreglos personales, en lugar 
de realizar lo dispuesto por las leyes.

Por último se descuidó la dimensión de los costos de las decisiones 
de gestión pública. Que trajo como resultado el enorme endeudamien-
to por parte del Estado.
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La Reforma del Estado está compuesta por una serie de reformas, 
de las cuales podríamos decir que las primordiales son: la Reforma 
Constitucional, la Reforma Administrativa y la Reforma Política.

La primera se expresa en la reforma del marco jurídico, es la gran 
Reforma del Estado que se consumaría en las leyes fundamentales del 
Estado, que instituyen en sus características a la formación estatal: 
pueblo, territorio y gobierno; al sistema republicano, federal, demo-
crático y representativo a los poderes, y al sistema federal; la reglas 
para las acciones del Estado; el ámbito y ejercicio de las garantías 
sociales e individuales, al ámbito y ejercicio de los poderes regula-
torios y de intervención del Estado, la institución del control de la 
legalidad, mediante las Controversias Constitucionales, los Juicios de 
Inconstitucionalidad y el Amparo; al control autónomo de las eleccio-
nes y de la rendición de cuentas. La Reforma profunda del Estado es 
la constitucional.

Reforma administrativa, que se enfoca en la mejora de los procesos al 
interior de la administración pública, para la mejora de los servicios que 
presta el Estado.

Reforma política, que es la búsqueda de la mejora en la relación 
Estado-sociedad. Asimismo es la que busca darle legitimidad a las 
acciones del Estado.

Las reformas del nivel de la gestión pública o gobierno, son las que 
más se han manifestado y las más polémicas, por los cambios en las 
formas e instrumentos de gobernar para redimensionar al Estado, la 
reducción de su tamaño, la disminución de su número de empresas, 
programas, empleados, leyes, gasto, etcétera; así como también las 
modificaciones en su proceso de toma de decisiones e implementación 
de políticas.

Las reformas en el nivel de la gestión, se manifiestan en privatiza-
ciones, desregulaciones, la mejora regulatoria y en administraciones 
públicas compartidas o concesionadas.

La gobernabilidad en los regímenes democráticos depende de la 
adecuación de las instituciones políticas capaces de intermediar inte-
reses dentro del Estado y la sociedad civil; de la existencia de mecanis-
mos de responsabilidad de los políticos y burócratas ante la sociedad; 



Propuesta para una política legislativa 241

de la capacidad de la sociedad de limitar sus demandas y del gobierno de 
satisfacerlas, y de la existencia de un contrato social básico.

Los órganos constitucionales autónomos

En la estructura del Estado de los estados modernos han aparecido 
diversas autoridades u organismos autónomos e independientes, unos 
de ellos de creación constitucional y otros, simplemente autónomos, de 
creación legal, sin pretender afirmar que sea una innovación que ha que-
rido imponer, a partir de la Constitución Política, frente a las existentes 
en los demás países continentales o de derecho anglosajón, puesto que 
si bien en el derecho comparado ellas no están inscritas positivamente 
en la Constitución, tienen igualmente su sustento constitucional. Los 
órganos de creación o tratamiento constitucional, gozan de una amplia 
autonomía e independencia que únicamente se ve limitada por la mis-
ma Carta Magna y, en tal virtud, son diferentes a los órganos de origen 
y tratamiento legal, toda vez que en este segundo caso, es el legislador 
quien los crea, define su misión, le atribuye sus funciones, define su 
estructura y, en fin, fija las reglas generales que deben seguir en el 
cumplimiento de sus fines como entidades estatales.

La división de poderes no se ve afectada, antes bien se evoluciona, 
por los órganos constitucionales autónomos, pues aquel esquema tra-
dicional no es rígido y hoy acepta innovaciones que dejan muy atrás a 
la clásica teoría tripartita del siglo xviii.

La separación de poderes o división de poderes es una ordenación 
de las funciones del Estado en la cual la titularidad de cada una de ellas 
es confiada a un órgano u organismo público distinto, la cual junto a 
la constitución de las garantías individuales y sociales fundamentales 
son los principios más importantes que caracterizan el Estado de dere-
cho moderno.

La teoría de la separación de poderes fue común a diversos pen-
sadores del siglo xviii que la enunciaron durante la Ilustración, como 
Alexander Hamilton, John Locke, Jean-Jacques Rousseau y Charles Lo-
uis de Secondat de Montesquieu, aunque con diferentes matices entre 
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los autores y a partir del antecedente en la Grecia clásica de Aristóteles 
y su obra política.

Para prevenir que una rama del poder se convirtiera en suprema 
respecto de las otras, y para inducirlas a cooperar, los sistemas de go-
bierno que emplean la separación de poderes se crean típicamente con 
un sistema de controles y equilibrios, de pesos y contrapesos. Este tér-
mino proviene del constitucionalismo anglosajón, pero como concepto 
de la separación de poderes, es generalmente atribuida a Montesquieu. 
Los controles y equilibrios, los pesos y contrapesos se refieren a varias 
reglas de procedimiento que permiten a una de las ramas del poder 
limitar a otra, por ejemplo, mediante el veto que el presidente tiene so-
bre la legislación aprobada por el Congreso, o el poder del Congreso de 
alterar la composición y jurisdicción de los tribunales federales. Cada 
país que emplee la separación de poderes tiene su propio mecanismo 
de controles y equilibrios; cuanto más se aproxime un país al sistema 
presidencial, más mecanismos de control y equilibrios existirán entre las 
distintas ramas del poder, y más iguales serán en sus poderes relativos.

Los constitucionalistas anglosajones encuentran su origen en la 
Carta Magna, aplicándose en la práctica en las luchas entre la monar-
quía y el parlamento en las guerras civiles inglesas del siglo xvii. Mon-
tesquieu, en el siglo xviii, realizó más bien la formulación teórica de lo 
que los ingleses habían aplicado en la práctica el siglo anterior.

Los principios ilustrados fueron adoptados por las corrientes del 
liberalismo político. Conjuntamente con el respeto a los derechos 
fundamentales de las personas, la división o separación de poderes se 
convierte en elemento fundamental de lo que se dio en llamar Estado 
liberal y que, a la vez, configura el elemento base del constituciona-
lismo moderno. Sin embargo, el principio de separación de poderes 
ha sido plasmado de forma diferente dentro de los diversos sistemas 
de formación estatal, este principio doctrinal que de facto convertía 
al Parlamento o Congreso en el poder central fue modificado con base 
en la doctrina de la separación entre el Poder Constituyente y los pode-
res constituidos de Emmanuel Joseph Sieyès donde la separación de 
poderes deja paso a una interrelación, la separación de poderes no 
desaparece para evitar el control por un solo grupo u hombre, pero se 
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interrelacionan de una forma muy intensa, el Estado deja de ser un 
Estado abstencionista y se hace enorme al intervenir en la sociedad, 
otorga el sufragio universal y surgen los partidos políticos de masas, 
originándose el Estado actual, el Estado social, donde se rompe con la 
idea de que Parlamento o Congreso es igual a nación, ahora la ley es 
la expresión de la voluntad de la mayoría, cuando cambia la formación 
del parlamento, cambian las leyes, por lo que la ley deja de ser la ex-
presión de la razón, de la soberanía, para ser la de la mayoría.

El federalista James Madison expresó que acumular el poder en 
pocas manos define a la tiranía. Asimismo, estimó que conservar la 
libertad exige que los poderes se separen, sin olvidar que el grado de 
separación no puede mantenerse debidamente en la práctica, con lo 
que reconocía su flexibilidad. Adicionalmente, sostenía que los miem-
bros de cada poder debían depender lo menos posible de los otros en 
cuanto a los emolumentos anexos a sus empleos. También sostuvo 
que para impedir la concentración del poder con visos de dictadura, 
había que dotar a los administradores de cada uno de ellos de medios 
constitucionales y móviles personales para resistir las invasiones de 
los demás.

La finalidad del principio de la división de poderes consiste en 
limitar y equilibrar el poder público, de modo que se ejerza autónoma 
e independientemente por cada uno de ellos, sin que ninguno se colo-
que por encima de otro o que una sola corporación pueda ejercer dos 
o más de éstos, buscándose en todo momento que cada poder realice 
sus funciones libremente, sin más restricciones que las previstas en la 
ley o en la Norma Fundamental.

En el derecho público mexicano, el principio de la división de po-
deres se incorporó a través de la Constitución de Apatzingán (1814), 
en la que si bien predominó la idea roussoniana sobre la preeminencia 
del Legislativo, se advierte, en general, la influencia de la Constitución 
estadounidense de 1787, de las francesas de 1793 y 1795, y de la de 
Cádiz de 1812.

Podemos afirmar que, poco a poco, a través de reformas consti-
tucionales y legales se ha favorecido la división de las funciones que 
corresponden a cada órgano depositario del gobierno federal. Así, el 



Joaquín Álvarez Vázquez244

ámbito de competencia del Ejecutivo se ha acotado, mientras que el 
Legislativo y el Judicial se han convertido en sus contrapesos.

Los órganos constitucionales autónomos son aquellos inmediatos y 
fundamentales establecidos en la Constitución y que no están adscritos 
claramente a ninguno de los poderes tradicionales.

Aunque los órganos constitucionales autónomos empiezan a ser 
teorizados desde el siglo xix por Jellinek, es hasta después de la se-
gunda mitad del siglo xx cuando empiezan a surgir materialmente, 
teniendo como consecuencia el enriquecimiento de la visión clásica de 
la división de poderes. Si bien se originaron en la teoría y normativa 
del siglo xix, dichos órganos se desarrollan en el siglo xx y encarnan, 
particularmente, en los tribunales constitucionales europeos. Esta fue 
su manifestación inicial.

El no estar orgánicamente dentro de alguno de los tres poderes 
clásicos del Estado y, por tanto, gozar de una “garantía institucional”. 
Es decir, al no estar contemplados estos órganos dentro de los poderes 
Legislativo, Ejecutivo o Judicial de un Estado, se les debe garantizar el 
suministro de los recursos suficientes para cumplir con las funciones 
que constitucionalmente tienen encomendadas, pudiendo ejercer su 
gasto autorizado con plena autonomía.

Esta separación orgánica de los poderes clásicos, también tiene 
como vertiente el que el órgano constitucional autónomo no esté su-
bordinado a aquellos, sino que puede actuar con independencia, pero 
sin menoscabo de una revisión judicial de sus actuaciones y de que 
el Constituyente Permanente mediante reformas a la Constitución les 
modifique su naturaleza, los suprima o inclusive los fortalezca en su 
naturaleza y atribuciones.

Los órganos constitucionales autónomos parece que rompen con la 
tradicional y dogmática división de los tres poderes, cuando esta no 
fue concebida de manera rígida, como se ha entendido e interpretado. 
Así, se puede entender una nueva concepción del poder con una idea 
de equilibrio a estos organismos, analizando a estos organismos que no 
pertenecen a ningún poder.

Es necesario entonces abordar el estudio de tales autoridades, co-
menzando por las de creación o tratamiento constitucional, del cual 



Propuesta para una política legislativa 245

se infiere cómo fue voluntad del Constituyente Permanente, crear o 
sistematizar otros órganos autónomos e independientes, diferentes de 
los que integran las tradicionales Ramas Legislativa, Ejecutiva y Judi-
cial, para que cumplan otras funciones a cargo del Estado. A su vez, 
algunos de tales órganos se agrupan en dos grandes organizaciones, la 
organización fiscalizadora o de control que tiene la Auditoría Superior 
de la Federación, vinculada de una manera tenue con la Cámara de 
Diputados, pero que goza de autonomía y los otros órganos autónomos 
que se encargan de funciones ejecutivas, tales como la organización 
electoral. si se quiere únicos, para el cumplimiento de sus funciones. 
Del estudio se aprecia igualmente que fue voluntad del Constituyente 
Permanente prever únicamente dos tipos de órganos únicos de esta 
clase, sujetos a regímenes legales propios.

En las constituciones estatales de Coahuila, Baja California, Estado 
de México y Veracruz se señala que las comisiones de derechos huma-
nos son organismos autónomos y en la de Veracruz se define expresa-
mente que es un organismo constitucional autónomo.

Esta proliferación de los denominados “órganos constitucionales 
autónomos” se puede entender a la luz del replanteamiento de la teo-
ría clásica de la división de poderes, a la cual no debemos concebir 
como la separación rígida de funciones y atribuciones como otrora, 
sino como una distribución de facultades entre órganos del Estado, los 
cuales requieren de relaciones, controles e intervenciones recíprocas. 
Existe coincidencia en que la teoría tradicional de división de poderes 
obedeció a la necesidad de limitar el poder omnímodo de los reyes 
ya que, como es bien sabido, en el decurso de la historia, el centro 
dominante de emanación del poder era el rey. Hoy día, los poderes 
radican tanto en las instituciones como, también, en la sociedad, en 
los partidos políticos, en las organizaciones empresariales nacionales 
y transnacionales y medios de comunicación, entre otros. Además, en 
muchos sistemas constitucionales contemporáneos encontramos di-
versos órganos que no pueden ubicarse en alguno de los tres poderes 
típicos y tradicionales.

Se entiende por órganos constitucionales autónomos aquellos que 
–de manera fundamental e inmediata– se establecen en la Constitución 
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y que no se adscriben con precisión a ninguno de los poderes tradicio-
nales del Estado. Representan una evolución de la teoría clásica de la 
división de poderes porque se asume que puede haber órganos ajenos 
a los tres poderes tradicionales sin que se infrinjan los principios de-
mocráticos o constitucionales.

Pero, además de estos parámetros, se deben considerar los de au-
tonomía o independencia, no sólo funcional sino también financiera 
(mediante participación presupuestal fijada en la Constitución); la in-
tegración y estatuto de los titulares (propuestos por el Poder Legislativo 
mediante mayorías calificadas y con garantías similares a los ministros 
y magistrados); apartidismo por el carácter técnico del órgano y sus 
miembros; inmunidades, pues los titulares sólo pueden ser removidos 
por incurrir en responsabilidades; responsabilidades, ya que tales órga-
nos deben rendir cuentas al Congreso y los ciudadanos; transparencia, 
pues salvo excepciones justificadas, sus actuaciones deben ser cono-
cidas por el público y otros órganos de gobierno; intangibilidad por 
su permanencia garantizada mediante procedimiento constitucional 
dificultado para su reforma; y, desde luego, funcionamiento interno 
ajustado estrictamente al Estado de derecho, incluidas las garantías de 
sus titulares respecto de responsabilidades administrativas.

Sin duda alguna, la dificultad en la elaboración de una teoría ho-
mogénea deriva del hecho de que cada país, constitucionalmente y a 
veces a través de su legislación, han extendido o limitado su número, 
sus características y sus niveles de independencia. La teoría jurídica 
política necesita hacer un esfuerzo para definir las características nor-
mativas de los órganos constitucionales autónomos.

La aparición de otros organismos denominados constitucionalmen-
te “autónomos”, en el caso de nuestro paìs, el Banco de México, la Co-
misión Nacional de Derechos Humanos y el Instituto Federal Electoral, 
son claros ejemplos que llevan a formularnos las características que 
debe poseer un órgano para ser considerado autónomo, a saber:

1.  Estos órganos deben estar establecidos y configurados directa-
mente en la Constitución.

2.  Son necesarios para el Estado constitucional de derecho.
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3.  Estos entes participan en la dirección política del Estado y de 
ellos emanan actos ejecutivos, legislativos o jurisdiccionales, 
según el caso, que contribuyen a orientar de modo decisivo el 
proceso de toma de decisiones.

4.  Una paridad en el rango que mantienen con los otros órganos y 
poderes, sus relaciones son de coordinación y nunca de subor-
dinación.

5.  Gozan de una autonomía orgánica, funcional y, en ocasiones, 
presupuestaria.

6.  La autonomía no es exclusivamente formal, sino también finan-
ciera. Los órganos constitucionales autónomos exigen de un 
presupuesto que no esté prescrito por la ley secundaria, o sea 
el resultado de los acuerdos políticos del momento, sino de una 
disposición constitucional que determine, con toda precisión, 
las bases sobre las cuales debe otorgársele.

7.  La integración de los órganos constitucionales autónomos y el 
estatuto de sus titulares, preferentemente, son propuestos por el 
Poder Legislativo con mayorías calificadas iguales o superiores 
a las dos terceras partes del Congreso o Asamblea. Cuentan con 
las garantías o estatuto personal similares a los magistrados del 
Poder Judicial del Estado, esto es: una selección imparcial, la 
inamovilidad, una remuneración suficiente, prohibición de su 
reducción, y en su caso remoción.

8.  Los órganos constitucionales autónomos son órganos de carácter 
técnico y nunca político. Sus integrantes no podrán ser miem-
bros o militantes de partido político alguno.

9.  Los titulares de estos órganos pueden ser removidos por incurrir 
en responsabilidades. Sin embargo, cuentan con un cierto tipo de 
inmunidades que les permitan el desempeño del cargo.

10.  Los órganos constitucionales autónomos informan periódica-
mente de sus actividades al Congreso y a los ciudadanos.

11.  Los actos y decisiones de estos órganos, salvo casos excepciona-
les, pueden ser consultados por cualquier ciudadano.

12.  Son órganos permanentes, o bien, en caso de modificación, se 
exige un procedimiento de reforma constitucional.
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Los órganos constitucionales autónomos en México

Existen siete mandatos constitucionales expresos para otros tantos 
órganos autónomos, además del Municipio libre y autónomo en el 
artículo 115, promulgado en 1917, en el texto original Constitucional. 
Siguiendo el articulado de nuestra Constitución, los mencionamos a 
continuación:

Las comunidades indígenas que tienen su fundamento en el artícu-
lo 2o., párrafos 1o., 3o. y 4o.; y en las ocho fracciones del apartado A, 
que a la letra dicen:

La Nación Mexicana es única e indivisible. La Nación tiene una compo-
sición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas 
que son aquellos que descienden de poblaciones que habitaban en el 
territorio actual del país al iniciarse la colonización y que conservan sus 
propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte 
de ellas.
Son comunidades integrantes de un pueblo indígena, aquellas que formen 
una unidad social, económica y cultural, asentadas en un territorio y que 
reconocen autoridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres.
El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación se ejercerá 
en un marco constitucional de autonomía que asegure la unidad nacional. 
El reconocimiento de los pueblos y comunidades indígenas se hará en las 
constituciones y leyes de las entidades federativas, las que deberán tomar 
en cuenta, además de los principios generales establecidos en los párrafos 
anteriores de este artículo, criterios etnolingüísticos y de asentamiento 
físico.
A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las 
comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la 
autonomía para:
I. Decidir sus formas internas de convivencia y organización social, eco-
nómica, política y cultural.
II. Aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de 
sus conflictos internos, sujetándose a los principios generales de esta 
Constitución, respetando las garantías individuales, los derechos huma-
nos y, de manera relevante, la dignidad e integridad de las mujeres. La ley 
establecerá los casos y procedimientos de validación por los jueces o tri-
bunales correspondientes.
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III. Elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradi-
cionales, a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas 
propias de gobierno interno, garantizando la participación de las mujeres 
en condiciones de equidad frente a los varones, en un marco que respete 
el pacto federal y la soberanía de los estados.
IV. Preservar y enriquecer sus lenguas, conocimientos y todos los elemen-
tos que constituyan su cultura e identidad. 
V. Conservar y mejorar el hábitat y preservar la integridad de sus tierras 
en los términos establecidos en esta Constitución.
VI. Acceder, con respeto a las formas y modalidades de propiedad y te-
nencia de la tierra establecidas en esta Constitución y a las leyes de la 
materia, así como a los derechos adquiridos por terceros o por integrantes 
de la comunidad, al uso y disfrute preferente de los recursos naturales de 
los lugares que habitan y ocupan las comunidades, salvo aquellos que 
corresponden a las áreas estratégicas, en términos de esta Constitución. 
Para estos efectos las comunidades podrán asociarse en términos de ley.
VII. Elegir, en los Municipios con población indígena, representantes ante 
los ayuntamientos. Las constituciones y leyes de las entidades federativas 
reconocerán y regularán estos derechos en los Municipios, con el propósi-
to de fortalecer la participación y representación política de conformidad 
con sus tradiciones y normas internas.
VIII. Acceder plenamente a la jurisdicción del Estado. Para garantizar ese 
derecho, en todos los juicios y procedimientos en que sean parte, indivi-
dual o colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus costumbres y espe-
cificidades culturales respetando los preceptos de esta Constitución. Los 
indígenas tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidos por intérpretes 
y defensores que tengan conocimiento de su lengua y cultura. Las consti-
tuciones y leyes de las entidades federativas establecerán las característi-
cas de libre determinación y autonomía que mejor expresen las situaciones 
y aspiraciones de los pueblos indígenas en cada entidad, así como las 
normas para el reconocimiento de las comunidades indígenas como enti-
dades de interés público.

Las universidades, de acuerdo con lo dispuesto por la fracción VII 
del artículo 3o. que dice:

Las universidades y las demás instituciones de educación superior a las 
que la ley otorgue autonomía, tendrán la facultad y la responsabilidad de 
gobernarse a sí mismas; realizarán sus fines de educar, investigar y difun-
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dir la cultura de acuerdo con los principios de este artículo, respetando la 
libertad de cátedra e investigación y de libre examen y discusión de las 
ideas; determinarán sus planes y programas; fijarán los términos de ingre-
so, promoción y permanencia de su personal académico; y administrarán 
su patrimonio. Las relaciones laborales, tanto del personal académico 
como del administrativo, se normarán por el apartado A del artículo 123 
de esta Constitución, en los términos y con las modalidades que establez-
ca la Ley Federal del Trabajo conforme a las características propias de un 
trabajo especial, de manera que concuerden con la autonomía, la libertad 
de cátedra e investigación y los fines de las instituciones a que esta fracción 
se refiere.

El Instituto Nacional de Información, Estadística y Geográfica cuyo 
fundamento se encuentra en el artículo 26, apartado B y que a conti-
nuación transcribimos:

El Estado contará con un Sistema Nacional de Información Estadística y 
Geográfica cuyos datos serán considerados oficiales. Para la Federación, 
estados, Distrito Federal y municipios, los datos contenidos en el Sistema 
serán de uso obligatorio en los términos que establezca la ley. La respon-
sabilidad de normar y coordinar dicho Sistema estará a cargo de un orga-
nismo con autonomía técnica y de gestión, personalidad jurídica y patrimo-
nio propios, con las facultades necesarias para regular la captación, 
procesamiento y publicación de la información que se genere y proveer 
a su observancia.
El organismo tendrá una Junta de Gobierno integrada por cinco miembros, 
uno de los cuales fungirá como Presidente de ésta y del propio organismo; 
serán designados por el Presidente de la República con la aprobación de 
la Cámara de Senadores o en sus recesos por la Comisión Permanente del 
Congreso de la Unión.
La ley establecerá las bases de organización y funcionamiento del Sistema 
Nacional de Información Estadística y Geográfica, de acuerdo con los 
principios de accesibilidad a la información, transparencia, objetividad e 
independencia; los requisitos que deberán cumplir los miembros de la 
Junta de Gobierno, la duración y escalonamiento de su encargo.
Los miembros de la Junta de Gobierno sólo podrán ser removidos por 
causa grave y no podrán tener ningún otro empleo, cargo o comisión, con 
excepción de los no remunerados en instituciones docentes, científicas, 
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culturales o de beneficencia; y estarán sujetos a lo dispuesto por el Título 
Cuarto de esta Constitución.

La creación del Banco de México, tuvo una finalidad eminente-
mente económica, ya que procuró crear una institución que teniendo 
a su cargo un aspecto fundamental de la economía nacional, como lo 
es la política monetaria, se mantuviera independiente a las distintas 
cuestiones políticas que se suscitan día con día en nuestro país, man-
teniendo un enfoque objetivo de la situación económica nacional. Su 
fundamento está en los párrafos sexto y séptimo del artículo 28, el cual 
dispone:

El Estado tendrá un banco central que será autónomo en el ejercicio de sus 
funciones y en su administración. Su objetivo prioritario será procurar la 
estabilidad del poder adquisitivo de la moneda nacional, fortaleciendo 
con ello la rectoría del desarrollo nacional que corresponde al Estado. 
Ninguna autoridad podrá ordenar al banco conceder financiamiento.
No constituyen monopolios las funciones que el Estado ejerza de manera 
exclusiva, a través del banco central en las áreas estratégicas de acuñación 
de moneda y emisión de billetes. El banco central, en los términos que 
establezcan las leyes y con la intervención que corresponda a las autori-
dades competentes, regulará los cambios, así como la intermediación y los 
servicios financieros, contando con las atribuciones de autoridad necesa-
rias para llevar a cabo dicha regulación y proveer a su observancia. La 
conducción del banco estará a cargo de personas cuya designación será 
hecha por el Presidente de la República con la aprobación de la Cámara 
de Senadores o de la Comisión Permanente, en su caso; desempeñarán su 
encargo por periodos cuya duración y escalonamiento provean al ejercicio 
autónomo de sus funciones; sólo podrán ser removidas por causa grave y 
no podrán tener ningún otro empleo, cargo o comisión, con excepción de 
aquellos que actúen en representación del banco y de los no remunerados 
en asociaciones docentes, científicas, culturales o de beneficencia.
Las personas encargadas de la conducción del banco central, podrán ser 
sujetos de juicio político conforme a lo dispuesto por el artículo 110 de 
esta Constitución.

El Instituto Federal Electoral, posiblemente sea el órgano más re-
presentativo en lo que respecta a la creación de un ente autónomo, en 
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virtud de las coyunturas políticas a las que se enfrenta el país, y a las 
decisiones de Estado que deben de tomar los dirigentes de la nación 
para enfrentarlas.

En nuestro caso, la coyuntura consistió principalmente en la necesi-
dad de crear nuevos modelos que dieran un mayor cauce de legitimidad 
política a los integrantes de los poderes públicos, que son electos po-
pularmente. Tras décadas de operar bajo un sistema dominado por un 
solo partido político, existió la necesidad de buscar la manera de que la 
ciudadanía interesada por la vida política nacional, encontrara nuevos 
caminos por los cuales transitar, a efecto de garantizar una adecuada 
convivencia social. Esta transformación de un sistema de organización 
y calificación de elecciones cerrado y basado en el autocontrol político, 
por uno más abierto a la ciudadanía, y con posibilidades de incluso 
resolver las disputas que despiertan las pasiones políticas por la vía 
jurisdiccional, nos ha obligado no sólo a invertir recursos económicos, 
sino tiempo y voluntad política, para que nuestras expectativas demo-
cráticas sean satisfechas por el Estado de la mejor manera posible.

Su sustento jurídico se dispone en los párrafos primero y segundo 
de la fracción III del artículo 41, el cual dispone lo siguiente:

La organización de las elecciones federales es una función estatal que se 
realiza a través de un organismo público autónomo denominado Instituto 
Federal Electoral, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, en 
cuya integración participan el Poder Legislativo de la Unión, los partidos 
políticos nacionales y los ciudadanos, en los términos que ordene la ley. 
En el ejercicio de esa función estatal, la certeza, legalidad, independencia, 
imparcialidad y objetividad serán principios rectores.
El Instituto Federal Electoral será autoridad en la materia, independiente 
en sus decisiones y funcionamiento y profesional en su desempeño; conta-
rá en su estructura con órganos de dirección, ejecutivos, técnicos y de 
vigilancia. El Consejo General será su órgano superior de dirección y se 
integrará por un consejero Presidente y ocho consejeros electorales, y 
concurrirán, con voz pero sin voto, los consejeros del Poder Legislativo, 
los representantes de los partidos políticos y un Secretario Ejecutivo; la 
ley determinará las reglas para la organización y funcionamiento de los 
órganos, así como las relaciones de mando entre éstos. Los órganos ejecu-
tivos y técnicos dispondrán del personal calificado necesario para prestar 
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el servicio profesional electoral. Las disposiciones de la ley electoral y del 
Estatuto que con base en ella apruebe el Consejo General, regirán las re-
laciones de trabajo de los servidores del organismo público. Los órganos 
de vigilancia se integrarán mayoritariamente por representantes de los 
partidos políticos nacionales. Las mesas directivas de casilla estarán inte-
gradas por ciudadanos.

El Tribunal Federal Contencioso Administrativo y Fiscal cuyo fun-
damento se encuentra en la fracción XXIX-H del artículo 73, el cual 
dispone las facultades del Congreso, y en esa fracción concreta se le 
faculta:

Para expedir leyes que instituyan tribunales de lo contencioso administra-
tivo, dotados de plena autonomía para dictar sus fallos, y que tengan a su 
cargo dirimir las controversias que se susciten entre la administración 
pública federal y los particulares, así como para imponer sanciones a los 
servidores públicos por responsabilidad administrativa que determine la 
ley, estableciendo las normas para su organización, su funcionamiento, 
los procedimientos y los recursos contra sus resoluciones.

La creación de la Comisión Nacional de Derechos Humanos en 
nuestro sistema jurídico, junto con la posibilidad de crear organismos 
semejantes a nivel local, deriva de una tendencia internacional que 
realza los valores inherentes al ser humano, considerando que su re-
conocimiento y defensa es una función primordial que el Estado no 
puede evadir, sino que al contrario, debe fomentar y procurar. Como 
se puede observar, la decisión política consistió en dejar esta tarea a 
un órgano independiente a los tres Poderes de la Unión, por considerar 
que para el debido cumplimiento de este objetivo era necesario que un 
ente autónomo se avocara en específico a tal encomienda.

El fundamento de este organismo se encuentra en los cuatro prime-
ros párrafos del apartado B del artículo 102, el cual dispone:

El Congreso de la Unión y las legislaturas de las entidades federativas, en 
el ámbito de sus respectivas competencias, establecerán organismos de 
protección de los derechos humanos que ampara el orden jurídico mexi-
cano, los que conocerán de quejas en contra de actos u omisiones de na-
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turaleza administrativa provenientes de cualquier autoridad o servidor 
público, con excepción de los del Poder Judicial de la Federación, que 
violen estos derechos.
Los organismos a que se refiere el párrafo anterior, formularán recomen-
daciones públicas, no vinculatorias y denuncias y quejas ante las autori-
dades respectivas.
Estos organismos no serán competentes tratándose de asuntos electorales, 
laborales y jurisdiccionales.
El organismo que establezca el Congreso de la Unión se denominará Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos; contará con autonomía de 
gestión y presupuestaria, personalidad jurídica y patrimonio propios.

Conforme a lo anterior, resulta evidente que en México han existido 
circunstancias específicas que han motivado justificadamente al Estado 
a buscar, mediante la creación de órganos constitucionales autónomos, 
nuevas formas de organización social que den respuesta a los retos que 
se nos van presentando en los diferentes ámbitos de la vida social.

Perspectiva actual de los organismos constitucionales  
autónomos para las zonas metropolitanas

Con la intención de reforzar el concepto jurídico de los órganos autó-
nomos, es conveniente poner a consideración las siguientes reflexiones 
con un intento de aplicación para las zonas metropolitanas y para las 
zonas conurbadas:

1.	Diversos autores han manifestado la idea de crear más órganos 
autónomos; sin embargo, es necesario analizar con base en la 
realidad social e idiosincrasia del país su viabilidad.; como es el 
caso de las zonas metropolitanas. Además, es necesario reforzar 
el orden jurídico de los órganos ya existentes que, desde su crea-
ción, se han visto en la necesidad de ser más eficaces.

2.	La creación de estos organismos se ha efectuado con las respec-
tivas reformas a la Constitución y su estructura, organización, 
funcionamiento y supervisión se ha dejado a la legislación se-
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cundaria, lo que no ha permitido que se establezcan de manera 
general las características definitorias y fundamentales que de-
ben revestir.

	 Por lo tanto, se considera conveniente que sea en la propia Cons-
titución en donde se precisen de manera general, los alcances y 
contenido de la autonomía de estos organismos, particularmente 
el caso que nos trata de las zonas metropolitanas y las zonas 
conurbadas, se señale su rango y vínculo con los Poderes de la 
Unión, los lineamientos sobre su presupuesto, la elección de sus 
titulares y los mecanismos de supervisión y fiscalización.

3.	Definida la naturaleza jurídica de estos organismos, como se 
dijo, para las zonas metropolitanas y las zonas conurbadas, así 
como el contenido y alcance de su autonomía, resulta impor-
tante el garantizar que las resoluciones de dichos organismos se 
cumplan, atendiendo a la esencia de sus funciones y sin vulne-
rar su propia naturaleza jurídica, ello con el fin de garantizar a 
la sociedad que se encuentran frente a una nueva y verdadero 
expresión del Estado.

Concepto de federalismo

Una de las características de nuestro sistema político es la de ser un sis-
tema federal, tal como lo menciona la Constitución, en su artículo 40; 
sin embargo, dicho sistema no ha funcionado como tal, ya que los tres 
niveles de gobierno (federal, estatal y municipal) están enormemente 
desproporcionados entre sí, como es en el caso del ámbito de compe-
tencia y de autonomía presupuestaria, por citar sólo un ejemplo.

Federación es la asociación, agrupación, o pacto de individuos o 
grupos que guardan entre sí un cierto grado de integración cultural, 
social, política o económica y, que se unen en una formación estatal 
con la finalidad de obtener metas comunes y superiores que sólo juntos 
pueden alcanzar.

Esta explicación se aprecia un tanto general, sin embargo, se des-
prende a su vez lo siguiente: el régimen federalista es una forma de 
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Estado, quizá la más avanzada, basada en el principio de descentraliza-
ción de la vida política, administrativa, económica, social y/o cultural. 
Si bien la descentralización debe operar en todos los ámbitos de la 
vida nacional, es la de índole política más significativa, en materia de 
federalismo, pues sólo con la atribución nacional, regional y local del 
poder es como se alcanza el equilibrio de fuerzas en el Estado.

El federalismo es una decisión política fundamental en la que co-
existen tres órdenes de competencias de gobierno y de normatividad: 
federal, estatal y municipal. Aunque en estricto sentido la fórmula fe-
derativa se compete de dos elementos: gobiernos estatales, suscriptores 
del pacto federal y gobierno federal, producto del propio pacto.

Un sistema de separación perfecta en el que cada parte tiene atri-
buida un área determinada de actividades sobre las que ejercitan li-
bremente sus poderes, sin intromisión de la otra parte, con la que 
mantiene una simple relación de yuxtaposición desarrollándose lo que se 
podría denominar vidas jurídicas paralelas.

Cualquier sistema de distribución de competencias no admite, en 
principio, que una misma materia pueda ser regulada simultáneamen-
te de forma distinta, y con la misma validez y eficacia. Las materias, 
y las funciones sobre las mismas, son concedidas alternativamente a 
una o a otra parte, y no pueden producirse, en principio, supuestos de 
superposición.

La distribución de las competencias legislativas puede realizarse 
de varias maneras. Los sistemas constitucionales regulan desde un mo-
delo de facultades expresas a cada uno de los entes de poder hasta la 
concurrencia en ciertas materias. También se especifica la distribución 
de competencias en materia legislativa y en materia ejecutiva. Varía 
la concreción en la que dicha regulación se expresa lo que obliga en 
muchas ocasiones a la necesaria interpretación constitucional.

El Estado Federal Mexicano se fundamenta sobre los siguientes 
principios constitucionales:

a) Existe una división de la competencia entre la Federación y las entida-
des federativas, en donde estas últimas son instancias de decisión supre-
ma, pero exclusivamente dentro de su competencia (artículo 40).
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b) Entre la Federación y las entidades federativas existe coincidencia de 
decisiones fundamentales (artículos 40 y 115).
c) Las entidades federativas se dan libremente su propia Constitución en 
las que organizan la estructura del gobierno, en el caso del Distrito Fede-
ral, el Congreso de la Unión expide su Estatuto General de Gobierno (ar-
tículo 122).
d) Existe una clara división de competencias entre la Federación y las 
entidades federativas, todo aquello que no esté expresamente atribuido 
a la Federación es competencia de las entidades federativas (artículo 
124).

Todo aquello que no está expresamente atribuido a las autoridades 
federales es competencia de las entidades federativas, así parecería que 
la distribución de competencias es asunto fácil y claro; sin embargo, 
encontramos en la propia Constitución una serie de principios o reglas 
respecto de la competencia en el Estado federal, que se pueden enun-
ciar de la forma siguiente.

−	Facultades atribuidas a la Federación.
−	Facultades atribuidas a las entidades federativas.
−	Facultades prohibidas a la Federación.
−	Facultades prohibidas a las entidades federativas.
−	Facultades concurrentes.
−	Facultades coexistentes.
−	Facultades de auxilio.
−	Facultades que emanan de la jurisprudencia.
−	Facultades que se asumen por delegación.

Respecto del primer tipo de facultades, se encuentran enuncia-
das en la Constitución de diversas maneras: en forma expresa y son 
facultades del Congreso de la Unión que se consignan en el artículo 
73 así como las facultades que ejercen de manera exclusiva cada una 
de las cámaras consignadas en los artículos 74 y 75 para la Cámara de 
Diputados y 76 para la Cámara de Senadores, las prohibiciones que 
tienen las entidades federativas se consignan en los artículos 117 y 
118.
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El constitucionalista mexicano Felipe Tena Ramírez, señala los 
requisitos indispensables para que sea posible el uso de las faculta-
des implícitas: la existencia de una facultad explícita que por ella sola sea 
imposible ejercitarla, la relación de medio a fin entre una y la otra, 
el reconocimiento por el Congreso de la Unión de la necesidad de la 
facultad implícita y el otorgamiento de esta facultad por el Congreso al 
poder que de ella necesita.

Respecto del segundo tipo, las facultades atribuidas a las entidades 
federativas de acuerdo con el artículo 124, son todas las que no corres-
ponden a la Federación, salvo las prohibidas y que la misma Constitu-
ción establece.

El tercer tipo de facultades, las que están prohibidas a la Federa-
ción, se puede pensar que resulta superfluo si por el solo hecho de que 
la Constitución no le otorgue una facultad se considera que se está ne-
gando; sin embargo, en beneficio de la claridad y dada la importancia 
se consigna en el segundo párrafo del artículo 24 que el Congreso no 
puede dictar leyes que establezcan o prohiban religión alguna y tam-
bién el caso de que el Congreso puede legislar en lo relativo al Distrito 
Federal, con la excepción de las materias expresamente conferidas a la 
Asamblea Legislativa (artículo 122, apartado A, fracción I).

El cuarto tipo de facultades que son las prohibidas a las entidades 
federativas pueden ser de dos clases: las absolutas y las relativas.

Las prohibiciones absolutas son los actos que jamás pueden rea-
lizar las entidades federativas establecidos en el artículo 117, cuando 
dispone que los estados no pueden en ningún caso efectuar los que ahí 
se enumeran.

Las prohibiciones relativas son los actos que en principio están 
prohibidos a las entidades federativas pero sí las pueden realizar con la 
autorización del Congreso; por ejemplo: las que dispone el artículo 118 
al señalar que tampoco pueden, sin consentimiento del Congreso de la 
Unión, establecer derechos de tonelaje, ni otro alguno de puertos, ni 
imponer contribuciones o derechos sobre importaciones o exportacio-
nes; así como tener en ningún tiempo, tropa permanente ni buques de 
guerra, ni hacer la guerra con alguna potencia extranjera exceptuando 
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los casos de invasión y de peligro inminente dando cuenta inmediata 
al Presidente de la República.

Estas prohibiciones relativas dejan de operar si el Congreso de la 
Unión otorga su consentimiento a los estados para ejercer los poderes 
Ejecutivo y Legislativo en los casos a que se refieren.

Otro caso de prohibiciones relativas es la condición temporal que 
ordena el artículo undécimo transitorio del decreto publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 22 de agosto de 1996, por el cual se 
reformó el artículo 122 constitucional.

La quinta regla: facultades concurrentes: son aquellas que tanto la 
Federación como las entidades federativas pueden realizar por disposi-
ción constitucional, están establecidas una amplia y una restringida.

La facultad se otorga en forma restringida cuando se confiere tanto 
a la Federación como a las entidades federativas, pero se concede a una 
de ellas la atribución para fijar bases o un cierto criterio de división de 
esa facultad y existen en nuestra Constitución 10 casos expresos, que 
en el texto de la Constitución original no se contemplaba disposición 
sobre esta manera de dejarle al Congreso de la Unión la facultad de 
definir la concurrencia, los límites y contenidos de las facultades, en 
la materia respectiva, de la Federación y de las entidades federativas. 
Esta forma de distribución competencial surgió en 1976 con la primera 
de las reformas a la Constitución de este tipo y en el transcurso de 27 
años, la última en 2005, se han llegado a tener los 10 casos y son los 
siguientes por orden cronológico:

1. Al artículo 73 se le adicionó, mediante reforma del 6 de febrero 
de 1976 en la fracción XXIX, el inciso C) para facultar al Congreso de 
la Unión para expedir las leyes que establezcan la concurrencia del go-
bierno federal, de los estados y de los municipios, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, en materia de asentamientos humanos, con 
el objeto de cumplir los fines previstos en el párrafo tercero del artículo 
27. En el caso de esta facultad concurrente en materia de asentamien-
tos el Congreso expidió la Ley General de Asentamientos Humanos.

2. El artículo 4o. se reformó el 3 de febrero de 1983 y en su tercer 
párrafo expresa que toda persona tiene derecho a la protección de la 
salud, que la ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los 
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servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las 
entidades federativas, en materia de salubridad general conforme a lo 
que dispone la fracción XVI del artículo 73 relativo a las atribuciones 
del Congreso. La correspondiente ley que se expidió, es La ley General 
de Salud.

3. Mediante reforma del 10 de agosto de 1987, se añadió el inciso 
G) a la fracción XXIX del artículo 73 para facultar al Congreso para 
expedir leyes que establezcan la concurrencia de los tres órdenes de 
gobierno en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia 
de protección al ambiente y de preservación y restauración del equi-
librio ecológico. En el caso de esta facultad, el Congreso de la Unión 
ha expedido las siguientes leyes: Ley General del Equilibrio Ecológico 
y Protección al Ambiente, la Ley General de Vida Silvestre, la Ley Ge-
neral de Desarrollo Forestal Sustentable, la Ley General de Residuos 
y la Ley General de Bioseguridad de los recursos genéticos.

4. El artículo 3o, se reformó el 5 de marzo de 1993, y dice: “La edu-
cación que imparta el Estado –Federación, estados, municipios– tenderá 
[…]”, pero en la fracción VIII se establece: “El Congreso de la Unión, 
con el fin de unificar y coordinar la educación en toda la República, 
expedirá las leyes necesarias, destinadas a distribuir la función social 
educativa entre la Federación, Estados y los Municipios […]”, tesis que 
se reitera en el artículo 73, fracción XXV.

5. El artículo 21, por reforma del 31 de diciembre de 1994, señala 
que la seguridad pública es una función a cargo de la Federación del 
Distrito Federal, los estados y municipios, los cuales se coordinarán, 
en los términos que la ley señale, lo cual tiene su correspondiente en 
las atribuciones del Congreso en el artículo 73 fracción XXIII, el cual 
también fue reformado en la misma fecha.

6. El mencionado artículo 73 constitucional fue reformado el 28 de 
junio de 1999, adicionándole el inciso I) a la fracción XXIX, la cual dis-
pone que el Congreso tiene facultades para expedir la correspondiente 
ley que establezca la concurrencia del gobierno federal, de los estados 
y de los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en 
materia de protección civil.
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7. El mencionado artículo 73, fue reformado el 28 de junio de 1999, 
adicionándole el inciso J) a la fracción XXIX, la cual dispone que el 
Congreso tiene facultades para expedir la correspondiente ley que es-
tablezcan la concurrencia del gobierno federal, de los estados y de los 
municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia 
de: deporte,

8. El citado artículo 73, fue reformado el 2o de septiembre de 2003, 
adicionándole el inciso K) a la fracción XXIX, la cual dispone que el 
Congreso tiene facultades para expedir la correspondiente ley que es-
tablezca la concurrencia del gobierno federal, de los estados y de los 
municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia 
de: turismo.

9. El multicitado artículo 73, fue reformado el 27 de septiembre de 
2004, adicionándole el inciso L) a la fracción XXIX, la cual dispone 
que el Congreso tiene facultades para expedir la correspondiente ley que 
establezca la concurrencia del gobierno federal, de los estados y de los 
municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia 
de: pesca y acuacultura,

10. Mediante reforma de 28 de noviembre de 2005, en el párrafo 
tercero de la fracción XXI del artículo 73, se dispone que en las ma-
terias concurrentes previstas en esta Constitución, las leyes federales 
establecerán los supuestos en que las autoridades del fuero común 
podrán conocer y resolver sobre delitos federales.

La sexta regla: las facultades coexistentes son aquellas que una 
parte de la misma facultad compete a la Federación y la otra a las en-
tidades federativas: por ejemplo: el artículo 73, fracción XVI, otorga 
al Congreso Federal facultad para legislar sobre salubridad general, y 
según la fracción XVII, respecto a las vías generales de comunicación. 
Es decir, que la salubridad local y las vías locales de comunicación son 
competencia de las legislaturas de las entidades federativas.

La séptima regla: las facultades de auxilio son aquellas en que una 
autoridad ayuda o auxilia a otra por disposición constitucional. El maes-
tro Herrera y Lasso excluye enunciar esta regla de la división de compe-
tencias porque en su opinión no altera la distribución de las mismas.
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La octava regla: jurisprudencia de la Suprema Corte acepta que el 
campo restante, desde el punto de vista tributario, es coincidente; o sea 
que tanto la Federación como las entidades federativas son competen-
tes para establecer las restantes contribuciones.

La novena regla es muy importante sobre todo en la vida jurídi-
ca actual y es que los gobiernos de las entidades federativas pueden 
asumir funciones federales por convenios, tal como lo dispone el 
artículo 116 constitucional en su fracción VII, cuando menciona que 
la Federación y los estados en los términos de ley, podrán convenir la 
asunción por parte de estos del ejercicio de sus funciones, la ejecución 
de operación de obras y la prestación de servicios públicos cuando el 
desarrollo económico social lo haga necesario.

Nuevos conceptos sobre la realidad institucional federalista deben 
partir de los atributos clásicos del federalismo, como son: la división 
constitucional de funciones de gobierno la idea de que las áreas asig-
nadas por la Constitución a cada Poder es final y suprema, de la for-
mulación de que ambos órdenes de Poder actúan directamente sobre 
el ciudadano, y que ambos derivan su poder del pueblo o soberano 
originario y que los poderes regionales existen por derecho propio y no 
como una emanación real o virtual de los poderes centrales.

Las facultades que para nuestro objeto de comentario se vuelven 
importantes para estos nuevos contenidos y conceptos de federalismo 
son las facultades concurrentes y las facultades delegadas que se asu-
men por convenio.

La jerarquía de las normas en el orden jurídico mexicano que se 
desprende del artículo 133 es la siguiente: en la cúspide del orden jurí-
dico, como suprema, está la Constitución general o del Estado Federal, 
después, las leyes constitucionales y los tratados internacionales, y en 
otro escaño inferior, el derecho federal ordinario y el local, los que a 
su vez se pueden subdividir.

En cambio, el derecho federal deriva de la Constitución, pero sin 
ser parte de ella, éste podría ser competencia local si así lo hubiera 
juzgado conveniente el Constituyente.

En esa forma, en México, el derecho federal y el local tienen la 
misma jerarquía, el uno no priva sobre el otro. En otras palabras, 



cuando existe alguna aparente contradicción entre una norma federal 
y una local, debemos examinar qué autoridad es competente respecto 
a esa materia.

Es decir, no puede existir contradicción entre una norma federal y 
una local, sino el problema es de competencia.

Tanto la legislación federal como la local están subordinadas a las 
leyes constitucionales y a los tratados internacionales, y sobre todas 
ellas resplandece la única norma suprema y base de todo el orden ju-
rídico: la Constitución.
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El transporte:  
tema ineludible de las agendas metropolitanas

Los temas de planeación metropolitana se han multiplicado. La de-
fensa del ambiente y el desarrollo sustentable, el apoyo a la movi-
lidad, el sostenimiento del empleo y de la actividad económica, y 
la lucha contra las desigualdades socioespaciales dictan las nuevas 
orientaciones espaciales de las grandes ciudades. Estos objetivos se 
vinculan entre sí, por ejemplo el tema de la movilidad mediante el 
transporte y sus soportes materiales como vialidades e infraestructu-
ras no pueden distinguirse de manera tajante de su influencia en la 
promoción del desarrollo económico o la igualdad social. A pesar de 
ello, en la práctica estos objetivos se traducen en términos espaciales 
y sectoriales.

Al paradigma de la causalidad que plantea que las innovaciones 
tecnológicas en el transporte han definido históricamente la forma de 
crecimiento y expansión de las ciudades, se impone otra visión, menos 
determinista en términos de causa-efecto, con una perspectiva distin-
ta respecto a la relación entre transporte y ciudad, una visión de tipo 
dialéctico (Miralles Guasch, 2002), Desde este enfoque, la interacción 
entre movilidad y disposición espacial de las actividades y funciones 
se determinan y son determinadas mutuamente lo cual permite enten-
der mejor la coherencia entre las dinámicas del sector transporte y las 
dinámicas territoriales.

Prioridades en el transporte metropolitano
María Eugenia Negrete
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Esta nueva apuesta metodológica propone que la relación transporte-
ciudad se analice en tres dimensiones distintas: la temporal, la espacial 
y la social. Al adoptar elementos sociales, económicos y políticos, bajo 
una perspectiva espacio-temporal podemos descifrar más fácilmente 
por qué los procesos que parecen universales tienen en realidad va-
riantes significativas en cuanto a ritmos e intensidades en cada caso 
particular, a pesar de coincidir en un mismo periodo histórico.

Así, en lo que sigue del texto, se abordan los procesos generales 
vinculados al transporte a escala mundial y que lo afectan en la ac-
tualidad, tanto en países en desarrollo como desarrollados, así como 
las especificidades del caso mexicano, y en especial el caso de la Zona 
Metropolitana del Valle de México.

Problemas medulares del transporte.  
La movilidad y sus dilemas

La movilidad es el conjunto de desplazamientos de la población sobre 
el territorio, mientras el concepto complementario de accesibilidad re-
mite a las condiciones físicas que hacen posible tales desplazamientos. 
A través del binomio movilidad-accesibilidad se pone en relación a in-
dividuos superando las restricciones impuestas por la distancia u otras 
barreras espaciales, lo cual nos aproxima a la capacidad real y objetiva 
de las personas para acercarse entre sí y para acceder a los bienes y 
servicios que requieren para satisfacer sus necesidades.

La movilidad adquiere sentido en la medida en que, como parte 
de las relaciones sociales y espaciales, entra en la composición del 
capital social de las personas. A mayor movilidad, más capacidad de 
interactuar y desarrollar las potencialidades de los individuos y 
de sus actividades y empresas productivas. A través de ella, se permite 
una más intensa exposición a la cultura y a la sociedad y en contraste, 
la falta de movilidad impacta negativamente las actividades sociales, 
favoreciendo la segregación, y limitando la comunicación humana y 
la colaboración social.
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Una alternativa a la movilidad son las telecomunicaciones, que en 
las últimas décadas se han desarrollado notablemente, y cuyo efecto 
social ha sido la elevación de la potencialidad de interacción entre 
individuos, empresas y organizaciones de todo tipo. En el campo 
económico se han revolucionado y transformado muchas formas de 
producción y distribución de bienes y servicios.

Sin embargo, las telecomunicaciones no sustituyen de forma auto-
mática todas las formas de comunicación, actúan en un ámbito parcial 
de actividades mientras en otras, las relaciones cara a cara y la cercanía 
física siguen siendo indispensables. El futuro de la movilidad urbana 
en las ciudades del siglo xxi ha sido prefigurado por Francois Ascher 
(2001) quien afirma que, en las transformaciones del sistema de movi-
lidad urbana, las tecnologías de la información y las comunicaciones 
no reemplazan en absoluto a los transportes ya que “la accesibilidad 
física y la posibilidad de encuentro son más que nunca los principales 
valores de las zonas urbanas”.

Esta aparente paradoja se resolvería de la manera siguiente: al 
incorporarse a la vida cotidiana los avances tecnológicos en telecomu-
nicaciones y transportes de todo tipo, y al ser asimilados por la mayor 
parte de la población en general, el resultado será llevar a cabo menos 
traslados efectivos para obtener un mismo nivel de productividad o 
de satisfacción, pero a la vez alcanzar condiciones óptimas o al menos 
aceptables (en términos de seguridad, comodidad, tiempo y costo) para 
los desplazamientos convenientes o ineludibles.

Conceptualmente la movilidad está vinculada con el desarrollo 
económico y social: a más desarrollo corresponde mayor movilidad. De 
hecho, la movilidad se concibe como una de las formas de aliviar la po-
breza y la desigualdad en las ciudades. Incluso en algunos estudios se 
ha mostrado cómo socialmente, en etapas de crisis económica y entre 
los grupos menos favorecidos, las opciones de movilidad están ligadas 
a opciones de subsistencia (Godard y Fatounzon, 2002).

Un hecho que apoya estas afirmaciones es la reacción violenta de 
la población en nuestras ciudades latinoamericanas ante las amena-
zas de alza de cuotas del transporte público, y no así frente a aumen-
tos de tarifas en otros servicios públicos o incluso en inversiones no 
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realizadas en el propio sector del transporte urbano. El incremento en 
el precio del viaje, es sentido socialmente como una real limitación 
a la movilidad física, con el costo multidimensional (no sólo econó-
mico) que esto implica. Algo similar sucede cuando los usuarios de 
algún tipo de transporte motorizado se enfrentan a congestionamien-
tos inusuales de tránsito en alguna zona de la ciudad cuyo costo en 
tiempo y desgaste físico y emocional es sentido como una reducción 
en la movilidad provocando sentimientos de injusticia frente a esta 
limitación.

La movilidad varía entre distintos grupos sociales de acuerdo a 
condiciones como edad, sexo, ingreso o actividad económica. De igual 
manera se despliegan patrones distintos en cuanto a horarios y fre-
cuencia de los movimientos, encontrándose tipos diurnos o nocturnos, 
matutinos o vespertinos, cotidianos, cíclicos o de fin de semana, entre 
otros. Todos estos tipos de desplazamiento forman parte de la movili-
dad agregada en la ciudad.

A partir del reconocimiento de la relación entre movilidad y de-
sarrollo, se habla incluso del derecho a la movilidad, como un elemen-
to esencial constitutivo de una verdadera ciudadanía (Borja, 2001). La 
movilidad universal, que alcanza por igual a toda la población inclu-
yendo en particular a los ancianos, los niños y los discapacitados, se 
ha convertido en un objetivo social a alcanzar en muchas ciudades 
de diversos países del mundo. Los desarrollados están más cercanos a 
estas metas, pero se constituyen para todos en una justa aspiración.

El vehículo privado versus el transporte público

Uno de los dilemas mejor compartidos entre las metrópolis de países 
desarrollados y en desarrollo es el que se refiere al uso del automóvil pri-
vado versus el transporte público. Frente a las ventajas del automóvil par-
ticular que proporciona al usuario flexibilidad, comodidad, velocidad 
y estatus, entre otras cosas, se enfrentan situaciones adversas. La más 
notable es el hecho de que el consumo de combustibles fósiles que de-
riva de su uso creciente provoca los mayores efectos contaminantes en 
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la atmósfera, de lo cual se derivan consecuencias graves para la salud 
de la población y el medio ambiente a escala local y mundial.

Pero quizá el factor más evidente para desalentar el uso del au-
tomóvil en las ciudades es el que se refiere a la capacidad vial. Esta 
capacidad se mide por la superficie disponible en la red primaria y 
secundaria, la cual es relativamente fija. No se puede aumentar signi-
ficativamente la superficie vial, a menos que se construyan segundos 
o terceros pisos en las principales avenidas, y sin embargo se incre-
menta constantemente el número de automóviles en circulación en las 
ciudades. La densidad vehicular aumenta y el resultado es el aumento 
en la congestión del tránsito, particularmente en horas pico. Es por 
ello que las soluciones deben basarse en el desarrollo de sistemas de 
transporte colectivo eficientes que lleven a preferirlo frente a la opción 
del automóvil en la mayoría de los desplazamientos cotidianos de los 
trabajadores y sus familias.

Las combinaciones en el uso de autos particulares y sistemas de 
transporte público son muy diversas en cada ciudad y país, pues sa-
bemos que mientras en Estados Unidos de América el automóvil par-
ticular predomina, en los países europeos los transportes públicos se 
utilizan cotidianamente por la mayoría de la población. En la Zona 
Metropolitana de la Ciudad de México la relación es favorable al trans-
porte público en proporción 30-70 por ciento, pero a pesar de ello las 
condiciones de contaminación y congestión vial son inaceptables.

Si bien es cierto que la mayoría de los habitantes metropolitanos 
utiliza sistemas de transporte colectivo, esto se debe a su situación 
económica que no les permite adquirir y mantener un automóvil, y 
no a una elección de modo por conveniencia. La infraestructura vial, 
particularmente en el Estado de México no se está desarrollando al 
ritmo necesario y en contraste el número de automóviles particulares 
aumenta aceleradamente. El presupuesto para inversión y manteni-
miento en este sector es insuficiente para alcanzar un nivel adecuado 
de funcionamiento.

Por último es necesario mencionar el tema de los valores que pre-
valecen en la cultura nacional. Mientras la propiedad de automóviles 
cada vez más potentes y/o grandes y su uso indiscriminado y cotidia-
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no en la ciudad sigan estando en la cúspide de los valores de gran 
parte de la sociedad mexicana, será difícil establecer el equilibrio 
necesario entre transporte público y privado.

El financiamiento:  
esquemas de participación público-privada

Las tendencias en general en todo el mundo indican cada vez mayor 
participación privada en el sector de los transportes metropolitanos, 
aunque con esquemas muy distintos en cada país. La experiencia en 
México no ha sido buena con el llamado transporte concesionado de 
microbuses y “peseras”.

Si bien el servicio de microbuses representa indudables ventajas 
como ser un sistema muy flexible en cuanto a horarios y rutas que 
atienden la demanda hasta en las zonas más periféricas de nuestras 
ciudades, no puede decirse lo mismo de la calidad de las unidades, 
la seguridad en los viajes, y la forma de manejo de los choferes que al 
competir por el pasaje entre ellos mismos obstaculizan las vialidades y 
provocan muchos accidentes. Es necesario poner límites y regulaciones 
efectivas al proceso de privatización para lograr los beneficios que pue-
den generar estas asociaciones, sin descuidar la calidad del servicio.

Por ejemplo, el sistema de autobuses rápidos llamado Metrobús, 
requiere una forma de gestión compartida en la que el gobierno de la 
ciudad se encarga de la construcción y mantenimiento de la infraes-
tructura y se constituyen empresas operadoras que, bajo reglas claras 
se obligan a prestar el servicio con equipos modernos de especifica-
ciones precisas y un sistema que permite el control de la calidad del 
servicio.

Se trata de alcanzar acuerdos institucionales que permitan una pla-
neación metropolitana de los sistemas de transporte, considerando que 
no es posible que el Estado subsidie en su totalidad estos servicios; la 
iniciativa privada puede jugar un papel muy importante en el desarrollo 
de nuevos sistemas, siempre y cuando queden claramente establecidos 
y contractualizados los roles que cada uno de los actores jugarán.
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El transporte en la Zona Metropolitana  
del Valle de México: movilidad insostenible

La ciudad de México es una de las más contaminadas del mundo, con 
un transporte público mal desarrollado que implica costos y tiempos 
excesivos de traslado y repercute en una baja productividad del tra-
bajo. El parque vehicular total en esta ciudad ha aumentado en un 75 
por ciento durante los últimos 13 años de forma discontinua. A pesar 
de haberse incrementado notablemente en el Estado de México, la ma-
yor parte de los automóviles siguen estando registrados en el Distrito 
Federal, con una participación del orden del 80 por ciento, porcentaje 
que va en decremento al paso de los años.

Los índices de motorización de inegi dan cuenta del número de 
vehículos por cada mil habitantes. Para el año 2002, el Distrito Federal 
tenía un índice de 406, mientras que el del Estado de México era de 
85. Este número es bastante bajo en comparación con las ciudades 
desarrolladas (para 1990, ciudades de Estados Unidos como Portland 
llegaban a un índice de 800), pero relativamente alto en relación con la 
infraestructura vial existente para la circulación de vehículos.

Actualmente se estima que 3.7 millones de vehículos circulan 
dentro de la zmvm. A esta cifra habrá que sumarle aproximadamente 
300,000 automóviles particulares al año, por lo que, de continuar esta 
tendencia tendríamos, para el 2025, 10 millones de vehículos en circu
lación (a una tasa de crecimiento del 5 por ciento anual). Este esce-
nario resulta inimaginable, pero abonan a la misma situación como la 
multiplicación de créditos para facilitar la compra de autos nuevos y 
la autorización para importar vehículos usados desde Estados Unidos. 
Lo primero incrementa los autos de modelos recientes y lo segundo 
presenta la desventaja adicional de multiplicar vehículos anteriores, 
en condiciones de tecnología y mantenimiento variables. 

La Ciudad de México se encuentra también entre las más congestio-
nadas del mundo y un indicador a este respecto son los 352 vehículos 
privados por kilómetro de vialidad urbana, comparados con 142 en 
Los Ángeles o 256 en Madrid. El resultado es que con tal densidad 
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de automóviles, sólo alcanzamos una velocidad promedio por ve-
hículo de 22.5 kilómetros por hora en esta capital, contra 47.4 y 35.1 
kilómetros por hora en Los Ángeles y Madrid respectivamente (Unión 
Internacional de Transportes Públicos, 2005).

El efecto combinado de esta congestión vial con el de la mala 
calidad de las gasolinas, la edad del parque vehicular y condiciones 
geográficas y climáticas que dificultan la dispersión de contaminantes 
en la atmósfera, se traduce en los altos índices de contaminación que 
hemos padecido y que, aunque con tendencia a la baja, seguimos pa-
deciendo los habitantes de la capital.

El efecto de los altos índices de contaminación en la salud de la po-
blación en general (niños y ancianos especialmente) y en la productivi-
dad de los trabajadores constituye una de las mayores deseconomías de 
la aglomeración metropolitana y un elemento clave en la disminución 
de la calidad de vida de los habitantes de la metrópoli.

Quienes han vivido en la Ciudad de México durante los últimos 
30 años, han padecido intermitentes periodos de crisis en el conges-
tionamiento vial y el transporte, los cuales han sido desahogados con 
medidas cuya efectividad es cuestionable, pues la mejora sólo ha dura-
do unos años antes de volver a ser afectados por enormes dificultades 
para transitar y moverse dentro de la ciudad, o para salir de ella hacia 
otras ciudades vecinas.

La infraestructura y medios de transporte en la zmvm presentan re-
zagos y problemas que han llevado a niveles muy insatisfactorios y en 
ocasiones críticos la movilidad de mercancías y personas. Esto redun-
da en la productividad agregada en la ciudad, al elevar tanto los costos 
de producción como de distribución, al mismo tiempo que deterioran 
el ambiente y la calidad de vida de los habitantes.

La forma y velocidad de la expansión territorial de esta zona me-
tropolitana han propiciado viajes más largos, más cansados y más 
contaminantes, produciendo una sensación de infelicidad en los 
habitantes de esta zona metropolitana. La pérdida de espacios pú-
blicos y en especial de espacios peatonales acentúa la sensación de 
insatisfacción ciudadana.
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Las causas del problema

Podemos identificar múltiples factores jugando simultáneamente para 
dar como resultado una movilidad dificultosa en la zmcm:

En primer lugar ocurrió el acelerado crecimiento poblacional, que 
ha significado el aumento de tres a 18 millones de habitantes en la zona 
metropolitana en sólo 50 años, entre 1950 y el año 2000. Paralelamente, 
la expansión física de la ciudad, incrementó el área urbanizada de 
23,000 a 150,000 hectáreas aproximadamente en ese mismo periodo.

Frente a este ritmo de crecimiento era necesaria una planeación 
articulada e inteligente del uso del territorio, que vinculara de manera 
estructural el transporte y las comunicaciones con la ciudad, con el 
objeto de dar accesibilidad a toda la población a los sitios de su inte-
rés, así como a los bienes y servicios que iba requiriendo, lo cual no 
ocurrió. Hasta ahora las políticas de transporte han sido tratadas de 
manera estrictamente sectorial, sin considerar su articulación intrín-
seca con la ordenación territorial y el desarrollo urbano.

Algunas decisiones de política sectorial en relación con la vialidad y 
el transporte en la Ciudad de México tampoco fueron muy afortunadas:

•	 La desaparición de los tranvías que con argumentos miopes fue-
ron sustituidos por vehículos con motor de combustión interna 
más contaminantes.

•	 El tardío inicio e insuficiente desarrollo de la red de Metro como 
sistema troncal de transporte de pasajeros en la Ciudad de Méxi-
co. El primer tramo se inauguró en septiembre de 1969, pero 
las obras se detuvieron entre 1971 y 1976, para dar prioridad a 
la construcción de los ejes viales y el Circuito Interior. Los si-
guientes 24 años el sistema crece y se consolida hasta alcanzar 
11 líneas y 210 kilómetros, pero la inversión en infraestructura 
para el Metro vuelve a detenerse entre el 2000 y el 2006, esta 
vez apostando a los segundos pisos en tramos de la vialidad 
primaria. 

•	 La reducción drástica en el número de autobuses a partir de 
1985, vinculada a la desaparición de la Ruta 100, y en contrapar-
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te la proliferación y sobreoferta de colectivos (microbuses, pese-
ros, combis) y taxis libres que operan sobre la base del número 
de pasajeros transportados, lo cual genera entre ellos la llamada 
“pelea por el pasaje”. Esta forma de operar, basada en leyes y re-
glamentos poco racionales, explica en parte la forma tan agresiva 
de conducir que caracteriza a estos transportistas.

•	 La mala administración y control en el uso de las vialidades. 
El espacio vial es acaparado en su mayoría por el automóvil 
particular que sólo transporta a cerca del 20 por ciento de los 
viajeros y ocupa en cambio el 80 por ciento de las vialidades. 
Otros aspectos del desorden en el uso del espacio público vial 
son el estacionamiento anárquico hasta en segunda y tercera fila 
o sobre las aceras, interrumpiendo el tránsito vehicular y obstacu
lizando a los peatones; la apropiación indebida de muchas calles 
y aceras por vendedores ambulantes y cuidadores de coches 
conocidos como “franeleros”; el descuido de las banquetas que 
impide los viajes seguros y amables a pie por personas normales 
y con alguna discapacidad, la falta de señalización y de equipa-
mientos adecuados para los traslados, etcétera.

•	 La profesionalización de los transportistas y choferes del servi-
cio concesionado es otro de los puntos medulares ausentes de 
nuestra realidad y de los requisitos para autorizar licencias. Falta 
capacitación de los choferes para conducir con amabilidad y res-
peto a las normas. La conducta de los ciudadanos en general no 
es mucho mejor. Los capitalinos no somos propensos a obedecer 
las normas de vialidad, ni a obedecer las reglas elementales para 
una convivencia respetuosa en los espacios públicos ni en las ca-
lles: cruzar en las esquinas, obedecer los semáforos, ceder el paso 
etcétera, La educación ciudadana y el respeto por las normas y 
por el derecho de los demás resulta indispensable para la convi-
vencia armónica de quienes vivimos en una ciudad tan grande y 
formamos parte de una sociedad tan compleja como ésta.

En el caso de la Ciudad de México un problema fundamental ra-
dica en que las medidas adoptadas por el gobierno de esta ciudad se 
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han puesto en práctica de manera tardía, para reaccionar frente a los 
problemas de congestión vial, y demanda de transporte cuando estos 
se han vuelto agudos, más que obedecer a una planeación de mediano 
y largo plazos que integre del desarrollo urbano con las necesidades 
de transporte, actuales y por venir en las distintas zonas de la ciudad. 
Hemos ido siempre detrás y no delante de los problemas y por ende 
siempre hay un rezago.

La tarea legislativa pendiente  
y las vías de solución al transporte

Evidentemente es necesario fortalecer el papel del Estado como gestor 
y rector de las acciones públicas a favor del desarrollo de la movilidad 
en las metrópolis. El desembarazo estatal sobre la responsabilidad y la 
vigilancia del correcto funcionamiento de los sistemas ha derivado en 
un caos de operatividad privada del transporte sobre el suelo público, 
por lo que un paso importante es la toma de conciencia de las autori-
dades sobre la importancia de su participación activa en la solución 
del problema.

En México, como en la mayor parte de los países en desarrollo, el 
Estado tiene miedo de institucionalizar la “gran metrópoli”, por razo-
nes políticas de rivalidad potencial u oposición declarada con el jefe 
de Estado y las autoridades vigentes. Sin embargo, no puede seguir au-
sente o muy disminuida la visión metropolitana en ámbitos en donde 
el sentido común lo indica como las acciones de transporte y vialidad. 
Deben ser incluidas las entidades involucradas en cada zona metropo-
litana (en el caso de la zmvm, el Estado de México, el Distrito Federal 
y el estado de Hidalgo), así como los municipios metropolitanos y sus 
autoridades respectivas, a través de una efectiva coordinación desde 
el origen de las propuestas hasta la culminación de los proyectos y 
acciones que se tomen.

La tarea del Legislativo se desarrollará a partir de entender que el 
futuro de las grandes metrópolis del siglo xxi se situará en algún punto 
entre:
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a)	Una regulación del Estado redimensionada para garantizar el 
desarrollo de las condiciones de eficiencia, equidad, justicia e 
inclusión social, y su adecuación a los valores deseables de la 
sociedad actual y futura.

b)	Un poder reforzado de los diferentes niveles de gobierno y las co-
lectividades involucradas en cada metrópoli, que resulte en una 
participación social activa y coordinada en busca de las mejores 
soluciones para las demandas colectivas.

c)	Una renovación de la gestión delegada al sector privado, bajo 
esquemas contractuales en que se establezcan con claridad los 
obligaciones de cada participante.

Dentro del espacio que estos principios definen, son dos los pilares 
para el desarrollo de políticas de movilidad sustentable:

Restricción del uso de transporte privado  
y promoción del transporte público

Fomentar el uso racional del automóvil particular. Disuadir al automo-
vilista para dejar de utilizar cotidianamente este medio para moverse 
en la ciudad y usar en cambio otros modos de transporte, incluyendo 
el caminar. De manera simultánea, desarrollar un sistema integrado 
de transporte público de calidad, con intermodalidad amable y bajo 
impacto ambiental (incluyendo una política de estacionamientos bien 
diseñada, en donde los costos de la utilización del espacio público que 
acapara este modo de transporte, de alguna manera sean transferidos 
a través del precio de las gasolinas, de las tarifas de estacionamientos, 
etcétera), todo ello bajo esquemas de participación público-privada.

El debate sobre el transporte público versus el transporte privado 
apenas empieza a gestarse en nuestra sociedad como una discusión 
fundamental para el futuro desarrollo del país. La toma de concien-
cia sobre los recursos no renovables y la contaminación en todas sus 
modalidades está sacudiendo conciencias que ignoraban la relación 
intrínseca entre las decisiones individuales y los efectos colectivos y 
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desconocían la importancia y el impacto de decisiones y políticas 
enmarcadas en el principio de sustentabilidad. Es en este marco, en 
un marco de nuevas conciencias, donde se están dando los debates 
sobre hacia dónde debe orientarse el desarrollo de los sistemas de 
transporte que garanticen la movilidad futura de los habitantes.

Llevar a cabo una planificación integral  
del uso del suelo y los sistemas de transporte

Relacionar urbanismo y movilidad de manera que el crecimiento y 
desarrollo urbano sean congruentes con la infraestructura vial y de 
transporte, dando accesibilidad a los lugares en donde se localizan los 
empleos así como los bienes y servicios que la sociedad requiere.

Para ello es necesario adoptar una visión sistémica no nada más 
territorialmente, sino también entre todos los modos de transporte. 
Cada modo tiene su nicho de demanda en el cual puede operar eficien-
temente e integrarse con los demás modos de manera de constituir un 
sistema complejo pero armónico y flexible. Con esta visión se podrán 
elaborar proyectos de transporte acorde a los objetivo de planeación 
y uso del suelo con claridad respecto al funcionamiento unitario y la 
interacción en el espacio metropolitano, buscando una integración 
cada vez mejor de los diversos modos de transporte a través de una 
intermodalidad ágil, y no difícil.

Este principio exige ordenar y administrar el uso del espacio públi-
co vial con un principio de equidad, dando a cada modo el espacio y 
condiciones adecuadas para su operación.

Metro, Metrobús, trenes ligeros, tranvías, todas estas y otras moda-
lidades, tienen que mejorar, ampliando las unidades de transporte de 
alta capacidad y poco contaminantes, hay espacio para muchas opcio-
nes, incluyendo al microbús para ciertos nichos de demanda.

Los autobuses articulados (metrobuses) son una buena opción que 
resuelve bastante rápida y eficientemente la movilidad en los corre-
dores de transporte que tienen suficiente demanda para implantar 
este sistema. Pero igual, pueden analizarse con una visión de media-
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no y largo plazo, de participación del capital privado con el público, 
otras opciones que no se están dando el tiempo de analizar cómo son 
los tranvías, por ejemplo, o los trenes ligeros. Convendría analizar 
seriamente opciones que no resuelvan nada más el corto plazo, sino 
precisamente, el mediano o el largo, o incluso, visualizar el tomar una 
acción de la línea de metrobús o de autobús articulado y confinado y 
visualizar la posibilidad de sustituirlo en el mediano plazo por metro o 
por trolebús y no estar constreñido a tomar la solución de corto plazo 
y quedarnos con ella para siempre.

No hay que descuidar el establecimiento y construcción de con-
diciones adecuadas para los modos de transporte alternativos, como 
peatones y ciclistas, para promover el desarrollo de espacios donde se 
resuelvan de esta manera muchos de los desplazamientos para cubrir 
necesidades cotidianas de la ciudadanía.

En síntesis, la acción prioritaria en nuestras metrópolis mexicanas 
en el ámbito de la movilidad es trabajar en la consecución de un trans-
porte público de calidad y bien planeado.
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Introducción

Los ecosistemas se caracterizan por la presencia de seres vivos que in-
teractúan entre sí mediante complejos procesos de cooperación y com-
petencia, de parasitismo y simbiosis. La energía fluye a través de ellos y 
parte de la materia que los forma se mueve hacia otros ecosistemas, por 
ejemplo: los ríos transportan en suspensión materia orgánica y organis-
mos vivos, los vientos llevan energía calórica de un ecosistema a otro. 
Nada en la biósfera es cerrado, todos los ambientes se intercomunican 
intercambiando materia y energía (Ezcurra, 2000).

Los procesos que se llevan a cabo en ecosistemas naturales también 
ocurren en las ciudades, las cuales forman un complejo ambiente, de-
nominado el ecosistema urbano. La energía que consume la ciudad pro-
viene tanto de los combustibles fósiles como de la luz solar. La materia 
–agua, alimentos, minerales, productos manufacturados– fluye a través 
del ecosistema urbano, de manera comparable a como lo hace en el 
mundo natural. Las ciudades tienen una flora y una fauna que las define 
y caracteriza; una compleja diversidad de especies ocupa los nichos del 
ecosistema urbano (Ezcurra et al., 1999).

Sin embargo, cabe hacer notar que hay ciertas diferencias entre 
los ambientes naturales y los urbanos. En los ecosistemas naturales los 
procesos de crecimiento poblacional, interacciones entre especies, flujo 
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de la materia y ciclo de la energía, han sido modulados por la selección 
natural durante miles de años. Como resultado, la mayor parte de estos 
procesos se autorregulan de alguna manera, dado que la selección na-
tural tiende a eliminar aquellas especies que están asociadas a procesos 
que no pueden sostenerse durante tiempos largos (Ezcurra, 2000). 

En contraste, los ecosistemas urbanos, que son evolutivamente más 
recientes y menos capaces de autorregularse, demandan cantidades in-
mensas de materia y energía exógenas para funcionar. Los procesos de 
importación y exportación de materia y energía, que existen en el mun-
do natural, en el ecosistema urbano forman la parte más fundamental 
del funcionamiento del sistema. Las ciudades sobreviven gracias a la 
importación continua de alimentos desde las zonas rurales, de energía 
eléctrica desde las presas, de combustibles fósiles desde los yacimientos 
de petróleo. El ambiente urbano es un tipo muy particular de ecosistema 
totalmente abierto, en el que los procesos de importación y exportación 
ecológica tienen un significado mucho mayor que los procesos internos 
al sistema (Ezcurra, 1990, 2003; Ezcurra y Sarukhán, 1990; Ezcurra y 
Mazari, 1996).

Si la importación de recursos naturales desde otros ecosistemas se 
realiza más rápidamente que la velocidad a la cual el ecosistema externo 
alcanza a producirlos, entonces el sistema urbano se convierte en un 
depredador de otros ecosistemas para sobrevivir, o, usando un concepto 
más reciente, se vuelve un ecosistema “insustentable”, en la medida en 
que no puede renovar los recursos que consume. En realidad, en térmi-
nos históricos la insustentabilidad ha sido un problema relativamente 
común durante el desarrollo de la humanidad. La cuenca de México es 
un ejemplo de la no sustentablidad en el pasado, y como muestras de 
ello ha sufrido varios colapsos demográficos de grandes proporciones 
(Ezcurra, 1995; Whitmore et al., 1990), pasos que actualmente siguen 
otras ciudades en la República Mexicana.

De manera global se sabe que áreas densamente pobladas represen-
tan una enorme carga sobre los recursos naturales de una región, entre 
los cuales el más notable es el agua (Howard y Gelo, 2003). Se ha ob-
servado que para llevar a cabo un crecimiento sustentable en grandes 
áreas urbanas, lo que representa un gran reto para las regiones que se 
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urbanizan rápidamente, es proveer fuentes de abastecimiento de agua 
seguras, servicios sanitarios básicos y drenaje (Foster et al., 1998). 

Para proveer de estos servicios, las diferentes ciudades dependen 
de la disponibilidad de agua, así como de la calidad de la misma, lo 
que está en contraposición con el uso del recurso agua con otros fines, 
principalmente la agricultura; ligada estrechamente con la producción 
de alimentos, mismos de los que se abastecen zonas urbanas, además de 
las áreas rurales donde se producen.

Relevancia del recurso agua 

El agua ha llegado a considerarse como un elemento fundamental en 
las discusiones sobre planeación, manejo de recursos naturales y de-
sarrollo sustentable. Es un recurso de importancia crítica en todas las 
regiones del mundo, ya que se trata de un elemento común en la vida 
de las personas y sociedades. El agua ha sido la base para el éxito o 
fracaso de grandes civilizaciones y actualmente es fundamental para 
la actividades agrícolas, económicas e industriales, que ayudan al de-
sarrollo de las sociedades modernas (Matsuura, 2003). 

Se trata de un recurso que en la actualidad está siendo utilizado 
por la especie humana a una tasa extremadamente rápida, mayor a 
la de su renovación. De acuerdo con Shiklomanov (1993) cuando 
los recursos renovables empiezan a ser utilizados por los humanos 
a una tasa acelerada, de manera efectiva, se transforman en recursos 
no renovables, con la subsecuente modificación del ciclo natural. De 
manera que a pesar de que los recursos de agua dulce son renovables, 
en la práctica resultan limitados (Gleick, 1993). Con base en estos dos 
conceptos podemos aseverar que el agua considerada en el pasado 
como un recurso inagotable está llegando a ciertos límites, por lo que 
es indispensable conocer la situación actual y planear un manejo más 
adecuado del recurso, con una visión a corto y a largo plazo.

El agua como elemento fundamental puede ser utilizada varias ve-
ces, para consumo humano, para riego, para la producción industrial, 
para generación de energía eléctrica, para remoción de desechos y a la 
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vez es el soporte de los ecosistemas naturales. Al ser un elemento con 
múltiples usos, su manejo debe llevarse a cabo de una manera integral 
(Matsuura, 2003).

Estimaciones a nivel mundial muestran que el agua se consume en 
un 86 por ciento para agricultura, un 4 por ciento para uso industrial, un 
2.3 por ciento para uso urbano, así como un 7.7 por ciento para gene-
ración de energía eléctrica (Shiklomanov, 1993); proporción que varía 
dependiendo de la ubicación geográfica, el grado de desarrollo y la 
tecnificación de cada región, así como de la disponibilidad del recurso 
por precipitación. Se estima que la cantidad de agua para irrigación a 
nivel mundial equivale a dos terceras partes del uso global y hasta un 
90 por ciento en muchos países en desarrollo (Postel, 1993, 2001). Debe 
considerarse que este uso es finalmente utilizado para la producción 
de alimentos de pobladores tanto de zonas rurales como urbanas.

En México el consumo global de agua estimado con base en el Re-
gistro Público de Derechos del Agua (Repda) para el año 2005 fue de 
76.5 km3, de los cuales se reporta un 77 por ciento para actividades 
agropecuarias, un 14 por ciento para abastecimiento público (mayor 
que el porcentaje global) y un 9 por ciento para uso industrial (cna, 
2006); sin considerar que un 60 por ciento de esta agua se utiliza tam-
bién para generación de energía eléctrica (Jiménez, 2001). Esto corres-
ponde en un 64 por ciento a cuerpos de agua superficiales y un 36 por 
ciento a sistemas de agua subterránea (cna, 2006).

La problemática irreversible del ciclo hidrológico, aunada a la alte-
ración de los sistemas acuáticos, por el aporte de compuestos químicos 
y microorganismos ajenos a los sistemas, la creciente demanda de ali-
mentos y la necesidad de rehúso del agua para diversos fines, se nos 
presenta como un panorama bastante preocupante, en el que la ade-
cuada distribución del agua es uno de los grandes retos del siglo xxi.

Zonas urbanas y el recurso agua

Al inicio de este siglo se considera que una crisis global de agua ame-
naza la seguridad, estabilidad y sustentabilidad ambiental de todas las 
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naciones, particularmente la de países en desarrollo (Young, 2003). 
Los problemas de manejo de los recursos hídricos en muchos países se 
incrementan y a menos que se lleven a cabo acciones efectivas, estos 
problemas se intensificarán (wwdr, 2003).

Las presiones demográficas afectan el manejo del agua como re-
curso. Actualmente la mitad de la población mundial que asciende 
a 6,000 millones de habitantes vive en áreas urbanas; esto es 3,000 
millones de habitantes del planeta. De acuerdo con Naciones Unidas 
se llegaría a la marca del 50 por ciento de la población mundial vi-
viendo en áreas urbanas en el año 2007, a partir de lo cual la mayoría 
de la población mundial será para siempre urbana (United Nations, 
2002). 

En el mundo 20 ciudades han alcanzado poblaciones que exceden 
los 10 millones y por lo tanto se clasifican como megaciudades (Fuchs, 
1999; Howard y Gelo, 2003), localizándose la mayoría de estas ciuda-
des en las regiones menos desarrolladas de Asia y América. 

Estas aglomeraciones urbanas poseen una enorme carga sobre los 
recursos naturales, especialmente los recursos hídricos. El origen del 
agua en las grandes ciudades es en aproximadamente la mitad de los 
casos extraída de fuentes de agua superficial y la otra mitad de fuentes 
de agua subterránea (Howard y Gelo, 2003).

El problema en las ciudades de países en desarrollo es que el cre-
cimiento precede el desarrollo de infraestructura para manejar agua 
residual, lo que tiende a dispersar la contaminación de residuos do-
mésticos e industriales (Foster et al., 1998). La rápida urbanización 
ha llevado a consecuencias negativas, entre las más básicas se con-
sideran los servicios urbanos, incluyendo abastecimiento de agua, 
recolección de agua residual y desechos sólidos para tratamiento o 
depositación segura (Cheema, 1999).

Es claro que tanto la disponibilidad como el uso de agua está cam-
biando, con lo que los temas prioritarios relativos a los recursos hídri-
cos a nivel mundial se consideran: escasez (cantidad) de agua, calidad 
del agua para los diversos usos y desastres relacionados con el agua 
(wwdr, 2003).
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Alternativas para el uso del agua

Uso eficiente

Se considera que la eficiencia del uso del agua es la clave para compa-
ginar abastecimiento y demanda. Como indicadores se han utilizado:

•	 Intensidad del uso del agua.
•	 Disponibilidad de agua.
•	 Costo por abastecimiento público a los diversos usuarios.
•	 Calidad del agua.
•	 Tratamiento de aguas residuales, medido como tasa de conexión.

Se considera que el reto es asegurar un manejo sustentable de los 
recursos hídricos, evitando la sobreexplotación y degradación, así 
como para mantener un abasto de agua dulce de buena calidad, tanto 
para uso humano como para el soporte de ecosistemas acuáticos y 
terrestres, así como proteger y restaurar todos los cuerpos de agua su-
perficiales y subterráneos (oecd, 2001). 

En México se llevó a cabo un proyecto piloto ine-inegi en el que 
se conjuntó información siguiendo la metodología planteada por la 
Comisión de Desarrollo Sustentable (cds, Commission for Sustainable 
Development) de Naciones Unidas. Como parte de los indicadores 
sociales se consideró:

•	 El acceso al agua potable; lo que se define como el porcentaje de 
la población que cuenta con servicio de agua potable en su vi-
vienda o tiene acceso cercano. De un 61 por ciento en 1970, este 
porcentaje se incrementó a 85 por ciento en 1995 (ine, 2000).

En la categoría de indicadores ambientales se consideraron:

•	 Extracción anual de agua subterránea y superficial, para diversos 
usos, incluyendo pérdidas en el sistema de distribución y con-
traflujo como el porcentaje del volumen de agua disponible. Los 
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estados con mayor extracción en orden decreciente son: Chihua
hua, Guanajuato, Sonora, valle de México y Baja California.

•	 Consumo doméstico de agua por habitante, esto es la cantidad 
de agua consumida por persona para beber, limpiar, preparar 
alimentos, y otros usos domésticos. La cobertura por servicios 
de agua por tipo de clima se presenta en el Cuadro 1.

Cuadro 1

Servicios de agua por habitante/día 
en zonas rurales y urbanas  

(INE, 2000)

Clima
Población  

rural L/hab/día
Población  

urbana L/hab/día

Cálido 185 242
Semicálido 130 197
Templado 100 175

•	 Concentración de coliformes fecales en agua dulce, porcenta-
je de recursos de agua dulce que contiene coliformes fecales 
en niveles mayores que los recomendados por la Organización 
Mundial de la Salud como parámetro de potabilidad del agua.

•	 Demanda Bioquímica de Oxígeno (dbo), parámetro que mide 
la cantidad de oxígeno necesario para la descomposición de la 
materia orgánica. Aunado a esto se utiliza el Índice de Calidad 
del Agua (ica), basado en: alcalinidad, cloruros, coliformes feca-
les, color, conductividad, surfactantes (detergentes), dureza, pH, 
sólidos suspendidos totales, dureza, fosfatos, grasas y aceites, 
nitrógeno amoniacal y nitratos, dbo, oxígeno disuelto, sólidos 
totales disueltos y turbidez (ine, 2000).

•	 Tratamiento de agua residual, esto es la recolección de agua 
residual de origen doméstico, comercial, industrial o fuentes pú-
blicas y su transporte a los centros de tratamiento con suficiente 
capacidad tecnológica para ser vertida a sistemas acuáticos, 
sin daños a la salud de los ecosistemas. Este indicador evalúa 
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los niveles potenciales de contaminación de origen doméstico 
e industrial/comercial que entran a los sistemas acuáticos (ine, 
2000).

Reuso del agua

Las naciones desarrolladas tratan en promedio el 75 por ciento de 
sus aguas residuales, mientras que las naciones en desarrollo tratan 
alrededor del 15 por ciento de sus aguas residuales, ninguna de ellas 
trata más del 30 por ciento (Jiménez y Garduño, 2001). Esto implica 
una gran carga de microorganismos al ambiente y al agua de riego, lo 
que representa el uso más importante. En México aproximadamente el 
80 por ciento de la descarga urbana y el 85 por ciento de las descargas 
industriales fluyen directamente a cuerpos de agua (cna, 2005). 

La carencia de infraestructura para el tratamiento de aguas residua-
les proveniente de zonas urbano-industriales resulta en el vertimiento 
de aguas residuales sin tratamiento, mismas que son depositadas en 
campos agrícolas donde se producen vegetales y frutas. La presencia 
de compuestos químicos tóxicos y microorganismos en las aguas resi-
duales (negras) tienen efectos adversos a la salud, ya sean toxicológicos 
o enfermedades transmisibles por contacto, inhalación o ingestión al 
haber contacto con los microorganismos que provocan enfermedades. 
Investigaciones epidemiológicas muestran la evidencia de los proble-
mas en México por la degradación de la calidad del agua, impactadas 
por desechos de origen tanto humano como animal, asociado con la 
transmisión de enfermedades infecciosas (Mazari-Hiriart et al., 2005a, 
b; Cifuentes et al., 2002a, b). 

México tiene una disponibilidad de agua comprometida debido a la 
distribución de los recursos hídricos en relación con la demanda. Por 
ello, la intensidad de uso de agua en el país varía de < 1 por ciento en 
estados como Chiapas, hasta un 120 por ciento como es el caso de la 
cuenca de México; aun cuando el valor promedio reportado es del 18 
por ciento. Los expertos a nivel mundial indican que las regiones con 
valores superiores a 20 por ciento, para complementar la demanda de 
agua se rehúsa el agua residual o se sobreexplotan los acuíferos. Por 
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esta razón en muchos sitios del país se observa tanto el rehúso de agua 
sin previo tratamiento, lo que se considera un uso no planeado, como 
la explotación intensiva de los acuíferos a una tasa mayor a la de su 
recuperación. De acuerdo con información de la Comisión Nacional 
del Agua de 160 m3/s de agua residual municipal que se generan en el 
país cerca del 80 por ciento se rehúsa en su mayoría sin tratamiento, 
lo que implica un riesgo a la salud. Además, el empleo de agua para 
riego provoca en diversas regiones la recarga del acuífero lo que a largo 
plazo es otra fuente de rehúso de agua no directo y no intencional para 
diversos fines, como lo es el consumo humano (Jiménez, 2006a).

Por ello es importante que la política hidráulica del país reconozca 
la importancia del rehúso del agua, con un tratamiento previo para 
ser la integrada como una estrategia tanto para contar con más recur-
sos hídricos así como para sanear el ambiente y proteger tanto la salud 
pública como a los organismos acuáticos (Jiménez, 2006a).

Prioridades en materia de agua en el ámbito metropolitano.  
Abastecimiento de agua para uso público urbano a la Zona Metropolitana  
de Guadalajara (zmg)

La demanda actual de la zmg es de 272.04 Mm3/año
 
o sea 8.62 m3/s, con 

la cual se abastece una población de 2’621,932 habitantes, de acuerdo 
con el último censo (inegi, 2001). Para abastecer de agua a esta zona 
urbana durante 2003 se reporta que se extraen de los acuíferos de la 
región 84.29 Mm3, equivalente al 30.98 por ciento. Este volumen se 
complementa con las siguientes fuentes superficiales de suministro: 
lago de Chapala que aporta 155.49 Mm3/año, lo que equivale al 57.16 
por ciento; las presas Elías González Chávez “Calderón” y La Red, loca-
lizadas al este de la ciudad de Guadalajara (fuera de la cuenca Lerma-
Chapala), aportan en conjunto 28.34 Mm3/año, lo que equivale 10.42 
por ciento y manantiales ubicados dentro de las subcuencas Atemajac 
y Toluquilla, de los que se extraen 3.92 Mm3, lo que equivale a 1.44 
por ciento (cuadro 2). 
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El abastecimiento público urbano de la zmg se localiza dentro de las 
cuencas hidrológicas Atemajac y Toluquilla, pertenecientes a la cuenca 
río Grande de Santiago-Guadalajara. Los sistemas de pozos profundos 
los opera el Sistema Intermunicipal de Agua Potable y Alcantarillado 
(siapa). La cuenca Atemajac cubre una superficie de 650 km2, y es 
donde se asienta Guadalajara, la segunda ciudad en importancia en 
la República Mexicana. La cuenca de Toluquilla, cubre una superficie 
de 513 km2, misma en la que se ha desarrollado la zona agrícola más 
importante de la región de Jalisco, y alberga además la zona industrial 
más importante.

Cuadro 2

Fuentes de abastecimiento de agua para la ZMG

Fuente Origen del agua
Caudal

m3/s Porcentaje

Pozos profundos Agua subterránea 2.67 30.98
Manantiales Agua subterránea 0.12 1.44
Lago de Chapala Agua superficial 4.93 57.16
Presa Ingeniero Elías González Chávez  
  “Calderón” 

Agua superficial 0.90 10.42

Total 8.62 100.00

En este caso al no ser suficientes los recursos hídricos de la cuenca 
en la que se encuentra la zmg se importa más de la mitad del agua reque-
rida de la cuenca Lerma-Chapala, en la cual existen controversias por 
el recurso tanto para abastecimiento urbano como industrial y en gran 
medida por su uso para riego agrícola (Mazari-Hiriart et al., 2006).

Abastecimiento de agua para uso público urbano  
a la Zona Metropolitana de la Ciudad de México (zmcm)

El uso de agua en la Zona Metropolitana de la Ciudad de México (zmcm) 
en el 2004, incluyendo la zona conurbada formada por el Distrito Fede-
ral y el Estado de México, se estimó en 2,286 Mm3/año o sea 72.5 m3/s 
(Jiménez et al., 2004). Del volumen reportado 52.2 m3/s (equivalente al 



Relevancia, alternativas y prioridades en materia de agua 289

72 por ciento) es agua subterránea que se extrae de los acuíferos, 1.45 
m3/s (equivalente al 2 por ciento) proviene de sistemas superficiales, 
por lo que el aporte de fuentes internas asciende a 53.65 m3/s. 

Los 18.85 m3/s restantes se obtienen de fuentes externas a la cuen-
ca de México, aproximadamente 5.8 m3/s provienen de agua subterránea 
de la cuenca de Lerma y 13.0 m3/s de agua superficial de la cuenca de 
Cutzamala (ceas, 1993; ddf, 1989, 1991, 1992; gavm, 1995; Merino, 
2000; cna, 2004, Jiménez et al., 2004). Así, la cantidad total de agua 
utilizada en la zmcm proveniente de la cuenca de Lerma asciende a 
182.90 Mm3/año (cuadro 3).

De los 3,059 Mm3/año de agua subterránea que se extraen de la 
cuenca Lerma-Chapala, según lo reportado por el repda (cna, 2006), se 
exportan a la zmcm del orden de 182.9 Mm3/año, lo que equivale a 6 por 
ciento del agua subterránea. De manera similar, de los 2,036 Mm3/año de 
agua superficial que se extraen de la cuenca Lerma-Chapala, de acuerdo 
con lo reportado por el repda (cna, 2006), se exportan a la zmg del 
orden de 155.5 Mm3/año, lo que equivale al 8 por ciento. En conjunto 
del volumen total de agua, reportado oficialmente, como extracción de 
la cuenca Lerma-Chapala que asciende a 5,095.62 Mm3/año, sólo el 7 
por ciento del agua es trasvasada entre cuencas y utilizada fuera de 
la cuenca Lerma-Chapala, para complementar la demanda de las dos 
mayores ciudades de la República Mexicana, la zmcm y la zmg.

Cuadro 3

Fuentes de suministro de agua  
para la Zona Metropolitana de la Ciudad de México

Origen
Número pozos/
agua superficial

Caudal 
(m3/s) Porcentaje

Fuentes externas:
Cuenca de Lerma 234 5.8 8
Cuenca de Cutzamala Agua superficial 13.0 18
Fuentes internas:
Distrito Federal-Estado de México 1,575 52.2 72
Río Magdalena y otras fuentes superficiales Agua superficial 1.5 2
Total 1,809 72.5 100

Fuente: Merino, 2000; cna, 2004; Jiménez et al., 2004.
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Aun cuando en proporción el agua que se extrae de la cuenca Lerma-
Chapala aparenta no ser tan importante en porcentaje, es un volumen 
que se ha venido extrayendo durante décadas, lo que ha afectado el ba-
lance de los sistemas de agua tanto superficial como subterránea; trans-
formando el sistema de manera irreversible y en forma no sustentable. 

Calidad de agua en la zmcm

Durante 2000 y 2001 se llevó a cabo un estudio sobre calidad del agua 
en la zmcm por parte del Instituto de Ecología, Facultad de Medicina, 
Facultad de Química, unam, e Instituto de Ciencias Médicas y Nutri-
ción Salvador Zubirán (Mazari-Hiriart et al., 2005b; Flores, 2005). 

Algunas de las preguntas que se planteó un grupo de investigadores 
fueron: ¿cuál es la calidad del agua que se distribuye en la zmcm?, ¿con-
tiene elementos que puedan representar un riesgo para la salud?, ¿se 
modifica su calidad en las diferentes épocas del año?, ¿son adecuadas 
las medidas oficiales para garantizar la potabilidad? En suma: ¿es apta 
para el consumo humano? 

Estas interrogantes son de gran importancia, si consideramos que 
la zmcm, es uno de los mayores asentamientos urbanos en el mundo, 
habitado por aproximadamente 18 millones de personas y con una 
intensa actividad económica. Los resultados de esta investigación 
muestran que en el agua de la zmcm existen por lo menos 84 especies 
de bacterias pertenecientes a nueve géneros, algunas de ellas asociadas 
con contaminación fecal. También están presentes compuestos quí-
micos como nitratos, carbono orgánico y trihalometanos (thm), entre 
otros. Se utilizaron como bacterias indicadoras a las coliformes totales 
y las coliformes fecales, que son los grupos en los que se basa la Norma 
Oficial Mexicana de agua para uso y consumo humano. Además, se 
examinaron otros grupos bacterianos como estreptococos, Vibrio spp., 
y Helicobacter pylori que complementan la evaluación. La presencia 
de estos microorganismos sugiere que las fuentes subterráneas de 
abastecimiento son susceptibles a la contaminación fecal, además de la 
infiltración de algunos compuestos químicos.
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Se evaluó la calidad del agua antes y después de los métodos or-
todoxos de desinfección, es decir, se midió la presencia de bacterias 
indicadoras y patógenas, así como elementos inorgánicos y orgánicos, 
antes y después de la cloración. También consideran las variaciones 
estacionales, tomando muestras en la época de lluvia y en la de secas. 
La idea fue obtener información sobre la calidad del agua que se ex-
trae del acuífero, así como entender la efectividad de la desinfección, 
tomando en cuenta las posibles variaciones a lo largo del año.

Los resultados obtenidos a través de un diseño específico para el es-
tudio, así como una metodología muy rigurosa que permite considerar 
estos datos como representativos de toda la zmcm, indican la presencia 
de cloro en bajas concentraciones, por lo que los conteos de bacterias 
en el agua no se ven modificados por la cloración; lo que sugiere que 
los métodos empleados en la desinfección son poco efectivos.

Marco legal y normativo del agua

La legislación del agua en México se fundamenta en el artículo 27 de 
la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos en el que se esta-
blece que todas las aguas son propiedad de la nación. Se menciona 
asimismo que la nación deberá regular la explotación, uso y aprove-
chamiento, así como cuidar de su conservación para lograr un desarro-
llo equilibrado para mejorar las condiciones de vida de la población 
(dof, 2001). Por lo tanto, cualquier acción en relación con este recurso 
tiene un alcance nacional y es tema de jurisdicción federal. 

El marco legal vigente sobre el uso, aprovechamiento y adminis-
tración de las aguas nacionales, la prevención y control de la contami-
nación del agua y los ecosistemas acuáticos, así como los efectos del 
ambiente en la salud se conforma por las siguientes leyes: 

•	 Ley de Aguas Nacionales (dof, 2004).
•	 Ley Federal de Derechos. Disposiciones Aplicables en Materia de 

Aguas Nacionales (lfd; cna, 2005).
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En esta ley se plantean los Lineamientos de Calidad del Agua de 
acuerdo con los usos del agua en las siguientes categorías: a) Fuente 
abastecimiento para uso público urbano; b) Riego agrícola; c) Protec-
ción a la vida acuática: agua dulce, incluye humedales; d) Protección a 
la vida acuática: aguas costeras y estuarios. Consideran: 11 parámetros 
físicos, un parámetro microbiológico, 30 inorgánicos y 82 orgánicos.

•	 Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente 
(dof, 1996). 

•	 Ley General de Salud (dof, 1984).

En el título sobre Promoción de la Salud se tratan los efectos del 
ambiente en la salud, en los que se otorga a la Secretaría de Salud la 
responsabilidad de determinar los valores de la concentración máxi-
ma permisible para el ser humano de contaminantes en el ambiente. 
Así como el emitir las normas técnicas a que deberá sujetarse el tra-
tamiento del agua para uso y consumo humano, así como establecer 
los criterios sanitarios para el uso, tratamiento y disposición de aguas 
residuales con el fin de evitar riesgos y daños a la salud pública. 

Para la regulación de los recursos hídricos se cuenta con las Normas 
Oficiales Mexicanas (nom), en las que se definen los parámetros, que in-
cluyen características físicas (i.e. profundidad, temperatura), biológicas 
(bacterias y parásitos) y químicas; de tipo inorgánico (i.e. sales, metales) 
u orgánico (i.e. plaguicidas, trihalometanos), en las que se basa un aná-
lisis del agua para considerar si cumple con las condiciones deseables 
para un uso específico.

Se trata de cuatro normas fundamentales relacionadas con: a) Ca-
lidad del agua para uso y consumo humano emitida por la Secretaría 
de Salud; b) Límites máximos permisibles de contaminantes en las 
descargas de agua residuales, en aguas y bienes nacionales; c) Lími-
tes máximos permisibles de contaminantes en las descargas de aguas 
residuales a los sistemas de alcantarillado urbano y municipal; y d) 
Límites máximos permisibles de contaminantes para las aguas resi-
duales tratadas que se rehúsen en servicios al público, emitidas por la 
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat).
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En 1996 se expidió la Norma Oficial Mexicana NOM-127-SSA1-
1994, Salud ambiental, agua para uso y consumo humano. Límites 
permisibles de calidad y tratamientos a que debe someterse el agua 
para su potabilización por parte de la Secretaría de Salud (dof, 1996). 
La modificación de esta nom incluye: cuatro características físicas y 
organolépticas, dos características microbiológicas (bacterias colifor-
mes totales y fecales), 39 constituyentes químicos, de los cuales 26 
son inorgánicos y 13 orgánicos, así como dos características radiac-
tivas (dof, 2000). Esta es la norma vigente de aplicación federal y de 
ella depende la calidad del agua que se consume como potable en la 
República Mexicana.

Se menciona que el agua abastecida por el sistema de distribución 
no debe contener Escherichia coli o coliformes fecales u organismos 
termotolerantes en ninguna muestra de 100 ml. Los organismos colifor-
mes totales no deben ser detectables en ninguna muestra de 100 ml; en 
sistemas de abastecimiento de localidades con una población mayor de 
50,000 habitantes. Estos organismos deberán estar ausentes en 95 por 
ciento de las muestras tomadas en un mismo sitio de la red de distribu-
ción, durante un periodo de 12 meses de un mismo año. Se menciona 
que bajo situaciones de emergencia, las autoridades competentes po-
drán establecer los agentes biológicos nocivos a la salud que se deban 
investigar (dof, 2000), medida que se aplicó cuando se presentó la 
epidemia de cólera a principios de los años noventa en México. 

Normas relacionadas con el control de la contaminación incluyen: 
la NOM-001-ECOL-1996 revisada por Semarnat, establece los límites 
máximos permisibles de contaminantes en las descargas de agua resi-
duales, en aguas y bienes nacionales (dof, 1997), la NOM-002-ECOL-
1996 que establece los límites máximos permisibles de contaminantes 
en las descargas de aguas residuales a los sistemas de alcantarillado 
urbano y municipal (dof, 1998a), y la NOM-003-ECOL-1996, que esta-
blece los límites máximos permisibles para las aguas residuales trata-
das que se reusen en servicios al público (dof, 1998b).

La publicación de la NOM-001-ECOL-1996, que tiene carácter ge-
neral abrogó 43 normas que se referían a descargas de aguas residuales 
provenientes de industrias específicas, con lo que se perdió el control 
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de calidad del agua por giro industrial y una mejor posibilidad de 
regulación de las aguas residuales, de composición extremadamente 
variable. 

Desde el punto de vista urbano se consideran los vertimientos al 
sistema de alcantarillado de aguas municipales, en la NOM-002-ECOL-
1996, basándose en la medición de sólidos sedimentables, grasas y 
aceites, así como nueve metales pesados; refiriéndose a algunos pará-
metros de la NOM-001.

En la NOM-003-ECOL-1996, se mencionan dos tipos de rehúso, 
en servicios al público con contacto directo, como puede ser uso 
recreativo, mediante paseos en lancha, prácticas de remo y canotaje; 
así como servicios al público con contacto indirecto u ocasional; 
considera coliformes fecales, huevos de helminto, grasas y aceites, 
demanda bioquímica de oxígeno (dbo) y sólidos suspendidos totales 
(dof, 1998b).

En México el monitoreo de la calidad del agua de acuerdo con lo 
estipulado en las leyes y normas existentes, y fundamentado en las 
características físicas y químicas de tipo inorgánico es relativamente 
completo. No se cumple en general el monitoreo de características 
microbiológicas, ni de características químicas de tipo orgánico. Por 
esta razón las decisiones relacionadas con la calidad del agua se basan 
prácticamente en parámetros de tipo inorgánico, lo que en pleno siglo 
xxi resulta un tanto obsoleto.

Los Lineamientos de Calidad del Agua que se especifican en la lfd 
incluyen un gran número de parámetros físicoquímicos, que integran 
tanto compuestos de tipo inorgánico como orgánico, pero que no existe 
la obligación para ser monitoreados, por lo que son características que 
no se llegan a medir, y la realidad es que la calidad del agua se basa 
en lo que se especifica en las normas de manera incompleta, funda-
mentalmente parámetros inorgánicos. Los lineamientos como conjunto 
relativamente completo de mediciones podrían servir de base para ade-
cuar las normas sobre calidad del agua tanto para zonas urbanas como 
para el reúso de agua en riego de parques, jardines, camellones, así como para 
el llenado de cuerpos de agua artificiales y en las zonas rurales para el 
riego de vegetales que son enviados a las zonas urbanas. 
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Conclusiones y recomendaciones

Es importante tanto la cantidad como la calidad del agua, consideran-
do que ambas son limitantes para su uso.

Tomando en cuenta que el agua es un recurso finito y que su de-
manda ha aumentado, y continúa en aumento, es imprescindible su 
uso eficiente y el reúso del agua residual.

Para un reúso adecuado y seguro del agua es necesario plantear 
un programa a largo plazo, en el que se tome en cuenta la utilización 
actual del agua y una protección paulatina.

Es necesario establecer en la política ambiental estrategias para 
el control tanto de la cantidad como de la calidad del agua, tomando 
como alternativa al tratamiento y rehúso del agua para diversos usos 
(público urbano, industrial, agropecuario, etcétera).

Se requiere una revisión y actualización de la normatividad en 
materia de agua, para utilizar, controlar y conservar adecuadamente 
el recurso.

La degradación de la calidad del agua es en detrimento de la salud 
pública y del ambiente del cual dependemos.

El agua residual es una fuente de agua potencial para diversos usos, 
debe desarrollarse una estrategia para controlar su empleo (Jiménez, 
2006b).

Se recomienda una coordinación metropolitana para el manejo del 
agua, tanto de consumo humano como del agua residual generada en 
grandes zonas urbanas.

Es importante el cumplimiento de las normas oficiales mexicanas 
en materia de agua.
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Las condiciones para la creación  
de nuevas estructuras

Como complemento necesario a las decisiones de enfrentar integral-
mente el fenómeno metropolitano –sea mejorando los esquemas de 
gobierno vigentes, legislando para desarrollar el asociacionismo o para 
crear nuevos espacios de gobierno metropolitano– y para la planeación 
y administración de las metrópolis, es necesario actualizar y moderni-
zar las estructuras institucionales para dar paso a nuevos espacios de 
participación y administración metropolitana. 

Como mencionan Morales y García (2004: 218),� en las metrópolis 
se crean entes por diversas razones: 

...requieren inversiones fuertes que incluyen obras que rebasan los límites 
jurisdiccionales; permiten importantes economías de escala; evitan tras-
lapes, redundancias y omisiones; demandan tecnologías no fácilmente 

*Texto tomado de Alfonso Iracheta (2006), Políticas públicas para gobernar las metrópolis 
mexicanas, en prensa.

**Arquitecto, maestro en planeación urbana y doctor en estudios regionales. Fundó la maes-
tría en planeación metropolitana en la Universidad Autónoma Metropolitana-Azcapotzalco y fue 
director fundador de la Escuela de Planeación Urbana y Regional de la Universidad Autónoma del 
Estado de México. Ha publicado cinco libros y más de 60 artículos. Actualmente, es coordinador 
del Programa Interdisciplinario de Estudios Urbanos y Ambientales (prourba) de El Colegio Mexi-
quense, coordinador nacional de la Red Mexicana de Ciudades hacia la Sustentabilidad, consul-
tor para el Programa de las Naciones Unidas pnud-un-Hábitat e investigador nacional nivel II.

� Carlos Morales y Sara García (2004), “Elementos para una discusión en torno a la coordina-
ción financiera y fiscal metropolitana”, en Ligia González García de Alba (comp.) (2004), Desafío 
metropolitano, México, puec-unam y otros eds., pp. 201-237.
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accesibles a gobiernos locales individuales. Ejemplos típicos son los entes 
metropolitanos encargados del agua, el transporte, la disposición de dese-
chos (por la necesidad de ubicar los sitios de confinamiento en alguna de 
las jurisdicciones) o un equipamiento regional, pero podría ampliarse el 
esquema para incluir servicios administrativos que traerían ventajas como 
el catastro de los terrenos de un área metropolitana que implica equipos 
costosos y vuelos aéreos (sic) de alta cobertura.

Los entes metropolitanos deben contar con características que re-
suelvan el carácter multifactorial, intergubernamental y complejo que 
tienen los fenómenos metropolitanos y que de manera reiterada hemos 
propuesto a lo largo de este trabajo. Dichas características son:

a)	Autonomía relativa de las estructuras de administración pública 
existentes, de manera que cumplan con su función sin depender 
de los cambios gubernamentales y/o de las condiciones políticas de 
coyuntura en cada metrópoli. Esto representa una ventaja para 
las autoridades, al contar con instituciones en las que tienen 
presencia y pueden orientar sus funciones por medio de sus es-
tatutos, al tiempo que cuentan con la garantía que sus esfuerzos 
por avanzar en la coordinación metropolitana serán reconoci-
dos por gobiernos sucesivos, porque las propias instituciones y 
sus reglas de operación así lo permiten.

b)	Capacidad ejecutiva de actuación; cada organismo dedicado a 
una función metropolitana requiere de capacidad ejecutiva, ya 
que éste es el único camino para garantizar que las políticas y 
proyectos se ejecuten, al tener responsables directos y no de-
pender de estructuras de los gobiernos federal, estatales o munici-
pales para que lleven a cabo las acciones de las que sólo una parte 
les corresponde. Evidentemente que se reconoce a los gobiernos 
como los responsables de la ejecución de obras o la recaudación 
de impuestos. La idea que debe quedar clara en la normatividad de 
cada organismo metropolitano, es que posee la capacidad jurí-
dica para hacer que las cosas que tienen carácter metropolitano 
ocurran, o para hacerlas directamente, según cada caso.
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c)	Autonomía financiera, patrimonio propio y capacidad para pro-
curar recursos que les permita cumplir con sus funciones, sin de-
pender de consideraciones presupuestales de coyuntura. Implica 
que cada organismo creado cuente con los recursos que deberán 
aportar los ámbitos de gobierno que correspondan y que existan 
las garantías para que los reciban en tiempo, monto y forma.

d) Participación ciudadana en sus estructuras directivas y/o con-
sultivas, según cada caso. La idea esencial es que no es posible 
ejecutar políticas en metrópolis que son compartidas por diversas 
jurisdicciones político-administrativas sin la presencia y apoyo 
comprometido de los actores más representativos de la sociedad, 
que además de aportar a las funciones de la institución, permiten 
equilibrar las relaciones entre los gobiernos (estatales y/o munici-
pales) de cada metrópoli. Dicha participación, debiera ser paritaria 
y acorde con la pluralidad específica de cada metrópoli, además 
de representativa de los sectores: social, privado, académico.

Los nuevos órganos de planeación, participación  
y administración metropolitana

Las limitaciones de las estructuras vigentes

¿Qué razón nos lleva a proponer nuevas estructuras de planeación, 
participación y administración para las metrópolis mexicanas?, ¿es que 
las existentes carecen de algo relevante o no han resuelto los problemas 
de las grandes conurbaciones nacionales? La respuesta es sí, carecen 
de los elementos esenciales para atender las necesidades de estos 
grandes conglomerados urbanos y las creadas, no han sido capaces de 
resolver nada de lo importante.

La planeación metropolitana en México prácticamente no existe. 
Igualmente, la participación social en las decisiones de su comunidad, 
como es entendida en sociedades con estructuras de gobierno más 
avanzadas, tampoco existe en México; la fórmula de “consulta social o 
a las bases” para conocer y tomar en cuenta la opinión de individuos 
destacados o de organizaciones sociales, se ha restringido histórica-
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mente a escuchar –sin debatir– puntos de vista que, cuando están 
acordes con el “oficial”, se reconocen y cuando no concuerdan con la 
versión oficial, simplemente se desdeñan.

La administración metropolitana tampoco existe en México para 
efectos prácticos. No hay empresas, organismos u otras formas de 
organización para actos ejecutivos, en los que las partes –gobiernos 
estatales o municipales que comparten una metrópoli– acuerden ac-
ciones relevantes que muestren coordinación, concertación y, sobre 
todo, capacidad de atención a problemas centrales en las metrópolis 
de manera compartida.

Es claro que México ha sido un país de discursos y firmas proto-
colarias a través de las cuales “se atienden” los grandes problemas, 
aunque no existan las decisiones posteriores para actuar y decidir, 
simplemente porque esa nunca fue la intención.

En materia de coordinación metropolitana ésta ha sido la historia 
desde la década de 1970; los ejemplos sobran, porque casi todas las 
ofertas políticas para enfrentar este fenómeno han quedado en discurso 
y/o en firmas protocolarias. El análisis que se ofrece en capítulos ante-
riores muestra con claridad esta aseveración.�

La conclusión pareciera ser clara; las estructuras y formas de plani-
ficar, participar y administrar los grandes espacios urbanizados han sido 
rebasadas de tiempo atrás, sin que el gobierno mexicano haya logrado 
modificarlas o crear las que la nueva realidad exige. Por ello, se asume 
que es necesario y de la mayor prioridad construir nuevos espacios ins-
titucionales para enfrentar el fenómeno socioespacial que está marcando 
el crecimiento mexicano desde la década de 1950: la metropolización.

Institutos Metropolitanos de Planeación Integral

A fin de lograr los acuerdos sobre las acciones para ordenar y desarro
llar las metrópolis, destaca la necesidad de crear Institutos Metropo-

� Para mayor abundamiento, véase Alfonso Iracheta (2004), “Estado de México: la otra cara 
de la megaciudad”, en Peter Ward, México megaciudad: desarrollo y política 1970-2002, México, 
Porrúa y El Colegio Mexiquense, 2004, pp. 583-603.
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litanos de Planeación Integral (Implani) por cada metrópoli creada 
por ley, a fin de contar con un cuerpo técnico experto responsable de 
elaborar participativamente los planes y proyectos, y desarrollar los 
procesos técnicos para dar seguimiento y evaluar la acción de los ór-
ganos y empresas metropolitanas, así como de los gobiernos estatales 
y municipales en cuanto a sus responsabilidades metropolitanas.

Los institutos de planeación deben contar con tres características 
centrales:

•	 La primera corresponde a la asunción del proceso de planeación 
de la metrópoli de manera integrada, lo que implica dos enfoques: 
por una parte, la consideración de la metrópoli como una unidad 
socioespacial, por lo que todos los instrumentos de planeación y 
todas las acciones ejecutivas deben tomar en cuenta que afectan 
y son impactadas por el resto. Por la otra, la integración de las tres 
vertientes de planeación que por ley existen en México: la pla-
neación del desarrollo, que se materializa en el plan de desarrollo 
(nacional, estatal, municipal); la planeación de los asentamientos 
humanos, que se materializa en planes y programas de desarrollo 
urbano, y la planeación ambiental, que se materializa en planes 
de ordenamiento ecológico del territorio. Las tres han confor-
mado sistemas complejos de planeación en los tres ámbitos de 
gobierno y actúan generalmente sin concierto y multiplicando los 
costos y recursos para esta función pública.

•	 La segunda es la participación ciudadana en sus estructuras de 
decisión, con lo cual se amplían las posibilidades de generación 
de compromisos de los actores sociales a favor del desarrollo de 
la metrópoli.

•	 La tercera es la capacidad y enfoque estrictamente técnico, que 
garantiza que las propuestas de plan, programas, proyectos y 
estudios elaborados por el instituto atiendan más objetivamente 
a las condiciones de la realidad por planificar.

Una experiencia mexicana promisoria son los institutos munici-
pales de planeación que se han creado en el inicio del nuevo milenio 
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–aunque algunos nacieron al final de la década de 1980 y durante la 
de 1990–, ya que han mostrado que es posible modernizar los proce-
sos de decisión sobre el desarrollo local con esfuerzos técnicos serios, 
con la participación efectiva en las decisiones por parte de los actores 
sociales y del gobierno, y la posibilidad de integrar las estrategias y los 
proyectos fundamentales para el desarrollo local.

Bajo estas premisas es conveniente constituir un Instituto Metro-
politano de Planeación Integral en cada metrópoli, como instancia téc-
nica del Consejo Metropolitano, responsable de la planeación integral 
y de largo plazo de la metrópoli. Considerando las condiciones que 
enfrentan las metrópolis mexicanas, es recomendable que tengan las 
siguientes atribuciones:

1.	Proponer al Consejo Metropolitano para su aprobación y poste-
rior ratificación y atención legislativa por el Parlamento Metro-
politano, los temas, funciones, sectores, problemas y/o fenóme-
nos que deben tener un carácter y atención metropolitana.

2.	Elaborar, dar seguimiento de su ejecución y evaluar permanen-
temente el programa para la metrópoli que sea: participativo, in-
tegral y de largo plazo. Este programa deberá ser obligatorio para 
los gobiernos estatales y municipales (delegacionales en el caso 
del Distrito Federal), y dado su carácter interestatal e intermu-
nicipal debe orientar la elaboración, actualización o corrección 
de los planes estatales, municipales y/o regionales de desarrollo, 
desarrollo urbano y mejoramiento ambiental, así como los pro-
gramas sectoriales que establece la legislación de planeación, la 
legislación de desarrollo urbano (asentamientos humanos) y la 
de protección ambiental de las entidades federativas y los muni-
cipios donde se asienta la metrópoli.

	 Para que opere adecuadamente, deberá ser obligatorio para los 
estados y municipios informar de manera regular sobre el avance 
en la ejecución de las acciones que les correspondan del progra-
ma metropolitano y de las acciones y proyectos considerados 
metropolitanos y cuya responsabilidad recaiga en alguna o am-
bas esferas de gobierno.
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	 El Programa Metropolitano debe ser aprobado por el Consejo Me-
tropolitano por ser la instancia de decisión ejecutiva de la metró-
poli y ratificado por el Congreso, Asamblea o Parlamento Metropo-
litano a fin de que adquiera carácter legal. 

3.	Integrar, evaluar, priorizar y proponer al Consejo Metropolitano 
los proyectos de desarrollo metropolitano. La cartera de proyec-
tos integrales y de largo plazo será un instrumento principal para 
garantizar el cumplimiento del programa, ya que una vez autori-
zado cada proyecto por el Consejo Metropolitano, las entidades 
federativas y los municipios le asignarán los recursos por medio 
del presupuesto anual correspondiente. Una cartera de proyec-
tos de esta naturaleza es una posibilidad real de que los proyectos 
tengan continuidad independiente a los cambios de gobierno y 
la alternancia partidista.

	 Los recursos presupuestales y de otras fuentes para proyectos 
metropolitanos serán depositados en el Fondo Metropolitano 
para su asignación y aplicación. 

4.	Un tema central que exige de una reflexión-acción profunda, es 
la integración para las acciones y proyectos metropolitanos de 
un presupuesto participativo de inversión, a partir de la cartera 
de proyectos y acciones prioritarias de carácter metropolitano 
aprobada; esto rompe con una tradición muy arraigada en Méxi-
co que permite que una dependencia del Poder Ejecutivo elabore 
los presupuestos, programe el gasto, decida cuándo, cuánto y de 
qué manera se distribuyen los recursos financieros presupues-
tales entre dependencias y organismos de la administración pú-
blica, y formule el informe y evaluación del manejo y aplicación 
de dichos recursos, convirtiéndose en juez y parte, y adquiriendo 
un poder desproporcionado que en poco ha ayudado al avance 
democrático del país.�

	 Presentar la propuesta para aprobación al Consejo Metropolitano 
ofrece a los titulares de los poderes ejecutivos de las entidades 
federativas y los municipios más transparencia, ya que el propó-

� Es el caso de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público del gobierno federal y de las se-
cretarías de finanzas y/o finanzas y planeación de las entidades federativas. 
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sito es que en su formulación predomine el enfoque “técnico”, 
en el sentido que se propongan inversiones para los proyectos 
y las acciones que han sido consideradas como prioritarias, 
independientemente que su localización y/o sus beneficiarios 
sean de jurisdicciones gobernadas por partidos diferentes a los 
de quienes tienen mayor poder dentro del Consejo. Igualmente, 
la ratificación del presupuesto ya integrado (gasto corriente e 
inversión) por el Parlamento Metropolitano otorga otra posibi-
lidad de transparencia, continuidad, cumplimiento de metas y 
pluralidad. 

	 Un elemento central de un presupuesto de inversión para la 
metrópoli es la participación de la sociedad en su formulación, 
para lo cual, es necesario establecer un mecanismo que tome en 
cuenta lo siguiente:
–	 Sólo se referirá a las acciones y proyectos metropolitanos es-

tablecidos en el programa.
–	 La participación deberá corresponder a aquellos actores invo-

lucrados en el nivel metropolitano.
–	 Deberán buscarse fórmulas de compromiso y aportación so-

cial para el presupuesto utilizando experiencias exitosas. Es 
el caso de vincular proyectos, obras y acciones al cumpli-
miento social de compromisos fiscales, como es el impuesto 
predial. Por cada peso adicional al que se paga en la realidad 
por una demarcación territorial (barrio, colonia, municipio) y 
que acerca al monto de impuesto que le corresponde, el Con-
sejo Metropolitano puede convenir que una parte de dicha 
aportación adicional para obras sea decidida por la propia 
comunidad. Así, todos los actores ganan, porque la tesorería 
estatal y/o municipal recibe más recursos y la comunidad ve 
reflejado su esfuerzo en acciones para su beneficio, sin que 
haya aportado más de lo que la ley le impone.

5.	Integrar y operar el Sistema Metropolitano de Información, el 
Sistema Metropolitano de Indicadores de Desarrollo y el Obser-
vatorio Metropolitano, o coordinarlos técnicamente si la respon-
sabilidad es otorgada a otras instituciones. 
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	 El(la) director(a) ejecutivo(a) del instituto debe ser designado por 
el Parlamento Metropolitano a partir de una terna propuesta por el 
Consejo Metropolitano. Los(as) candidatos(as) podrán acceder 
al puesto por medio de examen(es) de oposición ante el Consejo 
Metropolitano a fin de comprobar su conocimiento y experiencia 
en la materia. Así, el consejo puede poner a consideración los 
tres primeros lugares y el Parlamento Metropolitano designará al 
director(a) ejecutivo(a).

	 Es conveniente que el periodo de su administración sea de cua-
tro años con posibilidad de ser ratificado por otro periodo igual 
en los mismos términos que para su designación. La fórmula 
permite que este(a) funcionario(a) sea designado(a) en momento 
diferente al de elección de gobernador(es) y de presidente(s) 
municipal(es), con lo que es más probable que los planes, pro-
gramas y proyectos acordados mantengan continuidad en plazos 
mayores a los de los términos constitucionales de las administra-
ciones públicas estatales y municipales.

Observatorios metropolitanos

Uno de los temas centrales en la planeación metropolitana, como 
ocurre con la planeación en general, es la capacidad para contar con 
la información relevante para la toma de decisiones y que dicha infor-
mación sea reconocida y aceptada por todos los actores sociales de la 
metrópoli. 

Por ello, es fundamental que cada metrópoli cuente con un Obser-
vatorio Metropolitano responsable de integrar y operar el Sistema Me-
tropolitano de Información y el Sistema Metropolitano de Indicadores 
del Desarrollo, debiendo tener como objetivos:

•	 Crear un espacio institucional y ciudadanizado para “observar” 
(dar seguimiento y verificar) los procesos y hechos principales 
que afectan el desarrollo socioespacial de la metrópoli, como 
instrumento de gobernanza para mejorar las políticas públicas y 
la acción de los actores sociales involucrados. 
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•	 Contar con información homogénea, cotidiana, sistemática, cien-
tífica, comparable y permanente sobre las características y pro-
blemas fundamentales de la metrópoli, manejada con bases de 
datos y Sistemas de Información Geográfica (sig).

•	 Construir los indicadores fundamentales para atender las nece-
sidades de información, análisis y planeación y evaluación de 
los procesos socioespaciales de la zmvm y para dar seguimiento 
sistemático al cumplimiento de la política metropolitana autori-
zada en el programa.

Bajo esta lógica, los productos de un Observatorio Metropolitano 
pueden ser los siguientes:

•	 Un sistema de indicadores relevantes sobre los grandes temas del 
desarrollo metropolitano: a) actividad económica; b) fenómenos 
sociales; c) estructura físico-territorial; d) aspectos ambientales; 
e) estructuras institucionales y políticas públicas metropolita-
nas. Estos indicadores serán de utilidad práctica para las auto-
ridades de las jurisdicciones de la metrópolis, para los actores 
productivos y los sociales.

•	 Un sistema de información de calidad que permita ofrecer con 
oportunidad la información requerida por los actores para tomar 
decisiones. Su estructura partirá de lo que requiera el programa 
de desarrollo metropolitano integral.

•	 Tecnología geomática que deberá adecuarse y desarrollarse para 
las peculiaridades de la metrópoli.

Para que opere un observatorio de esta naturaleza, es fundamental 
que sea obligatoria la aportación de información en tiempo, calidad, 
cantidad y forma por parte de todos los actores, en principio guberna-
mentales, para alimentar el sig, el sistema de indicadores y la actuali-
zación tecnológica. 

Igualmente, las organizaciones de la comunidad (privadas, aca-
démicas, sociales) deberán aportar la información solicitada por el 
observatorio bajo el principio de reciprocidad, ya que los sistemas de 
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información, de indicadores y el observatorio, serán públicos y debe-
rán especificar claramente sus fuentes –metadatos– y sus resultados.

El Observatorio Metropolitano podrá radicarse en el Instituto Me-
tropolitano de Planeación o ser una entidad independiente. Resulta 
fundamental que participen organizaciones ciudadanas involucradas 
en el desarrollo y planeación metropolitana y especialmente, las ins-
tituciones de investigación superior más importantes de la metrópoli, 
a fin de elevar las garantías de calidad técnica e independencia de 
acción y recursos para su operación. Sin embargo, es fundamental que 
el Instituto de Planeación mantenga la coordinación técnica con el 
propósito de lograr que la información y los indicadores correspondan 
a los temas prioritarios de la planeación metropolitana. 

Fondos metropolitanos

Una de las limitaciones más severas que enfrenta una política de coor-
dinación, cooperación y concertación entre gobiernos es la carencia de 
recursos. Las preguntas más claras son: ¿cuánto de los recursos presu-
puestales del gobierno estatal y/o municipal se debe dedicar a proyec-
tos o acciones metropolitanas, cuando no son en estricto sentido de la 
entidad o del municipio, puesto que se comparten con otra entidad o 
municipio?, ¿cómo justificar qué recursos presupuestales del gobierno 
estatal y/o municipal pueden aplicarse –parcial o totalmente– en otra 
demarcación dentro de la metrópoli como producto de una decisión 
metropolitana?

La respuesta no ha sido fácil en ninguna metrópoli del mundo. Lo 
que se ha logrado es reconocer que toda acción metropolitana acorda-
da dentro de un esquema participativo –el Consejo Metropolitano– es 
benéfica para todas las partes de la metrópoli, por lo que es posible 
aportar recursos para que se apliquen en otra jurisdicción. Es el caso 
de los depósitos de residuos sólidos que requieren de una localización 
sujeta a criterios técnico-ambientales. Cuando resulta un municipio 
el más adecuado para ello, es conveniente que todos los demás que 
conforman la metrópoli aporten recursos para dicho equipamiento. 
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Igualmente ocurre con los sistemas metropolitanos de transporte, entre 
otros sectores y fenómenos de carácter metropolitano.

La fórmula más adecuada es la creación de fondos para el desarrollo 
metropolitano para el financiamiento de proyectos y acciones intermu-
nicipales en la metrópoli. 

En México la fórmula más adecuada es el Fideicomiso-Fondo que 
se integra con recursos federales, estatales y municipales y tiene capa-
cidad para procurar recursos nacionales e internacionales de organi-
zaciones y empresas diversas para proyectos, obras y la prestación de 
servicios de atribución metropolitana. 

De un gran Fondo Metropolitano pueden derivar los fideicomisos 
necesarios para administrar grandes acciones o proyectos metropolita-
nos. Los recursos para el fondo deben consignarse mediante convenios 
de colaboración y aportación financiera que para tal efecto celebren 
las entidades públicas, sociales y privadas en el marco del Programa 
Metropolitano y de los proyectos específicos de dimensión metropoli-
tana que se elaboren en el Instituto de Planeación Metropolitana y sean 
aprobados por el Consejo Metropolitano.

El fondo tiene como objeto fondear los recursos para la ejecución 
de proyectos, obras específicas y la prestación de servicios públicos de 
nivel metropolitano-regional. 

Para llevar a cabo sus operaciones, requiere contar con un comité 
técnico integrado por representantes de los gobiernos federal, estatal 
y los municipios involucrados, así como de los organismos sociales y 
privados vinculados. 

Además deberá corresponder, en cuanto a su estructura jurídica, 
con una dirección ejecutiva y tres áreas fundamentales: Planeación 
Técnica, Programación Financiera y Desarrollo de Obras y Proyectos. 

De igual manera, este fondo debe contar con los comités técnicos 
para la aplicación de recursos de acuerdo con la sectorización de pro-
yectos (urbano-territorial, hidráulico-sanitario, transporte-vialidad, medio
ambiental, etcétera).

Este fondo es un instrumento de administración que podría per-
mitir integrar como fideicomitentes asociados a representantes de 
dependencias y entidades de los gobiernos federal, estatal y municipal, a 
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asociaciones sociales, organismos empresariales, sindicatos de obreros, 
organizaciones campesinas (comunal, ejidal y pequeños propietarios), 
universidades e institutos de investigación. 

La figura de fideicomiso puede considerar como fideicomitentes 
adherentes a personas físicas o morales que, previo contrato, aporten 
bienes accionarios o inmobiliarios al patrimonio del fideicomiso para 
determinados proyectos o servicios. En este aspecto se considera que 
los proyectos para ser financiados puedan convenirse con institucio-
nes, personas físicas o morales, tanto nacionales como extranjeras, en 
los términos y modalidades de coinversión de acuerdo con el marco 
jurídico aplicable. 

El Fondo Metropolitano debe ser administrado por el Consejo Me-
tropolitano.

La fórmula de asignación de recursos financieros para proyectos y 
acciones metropolitanas requiere cumplir con las siguientes caracte-
rísticas:

•	 Se fundará en la competencia por los fondos, lo que implica que 
no todos los proyectos serán apoyados. 

•	 Las propuestas de proyectos deberán provenir del Instituto de 
Planeación Metropolitana, aunque también podrían surgir del 
propio Consejo Metropolitano y/o de los ejecutivos estatales y 
municipales, de las organizaciones y empresas creadas para la 
coordinación metropolitana, siempre y cuando correspondan 
a las prioridades consignadas en el Programa Metropolitano, lo 
que debe ser avalado por el Instituto de Planeación.

•	 Las propuestas de proyectos y acciones metropolitanas deben 
pasar por un proceso de evaluación tomando en cuenta princi-
palmente:
– Su prioridad para ejecutar el programa.
– Su calidad técnica.

Que siendo presentados por instancias diferentes al Instituto de 
Planeación Metropolitana sean avalados por dos o más municipios 
metropolitanos y cubran los requisitos marcados por el programa.
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Que la población beneficiada directa o indirectamente, correspon-
da a las prioridades sociales de atención a las áreas y sectores con ma-
yores problemas y necesidades de infraestructura, servicios básicos y 
equipamientos de carácter metropolitano, y que atiendan las necesida-
des de transporte público, espacio público y mejoramiento ambiental 
metropolitano.

Que ofrezcan fórmulas de cofinanciamiento; es decir, a fin de ob-
tener financiamiento, los gobiernos que aplican deben comprometer 
recursos propios y/o tener algún compromiso de recursos de otros 
actores públicos o privados. 

Solamente los proyectos propuestos por el Instituto de Planeación 
Metropolitana y por los organismos y/o empresas metropolitanas crea-
das por el Parlamento Metropolitano podrán concursar por fondos sin 
comprometer cofinanciamiento.

Igualmente, podrán aprobarse recursos para compensar a munici-
pios y/o sectores sociales que deben aportar más de lo que recibirán 
como beneficios de un proyecto o acción metropolitana.

Agencias o corporaciones metropolitanas

Como propone la ocde, una Agencia Metropolitana de Desarrollo, ac-
tuando como instrumento principal de ejecución de una estrategia de 
competitividad para la región metropolitana, coordinaría las acciones 
en diferentes campos relacionados con el mejoramiento de la producti-
vidad de las empresas en la metrópoli, incrementando inversiones (por 
ej. en las áreas habitacionales con baja capitalización, en los centros 
históricos, en las áreas de reconversión industrial o promoción de ser-
vicios de alta tecnología) y el desarrollo de capacidades laborales. 

Se pretende que una corporación metropolitana desarrolle las es-
trategias para la creación de equipamientos y servicios metropolitanos 
en forma competitiva y ambientalmente sustentable, con el propósito 
de maximizar la generación de excedentes económicos y financieros 
que permitan potenciar los recursos públicos disponibles y su aporte 
al desarrollo integral de las entidades federativas y los municipios. 
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La finalidad de este tipo de organizaciones es consolidar una 
organización pública de escala regional-metropolitana en el marco 
de asociaciones con el sector privado, como un modo de coordinar 
acciones en el campo de la competitividad económica de la metrópoli 
y de incorporar inversiones nacionales y extranjeras, y crear alianzas 
estratégicas con empresas multinacionales que agreguen valor a la 
producción y que mejoren la posición competitiva de la metrópoli en 
el contexto nacional e internacional.

Tendría un fuerte enfoque hacia la generación de empleos perma-
nentes y empresas en aquellos sectores que el Programa Metropolitano 
defina como prioritarios y podría proponer, promover e incluso organi-
zar y coordinar, los apoyos e incentivos metropolitanos a los negocios 
y los programas de desarrollo laboral.

Podría ser responsable también o participar enfáticamente en la 
promoción y procesamiento de las inversiones intrametropolitanas y 
en la promoción de acciones para el posicionamiento mercadotécnico 
de la metrópoli, a fin de hacer más eficiente su papel a nivel regional, 
nacional o internacional.

En su constitución, debe garantizarse que mantenga relaciones 
cercanas con las deferentes entidades gubernamentales de toda la 
metrópoli, estando institucionalmente separada de ellas, ya que su 
dirección ejecutiva correspondería al enfoque de empresa pública, con 
facultades y patrimonio propios. 

La preocupación principal es asegurar que la agencia o corporación 
puede aportar al desarrollo y ejecución de políticas que las autoridades 
no pueden realizar en razón de su baja flexibilidad, menor relación con 
los negocios y las empresas, y menor sensibilidad hacia las necesida-
des locales.

Su finalidad es incorporar nuevas formas de gestión y gerencia 
pública en el desarrollo económico metropolitano, en las que el sec-
tor privado, bajo un esquema claro de responsabilidades y garantías 
recíprocas, pueda cooperar con el sector público en la provisión de 
equipamientos y servicios de nivel metropolitano-regional por medio 
de empresas estatales, mixtas o privadas. 
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Empresas de servicios metropolitanos

Con la finalidad de incorporar nuevas formas de gestión y servicio pú-
blico en el desarrollo metropolitano, así como promover una adecuada 
administración de nuevas áreas de actividad en la que los sectores 
privado y social, bajo un esquema claro de responsabilidades y garan-
tías recíprocas, puedan establecer mecanismos de cooperación con el 
sector público en la provisión de equipamientos y servicios de nivel 
metropolitano-regional, aparece la necesidad de constituir empresas 
de cooperación financiera público-privada y/o social que se pueden 
denominar empresas de interés metropolitano.

Estas empresas de cooperación público-privada tienen por objeto 
establecer las modalidades de coinversión para el desarrollo del equi-
pamiento, la infraestructura y los servicios necesarios en la ejecución 
de los proyectos estructurantes y compensatorios en la metrópoli, 
mediante la figura de arrendamiento, concesión o permisión, en cuyo 
caso los gobiernos directamente involucrados asumen las formalidades 
contractuales, con la consiguiente determinación de los derechos y 
obligaciones aplicables de acuerdo con el derecho público y civil. 

Estas estructuras atenderían las necesidades de materialización de 
proyectos y acciones metropolitanas utilizando dos componentes: por 
un lado, la decisión coordinada a través del Consejo Metropolitano de 
realizar obras o acciones puntuales de interés metropolitano; por el otro, 
la necesidad de crear figuras ejecutivas para la provisión o administra-
ción de servicios de carácter metropolitano que son permanentes.

Resulta necesario contar con estructuras empresariales –públicas, 
mixtas, privadas y/o sociales– para garantizar que la provisión de los 
servicios responda a las prioridades metropolitanas y no a las orienta-
ciones de alguna de las jurisdicciones que integran la metrópoli.

La provisión y administración de servicios de transporte, de agua, 
drenaje, tratamiento o disposición de desechos sólidos por poner al-
gunos ejemplos, es más eficiente y transparente cuando atiende las 
necesidades del todo y no sólo de alguna(s) de sus partes.

La creación de estos órganos debiera hacerse aprovechando al 
máximo las capacidades instaladas y reduciendo los costos de instala-
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ción y operación. Esto pudiera hacerse por medio de la relocalización 
de organismos o partes de ellos ya existentes a las nuevas estructuras; 
igualmente, por delegación de funciones a dependencias u organismos 
existentes para que asuman las atribuciones propuestas, a partir de la 
declaración de su autonomía relativa y la delimitación de sus funcio-
nes a nivel estrictamente metropolitano; finalmente, pudiera darse el 
caso de estructuras que pudieran compartir recursos.

 Estructura de gobierno y administración metropolitana  
(Propuesta)

-

-

Instituto Metropolitano  
de Planeación Integrada 

(Implani)

Consejo 
Metropolitano

Parlamento 
Metropolitano

Observatorio 
Metropolitano 

Fondo Metropolitano

Corporaciones de 
desarrollo metropolitano

Comité Técnico 
(Intituciones 
de educación 

superior)

Comité Técnico

Comité Técnico 
(Representantes 
empresariales)

Fideicomiso 1

Fideicomiso 2

Fideicomiso n

Empresa 1

Empresa 2

Empresa n

Comisiones sectoriales

Territoriales

Especiales
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Antecedentes

El federalismo es un concepto consolidado con la consumación de la 
independencia de los Estados Unidos de Norteamérica. De acuerdo 
con Felipe Tena los dos factores determinantes de la adopción de este 
tipo de gobierno fue la independencia de las 13 colonias entre sí y su 
respectiva dependencia hacia la Corona inglesa. Las colonias se vieron 
en el caso de unirse y de fortalecer su unión a fin de presentar un frente 
común en su lucha contra Inglaterra.

El resultado de esta experiencia es el sistema federal que “consiste 
en un gobierno nacional, ejercido directamente sobre los súbditos y no 
por mediación de los Estados, que desplaza dentro de su propia esfera 
limitada, a la autoridad de estos; pero al mismo tiempo los Estados 
conservan su gobierno propio y directo en todo lo no otorgado al go-
bierno nacional por la Constitución, la cual de esta suerte señoreaba y 
unificaba a los dos órdenes”.�

Este sistema al cabo del tiempo fue considerado susceptible de 
ser utilizado en otros estados que no guardaban similitud en sus de-
sarrollos históricos, independizando el sistema federal del fenómeno 
histórico propio de las colonias estadounidenses que le dieron origen 
y trasladándose a otras naciones entre ellas a México.

� Felipe Tena, Derecho constitucional mexicano, México, Porrúa, 1998.

La asociación de municipios:  
un desafío a los esquemas de relación intergubernamental
María Eugenia González Alcocer
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El federalismo ocupa un lugar preponderante en el debate político 
nacional, desde los albores del México independiente, su desarrollo 
durante el siglo xix se refleja en las constituciones de 1824 y 1857. 
A pesar de la expresión de las intenciones federalistas del país en los 
ordenamientos jurídicos, estas no llegaron a concretarse. El nacimiento 
del siglo xx vino acompañado de una revolución social gestada desde 
la periferia, que incluía dentro de su ideología características federa-
listas. Sin embargo, la particularidad del régimen posrevolucionario 
generó una concentración del poder, de las competencias, facultades 
y recursos en el gobierno federal, en detrimento de la soberanía de los 
estados y la autonomía de los municipios (figura 1). 

 Figura 1

 Modelo de autoridad inclusiva. dependientes jerárquicamente�

Gobierno nacional

Gobierno estatal

Gobierno local

La centralización de las decisiones gubernamentales caracterizó 
al sistema político prácticamente hasta los ochenta. Las rupturas del 
consenso institucional, aunadas a la desfavorable situación econó-
mica, llevaron a replantear el ejercicio del gobierno bajo una óptica 
de eficiencia, con un reparto de facultades y recursos menos centra-
lizada (figura 2). El regreso al federalismo se percibió como la forma 
ideal para promover un desarrollo más armónico de los estados y 
municipios.

� Wright Deil Spencer, Understanding Intergovernmental Relations, 2a. ed., Brooks/Cole 
Publishing.
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 Figura 2

 Modelo de autoridad coordinada. Relaciones interdependientes�

Gobierno nacional

Gobierno local

Gobierno estatal

Actualmente el federalismo representa una estrategia por parte del 
gobierno federal para establecer un equilibrio distinto entre los órdenes 
de gobierno (figura 3). En el fondo, se trata de un esfuerzo por marcar 
una corresponsabilidad en el ejercicio de gobierno y tiene su origen en 
necesidades económicas y políticas. En lo económico, el modelo de com-
petencia exige un uso cada vez más eficiente de los recursos públicos 
escasos en todos los órdenes. En lo político, la funcionalidad del poder 
depende del nuevo arreglo de pesos y contrapesos dentro del sistema 
político; además, la emergencia de la sociedad civil y sus organizaciones 
exige pluralidad y apertura dando nuevo sentido a la concertación, cuya 
manifestación en los espacios locales es cada vez más concreta.

Figura 3�

Modelo de autoridad traslapada. relación interdependiente Negociación

� Idem.
� Idem.

Gobierno
nacional Gobierno estatal

Gobierno local

Nacional
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Con el federalismo se busca corregir las grandes disparidades regio-
nales, la ausencia de recursos financieros en los gobiernos locales y la 
carencia de mecanismos de coordinación intergubernamental. 

En lo referente a las finanzas municipales se pueden observar los 
siguientes problemas:

•	 Dependencia política de las transferencias de ingreso y gasto. El 
79 por ciento de los ingresos de los municipios corresponden a 
recursos de origen federal (gráfica 1).

•	 Profundización del desequilibrio vertical y horizontal de las fi-
nanzas públicas de los tres órdenes de gobierno. 

•	 Limitaciones legales para fortalecer a estados y municipios en 
materia fiscal y de política social. 

•	 El gasto de los municipios no se refleja necesariamente en un 
incremento de la infraestructura básica y de servicios públicos 
(gráfica 2).

•	 Montos y criterios de distribución de participaciones federales 
sin asociación efectiva al esfuerzo fiscal y al resarcimiento.

•	 Falta de transparencia en los mecanismos de distribución de 
determinadas transferencias federales.

•	 Debilidad de las instancias de coordinación fiscal además de que 
los municipios no participan en ellas.

Gráfica 1

Promedio nacional de ingresos municipales, 2001

Fuente: Encuesta Nacional a Presidentes Municipales Sobre Desarrollo Social 2002.
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Gráfica 2

Promedio nacional de egresos municipales, 2001

Fuente: Encuesta Nacional a Presidentes Municipales Sobre Desarrollo Social 2002.

•	 Ineficiencia en las tareas de recaudación. Uno de los factores a 
este respecto que resulta clave, es la actualización de los valores 
catastrales, en el país sólo el 57 por ciento de los municipios tiene 
actualizado su catastro, mientras que en los municipios urbanos 
asciende al 74 por ciento (gráfica 3).

Gráfica 3
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Las disparidades del desarrollo regional, encuentran algunas de sus 
causas principales en los siguientes aspectos:

•	 Las transferencias federales no han contribuido a disminuir la 
brecha entre las regiones de mayor y menor desarrollo.

•	 No se conocen con certeza los impactos de las aportaciones fe-
derales en el desarrollo nacional equitativo.

•	 Existen tensiones derivadas de la ausencia de canales instituciona-
les de comunicación para el desarrollo de programas regionales.

En lo referente a los mecanismos de coordinación interguberna-
mental, el diagnóstico es el siguiente:

•	 No se ha evaluado integral y consistentemente la redistribución 
de las competencias gubernamentales.

•	 Las facultades expresas de la Federación aún reflejan una visión 
desarrollista vertical. 

•	 Se presenta una ausencia de principios claros y bien definidos 
para las relaciones intergubernamentales. 

•	 Las relaciones intergubernamentales son verticales, pero institu-
cionalmente desfasadas tanto en tiempo como en disposición de 
los gobiernos de los tres órdenes.

Estos aspectos inciden directamente en detrimento de la autonomía 
municipal, por lo que resulta necesario consolidar un cambio en las re-
laciones intergubernamentales al interior del orden federal mexicano. 
Por Relaciones Intergubernamentales se entiende un contingente de 
actividades e interacciones que tienen lugar entre unidades de gobier-
no de todo tipo y nivel territorial de actuación. 

La perspectiva de las relaciones intergubernamentales ofrece la 
posibilidad de considerar diversos aspectos, en espacios de gobierno 
distintos, para explicar el comportamiento complejo seguido por los 
actores, en la manipulación de los elementos y recursos diversos para 
concretar acciones públicas. Desde esta perspectiva de las relaciones 
intergubernamentales podemos definir al federalismo como un sistema 
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de reglas para la división de responsabilidades de política pública en-
tre un número de agencias gubernamentales autónomas. La importan-
cia del municipio desde este mirador es central pues es justamente esta 
organización el lugar de condensación de la administración pública en 
su expresión local. 

La red de conexiones gubernamentales convierte a la administra-
ción municipal en una institución de la administración pública local 
con relaciones inter e intragubernamentales que transitan a través de 
los órdenes de gobierno; sin embargo, estas relaciones se enmarcan en 
un esquema vertical, definido de esta manera tanto por la considera-
ción de los procesos a nivel de sistemas, como por la normatividad y el 
diseño de políticas públicas desde un punto de vista jerárquico, como 
se puede apreciar en la figura 4.

Figura 4

Relaciones de los órdenes de gobierno

Entradas Proceso
Salidas

(Formales)

I. Necesidades, recursos y 
demandas nacionales.

Respuestas funcionales glo
bales: Plan Nacional de 
Desarrollo, Presupuesto fe-
deral, Programas Federales, 
Líneas jurídicas.

II. Necesidades, recursos y 
demandas estatales. Bases 
jurídicas programáticas (fe-
derales).

Respuestas estatales: planes, 
programas, presupuesto y 
líneas jurídicas estatales.

III. Necesidades, recursos y 
demandas municipales.

Subsistema municipal
De gobierno

Respuestas municipales: 
planes, programas y presu-
puesto.

Fuente: Rodolfo García del Castillo, Los municipios en México: retos ante el futuro, México, Porrúa-cide.

Sistema político 
ampliado

Subsistema  
político estatal
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Los procesos más importantes de ámbito gubernamental pasan a 
través de la regulación central que incide en los gobiernos locales, la 
incorporación de estructuras estatales y municipales a los programas 
federales, así como de las ayudas financieras y transferencias que se 
otorgan entre ámbitos de gobierno. A lo anterior, se deben agregar las 
instancias sectoriales donde concurren los gobiernos federal y estatal. 
Los esquemas de descentralización de recursos y capacidades de la 
federación a los estados y municipios bajo este esquema vertical, no 
resultan ser suficientes como para fortalecer y apoyar a los gobiernos 
municipales a enfrentar integralmente sus carencias, rezagos, así como 
satisfacer las demandas de la ciudadanía acumuladas por años y los 
retos de su desarrollo. 

Es indispensable fortalecer los mecanismos convencionales de 
federalización, ya que son una condición necesaria para el fortaleci-
miento de los municipios, sin embargo, no única por que aunado a ello 
se requiere complementarlos a través de una red horizontal que facilite 
las relaciones al interior de los órdenes de gobierno, mediante fórmu-
las asociativas entre gobiernos locales, para fortalecer el entramado 
institucional gubernamental no sólo de arriba a abajo, sino también de 
manera adyacente entre iguales.

El papel de los gobiernos locales ha cobrado un sentido distinto, 
dejando de ser exclusivamente el eslabón final, donde confluían las 
decisiones centralizadas (federales) para convertirse en un espacio re-
valorizado de contacto directo y concertación con los ciudadanos. La 
importancia estratégica que adquieren los gobiernos municipales en 
este proceso se aprecia principalmente en tres ámbitos:

El de la productividad y competitividad económica

Que se desarrolla en el contexto territorial, en donde los gobiernos lo-
cales son responsables de la existencia de infraestructura y tecnología 
adecuadas, de un sistema de comunicación que asegure conectividad 
tanto en el flujo de personas, como de información y mercancías; desde 
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luego, la existencia de recursos humanos, con acceso a la educación, 
capacitación y formación, en condiciones de vida aceptables en lo que 
respecta a vivienda, servicios urbanos, salud y abasto.

La problemática de los servicios públicos e infraestructura es, sin 
lugar a dudas, un espacio clave de la realidad municipal. La articula-
ción particular de respuestas y políticas municipales se teje alrededor 
de las demandas de públicos concretos, y –las más de las veces– están 
estrechamente conectadas con la procuración de servicios que inciden 
directamente sobre la calidad de vida de los ciudadanos.

El comportamiento de los servicios públicos e infraestructura mu-
nicipales parte de la consideración de un conjunto de categorías bá-
sicas de análisis, entre las cuales destacan: la cobertura y la calidad 
(integrando una perspectiva que recoge la eficacia, eficiencia y renta-
bilidad). Sin embargo, existen notorias diferencias en cuanto al grado 
de responsabilidad asumido por los municipios en el manejo de los 
servicios, éste por lo general tiene una relación directa con sus condi-
ciones de desarrollo.

La existencia de infraestructura y el acceso a los servicios pres-
tados por el gobierno es un indicativo del grado de desarrollo y se 
vincula estrechamente a la calidad de vida de la población. La cober-
tura de más o menos cantidad de usuarios tendrá una repercusión 
directa en el desarrollo económico, el ambiente social y el probable 
clima político.

El sistema de servicios públicos municipales se caracteriza por su 
atraso técnico, por no estar suficientemente extendidos y por su baja ca-
lidad. Los servicios que cuentan con mayor cobertura en las cabeceras 
municipales son agua potable con un promedio para 1995, 2000 y 2002 
de 97 por ciento, panteones con 84 por ciento, alumbrado 80 por ciento, 
seguridad pública 77 por ciento, recolección de basura 70 por ciento y 
transporte con 67 por ciento de cobertura. En contraste, los que cuentan 
con menor cobertura son tránsito y vialidad 33 por ciento; mercados y 
centrales 45 por ciento; rastros 51 por ciento, pavimentación y drenaje 
53 por ciento (gráfica 4).
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Gráfica 4
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Los niveles de cobertura de servicios públicos descienden hacia 
el interior del municipio. Los de mayor cobertura son nuevamente 
panteones 66 por ciento, alumbrado y agua potable con 59 por cien-
to, recolección de basura 43 por ciento, seguridad pública 37 por ciento 
y transporte 32 por ciento. Los que cuenta con menor cobertura son 
mercados, centrales y rastros con 18 por ciento, pavimentación 27 por 
ciento, tránsito y vialidad 28 por ciento y drenaje 31 por ciento.

Los principales obstáculos que enfrentan los municipios para mejo-
rar las condiciones de prestación de los servicios públicos en opinión 
de los presidentes municipales, de acuerdo con la Encuesta Nacional 
sobre Desarrollo Institucional Municipal 2000, son: 

a)	Falta de recursos financieros.
b)	Problemas administrativos.
c)	Falta de personal capacitado.
d)	Dispersión de la población.
e)	Condiciones geográficas del municipio.

La gestión administrativa municipal

El segundo aspecto señala fortalecer el potencial de los gobiernos lo-
cales como formas ágiles de gestión que desarrollen la modernización 
tecnológica, la ampliación de sus recursos financieros y competencias 
administrativas, así como la capacitación y profesionalización de su 
personal.

La situación de las administraciones locales obedece entre otras 
razones a:

•	 El proceso de descentralización ha carecido de una estrategia 
coherente, permanente y con metas claras. 

•	 Descentralización insuficiente en los ámbitos productivos del 
desarrollo.

•	 Las leyes secundarias no han sido totalmente actualizadas (grá-
fica 5).
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Gráfica 5

Existencia de reglamentos en los municipios, 2002
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Fuente: Encuesta Nacional a Presidentes Municipales sobre Desarrollo Social 2002.

•	 Falta de continuidad de los funcionarios y personal operativo mu-
nicipales y de continuidad de las políticas públicas, ocasionada 
entre otros aspectos por los periodos trianuales (gráfica 6).

Gráfica 6

Rotación de titulares de las unidades administrativas, 2000
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•	 Los esquemas centralizados y verticales de planeación y ejecu-
ción de las políticas públicas, se reflejan tanto en las áreas que 
los presidentes municipales prefieren reforzar en sus administra-
ciones (gráfica 7), como en la existencia misma de áreas destina-
das a esta función (gráfica 8).

Gráfica 7

Áreas a reforzar en opinión de los presidentes municipales, 2000
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Gráfica 8

Existencia de titulares de las unidades administrativas, 2002
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•	 Deficiente difusión de mecanismos para mejorar la gestión ad-
ministrativa municipal, como la incorporación de tecnología. Pode-
mos mencionar como ejemplo que a pesar de que 83 por ciento de los 
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municipios cuentan con equipo de cómputo, sólo el 4 por ciento tiene 
acceso a Internet y por tanto a herramientas como la capacitación a 
distancia, acceso a la información, entre otras (gráfica 9).

Gráfica 9

Existencia de equipo de cómputo e Internet, 2000
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Fuente: Encuesta Nacional sobre Desarrollo Institucional Municipal 2000.

La articulación de espacios territoriales

Coherentes, que por su vecindad comparten problemas y necesidades 
comunes, pero que mantienen identidades propias, permite el reco-
nocimiento y expresión de instrumentos que faciliten las soluciones 
administrativas y funcionales, que hagan compatibles los ámbitos lo-
cales. Este aspecto desarrolla mecanismos de integración que respetan 
las diferencias al tiempo que fortalecen la representación y participa-
ción social.

Los municipios se encuentran relacionados entre sí, por lo que su 
problemática no puede ser abordada como si se tratara de cuestiones 
aisladas. En los últimos años la dinámica de crecimiento de los centros 
poblacionales ha tendido a incrementar esta interdependencia de los 
gobiernos locales, algunos de los fenómenos más comunes son:

a)	Ciudades que rebasan los límites del municipio que original-
mente las contuvo y se han extendido sobre las circunscripcio-
nes vecinas. 
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b)	Ciudades situadas en municipios contiguos que han estableci-
do en su crecimiento contacto físico, dando lugar a “conurba-
ciones”. 

c)	Ciudades de municipios vecinos que mantienen una intensa 
relación socioeconómica entre ellas, sin que necesariamente 
medie una continuidad urbanística. En este caso hablamos de 
una relación más funcional que geográfica como en los dos casos 
anteriores.

Las zonas metropolitanas son los elementos de mayor jerarquía del 
sistema urbano nacional, en ellas se genera 71 por ciento del producto 
interno bruto del país y tienen el potencial de incidir favorablemente 
en el desarrollo económico y social de sus respectivas regiones. Sin 
embargo, su aprovechamiento como elementos articuladores del de-
sarrollo requiere la participación de los diferentes sectores y órdenes 
de gobierno en instancias de coordinación que propicien la toma de 
decisiones concertada sobre una base común. 

Al fungir como centros de actividad económica y de prestación de 
servicios a nivel regional, las zonas metropolitanas representan una 
gran oportunidad para propagar el desarrollo económico y social más 
allá de sus propios límites territoriales, lo que requiere del óptimo 
aprovechamiento de sus ventajas competitivas, incluidos sus recursos 
humanos y materiales. En este sentido, la planeación, coordinación y 
administración metropolitana son instrumentos clave para incidir po-
sitivamente en el patrón de organización espacial, en el ordenamiento 
de territorio y en la sustentabilidad de estos centros difusores. 

Esta situación plantea nuevos retos en materia de definición de 
competencias y de coordinación entre los tres órdenes de gobierno, 
que posibiliten la planeación y administración integral del territorio, 
la gestión eficiente de los servicios públicos y el ejercicio pleno de los 
derechos de los ciudadanos, que permitan integrar las necesidades y 
demandas de la ciudadanía a través de la participación de la sociedad 
civil organizada, elementos indispensables para la gobernabilidad y el 
desarrollo sustentable de las metrópolis del país, mediante esquemas 
flexibles que permitan a los municipios dar respuesta eficaz y eficiente 
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a la población en general, con especial énfasis en los grupos menos 
favorecidos, como la población emergente, o en condiciones de margi-
nación, las mujeres, los adultos mayores, los niños y los indígenas.

Las relaciones horizontales entre municipios abarcan ámbitos que 
van desde el desarrollo económico, social y cultural, tanto en muni-
cipios de la misma entidad federativa, pasando por municipios de 
diferentes estados, hasta aquellos casos que relacionan a centros po-
blacionales nacionales con los de los países vecinos, a lo largo de las 
fronteras del país (figura 5).

Figura 5
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La adecuada gestión de la problemática intermunicipal requiere la 
concurrencia de dos o más gobiernos municipales, algunos de los prin-
cipales obstáculos se originan en que los planes y programas pueden o 
no corresponderse, en la normatividad heterogénea, en la existencia de 
diferencias políticas y administrativas, en la carencia de mecanismos 
tanto financieros como de simplificación administrativa y en la falta 
de fórmulas asociativas. 
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En consecuencia, se requiere conocer mejores fórmulas asocia-
tivas de superación de las estructuras municipales fragmentadas, 
para mejorar la planeación y administración del territorio, la gestión 
eficiente de servicios públicos y el ejercicio pleno de los derechos de 
los ciudadanos. 

La asociación municipal:  
un instrumento del federalismo

Una de las principales fórmulas asociativas es el asociacionismo inter-
municipal, que ha sido desarrollado en muchos países; por ejemplo, la 
legislación española reconoce el derecho de los municipios a asociarse 
entre sí en mancomunidades para la ejecución en común de obras y 
servicios de competencia municipal. En el caso francés, la intercomu-
nalidad es la principal forma de gestión pública de los 36,000 munici-
pios del país, mientras que en Estados Unidos los gobiernos locales se 
asocian en cooperaciones intergubernamentales. 

En el caso de México la fórmula de asociación municipal se en-
cuentra estipulada dentro de las bases jurídicas mexicanas en el artícu-
lo 115 constitucional, numeral III, inciso i), párrafo tercero:

Los Municipios, previo acuerdo entre sus ayuntamientos, podrán coordi-
narse y asociarse para la más eficaz prestación de servicios públicos o el 
mejor ejercicio de las funciones que les correspondan. En este caso y tra-
tándose de la asociación de municipios de dos o más estados, deberán 
contar con la aprobación de las legislaturas de los estados respectivas. 
Asimismo cuando a juicio del ayuntamiento sea necesario podrán cele-
brar convenios con el Estado para que éste, de manera directa o a través 
del organismo correspondiente se haga cargo en forma temporal de alguno 
de ellos, o bien se presten o ejerzan coordinadamente por el Estado y el 
propio municipio;
Las comunidades indígenas, dentro del ámbito municipal, podrán coordi-
narse y asociarse en los términos y para los efectos que prevenga la ley.

En cuanto a las legislaciones locales, existe una gran heterogenei-
dad en las actualizaciones y contenidos de las constituciones políticas 
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de las entidades federativas y las leyes orgánicas municipales con res-
pecto a la intermunicipalidad (cuadro 1).

cuadro 1

Actualización de las legislaciones locales con relación  
a la asociación municipal*

Estados con 
legislaciones locales 

actualizadas

Constitución 
actualizada  

Ley parcialmente 
actualizada

Constitución 
actualizada 

Ley no actualizada

Estados con 
legislaciones locales 

no actualizadas

Especifican requi-
sitos

Mecanismo de con-
traloría

Formas de solventar 
conflictos

Causas de recesión 
o cancelación

Tipos de convenio
Objeto del convenio

Considera los aspec-
tos materia de aso-
ciación.

No requieren aproba-
ción del Congreso.

Requieren aproba-
ción del Congreso 
para asociarse.

Aguascalientes
Baja California
Colima
Guanajuato
Jalisco
Morelos
Nayarit
Oaxaca
San Luis Potosí
Sinaloa
Sonora
Tabasco

Baja California Sur
Coahuila
Chihuahua
Durango 
Hidalgo
Michoacán
Nuevo León
Puebla
Querétaro 
Quintana Roo 
Veracruz
Yucatán
Zacatecas

Chiapas
México
Tamaulipas 

Campeche**
Tlaxcala**

Guerrero

Total: 12 estados Total: 13 estados Total: 5 estados Total: 1 estado

*Por legislaciones locales se entiende la Constitución Política del Estado y la Ley Orgánica Municipal. 
**Constitución no actualizada, Ley parcialmente actualizada.
Especifican mecanismos de contraloría, formas de solventar conflictos, causas de recesión o cancelación, 

tipos de convenio y objeto del convenio. Actualizado a diciembre de 2006.

Los principales mecanismos de relaciones intergubernamentales 
entre municipios son: 
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1.	La cooperación, la cual se refiere a mecanismos de colaboración 
para obrar conjuntamente, formalizados mediante una declara-
toria de intenciones.

2.	Coordinación, que es la colaboración interinstitucional sin que 
se afecten las atribuciones de los participantes en la materia 
correspondiente, limitándose a acuerdos en los que se estipula 
la concurrencia de los órdenes de gobierno en una materia de-
terminada. 

3.	Asociación de municipios, que se entiende como la unión vo-
luntaria de municipios, con base en un acuerdo formal entre 
ayuntamientos, con propósitos y fines específicos para mejorar 
la prestación de servicios públicos o para hacer más eficiente el 
ejercicio de las funciones que les competen, en sus respectivos 
territorios, mediante esquemas flexibles de asociación.

	 Las principales ventajas de la asociación de municipios para la 
solución de problemas comunes son:
a)	Genera economías de escala, ya que el costo de la prestación 

de un servicio o una función pública disminuye al aumentar 
la escala en que se produce. Lo anterior debido a la indivisibi-
lidad de ciertos equipos o procedimientos técnicos, o por los 
costos de diseño, investigación y desarrollo, que al ser asumi-
dos por la asociación disminuyen el costo individual de cada 
municipio.

b)	Mejora la planeación y administración del territorio, al con-
siderar las necesidades y problemas de los asentamientos hu-
manos de manera integral, superando los límites territoriales 
del municipio sin menoscabo de la autonomía municipal.

c)	Permite realizar acciones que el municipio no podría por sí 
sólo, potenciando al actuar de manera conjunta, el uso más 
racional y estratégico de los recursos financieros, materiales y 
humanos.

d)	Facilita emprender acciones de carácter regional y aprovechar 
el potencial de cada territorio para generar polos de inversión, 
facilitar la generación de actividades económicas y reducir 
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las disparidades entre concentraciones económicas altamente 
relacionadas pero escasamente articuladas.

e)	Propicia la homogeneización del marco legal de los munici-
pios para facilitar la articulación de instancias operativas y 
administrativas del territorio, que garanticen la efectividad 
y certeza jurídica de la asociación municipal, con el propósito 
de volver más eficiente la acción gubernamental en lo que se 
refiere a las nuevas dinámicas espaciales.

f)	 Favorece la transparencia y la rendición de cuentas, tanto en-
tre los municipios participantes, como en la sociedad.

En este contexto la asociación municipal permite reforzar las prác-
ticas de desarrollo local, mediante la puesta en marcha de un esque-
ma de gestión y administración de alcance intermunicipal a través 
de fortalecer la integración y articulación de los gobiernos locales en 
asociaciones.

La figura de la asociación municipal permite a los municipios 
desarrollar sus propios esquemas de descentralización horizontal; en-
tendiendo por esto, un proceso de gestión pública local en la toma de 
decisiones entre entidades públicas con atributos de gobierno, con lo 
que es posible generar una herramienta institucional, con todo lo que 
ello implica:

1.	Marco legal (estatutos y reglamento), la importancia de formali-
zar la asociación municipal mediante un marco normativo ade-
cuado consiste en la optimización de los siguientes aspectos:
a)	Gubernativo: Aportan una imagen de la sociedad de muni-

cipios ante la comunidad desde el punto de vista político y 
administrativo ya que establecen los principios de actuación 
de la asociación con respecto a los gobernados.

b)	Jurídico: Evita la improvisación o actuación subjetiva de la 
asociación frente a sucesos, actos y situaciones de carácter 
legal. El reglamento resguarda jurídicamente la decisión, vali-
dándola frente a cualquier posible recurso o interpretación. 
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c)	Administrativo: Genera un orden al definir facultades, atri-
buciones, funciones, responsabilidades y obligaciones de la 
asociación, de los municipios y de los servidores públicos 
municipales en el ejercicio de la función pública.

d)	Social: Garantiza a la comunidad que los actos de la asocia-
ción municipal se fundamentan en el principio de la legalidad 
y en consecuencia, puede la población recurrir ante el ayun-
tamiento (o el órgano regulador, o de control) para solicitar 
servicios de diversa índole con un conocimiento básico de su 
función en el ámbito local. 

2.	Esquema de administración más eficiente y compartido, por lo 
que es necesario especificar los elementos administrativos ge-
néricos necesarios para la función de la asociación municipal, 
entre los que podemos mencionar:
a)	El modelo o conjunto de modelos administrativos. Los cuales 

consideran las formas de ejecución de políticas concretas en el 
ayuntamiento que son presentadas explícitamente en un cuer-
po agregado. En resumen puede pensarse en el marco formal 
de estructuras y funciones.

b)	Los manuales generales de organización, explicando ma-
neras de actuar y relaciones funcionales para cumplir los 
objetivos.

c)	Sistemas y procedimientos específicos para manejar los re-
cursos humanos, físicos y financieros, detallando maneras de 
realización de labores o tareas concretas en cada área.

d)	Tecnologías de aplicación en áreas o tareas específicas.
3.	Marco de fortalecimiento institucional, así como tener la capaci-

dad de decisión política, puesto que la figura municipal cuenta 
con el respaldo de cada uno de los ayuntamientos vecinos invo-
lucrados, libre y voluntariamente, en una apuesta común para 
solventar sus problemas locales-regionales en la provisión y 
prestación de servicios públicos, lo anterior brindado tanto por 
las características, como por los principios de las asociaciones 
municipales (figura 6).
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Figura 6

Asociación de Municipios

La asociación municipal es un tema que paulatinamente se ha 
incorporado en las agendas de los municipios del país; hasta el 2002 
sólo el 20 por ciento de los municipios había recurrido a esta fórmula. 
De estas asociaciones el 30 por ciento contaba con la aprobación de la 
legislatura local, 42 por ciento no contaba con esta aprobación y en el 
28 por ciento restante no existió acuerdo formal. De los 484 municipios 
que recurrieron a la asociación, 44 por ciento cuentan con órgano de 
gobierno y administración, 20 por ciento cuentan con comité de vigi-
lancia, y en el 17 por ciento no existe ningún tipo de representación 
(gráficas 10, 11, 12).

Gráfica 10
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Gráfica 11

Formalización de las asociaciones, 2002
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En general las experiencias de asociación municipal son consi-
deradas como buenas en el 75 por ciento de los casos y el porcentaje 
esperado de continuidad es de 60 por ciento. De acuerdo con los presi-
dentes municipales el principal resultado obtenido fue el beneficio de 
la población (24 por ciento de los casos), seguido del mejoramiento 
de la cobertura de servicios (17 por ciento) y del mejoramiento de la 
capacidad financiera (16 por ciento) (gráficas 13 y 14). 

Gráfica 12

Órganos o comités de representación, 2002
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Gráfica 13

Principales resultados de la asociación de municipios, 2002
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Gráfica 14

En qué se asociaron los municipios en el año 2000
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Estudio de caso de la asociación de municipios  
de la zona norte del estado de Guerrero (2003-2005)

Datos generales de los municipios

El estado de Guerrero está situado en la región meridional de la Re-
pública Mexicana, sobre el océano Pacífico. Su extensión territorial 
es de 64,282 km2, que corresponden al 3.3 por ciento del territorio 
nacional, ocupando el 14o. lugar con relación a las demás entidades 
federativas. El estado de Guerrero está dividido, por sus características 
geográficas y económicas, en siete zonas: Costa Chica, Costa Grande, 
Montaña, Sierra, Centro, Norte y Acapulco, en donde se distribuyen 
76 municipios. 

La zona norte, limita de oeste a este con los estados de México, 
Morelos y Puebla, se encuentra conformada por 16 municipios, de los 
cuales ocho se encuentran involucrados en el proyecto de intermuni-
cipalidad a saber: Atenango del Río, Buenavista de Cuéllar, Cocula, 
Copalillo, Cuetzala del Progreso, Huitzuco de los Figueroa, Iguala de 
la Independencia y Tepecoacuilco de Trujano. 

Los municipios que integran la asociación son heterogéneos como 
se puede apreciar en el cuadro 2:

Cuadro 2

Municipios
Extracción 

política
Población total 

(Habitantes)

Porcentaje 
de población 

indígena

Ingresos 
(millones  
de pesos)

Iguala prd 123,960 2.3 139.8
Huitzuco pri 35,668 7.5 34.8
Tepecoacuilco prd 30.838 21.8 32.5
Cocula pri 15,666 0.7 15.2
Copalillo pri 12,730 80.0 16.0
Buenavista pri 12,619 0.7 12.3
Cuetzala prd 9,869 4.0 10.7
Atenango pri 8.504 10.3 8.7
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Los índices de marginalidad� de los municipios varían desde 
bajo en el caso de Iguala, medio en Buenavista, alto para Atenan-
go, Cocula, Cuetzala, Huitzuco, y Tepecoacuilco, y muy alta para 
Copalillo. Los municipios de Copalillo y Tepecoacuilco son los que 
tienen mayor población indígena con 80 por ciento y 21.8 por ciento 
respectivamente. 

Descripción de la problemática 

En el caso de los residuos sólidos generados en la zona norte de Guerrero, 
la problemática detectada en el estudio de prefactibilidad para el ma-
nejo de los residuos sólidos que realizaron los municipios, se resume 
en los siguientes aspectos: las autoridades encargadas de los sistemas 
de aseo urbano no cuentan con elementos técnicos, administrativos y 
financieros suficientes para la solución adecuada a la problemática del 
manejo de los residuos sólidos municipales. Los municipios cuentan 
con un departamento de limpia producto de años de improvisación, 
operado bajo esquemas obsoletos y con una serie de vicios administra-
tivos y operativos que es necesario erradicar. 

De acuerdo con lo anterior, es constante la carencia de equipamien-
to adecuado para las actividades del sistema de aseo urbano, las flotillas 
de recolección son insuficientes para brindar una cobertura completa a 
la ciudad. Los vehículos de recolección utilizados no son los adecuados 
y, casi siempre son mal operados. No existe diseño de las rutas de re-
colección. Los costos de operación son muy elevados. Cada municipio 
cuenta con su propio sitio de disposición final, sin embargo estos sitios, 
son tiraderos a cielo abierto con un alto potencial contaminante. 

Al detectar que esta problemática se presentaba de manera común 
en los municipios del norte de Guerrero, resultó conveniente estable-
cer una solución integral al manejo de los residuos sólidos, de lo con-
trario se corría el riesgo de que las acciones de cada municipio fueran 
vanas por la dispersión de los esfuerzos y los recursos.

� Índices de Marginación 2000, Conapo, Colección Índices Sociodemográficos.
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Descripción del caso

Las autoridades de ocho municipios de la Zona Norte del Estado de 
Guerrero preocupadas por dar solución a la problemática compartida 
en materia de servicios públicos y de las funciones de su competencia, en 
particular en lo relativo a los problemas de salud y medio ambiente, 
iniciaron un proceso de gestión para determinar los elementos nece-
sarios para llevar a cabo el mejoramiento de sus municipios desde un 
punto de vista integral. Esta preocupación ha derivado en el Proyecto 
de Intermunicipalidad que se impulsa desde la Asociación de Muni-
cipios de la Zona Norte del Estado de Guerrero (amzneg), formalizada 
el 28 de noviembre del año 2003, mediante el decreto número 75 cele-
brado por el Honorable Congreso del Estado de Guerrero.

Antecedentes y orígenes del programa

El objetivo del trabajo conjunto de los municipios de la Zona Norte de 
Guerrero consistió en identificar las áreas de oportunidad que tiene 
cada uno de los ocho ayuntamientos para mejorar en lo individual su 
capacidad de gestión, así como determinar aquellos ámbitos de actua-
ción que podían desarrollarse de manera más eficiente en un esque-
ma de colaboración intermunicipal. De esa manera la propuesta para 
generar la intermunicipalidad se concretó en torno a futuras acciones 
conjuntas en materia de: contaminación de ríos y cuerpos de agua en 
la región; manejo integral de los residuos sólidos municipales; optimi-
zación de recursos municipales y seguridad pública.

¿Por qué realizar el proyecto de manera asociada?

La justificación presentada por los municipios sobre la conveniencia de 
realizar las acciones de manera conjunta, y superar las diferencias exis-
tentes entre ellos tanto de partido, como de tamaño y capacidad econó-
mica y de gestión, fue la consideración de que la intermunicipalidad al 
privilegiar la cooperación como base en las acciones de la gestión públi-
ca local, permite potenciar la eficiencia y la eficacia. Consideraron a la 
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intermunicipalidad como una innovación administrativa encaminada a 
solucionar problemas que un municipio solo no podría resolver, o que 
en conjunto se resuelve de mejor manera y con mayores ventajas.

gráfica 15

Ventajas comparativas de un esquema  
de operación intermunicipal

Los municipios concibieron a la intermunicipalidad como una nueva 
modalidad de la gestión pública local resultado de las transformaciones 
políticas institucionales que proveen al municipio de una mayor auto-
nomía en su gobierno y administración. La intermunicipalidad, exponen 
los municipios, puede convertirse en el referente ideal para México en 
sus procesos de transformación institucional, ya que propicia la descen-
tralización y fortalecimiento de la administración pública local.
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Desarrollo de la experiencia 

La construcción de la amzneg, se inició durante el 2003, el primer paso 
consistió en determinar la problemática en común, para lo cual los 
municipios interesados realizaron una serie de reuniones de las que se 
desprendió una agenda de asuntos a solucionar de manera conjunta, 
posteriormente se consensaron las ventajas de llevar a cabo acciones 
a través de una asociación de municipios, lo anterior se hizo constar 
en un acta de cabildo donde se especificaron los puntos resolutivos 
del acuerdo en el que se determinó la conveniencia de la asociación. 
El siguiente paso, consistió en nombrar una comisión o comité técnico 
encargado de gestionar la formalización de la asociación. Los munici-
pios buscaron apoyo para la constitución de la asociación, recibiendo 
asistencia técnica y respaldo financiero por parte del Programa de Co-
inversión Municipal del Instituto Nacional de Desarrollo Social. 

Para iniciar el proceso de formalización de la asociación de munici-
pios, fue necesario revisar el marco jurídico de la entidad, para cubrir 
con los requisitos que se establecen. En el caso particular del estado de 
Guerrero, la legislación no ha sido actualizada conforme a las reformas 
de 1999, por lo que los municipios requirieron autorización del Con-
greso para asociarse. El proceso de formalización inició con la presenta-
ción ante sus respectivos ayuntamientos, por parte de la comisión de: 

1.	Acuerdo de Cabildo de cada municipio participante que conte-
nía: el proyecto de asociación; la aportación de los recursos del 
municipio al financiamiento del proyecto, con base en la estruc-
tura financiera acordada y el ejecutor del proyecto. 

2.	Proyecto de convenio y proyecto de reglamento para constituir 
la asociación municipal.

Es importante mencionar, que el diseño de los esquemas de deci-
sión, administrativos y financieros de la asociación debe corresponder 
a las necesidades específicas de cada caso, por lo que su definición y 
creación se diseñó de manera particular respondiendo al diagnóstico 
de los siguientes estudios realizados en ese año: diagnóstico institu-
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cional de los ocho municipios; estudio de la contaminación de aguas 
superficiales; estudio para mejorar los ingresos propios; estudio de 
seguridad pública; estudio de prefactibilidad para el manejo de los 
residuos sólidos (basura); capacitación, equipamiento e inicio del fun-
cionamiento de la intermunicipalidad.

Como resultado de los estudios y análisis técnicos se estableció la 
propuesta para aplicar un esquema regional para el manejo integral de 
los residuos sólidos municipales a través de la implementación de un 
organismo operador de nuevo tipo, con la finalidad de priorizar la sus-
tentabilidad y la participación conjunta de todos los sectores sociales. 
Se buscó iniciar el impulso de soluciones adecuadas a la realidad de la 
región mediante el empleo de tecnologías alternativas y equipamientos 
no convencionales y de bajo costo.

Para el año 2004 con la participación de la Asociación de Muni-
cipios y el apoyo del Programa Hábitat, de la Secretaría de Desarrollo 
Social, se inició la construcción del Sistema Regional de Recolección 
y Disposición Final de Basura para lo cual se efectuaron las siguientes 
acciones: se efectuaron los estudios para el emplazamiento de los sitios 
de los rellenos sanitarios considerados en el Proyecto de Asociación; se 
elaboraron los términos de referencia para el proyecto ejecutivo del Sis-
tema Regional y se realizaron los estudios topográficos, geofísicos y de 
mecánica de suelo para la construcción de cinco rellenos sanitarios.

Durante el 2005, la amzneg realizó la construcción de cuatro rellenos 
sanitarios, proyectos financiados con recursos propios, con aportaciones 
del gobierno del estado y del Programa Hábitat. Las obras del sistema 
regional que se realizarán este año consisten en tres rellenos sanitarios 
municipales ubicados en los municipios de Cuetzala del Progreso, Ate-
nango y Buenavista y un relleno sanitario regional en los límites de los 
municipios de Iguala de la Independencia, Tepecoacuilco y Huitzuco.

Actores fundamentales

Los principales actores involucrados en el proyecto del Sistema Regio-
nal de Recolección y Disposición Final de Basura son los ayuntamientos 
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de los ocho municipios que integran la amzneg, el Consejo Intermu-
nicipal integrado por los presidentes de los municipios asociados, a 
quienes corresponde la toma de decisiones de la asociación. Además 
el coordinador general, el secretario técnico y el coordinador operati-
vo de la asociación quienes son los encargados de la administración y 
operación del proyecto. 

El proyecto de la amzneg ha propiciado la coordinación de los tres 
órdenes de gobierno. El gobierno del estado ha apoyado con su pro-
puesta en el Legislativo para la aprobación del proyecto y en 2005 por 
parte del Ejecutivo con apoyo financiero para la construcción del pro-
yecto regional. La Federación por medio de la Secretaría de Desarrollo 
Social, a través del Programa Hábitat y la Delegación Estatal Guerrero, 
promueven desde 2003 una serie de acciones encaminadas a fomentar 
los esquemas de asociación municipal para llevar a cabo obras y accio-
nes en las modalidades que integran el programa, apoyando a la amzneg 
con asesoría técnica y recursos financieros del programa.

Logros alcanzados

1.	Se lograron acuerdos entre los municipios participantes, supe-
rando las diferencias partidarias.

2.	Se fortalece la democracia al interior de la Asociación, al estable-
cer sus acuerdos mediante consenso.

3.	El costo de la construcción del proyecto regional fue menor al 
haberlo realizado entre varios municipios. Lo anterior debido a 
la indivisibilidad de ciertos equipos o procedimientos técnicos, 
y por los costos de diseño, investigación y desarrollo, que al ser 
asumidos por la asociación disminuyen el costo individual de 
cada municipio.

4.	Se logró considerar las necesidades y problemas de la región de 
manera integral, superando los límites territoriales del muni-
cipio sin menoscabo de la autonomía municipal, por lo que se 
mejoró la planeación y administración del territorio.
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5.	Realizaron acciones que los municipios no podrían por sí solos, 
potenciando al actuar de manera conjunta, el uso más racional y 
estratégico de los recursos financieros, materiales y humanos.

6.	Facilitaron la generación de actividades económicas y la reduc-
ción de las disparidades entre los municipios, al emprender ac-
ciones de carácter regional y aprovecharon el potencial de cada 
territorio. 

7.	Lograron incrementar la capacidad de negociación de los munici-
pios, como un frente común ante los gobiernos estatal y federal.
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En la segunda mitad del siglo xx los procesos urbanos adquirieron una 
velocidad y dimensión nunca antes vista en la historia, concentrando 
grandes cantidades de población, flujos, recursos (principalmente 
de tecnología de punta y de información) y poder, incrementando la 
influencia regional de las ciudades hasta formar sistemas funcionales 
altamente integrados. Conjuntos de ciudades que ejercen influencias 
recíprocas entre dos o más, en conjunto o en combinaciones, interre-
lacionados e interdependientes, cuyas relaciones son de naturaleza 
social, económica y política. Estas influencias se manifiestan en flujos 
comerciales, de población y de servicios. Más que un agregado simple 
de ciudades, un sistema urbano refleja la combinación compleja y fun-
cional de lugares centrales de jerarquía diversa y áreas de influencia. 

Las áreas de influencia formadas por las poblaciones y los territo-
rios que interactúan con un sistema constituyen regiones funcionales 
y sus límites se definen por la magnitud y la intensidad de los flujos 
que se establecen entre los lugares centrales de distinta jerarquía del 
sistema urbano.

Desde los años sesenta se habla de las megalópolis� como conjuntos 
de zonas metropolitanas que interactúan de manera intensa y cotidiana 
y que cubren regiones muy extensas. Las megalópolis no se concibie-

*Con la colaboración de Fabián González Luna; Programa Universitario de Estudios Metro-
politanos.

� En 1960 el geógrafo Jean Gottmann acuñó el concepto de megalópolis para referirse a un 
continuo urbano muy extenso del territorio estadounidense, en donde se traslapaban las áreas de 
influencia de varias metrópolis y ciudades desde Nueva York hasta Boston. 

¿Y la megalópolis? interacción cotidiana entre zonas  
metropolitanas y asunto de política regional
Ligia González García de Alba*
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ron como “ciudades muy grandes”, ni como un simple aglomerado de 
población de grandes dimensiones; sino como subsistemas o sistemas 
de ciudades con una configuración de relaciones socioeconómicas, 
tecnológicas y de poder entre sus localidades que generalmente son 
de gran tamaño o complejidad y que ejercen influencia sobre regiones 
también complejas y extensas. Una de las características fundamenta-
les de las megalópolis es que son sistemas de ciudades integradas más 
en una lógica global que nacional, son puntos de enlace dentro de la 
economía mundial, donde la capacidad de realizar actividades tercia-
rias representa el eje troncal de su competitividad. Sin embargo, así 
como concentran los avances tecnológicos y las actividades de punta, 
también experimentan una serie de problemas, particularmente en las 
megalópolis de los países periféricos, en donde no se logran atender 
las necesidades básicas de toda la población como vivienda, agua, sa-
lud, educación, trabajo, seguridad, trasporte y cultura, entre otros, y 
considerando además que son los territorios crecientes en población, 
la previsión y puesta en marcha de políticas públicas megalopolitanas 
se convierte en un tema central de desarrollo y seguridad nacional. 
Las megalópolis pueden tener mayor o menor grado de consolidación 
y de desarrollo, y éste no puede ser abordado desde una sola óptica o 
dimensión y que se constituyen como uno de los retos de desarrollo y 
calidad de vida más importantes de la actualidad.

Las megalópolis superan el orden político-administrativo existen-
te: generan retos de gobernanza que deben ser atendidos con formas 
novedosas de administración y ejercicio del poder público, en donde 
la participación ciudadana y democrática sean los ejes básicos en la 
construcción del andamiaje político social necesario para atender las 
realidades que plantea esta estructura territorial. 

Bajo este panorama, se describen y analizan las principales carac-
terísticas de la megalópolis de la región centro de México, incluyendo 
algunos comentarios sobre el contexto de la globalización, con la finali-
dad de destacar la necesidad de construir políticas públicas de enfoque 
territorial no sectorizadas que emanen de las realidades y estructuras 
espaciales vigentes y que también respondan a éstas.
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La Zona Metropolitana del Valle de México (zmvm)  
y la globalización

En el marco de la globalización, el territorio se comporta como una 
estructura compleja y de interacción múltiple. A partir de un núcleo 
original se vinculan varias espirales asociativas que dan origen a nue-
vas instancias regionales sin que la unidad básica pierda su naturaleza 
(Torres, 2006: 29).

Las estrategias competitivas de las transnacionales están dando 
forma a una nueva geografía económica mundial, en la que destacan 
como principales tendencias: a) la redistribución de capacidad de pro-
ducción entre los tres principales polos económicos mundiales (EUA, 
Europa y Japón), y b) la reubicación de capacidad de producción entre 
los países de la periferia, según áreas de influencia económica, ten-
dencia que se afianza con la creación de regiones de libre comercio. 
También se han producido cambios en la geografía económica de los 
países, entre los que destacan:

a)	Una marcada concentración de los servicios especializados y 
de las funciones de investigación y desarrollo en las grandes 
ciudades.

b)	La profundización de los procesos de desconcentración a corta 
distancia de la capacidad industrial de las grandes ciudades.

c)	La formación de nuevas regiones industriales en torno a la ubi-
cación de plantas ensambladoras.

d)	La consolidación de ciertas ciudades como nodos en los sistemas 
de transporte internacional.

e)	El deterioro de otras ciudades y regiones a raíz de procesos de 
desindustrialización o de la pérdida de su posición en los siste-
mas de transporte internacional.

La producción internacional tiene su correlato en la internacio-
nalización de las ciudades, es decir, en su inserción e incorporación 
al sistema de producción internacional. Así, pueden identificarse 
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ciudades con funciones: financieras, de alcance mundial o inter-
nacional; de administración y control de los procesos productivos 
en escala internacional (oficinas corporativas centrales); de inves-
tigación y desarrollo tecnológico; de producción; de distribución y 
almacenamiento. 

Con esta internacionalización se consolidan vínculos horizontales, 
de competencia y complementariedad en y entre las ciudades. En este 
contexto de apertura económica y globalización, los gobiernos y las 
comunidades locales asumen un papel más o menos activo en el de-
sarrollo económico local, que se expresa en la atracción o retención de 
empresas; atracción o retención de residentes; y atracción de eventos, 
en un ambiente de competencia entre las ciudades.

En la competencia, los gobiernos de las ciudades y regiones procu-
ran mejorar las condiciones reales de la fuerza de trabajo (educación, 
capacitación, investigación); de la infraestructura de apoyo directo 
(transporte, telecomunicaciones), de la calidad de vida urbana (en re-
lación con residentes calificados); de la relación con otras actividades 
productivas (actividades de apoyo y por extensión actividades asocia-
das) y de otros agrupamientos competitivos, así como por adecuar y 
mejorar los marcos legales y administrativos que regulan la instala-
ción y la operación de las empresas. 

Los países en desarrollo también compiten por atraer capitales y 
procesos productivos. Con este propósito han adoptado políticas eco-
nómicas orientadas a afianzar la estabilidad y a privatizar y a desrregular 
la actividad económica. En el caso de México, el cambio de política se 
inició a principios de los ochenta, se profundizó en los años siguientes 
y se mantiene actualmente. Los elementos de contexto internacional 
señalados ayudan a explicar algunos de los cambios que permanece-
rán vigentes por muchas décadas. Eventualmente, pueden anticiparse 
algunos ajustes promovidos, a nivel internacional, para atenuar los 
impactos sociales negativos.

A raíz de la firma del Tratado de Libre Comercio de América del 
Norte, se fortaleció la posición de México en las estrategias competi-
tivas de las empresas transnacionales extranjeras para el abasto del 
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mercado norteamericano y mexicano, atractivos por su tamaño y por 
su potencial de crecimiento, respectivamente. Las transnacionales 
mexicanas consolidaron su presencia en el país y han invertido agre-
sivamente en los mercados de Estados Unidos de América y América 
Latina principalmente.

Es indudable la tendencia a la ubicación de plantas de ensamble en 
ciudades del interior mexicano; así como una tendencia a la integra-
ción de agrupamientos productivos en la cercanía inmediata de estas 
plantas. Son intensas las relaciones en escala macrorregional. Las prin-
cipales concentraciones industriales (de las zonas metropolitanas del 
valle de México, Guadalajara, Monterrey) conservan un papel relevan-
te en el abastecimiento de partes y componentes a plantas de ensam-
ble ubicadas en territorio nacional. En este esquema, la capacidad de 
producción de la zmvm conserva cierta competitividad, sobre todo en 
el caso de las ensambladoras ubicadas en ciudades de la región centro. 
También las empresas extranjeras ubican sus oficinas corporativas en 
las grandes ciudades. En este aspecto nuevamente la zmvm tiene una 
fuerte ventaja, aunque se observa una participación creciente de Gua-
dalajara y de Monterrey en las decisiones de localización de oficinas 
de las transnacionales. Por lo que se refiere a la competitividad de las 
empresas, la adaptación a las particularidades culturales de los merca-
dos nacionales representa una ventaja para México en relación con el 
mercado de Centro y Sudamérica.

La zmvm ocupa el segundo lugar entre las aglomeraciones con ma-
yor población en el mundo, hecho que la califica como megaciudad 
del tercer mundo. Existen evidencias de que la Ciudad de México está 
adquiriendo una nueva forma de centralidad, entre otros, concentra 
más actividades relacionadas con la globalización económica a pesar 
de sus fluctuaciones y el decremento de su aportación al producto 
interno bruto (pib) y de empleo desde los años setenta. La localiza-
ción preferencial de los corporativos de las empresas, la distribución 
regional de la inversión extranjera directa y su evolución en cuanto a 
servicios avanzados indican que la apertura de la economía mexica-
na y su orientación hacia los mercados globales han intensificado la 
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concentración necesaria de funciones para el ingreso de la ciudad de 
México al sistema global de ciudades. 

En términos de flujos del sistema, la ciudad capital califica como 
un centro principal de servicio global en cuatro sectores (adminis-
tración, banca, publicidad y servicios legales) y funciona como un 
nodo articulador apoyado por una red de telecomunicaciones inter-
urbanas (que supera a Zurich o a Singapur); está bien cubierto con 
un servicio creciente de telefonía; red de fibra óptica; Internet en 
expansión; amplia comunicación por vía aérea; y concentración de 
carga para el extranjero (Christof Parnreiter, en Sassen, 2002: 162-
166 traducción libre). 

Son muchos y muy diversos estudios en los que se clasifica al sis-
tema mundial de ciudades. El número que ocupa la ciudad de México 
en cuanto a la jerarquía mundial varía entre estudios; no obstante, 
existe cierto consenso en que es la única del país que forma parte del 
sistema y que se inserta en la clasificación llamada Beta o de segundo 
orden. Las de primer orden, Alfa, constituyen los principales centros 
de control de la producción y las finanzas a escala mundial (Nueva 
York, Londres, Tokio, Hong Kong). Las Beta, de segundo nivel, reali-
zan funciones de control corporativo regional y funciones financieras 
internacionales, entre las que se encuentran, además de la ciudad de 
México, Toronto, San Francisco y San Paulo en el continente america-
no, y Moscú, Seúl, Zurich y Madrid entre otras. 

En el marco de la oferta mundial de satisfactores, la zmvm enfrenta 
el riesgo de reducir su área de influencia en el país, sobre todo en las 
regiones del norte, por la propia influencia y cercanía relativa de ciu-
dades como Los Ángeles y Houston. También presenta oportunidades 
de expansión de su influencia hacia América Latina y el Caribe, en 
particular en materia de oficinas regionales de las empresas transna-
cionales y también a ciertos servicios (financieros, médicos, cultura y 
entretenimiento). En este aspecto, la zmvm compite fuertemente con 
Los Ángeles y Houston, pero principalmente con Miami, y pierde in-
fluencia en el norte pero la consolida en el sur y sureste, así como en 
Centroamérica y el Caribe, Venezuela, Colombia, y Ecuador (gdf, gem, 
Sedesol, 1998).
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Las megalópolis y las regiones urbanas,  
metropolitanas y megalopolitanas

El estudio de los asentamientos humanos, y su consecuente definición 
de políticas de desarrollo, se ha vuelto más complejo mientras más 
complicado se ha tornado el patrón de urbanización. 

Producto del proceso continuo y creciente de la urbanización, se 
identifican las llamadas megalópolis como aquellos grandes sistemas 
urbanos multicéntricos, integrados por varias metrópolis de diferente 
tamaño, estructura y función, que constituyen densas concentracio-
nes de población, actividades económicas, políticas, culturales, ad-
ministrativas y de gestión, de infraestructura, servicios e inmuebles, 
con diversos polos de concentración, articuladas por múltiples flujos 
y relaciones de personas, mercancías, capitales, mensajes e informa-
ciones, interdependientes económicamente, donde la localización de 
actividades es relativamente indiferente en la medida que compar-
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ten economías de escala y aglomeración, externalidades y ventajas 
comparativas. También se puede entender a las megalópolis como 
subsistemas de ciudades altamente integrados; tejidos metropolitanos 
policéntricos que aglutinan estructuras y relaciones sociales comple-
jas; o entidades que surgen de la unión o traslape de dos o más áreas 
metropolitanas.

Hay también las llamadas ciudades-región, las regiones metropo-
litanas y las regiones megalopolitanas, por mencionar algunas, que 
se refieren a espacios territoriales que rebasan el límite exclusivo de 
la zona meramente urbanizada, para abarcar aquellos territorios que 
interactúan funcionalmente con alguna metrópoli o con algún sistema 
de ciudades de diversa escala y complejidad. Esto sucede con aquellos 
espacios que constituyen las áreas de influencia del o de los lugares 
centrales que contiene, sea, por ejemplo, por funciones de producción, 
de abasto o de oferta de mano de obra, entre otros.

La ciudad-región, entonces, abarca porciones de territorio relativa-
mente integradas entre sí y con la ciudad central; y la región metro-
politana se refiere a un ámbito territorial mayor que incluye tanto el 
área urbana como centros de diferente tamaño ubicados dentro de una 
línea imaginaria demarcada por los niveles de interacción (presente o 
potencial) así como áreas de explotación primaria y espacios vacíos. 
El término de la región polarizada o nodal se asocia a la noción de 
interdependencia, fruto de observar la irradiación comercial de las 
aglomeraciones urbanas; este tipo de región no es uniforme, puede de-
finirse como un espacio heterogéneo en el cual las diversas partes son 
complementarias y mantienen entre sí, especialmente con los polos 
dominantes, mayor intercambio que con la región vecina; se trata de 
un lugar de intercambio de bienes y de servicios, en el que la intensi-
dad interna es superior en todos los puntos a la intensidad externa.

En el siglo xxi el desarrollo tecnológico ha incidido, como hasta 
ahora, en el patrón de urbanización y lo seguirá haciendo. Al respec-
to se puede mencionar la disminución de los traslados de pasajeros 
gracias a la existencia y proliferación de herramientas como la com-
putadora personal, el fax, la telefonía celular y la comunicación sate-
lital entre otras; y la urbanización extensiva en localidades pequeñas, 
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particularmente en las economías más avanzadas, gracias al avance en 
el ámbito del transporte masivo de alta velocidad para pasajeros. Cabe 
destacar el papel de las tecnologías del transporte en la estructura y el 
funcionamiento de las ciudades y de las regiones urbanas. Al interior 
de las ciudades, particularmente de las desarrolladas, las nuevas cen-
tralidades están directamente relacionadas con las estaciones de trans-
porte público masivo, como los trenes urbanos o sistemas de metro y 
los corredores urbanos, asociados con una alta intensidad de usos de 
mezcla diversa, que se aprovechan de la presencia de los usuarios del 
mencionado sistema de transporte. De la misma manera, en el caso de 
las sociedades que han desarrollado sistemas de transporte interurba-
no o suburbano por ferrocarril, se ha detenido la urbanización exten-
siva por los ejes carreteros, al no ofrecer un espacio de oportunidad de 
intercambio, venta y accesibilidad como el que ofrecen las carreteras. 
En el caso de los países en desarrollo, la urbanización extensiva sobre 
las carreteras es un ejemplo más de la urbanización asociada al de-
sarrollo tecnológico.

Megalópolis y región megalopolitana del centro de México

En el caso de México se ha identificado como megalópolis al área que 
comprende los municipios correspondientes a las zonas metropolita-
nas de las capitales de los estados limítrofes al valle de México, más la 
totalidad de los municipios que mantienen una relación estrecha con 
la ciudad capital y los que se ubican entre las zonas metropolitanas que 
integran la llamada corona regional de ciudades y el Distrito Federal, 
además de las delegaciones del Distrito Federal.

La región megalopolitana corresponde a la mesorregión del centro 
del país, integrada por las siguientes siete entidades federativas: Es-
tado de México, Tlaxcala, Hidalgo Morelos, Distrito Federal, Puebla, 
Morelos y Querétaro. Esta región tiene características muy particula-
res, de acuerdo con las proyecciones del Conapo, la población que se 
concentró en ella en el 2005 fue de 35 millones de habitantes lo que 
representó el 33 por ciento del total nacional; para el 2030 se estima 
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que albergará a 42 millones de personas, que representarán una tercera 
parte del total nacional (33.4 por ciento).

En este territorio megalopolitano de 98,517 km2 interactúa, con ma-
yor o menor intensidad, un conjunto de 12 zonas metropolitanas� la de 
mayor jerarquía es la Zona Metropolitana del Valle de México (zmvm), 
por su influencia de primer orden en el territorio nacional. De menor 
jerarquía, pero de gran importancia para sus estados y en ocasiones 
las entidades federativas aledañas, son las siguientes: zm Pachuca, zm 
Tula, zm Tulancingo, zm Toluca, zm Cuernavaca, zm Cuautla, zm Pue-
bla-Tlaxcala, zm San Martín Texmelucan, zm Tlaxcala, zm Apizaco y zm 
de Querétaro; la población de éstas para el 2005 fue de 27 millones de 
habitantes, el 76 por ciento con respecto a la región centro. 

Las zonas metropolitanas son lugares centrales cuya jerarquía 
depende del conjunto de factores económicos, sociales, políticos y 
culturales con los que cuentan, así como de la oferta de servicios e 
infraestructura que representan, frente a las necesidades y oportuni-
dades de aprovechamiento por parte de la población que las habita. 
Se organizan en un sistema urbano con mayor o menor integración 
funcional que depende de la intensidad del intercambio entre la oferta 
y la demanda entre lugares centrales. La infraestructura vial de la re-
gión es uno de los medios por los que se expresan territorialmente los 
flujos del sistema.

El lugar central de mayor jerarquía por su concentración de equi-
pamientos y servicios es la zmvm. En un segundo rango se pueden 
considerar las capitales del resto de las entidades pertenecientes a la 
región megalopolitana, debido a su influencia y cobertura estatal, espe-
cialmente por los servicios en administración pública, de educación y 
salud. En tercer rango se encuentran las zonas metropolitanas de San 
Juan del Río, Tula, Tulancingo, Atlacomulco, Cuautla y Apizaco, que 
se constituyen como lugares geográficos estratégicos por la conectivi-
dad en el sistema de transporte que ofrecen a los lugares centrales de 
primer y segundo rango, y por el peso de sus actividades industriales, 
de abasto y turísticas. ´

� De acuerdo con Sedesol, Conapo, inegi, Delimitación de las zonas metropolitanas de México, 
2004.
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Los vínculos de mayor intensidad se dan de forma radial y subor-
dinada de las zonas metropolitanas de la región a la zmvm, derivada 
de los flujos producto de los servicios y equipamientos (factores de 
centralidad) con los que cuenta esta última zona metropolitana. Entre 
éstos se pueden destacar: servicios de salud especializados, educación 
media superior y superior, comercio y abasto, investigación científica, 
servicios financieros y especializados y los generados por la adminis-
tración pública.

Cabe mencionar el caso especial de la zm de Querétaro en materia de 
intercambios funcionales. Mientras que cinco de las zonas metropolita-
nas mantienen intercambios cotidianos intensos por razones de trabajo 
y estudio, porque existe población que reside en una ciudad y trabaja 
en otra, en el caso de Querétaro se observa un intercambio intenso pero 
de fin de semana. Existe un número cada vez mayor de familias que 
radican en la zm de Querétaro, cuyo jefe de familia trabaja y reside en la 
ciudad de México entre semana y vive los fines de semana en Querétaro. 
Aunque no es comparable, este flujo está presente en la megalópolis y es 
digno de ser tomado en cuenta para efectos de política pública.

Los vínculos de intensidad media en forma de geometría variable 
se dan entre los lugares de segundo y tercer orden así como con las 
zonas metropolitanas que se encuentran fuera de la megalópolis pero 
que, por su cercanía, tienen una influencia en los rubros de trabajo, 
comercio y abasto al menudeo, intercambio de autopartes y por el tu-
rismo (balnearios, zonas arqueológicas).

Los vínculos de baja intensidad que presentan un patrón concéntri-
co son aquellos que solamente son utilizados por movimiento vehicu
lar para trasladarse a otras ciudades de mayor importancia como los 
lugares de primer y segundo orden.

El sistema megalopolitano, entonces, refleja una estructura pre-
dominantemente radial monocéntrica, encabezada por la zmvm, y es-
trechamente vinculada con la estructura carretera existente. Con una 
corona de ciudades que rodea a la ciudad principal y con intercambios 
funcionales de segundo orden en forma de anillo.

Un factor importante de interacción entre distintas localidades (en 
este caso entre zonas metropolitanas) está dado por los flujos por mo-
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tivo de trabajo, es decir, cuando alguna persona se desplaza de la zona 
metropolitana donde reside para trabajar en otra se da un vínculo de-
nominado movimiento pendular (commuter), la cantidad de este tipo 
de traslados es indicador de las interacciones existentes en la región 
megalopolitana.

Los traslados� con motivo de trabajo hacia otras zonas metropoli-
tanas de la región centro suman 84,412 viajes y la zona metropolitana 
con mayor generación de viajes hacia otras zonas metropolitanas de la 
región centro es la del valle de México con el 39 por ciento de viajes, 
seguida de las zm de Toluca y Tlaxcala. La capacidad de atraer viajes 
con motivo de trabajo desde otras zm de la región es la de Toluca se-
guida de la zmvm que, a pesar de ser el lugar central de rango uno de la 
región, no tiene la misma capacidad de atraer viajes con motivo de 
trabajo. Las zonas con un porcentaje regular de generar y atraer viajes 
son: Tlaxcala, Puebla-Tlaxcala, Cuautla y Cuernavaca. Las siguientes 
gráficas muestran lo referido: 

Capacidad de generar viajes con motivo de trabajo  
hacia otras zonas metropolitanas de la región centro
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Capacidad de atraer viajes con motivo de trabajo  
desde otras zonas metropolitanas de la región centro
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Considerando los datos que arrojan tanto la capacidad de generar 
viajes, como la de atraerlos se plasma en la siguiente figura, que mues-
tra la intensidad de los vínculos (por motivos de trabajo) existentes en 
la región megalopolitana:
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Prácticamente todas las áreas de influencia de las zonas metropoli-
tanas de la región se traslapan, salvo en el caso de la zm de Querétaro. 
A diferencia de la distancia promedio, de 100 kilómetros, que existe 
entre las primeras y la zmvm, la de Querétaro es tres veces mayor. 

A partir de la jerarquía de los lugares centrales y de los vínculos 
que generan entre ellos, se crean áreas de influencia que contribuyen a 
delimitar la región megalopolitana, que se caracteriza por ser macroce-
fálica y en donde la corona de ciudades (metrópolis de segundo rango) 
mantiene una relación de subordinación, más que de complementarie-
dad con la zmvm. Cabe hacer hincapié en que la región se integra por 
elementos urbanos y no urbanos, cuya combinación puede representar 
un factor de potencial o de limitación para el desarrollo. En la región 
destacan la oferta de servicios culturales y turísticos (áreas y parque 
naturales, zonas arqueológicas, corredores coloniales, rutas históricas 
y culturales, y balnearios) y las actividades productivas significativas 
(producción de alimentos y bebidas, ganadería e industria).

Con todos los elementos señalados (lugares centrales, vínculos y 
flujos, zonas de influencia y elementos no urbanos significativos) se 
pueden realizar un par de ejercicios de delimitación de la megalópolis, 
uno incluyendo a la Zona Metropolitana de Querétaro por los incipien-
tes, pero importantes, vínculos que comienza a mostrar con el resto 
de las zonas metropolitanas de la región centro, y otro que excluye a 
dicha entidad por la distancia que la separa y por su interacción con 
las metrópolis del bajío (véase mapa de la página siguiente). 

Destaca la existencia de una estructura territorial que rebasa por 
mucho tanto los límites municipales y estatales como las propias áreas 
de influencia de las zonas metropolitanas, es decir, se trata de una 
organización territorial de alcance mesorregional que, por lo tanto, 
requiere del diseño de políticas públicas consecuentes y congruentes 
con la realidad territorial del país.

Lo que sucede en algún componente de la región megalopolitana, 
tiene efectos en el resto del sistema regional; lo mismo pasa si se deja 
de hacer algo, esto se reflejará en el resto. Las entidades que integran 
esta región interactúan de manera intensa; su funcionamiento y des-
tino están estrechamente ligados a los funcionamientos y destinos de 
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sus propios componentes. El futuro de cada una de las localidades, 
zonas metropolitanas y subregiones que la integran depende del futuro 
de la megalópolis misma y viceversa. 

En esta macrorregión se afianzan: el corredor industrial Toluca-
Lerma; Puebla-Tlaxcala que destaca como núcleo automotriz y de la 
industria del vestido; Hidalgo que ha recibido una inversión extran-
jera significativa en diversos giros industriales pero sobre todo en la 
industria textil, y si el nuevo aeropuerto se ubicara en Tizayuca, sus 
perspectivas mejorarían radicalmente; Cuernavaca se consolida como 
centro de servicios aunque no deben despreciarse algunas iniciativas 
en materia industrial como la nueva ciudad textil (pozmvm, 1998).

Con base en un análisis de la situación económica nacional y regio-
nal, así como de las oportunidades y riesgos en el contexto internacional 
y nacional, en el Programa de Ordenación de la Zona Metropolitana del 
Valle de México (pozmvm) se propone consolidar la posición de la metró-
poli como ciudad global, a partir de su potencial de funcionamiento:
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a)	Como principal centro corporativo del país con funciones de 
control de las operaciones de las empresas transnacionales en los 
mercados de América Latina y el Caribe, lo cual requiere brindar 
un ambiente y espacios adecuados para estas actividades.

b)	Como principal polo de innovación científica y tecnológica del 
país, lo cual implica consolidar áreas de excelencia en materia de 
educación superior e investigación científica y técnica, así como 
propiciar la vinculación universidad/empresa.

c)	Como principal centro de servicios superiores, financieros aso-
ciados a los corporativos; y de educación superior, cultura y 
entretenimiento.

d)	Como principal nodo internacional del país en materia de trans-
porte y de telecomunicaciones.

En forma paralela, propone impulsar la reestructuración industrial 
de la zmvm, por medio de la reconstitución de cadenas productivas 
nacionales en las ramas dinámicas de nivel nacional y las de ma-
yores perspectivas de consolidación en el contexto global, como la 
automotriz, electrónica, electrodoméstica, textil y vestido, alimentos 
procesados y productos de plástico. También sugiere apoyar en forma 
prioritaria la reestructuración de ramas industriales: que aporten una 
proporción significativa del empleo metropolitano; o bien, aquellas en 
las que la ciudad tiene una especialización manifiesta (farmacéutica). 
Propone, además, apoyar la consolidación de agrupamientos de acti-
vidades locales competitivas en torno a actividades de servicios de las 
diversas localidades de la megalópolis de:

a)	Servicios médicos privados; industria farmacéutica; educación 
superior e investigación científica y técnica asociadas.

b)	Cultura; entretenimiento; difusión; cine; televisión; teatro; turis-
mo de negocios; imprenta, industria editorial.

c)	Servicios financieros; seguros y fianzas; administración de pen-
siones.

d)	Otros agrupamientos centrados en actividades industriales, iden-
tificados en función de las ramas definidas anteriormente.
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De acuerdo con este instrumento de planeación, todas las acciones 
sugeridas deben contar con una visión del futuro económico de la 
zmvm compartida por las autoridades, las organizaciones empresariales 
y la población local. En la medida en la que se identifique el potencial 
de la megalópolis del centro de México y se refuercen las relaciones de 
complementariedad entre las ciudades integrantes de la megalópolis 
será más factible lograr un desarrollo mayor y mejorar su presencia en 
el sistema mundial de ciudades.

La relación entre las zonas metropolitanas de la región centro debe 
visualizarse no sólo bajo el enfoque de articulación económica entre 
capacidades de producción, sino también bajo el de formación de un 
espacio megalopolitano; mientras que ciudad global es un concepto 
económico (alude a las funciones de las ciudades en la economía glo-
bal), el de megalópolis es un concepto físico (alude a una escala y a una 
forma de estructuración del crecimiento físico urbano).

Conclusiones

Hay dos formas de lograr impactos territoriales frente a la globaliza-
ción: una es intentando y otra es dejando de hacer. En el territorio 
mexicano existen experiencias positivas de inserción a la economía 
global más deliberadas a nivel de municipio o de entidad y más “es-
pontáneas” en otras regiones, sea por su evolución histórica, como 
la región centro, o por su localización estratégica, como las ciudades 
fronterizas del norte del país.

Para participar e influir en el sistema mundial de la globalización es 
necesario pensar, planificar y actuar en postulados básicos como: inte-
gración, interacción, subordinación, dependencia, unidad, estabilidad, 
organización y jerarquía. Pareciera que son relativamente pocos los 
empresarios y las autoridades de ciudades y regiones mexicanas que se 
han propuesto incidir y menos los que lo han logrado. No obstante, la 
reflexión final puede ser estructurada en los impactos “intencionales” 
y los “no intencionales”.

No obstante que la competencia se ha mundializado, las economías 
locales son importantes en las dinámicas internacionales de la eco-
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nomía. Para los estados, la región es la plataforma de competitividad 
para una estrategia de inserción en la economía global, incorporando 
innovación, infraestructura de comunicación y redes de servicios que 
sean incorporables a las redes mundiales.

Antes, la competitividad dependía de la disponibilidad de recursos 
naturales o de mano de obra barata, pero ahora se incorporan también 
las necesidades de capital humano calificado, y capacitado, innovador 
en el diseño, la producción o comercialización de bienes y servicios 
mejores y/o más baratos que la competencia internacional, así como 
mecanismos de gestión eficientes. Esto último, la gestión, es de alta 
prioridad en la megalópolis del centro dada la complejidad que le con-
fiere la presencia de 12 zonas metropolitanas.

Es claro que no todas las regiones y sus ciudades pertenecen al 
mercado global. Tampoco es necesario. La sana inclusión de algunas 
ciudades y regiones del país en la economía global dependerá en gran 
medida de su desarrollo urbano, de la certidumbre que ofrezcan para la 
inversión, de las estrategias de desarrollo nacional, del capital humano 
y de la infraestructura (posición geográfica de las transnacionales). Sin 
embargo es imperativo contar con una estrategia clara de desarrollo 
nacional, que permita orquestar el papel en el desarrollo interno y en 
el ámbito global, de acuerdo con las fortalezas y las debilidades de su 
sistema urbano nacional, de sus metrópolis y de sus regiones. Una es-
trategia que, como señala Garza, permita éxito en el mercado global a la 
mayoría de las empresas en México y que fortalezca la infraestructura, 
la educación y la cultura en ciudades de acuerdo con sus ventajas de 
localización. 

Para incidir en el desarrollo de la megalópolis se requieren inter-
venciones orquestadas alrededor de objetivos comunes en territorios 
comunes, para lo cual es indispensable reconocer el papel que juega, 
en el sistema, cada una de las zonas metropolitanas (lugares centrales) 
y de los componentes regionales y podría jugar en el futuro.

La mayor comprensión del potencial de la Región Megalopolitana 
del Centro de México permitirá diseñar políticas que construyan ca-
denas de valor y derrama de bienestar, redes sociales, académicas y 
profesionales; desarrollo económico complementario y multiplicado 
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por el número de nodos activos del sistema, complementariedad entre 
territorios y encadenamientos productivos, entre otros. 

La suma de las partes es mayor que cada una de las partes.

Bibliografía

Aguilar, Adrián Guillermo y Concepción Alvarado (2004), “La reestructura-
ción del espacio urbano de la Ciudad de México ¿Hacia una metrópoli 
multinodal?”, en Adrián Guillermo Aguilar (coord.), Procesos metropoli-
tanos y grandes ciudades. Dinámicas recientes en México y otros países, 
México, H. Cámara de Diputados, LIX Legislatura, Universidad Nacional 
Autónoma de México, Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología.

Ciudad de México, Sedesol, Estado de México (1997), Programa de Ordena-
ción de la Zona Metropolitana del Valle de México. 

Consejo Nacional de Población (1991), Sistema de ciudades y distribución 
espacial de la población en México, México.

Ferreira, Héctor (2004), Continuidad y cambio de la política regional en 
planeación territorial, políticas públicas y desarrollo regional en México, 
México, Centro Regional de Investigaciones Multidisciplinarias. 

Garza, Gustavo (1990), “Metropolización en México”, Ciudades 6, México, 
rniu México.

 (2001), “Megalópolis de la Ciudad de México en el ocaso del siglo xx”, 
en La población de México, tendencias y perspectivas sociodemográficas 
hacia el siglo xxi, México, Conapo y Fondo de Cultura Económica.

Gobierno del Distrito Federal, Gobierno del Estado de México y Secretaría 
de Desarrollo Social (1998), México, Programa de Ordenación de la Zona 
Metropolitana del Valle de México.

Graizbord, Boris y Beatriz Acuña (2004), “La estructura polinuclear del área 
metropolitana de la ciudad de México”, en Adrián Guillermo Aguilar 
(coord.), Procesos metropolitanos y grandes ciudades. Dinámicas recientes 
en México y otros países, México, H. Cámara de Diputados, LIX Legisla-
tura, Universidad Nacional Autónoma de México, Consejo Nacional de 
Ciencia y Tecnología. 

Méndez, Coronado et al. (2002), “El ave en Ciudad Real y Puertollano: notas 
sobre su incidencia en la movilidad y el territorio”, España, Angrama, 



Ligia González García de Alba370

http:www.uclm.es/cr/caminos/publicaciones/cuaderno_Ing_Territorio/li-
bros/cuaderno2/cuadernos2_72.pdf

Pumain, D. (2004), “Área de influencia o zona de influencia”, http://hypergeo.
free.fr/IMG/_article_PDF/article_194.pdf

Sassen, Saskia (1991), The Global City, New York, London, Tokyo, Estados Uni-
dos de América, Princeton University Press.

 (2000), Nueva geografía política. Un nuevo campo transfronterizo para 
actores públicos y privados, texto de la Conferencia del Millenium en la 
London School of Economics el 25 de enero de 2000, retomado de la con-
ferencia inaugural de la cátedra de Ciencias Sociales en la Universidad 
de Chicago del 28 de abril del 1999, Programas desnacionalizados de los 
Estados y fabricación de normas privatizadas. 

 (2002), Global Networks, Linked Cities, Estados Unidos de América, 
Routledge.

Secretaría de Asentamientos Humanos y Obras Públicas, Glosario de términos 
sobre asentamientos humanos, México, s/f.

Sedesol, Conapo e inegi (2004), Delimitación de las zonas metropolitanas de 
México, México.

Torre, Jurjo (2006), Globalización e interdisciplinariedad: el currículum inte-
gral, España, Morata.



371

El fenómeno metropolitano es tan heterogéneo como los actores y pro-
cesos que lo conforman, sus alcances e implicaciones en la vida coti-
diana de millones de personas a lo largo de todo el país demuestran su 
trascendencia tanto en lo inmediato como en el mediano y largo plazo, 
constituyéndose como un tema estratégico para el desarrollo nacional.

Sin embargo, su complejidad e importancia también pueden repre-
sentar una suerte de velo discursivo que ante la multiplicidad de pro-
blemáticas existentes, prefiera enfrascarse en debates estériles sobre 
formas de acercamiento en lugar de abordar de manera directa, con 
rigor epistemológico y metodológico, los retos y problemáticas, además 
de plantear, o al menos esbozar, propuestas y alternativas fundadas en 
las experiencias nacionales e internacionales existentes.

Al respecto los trabajos presentados en el transcurso del diplomado 
tienen la virtud de tocar temas medulares de la vida metropolitana, 
siempre partiendo de bases teóricas y experiencias concretas, y ponen 
sobre la mesa acciones puntuales para la gestión y construcción de 
soluciones.

A las actividades del diplomado asistieron de manera constante un 
grupo de 40 participantes, conformado principalmente por diputados 
federales, asesores de diversas comisiones (entre las que destaca la de 
Desarrollo Metropolitano), servidores públicos de carrera e investiga-
dores de tres centros de estudios (Sociales y Opinión Pública, Finanzas 
Públicas y Derecho e Investigación Parlamentaria) de la H. Cámara de 
Diputados.

Comentarios finales
Roberto Eibenschutz Hartman 

Ligia González García de Alba
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El perfil profesional de los participantes fue muy diverso, lo que 
por una parte ejemplifica los alcances temáticos del fenómeno metro-
politano y por otra demuestra la necesidad de acercamientos multi-
disciplinarios y multisectoriales para la construcción de alternativas y 
soluciones a los retos que éste plantea.

Cabe mencionar que tal heterogeneidad de formaciones académi-
cas encontró en el campo legislativo su común denominador, ámbito 
en el cual las distintas experiencias confluían en la necesidad de plan-
tear respuestas articuladas y jurídicamente viables.

Es decir, no solamente se trató de la exposición de posiciones ex-
pertas por parte de los autores, sino que a partir de las ideas planteadas 
se discutía ampliamente en cada sesión su vinculación y aplicación 
desde la acción legislativa, lo cual representó un doble reto para los in-
vestigadores y funcionarios invitados: la realización de un texto breve 
donde quedaran asentados los aspectos estratégicos de alguna temática 
metropolitana, pero a la vez, que éste sirviera como eje articulador o 
detonador de propuestas de ley, especificando claramente sus alcances 
y ámbito de acción.

Esta riqueza en el debate quedó plasmada en los trabajos finales de 
cada participante, donde se vertieron tanto los contenidos del diplo-
mado como el propio conocimiento de la labor legislativa del día a día 
en sus respectivas comisiones o centros de investigación, evidenciando 
la importancia de multiplicar este tipo de espacios de aprendizaje y 
discusión. 

Destaca el amplio panorama presentado sobre los retos, problemas y 
requerimientos del fenómeno metropolitano, aspectos ampliamente dis-
cutidos y ejemplificados con las experiencias en materia de legislación 
y gestión pública que se presentaron. Se trató de un ejercicio de análisis 
crítico de las alternativas de innovación, mejoramiento y actualización 
de las normas jurídicas en materia de desarrollo metropolitano.

Una constante en las participaciones fue buscar un lenguaje común 
para abordar lo metropolitano, ya que en todos los ámbitos persiste una 
utilización ambigua en el uso de términos que provoca confusiones y 
malentendidos, cuestión que también se refleja en la propia redacción 
de leyes y en nomenclaturas oficiales, siendo, por lo tanto, funda-
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mental conocer el correcto significado y aplicación de la terminología 
específica.

Otro eje común en todas las temáticas fue la trascendencia de 
la planeación estratégica, pero no en un supuesto escenario neutral, 
sino reconociendo la enorme cantidad de actores e intereses que in-
teractúan en lo metropolitano, muchos de los cuales están en directa 
contraposición y conflicto, reconociendo por tanto, que las soluciones 
no sólo cruzan el terreno técnico, sino que requieren de negociaciones 
y acuerdos políticos.

Por tanto, la consecución de acuerdos democráticos y con amplia 
participación social es una tarea central para la generación de meca-
nismos eficientes de gestión democrática, y es aquí donde se reconoce 
el papel promotor que debe ejercer el Poder Legislativo.

Así, una de las conclusiones más importantes que dejó la expe-
riencia del diplomado es la importancia de la transversalidad del tema 
metropolitano para el desarrollo del país, ya que en éste confluyen 
aspectos que inciden directamente en la calidad de vida de la mitad de 
la población e indirectamente en la otra mitad, representando nodos 
estructuradores en términos económicos, políticos, sociales y cultura-
les, con grandes retos pero también con una enorme potencialidad.

A través de la discusión y reflexión de los temas expuestos se per-
cibe cómo el fenómeno metropolitano y sus diversos acercamientos y 
enfoques, mantienen un alto nivel de vitalidad, por lo que constante-
mente se están reelaborando y resignificando, manteniendo una activa 
presencia en el debate nacional, tanto en foros académicos, como polí-
ticos y sociales, por lo que cualquier material especializado y rigurosa-
mente argumentado contribuye a la construcción simbólica y material 
de metrópolis más equitativas, justas y democráticas.

En este sentido los trabajos aquí presentados abonan en el enten-
dimiento de lo metropolitano pero no significan miradas finales, todo 
lo contrario, representan enfoques de análisis que se inscriben dentro 
de procesos más grandes y complejos de pensar las metrópolis en sus 
problemáticas y potencialidades.

Por la amplitud y riqueza de los temas abordados y por los posi-
bles procesos reflexivos que pueden generar, los textos aquí reunidos 
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representan un material valioso tanto para los especialistas en temas 
metropolitanos, como para toda persona que, por cualquier motivo, 
se encuentre interesada en este fenómeno nacional y mundial. Al 
respecto resalta que cada uno de los ensayos se encuentra redactado 
bajo un estilo que, sin perder su profundidad analítica, es asequible 
para un público no especializado.

El mantener un constante debate sobre los planteamientos, las 
reflexiones y experiencias vertidas a lo largo del diplomado fue una 
de las consignas finales, ya que el propio dinamismo del fenómeno 
metropolitano así lo demanda; en esta dirección la divulgación de los 
textos presentados, su discusión y constante reformulación es una 
tarea fundamental.

Por último, hay que mencionar que este tipo de experiencias, y los 
materiales derivados contribuyen a fortalecer e impulsar vínculos acti-
vos entre la reflexión académica y la toma de decisiones en la gestión 
metropolitana, cumpliendo con el objetivo central de la universidad 
pública que implica incidir en los problemas de la realidad nacional 
para mejorar la calidad de vida de la población.
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